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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

CONVENIO de Coordinación y Adhesión que celebran la Secretaría de Gobernación, a través de la Comisión 
Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, y el Estado de Puebla, que tiene por objeto el 
otorgamiento de subsidio para la ejecución del Programa Anual Autorizado denominado No estás sola. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN Y ADHESIÓN QUE CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL POR 
CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ 
“GOBERNACIÓN”, A TRAVÉS DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA PREVENIR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA 
LAS MUJERES, EN LO SUCESIVO LA “CONAVIM”, REPRESENTADA POR SU TITULAR MA FABIOLA ALANÍS 
SÁMANO, Y POR LA OTRA PARTE EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA, EN LO SUCESIVO 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO” A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE PLANEACIÓN Y FINANZAS, REPRESENTADA EN 
ESTE ACTO POR LA SECRETARIA DE PLANEACIÓN Y FINANZAS, MARÍA TERESA CASTRO CORRO, ASISTIDA POR 
LA SECRETARÍA DE IGUALDAD SUSTANTIVA, EN ADELANTE “LA IMEF”, REPRESENTADA EN ESTE ACTO POR LA 
SECRETARIA DE IGUALDAD SUSTANTIVA, MELVA GUADALUPE NAVARRO SEQUEIRA, A QUIENES ACTUANDO DE 
MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ, “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, (CONSTITUCIÓN), consagra en su artículo 1o. 
que, todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección,  cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución 
establece. 

En esa virtud, las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la 
CONSTITUCIÓN y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas 
la protección más amplia. 

Por tanto, todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

El quinto párrafo del artículo 4o. de la CONSTITUCIÓN dispone que toda persona tiene derecho a un 
medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. 

En el mismo sentido, México ha suscrito diversos instrumentos y tratados internacionales en materia de 
derechos humanos de las mujeres y particularmente el de una vida libre de violencias, tales como la 
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus 
siglas en inglés) y su Protocolo Facultativo, así como las recomendaciones de su Comité; la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem do 
Pará); la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing; la Declaración sobre la eliminación de la violencia 
contra la mujer; el Manual para la Investigación y Documentación eficaces de la Tortura y otros Tratos o 
Penas crueles, inhumanos o degradantes (Protocolo de Estambul); la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (Pacto de San José); la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN); la Declaración Universal 
de Derechos Humanos (DUDH); la Declaración del Milenio de las Naciones Unidas y los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS), en particular se hace referencia al objetivo “Lograr la igualdad entre los géneros 
y empoderar a todas las mujeres y las niñas”, en lo que concierne a las siguientes metas: 

1) “Poner fin a todas las formas de discriminación contra todas las mujeres y las niñas en todo el mundo”, 
y 

2) “Eliminar todas las formas de violencia contra todas las mujeres y las niñas en los ámbitos público y 
privado, incluidas la trata y la explotación sexual y otros tipos de explotación”. 

En ese tenor, el gobierno federal creó el Programa de Apoyo a las Instancias de Mujeres en las Entidades 
Federativas (PAIMEF), como una respuesta específica para promover la formulación e implementación de 
políticas públicas a nivel local para que, en un marco de derechos humanos y desde la perspectiva de género, 
se buscara la prevención y atención de la violencia contra las mujeres, así como proporcionarles herramientas 
para su empoderamiento. Asimismo, busca establecer vínculos entre los tres órdenes de gobierno, a través de 
las Instancias de Mujeres en la Entidades Federativas para que, como ejecutoras de dicho Programa, 
propongan, implementen y promuevan acciones interinstitucionales a nivel estatal en coordinación con los 
municipios, con los tres poderes y actores sociales, desde un abordaje integral de esta problemática. 
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De esta manera, el PAIMEF contribuye a la generación de condiciones para el desarrollo humano, el 
ejercicio de derechos, el empoderamiento y la plena inclusión social de mujeres, en el entendimiento de que 
las violencias de género son un factor que atenta contra el ejercicio de los derechos humanos de las mujeres, 
impide su acceso a la igualdad de oportunidades y restringe su incorporación a los procesos de  desarrollo 
social. 

Este Programa cuenta con el presupuesto de operación para el Ejercicio Fiscal 2023, de conformidad con 
lo establecido en el artículo vigésimo segundo y el Anexo 13 del Presupuesto de Egresos de la Federación 
para el Ejercicio Fiscal 2023 (PEF 2023), publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF), el 28 de 
noviembre del 2022, el cual señala que los recursos asignados ascienden a la cantidad de hasta 
$318,638,252.00 (Trescientos dieciocho millones seiscientos treinta y ocho mil doscientos cincuenta y dos 
pesos 00/100 M.N.). 

En términos del artículo 75 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), los 
subsidios deberán sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia, publicidad, selectividad y 
temporalidad, para lo cual se deberá, entre otros aspectos: i) identificar con precisión la población objetivo;  ii) 
incorporar mecanismos periódicos de seguimiento, supervisión y evaluación que permitan ajustar las 
modalidades de su operación o decidir sobre su cancelación; iii) prever la temporalidad en su otorgamiento, y 
iv) reportar su ejercicio en los informes trimestrales. 

Por ello, el 28 de diciembre de 2022 se publicaron el DOF las Reglas de Operación del Programa de 
Apoyo a las Instancias de Mujeres en las Entidades Federativas, para el ejercicio fiscal 2023 (REGLAS), 
mismas que tienen por objeto establecer los criterios y requisitos de elegibilidad de los programas anuales que 
integran las Instancias de Mujeres en las Entidades Federativas, mediante los cuales se promueven y operan 
acciones de prevención y atención. 

En virtud de lo anterior y toda vez que “LA IMEF” ha cumplido con el numeral 3.3 denominado “Criterios y 
requisitos de elegibilidad de los Programas Anuales” establecido en las REGLAS, resulta necesario ejecutar 
“EL PROGRAMA ANUAL” que obra en el Sistema Integral del PAIMEF (SIP), para empoderar a las mujeres 
en situación de violencia que solicitan servicios de orientación y atención especializada en las unidades 
apoyadas por dicho Programa; por lo que “LAS PARTES” manifiestan formalizar el presente instrumento al 
tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1.  Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, según lo dispuesto por los 
artículos 90 de la CONSTITUCIÓN; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal y 1 del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación 
(RISEGOB). 

I.2. De conformidad con el artículo 27, fracción VII de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, “GOBERNACIÓN” en el ámbito de su competencia, tiene a su cargo la responsabilidad de 
vigilar el cumplimiento de los preceptos constitucionales por parte de las autoridades del país, 
especialmente en lo que se refiere a derechos humanos y la de dictar las medidas necesarias para 
tal efecto, bajo mecanismos de participación y coordinación de las autoridades, tanto de las 
entidades federativas como de los municipios. 

I.3.  La “CONAVIM” es un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, de 
conformidad con los artículos 2, Apartado C, fracción V y 151 del RISEGOB, y el Decreto por el que 
se crea como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la Comisión 
Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, publicado en el DOF el 1 de junio 
de 2009. 

I.4.  La persona Titular de la “CONAVIM” Ma Fabiola Alanís Sámano, cuenta con las atribuciones para 
suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los artículos 115, 
fracción V y 151 del RISEGOB, y Cuarto, fracción XIII del Decreto de Creación. 

I.5. Para dar cumplimiento al presente Convenio de Coordinación y Adhesión, cuenta con los recursos 
económicos suficientes en la partida presupuestal 43401, relativa a Subsidios a Entidades 
Federativas y Municipios, con número de Reporte General de Suficiencia Presupuestaria 00104. 

I.6.  Señala como su domicilio el ubicado en la Calle Dr. José María Vértiz número 852, piso 5, Colonia 
Narvarte, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de México. 
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II.  “LA IMEF” declara que: 

II.1.  Con fundamento en los artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116 de la 
CONSTITUCIÓN; 1, 2 y 5 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, el 
Estado de Puebla, es una Entidad Federativa que es parte integrante de la Federación, con territorio 
y población, libre y soberano en cuanto a su régimen interior, constituido como gobierno republicano, 
representativo y popular. 

II.2. La Titular de la Secretaría de Planeación y Finanzas, María Teresa Castro Corro, cuenta con 
facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los 
artículos 82 párrafo primero y 83 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla; 
24, 30, fracción III, 31, fracción II y 33, fracciones IV y LXII de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Puebla; 6, 7 y 11, fracciones II y VI del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Planeación y Finanzas; y 69 párrafo quinto de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, quien 
acredita su personalidad con el nombramiento expedido a su favor por el Gobernador Constitucional 
del Estado Libre y Soberano de Puebla el 1 de agosto de 2019. 

II.3. La Secretaría de Igualdad Sustantiva fue creada mediante Decreto del Honorable Congreso del 
Estado, por el que expide la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Puebla, 
publicado en el Periódico Oficial del Estado el 31 de julio de 2019. 

II.4.  La Titular de “LA IMEF”, Melva Guadalupe Navarro Sequeira, cuenta con atribuciones para suscribir 
el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los artículos 82 párrafo 
primero y 83 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla; 24, 30, fracción III, 
31, fracción XVII y 48 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Puebla; y 2, 4, 7 
y 11 del Reglamento Interior de la Secretaría de Igualdad Sustantiva, y quien acredita su 
personalidad con el nombramiento expedido a su favor por el Gobernador Substituto del Estado Libre 
y Soberano de Puebla el 10 de marzo de 2023. 

II.5.  Los recursos del Subsidio no serán duplicados con otros programas o acciones locales en la materia. 

II.6. Se encuentra inscrita en el Registro Federal de Contribuyentes con clave GEP8501011S6. 

II.7. Para todos los efectos jurídicos del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, señala como 
domicilio legal el ubicado en Calle 11 Oriente número 2224, Colonia Azcárate, Código Postal 72501, 
Municipio de Puebla, Estado de Puebla. 

III.  “LAS PARTES” declaran que: 

III.1.  Reconocen en forma recíproca la personalidad con la que se ostentan y comparecen a la suscripción 
de este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

III.2.  Se obligan al cumplimiento de los preceptos establecidos en las REGLAS y, en su caso, a los 
Acuerdos emitidos por la “CONAVIM”. 

III.3.  Se comprometen a apegarse al Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 12 
de julio de 2019. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” sujetan su compromiso al marco jurídico aplicable y a la forma y 
términos que se establecen en las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión tiene por objeto el otorgamiento 
de subsidio, para llevar a cabo la ejecución del Programa Anual Autorizado, presentado por “LA IMEF”, 
denominado “No estás sola”, en adelante “EL PROGRAMA ANUAL”; que permitirá empoderar a las mujeres 
en situación de violencia que solicitan servicios de orientación y atención especializada en las unidades 
apoyadas por el PAIMEF, para una vida libre de violencia, mediante acciones de fortalecimiento de la 
institucionalización en materia de prevención y atención, coordinación con instituciones públicas y sociales y 
otorgar servicios de orientación y atención integral especializada: de trabajo social, psicológica y jurídica, 
incluyendo el seguimiento jurisdiccional, y servicios específicos para el empoderamiento de las mujeres en 
situación de violencia; y que se encuadra en las siguientes vertientes: 

A. Fortalecimiento de la institucionalización en materia de prevención y atención de las violencias contra 
las mujeres. 

B. Prevención de las violencias contra las mujeres; y 

C. Orientación y atención especializada a mujeres en situación de violencia y, en su caso, a sus hijas e 
hijos y personas allegadas 
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Con el objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
“LAS PARTES” se sujetarán a lo estipulado en sus Cláusulas, Programa Anual y a las REGLAS, así como a 
las demás disposiciones jurídicas aplicables, lo que permitirá vigilar sus avances, ejecución y la correcta 
ejecución de los recursos otorgados. 

SEGUNDA. ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS. Para el cumplimiento del objeto del presente 
instrumento, “GOBERNACIÓN” transferirá a “LA IMEF”, los recursos presupuestarios federales, con el 
carácter de subsidios, para llevar a cabo las acciones señaladas en la CLÁUSULA PRIMERA de este 
Convenio de Coordinación y Adhesión, hasta por la cantidad de $9,585,405.26 (Nueve millones quinientos 
ochenta y cinco mil cuatrocientos cinco pesos 26/100 M.N.). 

Los recursos presupuestarios federales transferidos se radicarán a “LA IMEF” y serán administrados por 
ésta, en la cuenta bancaria productiva específica, conforme a lo establecido en las REGLAS, quedando éstos, 
bajo la responsabilidad de “LA IMEF”, de conformidad con los compromisos establecidos en el presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión. 

Los recursos presupuestarios federales transferidos para el cumplimiento del objeto del presente Convenio 
de Coordinación y Adhesión, no perderán su carácter de federal al ser ministrados a “LA IMEF”; en 
consecuencia, estarán sujetos en todo momento a las disposiciones federales que regulan su aplicación, 
control y ejercicio. 

La transferencia de recursos federales a “LA IMEF”, se efectuará a través de la Secretaría de Planeación y 
Finanzas en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 69 quinto párrafo de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental se realizará en una ministración, a través del Sistema Integral de Administración Financiera 
Federal (SIAFF) a la cuenta bancaria productiva específica que “LA IMEF” aperturó previamente, y que se 
encuentra identificada con los siguientes datos: 

Número de Cuenta Bancaria:  65509700393 

Número de CLABE: 014650655097003937 

Institución Financiera Bancaria: Banco Santander México, S.A. 

Fecha de apertura de la Cuenta:  22/02/2023 

 

En la cuenta a que hace referencia la presente cláusula, se manejarán exclusivamente los recursos 
federales objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, por lo que no podrá incorporarse dentro 
de ésta, recursos locales ni aportaciones que realicen, en su caso, los beneficiarios del Programa, de 
conformidad con el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

Para el cumplimiento del objeto del presente instrumento, la ministración atenderá a los siguientes 
términos: 

a.  La ministración de recursos presupuestarios federales se efectuará dentro de los 30 (treinta) días 
hábiles posteriores a la fecha de celebración del presente Convenio de Coordinación y Adhesión por 
un monto de hasta $9,585,405.26 (Nueve millones quinientos ochenta y cinco mil cuatrocientos cinco 
pesos 26/100 M.N.), siempre y cuando “LA IMEF” haya hecho entrega previamente del Comprobante 
Fiscal Digital por Internet (CFDI) en formato PDF y XML a nombre de “GOBERNACIÓN”. 

El CFDI que entregue “LA IMEF” para la recepción de la ministración antes señalada deberá cumplir con 
los requisitos establecidos en las disposiciones jurídicas aplicables en la materia y no deberá aludir a una 
donación. 

Para “GOBERNACIÓN”, la radicación de los recursos federales genera los momentos contables del gasto 
devengado, ejercido y pagado, en términos del artículo 4 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 
Por su parte, “LA IMEF” deberá registrar en su contabilidad, de acuerdo con las disposiciones jurídicas 
federales aplicables, los recursos federales recibidos y rendir informes de su aplicación en su Cuenta Pública, 
con independencia de los que sobre el particular deban rendirse por conducto de “GOBERNACIÓN”. 

Los recursos presupuestarios federales que “GOBERNACIÓN” se compromete a transferir a “LA IMEF”, 
estarán sujetos a la disponibilidad presupuestaria y a las autorizaciones correspondientes, de conformidad con 
las disposiciones jurídicas aplicables y de acuerdo con el calendario de ministración de recursos previsto en la 
presente cláusula, por lo que “GOBERNACIÓN” no será responsable por el retraso en la transferencia o la 
cancelación de los recursos, derivado de disposiciones administrativas presupuestarias ajenas a 
“GOBERNACIÓN”. 
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TERCERA. COMPROMISOS DE “GOBERNACIÓN”. Además de los previstos en las REGLAS, 
“GOBERNACIÓN”, a través de la “CONAVIM”, se obliga a: 

a. Transferir los recursos públicos federales relacionados al objeto del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión, para la ejecución de “EL PROGRAMA ANUAL” a que se refieren las 
CLÁUSULAS PRIMERA y SEGUNDA del presente instrumento, absteniéndose de intervenir en el 
procedimiento de asignación de los contratos o de cualquier otro instrumento jurídico que formalice 
“LA IMEF”, para cumplir con “EL PROGRAMA ANUAL”, y sin interferir de forma alguna en el 
procedimiento y mecanismo de supervisión externo que defina esta última, durante la aplicación de 
los recursos destinados a su ejecución y demás actividades que se realicen para el cumplimiento de 
las condiciones técnicas, económicas, de tiempo, de cantidad y de calidad contratadas a través de 
“LA IMEF”. 

b. Realizar los registros correspondientes en la Cuenta Pública Federal y en los demás informes sobre 
el ejercicio del gasto público, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables, a efecto de 
informar sobre la aplicación de los subsidios otorgados en el marco del presente instrumento. 

c. Verificar, cuando así lo determine y en coordinación con “LA IMEF”, la documentación que permita 
observar el correcto ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, así como los rendimientos financieros generados, 
para lo cual “LA IMEF” se obliga a exhibir el original de la documentación que le sea requerida, sin 
perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias competentes del 
Ejecutivo Federal. 

d. Considerando su disponibilidad presupuestaria, podrá practicar visitas estratégicas, por conducto del 
personal que para tal efecto se designe, a fin de observar los avances en la ejecución  de “EL 
PROGRAMA ANUAL”, así como el cumplimiento de las obligaciones estipuladas en el presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión, el seguimiento del desarrollo de las acciones, la aplicación de 
los recursos presupuestarios federales transferidos y la presentación de los informes que “LA IMEF” 
debe rendir a “GOBERNACIÓN”, a través de la “CONAVIM”. 

e. Verificar que la documentación que le remita “LA IMEF” para justificar y comprobar el ejercicio de los 
recursos presupuestarios federales transferidos y sus rendimientos financieros, cumpla con lo 
establecido en las disposiciones fiscales aplicables, así como con los requisitos estipulados  en “EL 
PROGRAMA ANUAL”. 

f. Proporcionar, dentro de su ámbito de competencia, a “LA IMEF” el apoyo y asesoría técnica  que 
solicite. 

g. Informar a “LA IMEF” las observaciones y recomendaciones que deriven de las visitas antes 
señaladas, a fin de que este último realice las acciones correctivas que resulten conducentes. 

h. Dar vista a las instancias federales competentes en materia de responsabilidades administrativas y 
de fiscalización, en el caso en el que “GOBERNACIÓN” detecte incumplimientos a los compromisos 
a cargo de “LA IMEF”. 

i. Aplicar las medidas que procedan de acuerdo con la normativa vigente e informar a las autoridades 
competentes, si es el caso en que los recursos presupuestarios federales no hayan sido aplicados 
por “LA IMEF” para los fines determinados en este instrumento. 

CUARTA. COMPROMISOS DE “LA IMEF”. Además de los previstos en las REGLAS, “LA IMEF” se 
compromete a: 

a. Ajustar “EL PROGRAMA ANUAL” presentado considerando las recomendaciones derivadas de las 
Mesas de Análisis, así como las emitidas por la “CONAVIM”, conforme a lo previsto en los numerales 
4.3.3. Análisis de los Programas Anuales y 4.3.4. de Ajuste de los Programas Anuales, ambos de  las 
REGLAS. 

b. Destinar los recursos asignados vía subsidio, exclusivamente para los fines previstos en la 
CLÁUSULA PRIMERA del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

c. Ejercer los recursos otorgados por el PAIMEF en estricto apego a lo establecido en las REGLAS y en 
la normatividad aplicable, a más tardar el 31 de diciembre de 2023. 

d. Iniciar las acciones para dar cumplimiento de “EL PROGRAMA ANUAL” dentro de los siguientes 5 
días naturales, contados a partir de la fecha de suscripción del presente Convenio de Coordinación  y 
Adhesión. 
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e. Proporcionar en tiempo y forma, la información requerida por la “CONAVIM” y proveer las facilidades 
necesarias para el monitoreo, seguimiento y evaluación durante todo el ejercicio fiscal. 

f. Proporcionar la información que les sea solicitada por parte de la “CONAVIM”, para el cálculo del 
avance de los indicadores de la Matriz de Indicadores para Resultados (MIR) del PAIMEF (Anexo 5. 
Indicadores 2023, de las REGLAS). 

g. Requerir con la oportunidad debida en su caso, la asesoría técnica, autorizaciones o permisos que 
resulten necesarios para la realización de las funciones derivadas del “PROGRAMA ANUAL” previsto 
el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, en congruencia con lo señalado en el inciso f) de 
la CLÁUSULA TERCERA del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

h. Notificar a la “CONAVIM” cualquier asunto no previsto que altere la ejecución de las acciones 
establecidas en presente Convenio de Coordinación y Adhesión y en “EL PROGRAMA ANUAL”, para 
dar una solución conjunta. 

i. Generar, promover, fortalecer y replicar mecanismos sistemáticos y permanentes de coordinación 
interinstitucional e intersectorial que mejoren cualitativamente la operación e implementación  de “EL 
PROGRAMA ANUAL”, principalmente con las instancias que integran el Sistema Estatal. 

j. Dar seguimiento puntual a las acciones que impliquen la coordinación con Organizaciones de la 
Sociedad Civil (OSC), así como con otras instancias gubernamentales y actores sociales. 

k. Garantizar la existencia de profesionistas profesionalizados y con experiencia en la materia. 

l. Realizar los procesos de adjudicación a proveedoras o proveedores que se contraten, conforme a la 
normatividad aplicable en la materia, así como en las REGLAS. 

m. Garantizar, que durante el proceso de contratación y ejecución de los “EL PROGRAMA ANUAL”, el 
trato a las personas profesionistas se apegue a los derechos humanos. 

n. Dar seguimiento a los compromisos convenidos en la contratación a terceros para la ejecución de 
“EL PROGRAMA ANUAL” autorizado. En caso de incumplimientos, asumir las responsabilidades 
jurídicas y administrativas que se deriven. 

o. Asegurar el seguimiento y conclusión de las gestiones administrativas a que haya lugar, para el 
reintegro, a la Tesorería de la Federación (TESOFE), de los recursos que la “CONAVIM” determine 
por observaciones a la documentación comprobatoria del ejercicio fiscal inmediato anterior. 

p. Notificar a la “CONAVIM” sobre cualquier cambio, en la representación legal, en el domicilio  de “LA 
IMEF”, así como en las personas responsables de la ejecución y administración de  “EL PROGRAMA 
ANUAL”, en un plazo máximo de 10 (diez) días hábiles, contados a partir  de la fecha de la 
modificación. 

q. Atender los requerimientos y convocatorias para reuniones de trabajo, capacitación y actualización 
que sean implementadas por la “CONAVIM”, en el marco de la operación del PAIMEF. 

r. Reintegrar los recursos no ejercidos y los productos financieros generados por la cuenta bancaria 
utilizada para la administración de los recursos del PAIMEF, conforme a lo establecido en los 
numerales 4.3.6. Entrega y Ejercicio de los Recursos y 4.5.2. Cierre del Ejercicio ambos de  las 
REGLAS. 

s. Utilizar las herramientas e instrumentos tecnológicos que la “CONAVIM” disponga para el desahogo 
de todas las etapas de la mecánica de operación previstas en las REGLAS. 

t. Garantizar el resguardo de los datos personales de las usuarias de los servicios de atención 
especializada que se brindan con el apoyo del PAIMEF, conforme a los protocolos de 
confidencialidad y anonimato inherentes a la atención de casos de violencias, así como los de niñas, 
niños y otras personas allegadas, en su caso; ello sin menoscabo de las disposiciones vigentes en 
materia de protección de datos personales. 

u. Entregar por escrito, de la información, los productos y los bienes generados a partir de la operación 
y de los apoyos brindados por el PAIMEF, en apego a la normatividad federal aplicable, ante un 
cambio de su Titular y/o administración. 

v. Dar el crédito al PAIMEF y usar los logotipos institucionales federales, así como el de las Unidades 
Locales de Atención y de “LA IMEF”, en todos los productos y acciones realizados en el marco del 
PAIMEF, a través de los medios que resulten pertinentes (impresos, electrónicos, entre otros). 
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w. Visibilizar el origen de los recursos con los cuales son adquiridos todos los bienes y servicios, 
mediante la inserción de rótulos y logotipos institucionales, en todos los materiales impresos y 
audiovisuales, así como el mobiliario, los equipos de cómputo, los vehículos y las unidades de 
atención. 

x. Contar con mecanismos de sistematización de información sobre las mujeres atendidas en las 
unidades de orientación y atención especializada, para su posterior reporte al Banco Nacional de 
Datos e Información sobre Casos de Violencia contra las Mujeres (BANAVIM). 

y. Cumplir y observar en todo momento las disposiciones de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental, la LFPRH, y su Reglamento, así como apegarse a las REGLAS y demás legislación 
aplicable en materia de subsidios. 

QUINTA. COMPROMISOS DE “LAS PARTES”. Además de lo previsto en las REGLAS y normatividad 
aplicable, para la realización del objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión ordinación,  “LAS 
PARTES” se comprometen a lo siguiente: 

a. Asegurar la transparencia en la aplicación y comprobación de los recursos asignados en la 
CLÁUSULA SEGUNDA, que se hayan transferido en virtud del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión. 

b. Otorgar todas las facilidades para la rendición de cuentas, respecto a la utilización de los recursos 
aportados por el gobierno federal. 

c. Apegarse a lo establecido en la Ley General de Contabilidad Gubernamental, la LFPRH, y su 
Reglamento, las REGLAS y demás legislación aplicable en materia de subsidios. 

SEXTA. OBJETIVOS, ACTIVIDADES, INDICADORES Y METAS. Los objetivos, actividades, indicadores y 
metas de las acciones que se realicen para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Coordinación 
y Adhesión, se reportarán en los indicadores de Propósito y Componente de la MIR del Programa, previstos 
en las REGLAS. Dicha información será reportada por la “CONAVIM” en el Portal Aplicativo de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público (PASH) de conformidad con las REGLAS. 

SÉPTIMA. APLICACIÓN DE LOS RECURSOS. Los recursos presupuestarios federales a los que alude la 
CLÁUSULA SEGUNDA de este instrumento jurídico se destinarán en forma exclusiva para la ejecución  de 
“EL PROGRAMA ANUAL”, en los términos previstos en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión y 
en las REGLAS, por lo que su administración, compromiso, devengo, justificación, comprobación, pago, 
ejercicio y contabilización, deberá realizarse de conformidad con las disposiciones contenidas en la legislación 
federal vigente. 

Conforme a lo anterior, los recursos presupuestarios federales transferidos y sus rendimientos financieros 
no podrán destinarse a conceptos distintos a lo estipulado en “EL PROGRAMA ANUAL”. 

OCTAVA. RESPONSABILIDAD DEL RESGUARDO DE LA DOCUMENTACIÓN. El resguardo y 
conservación de la documentación original que sirvió para justificar y comprobar la aplicación de los recursos 
a que se refiere el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, estará a cargo de la “LA IMEF”. 

 En el caso de “GOBERNACIÓN”, la documentación original que deberá conservar y que estará bajo su 
resguardo, es la que señalan las REGLAS. 

NOVENA. REINTEGRO DE LOS RECURSOS. En caso de que “LA IMEF” no devengue los recursos 
federales asignados, los recursos remanentes o saldos disponibles que presente al 31 de diciembre de 2023, 
deberán ser reintegrados a la TESOFE dentro de los 15 (quince) días naturales posteriores al último día del 
Ejercicio Fiscal, como lo disponen el artículo 54 de la LFPRH y el numeral 4.5.1. de las REGLAS. 

El reintegro a la TESOFE de los recursos se deberá realizar conforme a las disposiciones legales 
federales aplicables, siendo responsabilidad de “LA IMEF” dar aviso por escrito y solicitar a “GOBERNACIÓN” 
la línea de captura para realizar el reintegro correspondiente. Una vez que “GOBERNACIÓN” otorgue la línea 
de captura a “LA IMEF”, ésta deberá remitir a la “CONAVIM” copia de la documentación comprobatoria del 
reintegro realizado. 

Asimismo, “LA IMEF” estará obligada a reintegrar a la TESOFE aquellos recursos que no sean aplicados a 
los fines para los que le fueron autorizados. 

DÉCIMA. FISCALIZACIÓN. El control, vigilancia y evaluación de los recursos federales a que se refiere el 
numeral 7. Seguimiento, Control y Auditoría de las REGLAS corresponderá a “GOBERNACIÓN”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a la Secretaría de la Función Pública y a la Auditoría Superior de la 
Federación, conforme a las atribuciones que les confieren la Ley Orgánica de la Administración Pública 
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Federal, la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación y demás disposiciones aplicables, 
sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que, en coordinación con la Secretaría de la 
Función Pública, realice la Secretaría de la Función Pública de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 
Federal en que incurran los servidores públicos federales, estatales o locales, así como los particulares que 
intervengan en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este 
instrumento, serán sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

DÉCIMA PRIMERA. TRANSPARENCIA, RENDICIÓN DE CUENTAS Y ACCESO A LA INFORMACIÓN. 
“LAS PARTES” se comprometen a que la información que se genere con motivo de la aplicación del presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión se apegará a lo establecido en la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública; la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como 
a la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. 

Asimismo, a efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, “LAS PARTES” que llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la 
otra Parte, por este medio se obligan a: (i) tratar dichos datos personales únicamente para efectos del 
desarrollo del Convenio de Coordinación Y Adhesión; (ii) abstenerse de tratar los datos personales para 
finalidades distintas a las instruidas por la otra Parte; (iii) implementar las medidas de seguridad conforme a la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados; la Ley Federal de Protección de Datos Personales en 
Posesión de los Particulares; la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y las demás 
disposiciones aplicables; (iv) guardar confidencialidad respecto de los datos personales tratados; (v) suprimir 
los datos personales objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio de Coordinación y Adhesión  y (vi) 
abstenerse de transferir los datos personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto ambas se obligan a respetar las disposiciones que sobre los mismos 
establece la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; la Ley 
Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares; la Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública, y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
según sea el caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el entendido de que ante la 
ausencia de consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben abstenerse de llevar a cabo 
cualquier tipo de tratamiento sobre los mismos. 

DÉCIMA SEGUNDA. RELACIÓN LABORAL.  El personal comisionado, contratado, designado o utilizado 
por cada una de “LAS PARTES” para la instrumentación, ejecución y operación de este Convenio de 
Coordinación y Adhesión, y/o de los instrumentos que de él se deriven, continuará bajo la dirección y 
dependencia de la Parte a la que pertenezca, por lo que en ningún caso y bajo ningún motivo, la otra Parte 
podrá ser considerada como patrón sustituto o solidario, quedando liberada de cualquier responsabilidad 
laboral, administrativa, fiscal, judicial, sindical, de seguridad social y/o de cualquier otra naturaleza que llegara 
a suscitarse. 

DÉCIMO TERCERA. SANCIONES POR EL INCUMPLIMIENTO. Para el caso de que “GOBERNACIÓN” 
detecte algún incumplimiento o varios en el ejercicio de los recursos, procederá a dar por terminado el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión y ordenará a la “LA IMEF” la restitución total de los recursos y 
sus rendimientos financieros a la TESOFE. 

Lo anterior sin perjuicio de que “GOBERNACIÓN” haga del conocimiento del o los incumplimientos a los 
órganos fiscalizadores, así como a las instancias competentes en materia de responsabilidades 
administrativas, para los efectos legales conducentes. 

DÉCIMA CUARTA. AVISOS Y COMUNICACIONES. “LAS PARTES” convienen que todos los avisos, 
comunicaciones y notificaciones que se realicen con motivo de la ejecución del objeto del presente 
instrumento jurídico, se llevarán a cabo por los medios que indique la Unidad Responsable. 

Cualquier cambio de cuenta de correo electrónico de “LAS PARTES” deberá ser notificado por escrito a la 
otra Parte, con acuse de recibo respectivo y con al menos 5 (cinco) días naturales de anticipación a la fecha 
en que se pretenda que surta efectos ese cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán 
válidamente hechas en la cuenta de correo registrada mediante oficio dirigido a la Unidad Responsable. 

Las comunicaciones a través de correos electrónicos serán oficiales, por lo que, cualquier cambio de la 
dirección será notificada por este medio con 5 (cinco) días naturales de anticipación a la fecha en que  éste 
suceda. 
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DÉCIMA QUINTA. DESIGNACIÓN DE ENLACE. “LAS PARTES” convienen la designación de enlaces 
para el seguimiento de “EL PROGRAMA ANUAL”, lo cual será informado entre éstas, en términos de la 
cláusula anterior. 

DÉCIMA SEXTA. CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. Ninguna de “LAS PARTES” será responsable 
de cualquier retraso o incumplimiento en la realización del presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
que resulte directa o indirectamente de caso fortuito o fuerza mayor. En caso de que desaparezcan las causas 
que dieron origen al retraso o incumplimiento referido se restaurará la ejecución del presente instrumento. 

DÉCIMA SÉPTIMA. CONSTANCIA DE CONCLUSIÓN. “LAS PARTES”, determinan que una vez que el 
informe final se considere completo y validado, y que hayan sido cubiertos los reintegros financieros, 
probatorios y cualitativos del ejercicio fiscal inmediato anterior, “GOBERNACIÓN”, a través de la “CONAVIM”, 
emitirá la Constancia de Conclusión del instrumento jurídico que “LA IMEF” suscribirá de conformidad. Este 
documento constituirá el cierre formal del Ejercicio Fiscal 2023. 

DÉCIMA OCTAVA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá darse por terminado cuando se presente alguno de los siguientes supuestos. 

a. Por estar satisfecho el objeto para el que fue celebrado, siempre que no existan obligaciones 
pendientes de cumplir por “LAS PARTES” y, en su caso, se haya realizado el reintegro de los 
recursos y rendimientos financieros que procedan. 

b. Por actualizarse lo previsto en el numeral 3.6.3 Causales de Suspensión de Recursos de  las 
REGLAS. 

Asimismo, “LAS PARTES” convienen en que “GOBERNACIÓN” podrá suspender la ministración de los 
recursos, de conformidad al numeral 3.6.3. Causales de Suspensión de Recursos de las REGLAS. 

Para tales efectos se levantará una minuta en que se hagan constar las circunstancias específicas que:  i) 
se presenten y establezcan los términos en que se dará por concluida su ejecución; ii) se identifiquen los 
responsables del resguardo y conservación de la documentación justificativa y comprobatoria que se haya 
generado hasta ese momento, y iii) se señale lo procedente respecto al reintegro de los recursos y 
rendimientos financieros que, en su caso, procedan. 

DÉCIMA NOVENA. MODIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión podrá modificarse o adicionarse total o parcialmente durante su vigencia, mediante 
el convenio modificatorio correspondiente en los términos previstos en el mismo, siempre que se realice en 
términos del numeral 4.3.5.1 Suscripción de Convenios Modificatorios de las REGLAS. Las modificaciones o 
adiciones deberán constar por escrito y formarán parte del presente instrumento, sin que ello implique la 
novación de aquellas obligaciones que no sean objeto de modificación o adición. 

VIGÉSIMA. VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión surtirá efectos a partir de la 
fecha de su suscripción y se mantendrá vigente hasta el 31 de diciembre de 2023, sin perjuicio del 
cumplimiento de las acciones comprometidas por parte de “LA IMEF” en “EL PROGRAMA ANUAL” aprobado. 

VIGÉSIMA PRIMERA. PUBLICACIÓN. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión se publicará en 
el DOF de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación y en el medio de difusión 
oficial de la Entidad Federativa; es decir, el Periódico Oficial del Estado de Puebla, en un plazo de 60 
(sesenta) días hábiles a partir de su suscripción y entrará en vigor a partir de la fecha de la misma. 

“LAS PARTES” acuerdan que en la publicidad y difusión del programa se deberá incluir la siguiente 
leyenda: “Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines 
distintos a los establecidos en el programa”, de conformidad con lo establecido en el artículo 28, fracción II, 
inciso a) del PEF 2023. 

De igual manera, deberá señalarse en forma expresa e idéntica, en la comunicación y divulgación que se 
realice, la participación y apoyo del Gobierno México a través de “GOBERNACIÓN”. 

VIGÉSIMA SEGUNDA. INTERPRETACIÓN Y SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. El presente Convenio 
de Coordinación y Adhesión es producto de la buena fe de “LAS PARTES”, por lo que cualquier conflicto que 
se presente sobre interpretación, ejecución, operación o incumplimiento será resuelto de mutuo acuerdo. 

En el supuesto de que subsista discrepancia, “LAS PARTES” están de acuerdo en someterse a la 
jurisdicción de los Tribunales Federales con residencia en la Ciudad de México. 

Leído que fue por las partes el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, y enteradas de su 
contenido, valor y alcance legal de sus cláusulas, lo firman en cuatro ejemplares en la Ciudad de México el día 
27 del mes de marzo de 2023.- Por Gobernación: la Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la 
Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola Alanís Sámano.- Rúbrica.- Por la IMEF: la Secretaria de Planeación 
y Finanzas, María Teresa Castro Corro.- Rúbrica.- La Secretaria de Igualdad Sustantiva, Melva Guadalupe 
Navarro Sequeira.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación y Adhesión que celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Puebla, que 
tiene por objeto el otorgamiento de subsidio para el Proyecto AVGM/PUE/AC01/SPDDH/097, que permita dar 
cumplimiento a la aplicación de recursos destinados a las acciones de coadyuvancia para las declaratorias de 
Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres en Estados y Municipios para el ejercicio fiscal 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN Y ADHESIÓN, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL GOBIERNO FEDERAL POR 

CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ 

“GOBERNACIÓN”; A TRAVÉS DE LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS, POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, 

REPRESENTADA POR SU TITULAR, ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, Y LA COMISIÓN NACIONAL 

PARA PREVENIR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES, EN LO SUCESIVO LA “CONAVIM”, 

REPRESENTADA POR SU TITULAR, MA FABIOLA ALANÍS SÁMANO; Y POR LA OTRA PARTE, EL GOBIERNO DEL 

ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA, REPRESENTADO POR EL GOBERNADOR SUBSTITUTO DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA, SERGIO SALOMÓN CÉSPEDES PEREGRINA, ASISTIDO POR EL SECRETARIO DE 

GOBERNACIÓN, JULIO MIGUEL HUERTA GÓMEZ; LA SECRETARIA DE PLANEACIÓN Y FINANZAS, MARÍA TERESA 

CASTRO CORRO, Y POR LA SUBSECRETARIA DE PREVENCIÓN DEL DELITO Y DERECHOS HUMANOS DE LA 

SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN Y TITULAR DE LA INSTANCIA LOCAL RESPONSABLE E INSTANCIA LOCAL 

RECEPTORA, RAQUEL MEDEL VALENCIA; A QUIENES EN LO SUCESIVO Y PARA LOS EFECTOS DEL PRESENTE 

INSTRUMENTO SE LES DENOMINARÁ EL “GOBIERNO DEL ESTADO”; A QUIENES ACTUANDO DE MANERA 

CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV), establece en su 
Título II. “Modalidades de la Violencia”, Capítulo V. "De la Violencia Feminicida y de la Alerta de Violencia de 
Género contra las Mujeres”, que la alerta de violencia de género contra las mujeres tendrá como objetivo 
fundamental garantizar la seguridad de las mujeres, detener la violencia en su contra y eliminar las 
desigualdades producidas por una legislación que agravia sus derechos humanos, para dar cumplimiento a la 
obligación constitucional y convencional del Estado mexicano de garantizar el derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia, que implica adoptar políticas y medidas específicas para prevenir, atender, sancionar y 
erradicar la violencia en su contra. 

De conformidad con lo señalado en el artículo 25 de la LGAMVLV, corresponde al Gobierno Federal, a 
través de “GOBERNACIÓN”, declarar la alerta de violencia de género, al respecto notificará la declaratoria al 
Poder Ejecutivo de la Entidad Federativa de que se trate, con la finalidad de detenerla y erradicarla a través 
de acciones gubernamentales de emergencia, conducidas por “GOBERNACIÓN” en el ámbito federal y en 
coordinación con las entidades federativas y los municipios. 

El 1 de junio de 2009 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el Decreto por el que se crea, 
como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la Comisión Nacional para 
Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (CONAVIM) con el objeto de ejercer las atribuciones que 
la LGAMVLV y su Reglamento le confieren a “GOBERNACIÓN”, en materia de prevención, atención, sanción 
y erradicación de la violencia contra las mujeres en los Estados Unidos Mexicanos. 

Que del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023 (PEF 2023), publicado en 
el DOF el 28 de noviembre de 2022, se derivan los recursos asignados para la implementación de medidas 
que atiendan los estados y municipios que cuenten con la Declaratoria de Alerta de Violencia de Género 
contra las Mujeres (DAVGM), así como a las que cuenten con un Grupo Interinstitucional y Multidisciplinario, 
los cuales ascienden a $110,998,792.50 (Ciento diez millones novecientos noventa y ocho mil setecientos 
noventa y dos pesos 50/100 M.N.). 

En términos del artículo 75 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), los 
subsidios deben sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia, publicidad, selectividad y 
temporalidad, para lo cual se deberán, entre otros aspectos: i) identificar con precisión la población objetivo, 
tanto por grupo específico como por región del país, entidad federativa y municipio; ii) incorporar mecanismos 
periódicos de seguimiento, supervisión y evaluación que permitan ajustar las modalidades de su operación o 
decidir sobre su cancelación; iii) prever la temporalidad en su otorgamiento, y iv) reportar su ejercicio en los 
informes trimestrales. 
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Aunado a lo anterior, los artículos 175 y 176 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria en lo sucesivo (RLFPRH), disponen que los subsidios cuyos beneficiarios sean 
los gobiernos de las Entidades Federativas y en su caso; de los municipios, se considerarán devengados a 
partir de la entrega de los recursos a dichos órdenes de gobierno. No obstante, deberán reintegrar a la 
Tesorería de la Federación (TESOFE) los recursos que no se destinen a los fines autorizados y aquellos que 
al cierre del Ejercicio Fiscal de que se trate, no se hayan devengado o que no se encuentren vinculados 
formalmente a compromisos y obligaciones de pago. 

En virtud de lo anterior, “GOBERNACIÓN”, a través de la CONAVIM, destinará los recursos previstos en el 
PEF 2023, para que se otorguen y apliquen en las Entidades Federativas y en la Ciudad de México en las que 
se haya decretado la DAVGM, así como a las que cuenten con un Grupo Interinstitucional y Multidisciplinario; 
para atender las acciones descritas, conforme a lo establecido en los Lineamientos para la obtención y 
aplicación de recursos destinados a las acciones de coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de 
Violencia de Género contra las Mujeres en Estados y Municipios, para el Ejercicio Fiscal 2023 
(LINEAMIENTOS) publicados en el DOF el 03 de febrero de 2023. 

Por lo anterior, y dada la necesidad de ejecutar las acciones para eliminar contextos de violencia social 
contra las mujeres en todo el país, así como coadyuvar en la prevención y eventual erradicación del 
fenómeno, y en la promoción de los derechos humanos de las mujeres. De conformidad con el Formato 1. 
Solicitud de subsidio de fecha 20 de enero de 2023, suscrito por Raquel Medel Valencia, en su carácter de 
Subsecretaria de Prevención del Delito y Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación del 
“GOBIERNO DEL ESTADO”, solicitó en tiempo y forma a la CONAVIM recursos federales para el acceso a los 
subsidios destinados para el proyecto: AVGM/PUE/AC01/SPDDH/097. 

Derivado del cumplimiento en tiempo y forma de los requisitos señalados en los LINEAMIENTOS, el 
Comité de Evaluación de Proyectos (COMITÉ), determinó viable el proyecto presentado, por lo que se 
autorizó la cantidad de $3,020,009.68 (Tres millones veinte mil nueve pesos 68/100 M.N.) para la ejecución 
del proyecto AVGM/PUE/AC01/SPDDH/097.Dicha situación se notificó a la Entidad Federativa mediante el 
oficio No. CONAVIM/CAAEFV/316/2023 de fecha 02 de febrero de 2023. 

Así, “LAS PARTES” manifiestan su interés de formalizar el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I.  “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1. Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, en términos de los artículos 
90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CONSTITUCIÓN); 1o., 2o., fracción 
I, 26 y 27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, y 1 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Gobernación (RISEGOB). 

I.2. El Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas 
Rodríguez, cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
de conformidad con los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracción IX del RISEGOB. 

I.3. La CONAVIM es un órgano administrativo desconcentrado de “GOBERNACIÓN”, de conformidad 
con los artículos 2, Apartado C, fracción V y 151 del RISEGOB, y del Decreto por el que se crea 
como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la Comisión Nacional 
para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, publicado en el DOF el 1 de junio de 2009. 

I.4. La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola 
Alanís Sámano, cuenta con facultades para la suscripción del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, con fundamento en los artículos 115, fracción V y 151 del RISEGOB. 

I.5.   Para dar cumplimiento al presente Convenio de Coordinación y Adhesión, cuenta con los recursos 
económicos suficientes en la partida presupuestal 43801 “Subsidios a Entidades Federativas y 
Municipios”, con número de Reporte General de Suficiencia Presupuestaria 00048. 

I.6. Señala como su domicilio el ubicado en la Calle Dr. José María Vértiz número 852, Piso 5, Colonia 
Narvarte Poniente, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de México. 
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II.  El “GOBIERNO DEL ESTADO” declara que: 

II.1.  Con fundamento en los artículos 40, 42 fracción I, 43 y 116 de la CONSTITUCIÓN, 1º, 2º y 5º de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, es una Entidad Federativa que es parte 
integrante de la Federación, con territorio y población, libre y soberano en cuanto a su régimen 
interior, constituido como gobierno republicano, representativo y popular. 

II.2. El Gobernador Substituto del Estado Libre y Soberano de Puebla, Sergio Salomón Céspedes 
Peregrina, cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
con fundamento en los artículos 70 y 79, fracciones II y XVI de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Puebla; 1, 2, 9, primer párrafo y 10, primer y segundo párrafos de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Puebla. 

II.3.  El Secretario de Gobernación, Julio Miguel Huerta Gómez, cuenta con facultades para suscribir el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los artículos 82, primer párrafo y 
83 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano Puebla; 1 3, 9, segundo párrafo, 10, 
segundo párrafo, 13, primer párrafo, 24, 30, fracción III, 31, fracción I y 32, fracción VIII Bis y los 
Transitorios Séptimo y Noveno de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Puebla; 1, 5, fracción I, 6, 14 y 16, fracción XXIV del Reglamento Interior de la Secretaría General  de 
Gobierno. 

II.4. La Titular de la Secretaría de Planeación y Finanzas, María Teresa Castro Corro, cuenta con 
facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los 
artículos 82, primer párrafo y 83 de la Constitución Política de Estado Libre y Soberano de Puebla; 1, 
3, 9, segundo párrafo, 10, segundo párrafo, 13, primer párrafo, 24, 30, fracción III,31, fracción II y 33, 
fracción IV de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Puebla; 2, 3,fracción XII  y 
11, fracción VII del Reglamento Interior de la Secretaría de Planeación y Finanzas. 

II.5. La Titular de la Subsecretaría de Prevención del Delito y Derechos Humanos de la Secretaría de 
Gobernación, y Titular de la Instancia Local Responsable e Instancia Local Receptora, Raquel Medel 
Valencia, cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con 
fundamento en los artículos 82, párrafo primero y 83 de la Constitución Política del estado Libre y 
Soberano de Puebla; 13, primer párrafo, y los Transitorios séptimo y noveno de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado de Puebla; 5, fracción IV, 17, fracciones I, XIV y XVI, 50 fracciones 
IV, VI, XIV, XVI y XXI del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno. 

II.6. Cuenta con la capacidad económica presupuestal para que, de ser el caso, aporte recursos en 
numerario para el cumplimiento de su coparticipación establecida en la CLÁUSULA SEGUNDA del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, en los términos de las disposiciones administrativas 
y presupuestales. 

II.7. Para los efectos del presente instrumento jurídico, tiene como su domicilio el ubicado en Calle 11 
oriente, número 2224, Colonia Azcarate, Código Postal 72501, Municipio de Puebla, Estado  de 
Puebla. 

III.  “LAS PARTES” declaran que: 

III.1. Reconocen en forma recíproca la personalidad con la que se ostentan y comparecen a la suscripción 
de este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

III.2. Es su voluntad conjuntar esfuerzos en sus respectivos ámbitos de gobierno, para impulsar y ejecutar 
acciones que tengan como eje central prevenir y erradicar la violencia de género contra las mujeres. 

III.3. Están convencidas de la importancia de atender el fenómeno de la violencia contra las mujeres y 
niñas, para lo cual reconocen la utilidad de instrumentar medidas de seguridad, prevención y de 
justicia a quienes incumplen la ley, particularmente la LGAMVLV. 

III.4. Consideran como acción para prevenir y erradicar la violencia de género contra las mujeres, la 
Acción de Coadyuvancia siguiente: Atención: Son las acciones destinadas a la atención de las 
mujeres y las niñas y las adolescentes, tendientes a disminuir las condiciones de riesgo en el que se 
encuentran, así como garantizar espacios libres de violencia contra las mujeres, las niñas y la 
protección de las víctimas. 

III.5. Se obligan al cumplimiento de los preceptos establecidos en los LINEAMIENTOS y, en su caso, de 
los Acuerdos emitidos por la CONAVIM. 
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Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” sujetan su compromiso a la forma y términos que se establecen en 
las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión tiene por objeto el otorgamiento 
de subsidio para el Proyecto: AVGM/PUE/AC01/SPDDH/097, que permita dar cumplimiento a la aplicación de 
recursos destinados a las Acciones de Coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de Violencia de Género 
contra las Mujeres en Estados y Municipios para el Ejercicio Fiscal 2023; y que se encuadra en la siguiente 
Acción de coadyuvancia: 

Acción coadyuvante 

Atención: Son las acciones destinadas a la atención de las mujeres y las niñas y las adolescentes, tendientes 
a disminuir las condiciones de riesgo en el que se encuentran, así como garantizar espacios libres de 
violencia contra las mujeres, las niñas y la protección de las víctimas. 

Dicho Proyecto de Acción de Coadyuvancia, se realizará de conformidad con lo establecido en el Anexo 
Técnico aprobado por el COMITÉ, en términos del numeral Trigésimo segundo de los LINEAMIENTOS. 

SEGUNDA. ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS. Para el cumplimiento del objeto señalado en la Cláusula 
anterior, “GOBERNACIÓN” asignará la cantidad de $3,020,009.68 (Tres millones veinte mil nueve pesos 
68/100 M.N.), para el Proyecto AVGM/PUE/AC01/SPDDH/097, aprobado por el COMITÉ en la Instalación y 
Primera Sesión Ordinaria mediante Acuerdo CEPCONAVIM/ISO/110/01022023. 

Los recursos federales se radicarán al “GOBIERNO DEL ESTADO”, a través de la Secretaría de 
Planeación y Finanzas en la cuenta bancaria específica, con característica de productiva, aperturada para tal 
efecto, de conformidad con el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental (LGCG), y la que 
se identifica con los siguientes datos: 

Nombre del Beneficiario:  Gobierno del Estado de Puebla 

Nombre de la Institución Financiera: BBVA México, S.A 

Clave Bancaria Estandarizada (CLABE) de 18 dígitos: 012650001199864138 

Número de Cuenta Bancaria: 00119986413 

Tipo de Cuenta: Productiva 

Tipo de Moneda: Nacional 

Número de Sucursal: 0688 Gobierno Puebla 

Número de Plaza: 650 Puebla 

Fecha de apertura de la Cuenta: 10 de febrero de 2023 

 

Es un requisito indispensable para la transferencia de dichos recursos, que el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
haya remitido a “GOBERNACIÓN” la factura Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI), en términos de lo 
establecido en el numeral Vigésimo sexto de los LINEAMIENTOS. 

Para “GOBERNACIÓN”, la radicación de los recursos federales genera los momentos contables del gasto 
devengado, ejercido y pagado, en términos del artículo 4 de la LGCG. Por su parte, el “GOBIERNO DEL 
ESTADO” deberá registrar en su contabilidad los recursos federales recibidos, de acuerdo a las disposiciones 
jurídicas federales y locales aplicables, así como rendir informes de su aplicación en su Cuenta Pública, con 
independencia de los que deban rendirse por conducto de “GOBERNACIÓN”. 

Los recursos que el COMITÉ asigne a las entidades federativas se encuentran sujetos a la disponibilidad 
de los mismos de acuerdo al PEF 2023, por lo que “GOBERNACIÓN” no será responsable por el retraso en la 
transferencia o la cancelación de los recursos asignados, derivado de las disposiciones administrativas 
presupuestarias ajenas a “GOBERNACIÓN”. El COMITÉ, comunicará oportunamente al “GOBIERNO DEL 
ESTADO” cualquier eventualidad relacionada con la ministración de los recursos. 

“GOBERNACIÓN” será ajena a los procedimientos de adjudicación, contratación, orden de pago y/o 
facturación que lleve a cabo el “GOBIERNO DEL ESTADO” para la ejecución de los proyectos aprobados, por 
lo que éste se compromete a resolver y eximir de cualquier responsabilidad a “GOBERNACIÓN” y de 
cualquier controversia que en su caso derive de estas contrataciones. 
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En términos del numeral Décimo tercero de los LINEAMIENTOS, el “GOBIERNO DEL ESTADO”, a través 
de la Subsecretaría de Prevención del Delito y Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación, Titular 
de la Instancia Local Responsable e Instancia Local Receptora, aportará la cantidad de $800,000.00 
(Ochocientos mil pesos 00/100 M.N.). 

TERCERA. COMPROMISOS DE “LAS PARTES”. Además de lo previsto en los LINEAMIENTOS y 
normatividad aplicable, para la realización del objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, “LAS 
PARTES” se comprometen a lo siguiente: 

a.  Revisar conjuntamente el o los informes bimestrales que se presenten respecto del avance del 
Proyecto, en términos del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS. 

b.  Otorgar todas las facilidades para la rendición de cuentas, respecto a la utilización de los recursos 
aportados por el Gobierno Federal, así como de la planeación y asistencia técnica aportada por el 
“GOBIERNO DEL ESTADO”. 

c.  Apegarse a lo establecido en la LGCG, LFPRH, su Reglamento y demás legislación aplicable en 
materia de subsidios. 

CUARTA. COMPROMISOS DE “GOBERNACIÓN”. Además de los previstos en los LINEAMIENTOS, 
“GOBERNACIÓN”, a través de la CONAVIM, se obliga a: 

a.  Otorgar los recursos públicos federales por concepto de subsidios objeto del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión, para la ejecución del Proyecto a que se refieren las CLÁUSULAS 
PRIMERA y SEGUNDA, habiéndose concluido los trámites administrativos correspondientes, en 
términos del numeral Vigésimo quinto de los LINEAMIENTOS. 

b.  Realizar los registros correspondientes en la Cuenta Pública Federal y en los demás informes sobre 
el ejercicio del gasto público, a efecto de informar sobre la aplicación de los subsidios otorgados en el 
marco del presente instrumento. 

c.  Informar sobre los resultados obtenidos con la aplicación de los recursos presupuestarios federales 
que se proporcionarán en el marco del presente instrumento. 

d.  Realizar las visitas de seguimiento en sitio, las cuales deberán ser atendidas por el “GOBIERNO DEL 
ESTADO”; en caso de ser aplicables al Proyecto aprobado. 

QUINTA. COMPROMISOS DEL “GOBIERNO DEL ESTADO”. Además de los previstos en los 
LINEAMIENTOS, el “GOBIERNO DEL ESTADO” se compromete a: 

a. Destinar, por conducto de la Secretaría de Planeación y Finanzas, los recursos asignados a través 
de subsidios exclusivamente destinados para los fines previstos en la CLÁUSULA PRIMERA del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión y en el Anexo Técnico aprobado por el COMITÉ. 

b. Devengar el recurso federal, de conformidad con lo establecido en el Anexo Técnico aprobado por el 
COMITÉ, a más tardar el 31 de diciembre de 2023. 

c. Iniciar las acciones para dar cumplimiento al Proyecto en un plazo no mayor a 15 (quince) días 
naturales, contados a partir de la fecha que se realizó el depósito de los recursos federales en la 
cuenta bancaria establecida en la CLÁUSULA SEGUNDA del presente Convenio de Coordinación  y 
Adhesión. 

d. Realizar por conducto de la Subsecretaría de Prevención del Delito y Derechos Humanos de  la 
Secretaría de Gobernación las acciones, contrataciones y adquisiciones necesarias para la 
consecución de los fines del Proyecto, en estricto apego a la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 
Servicios del Sector Público, y su respectivo Reglamento, así como en la demás normatividad local 
aplicable en la materia. 

e. Requerir con la oportunidad debida a las instancias federales, estatales o municipales que 
correspondan, la asesoría técnica, licencias, autorizaciones o permisos que resulten necesarios para 
la realización de las funciones derivadas del Proyecto previsto en este instrumento jurídico. 

f. Garantizar que el Proyecto que será financiado con los recursos federales a los que se refiere el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, cuente con la documentación legal y administrativa 
que resulte necesaria para su ejecución, así como verificar la autenticidad de la misma. 
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g. Recabar, resguardar y conservar la documentación justificativa y comprobatoria de las erogaciones 

cubiertas con los recursos presupuestarios federales que le sean entregados por concepto de 

subsidios; realizar los registros correspondientes en la contabilidad y en la Cuenta Pública local, 

conforme sean devengados y ejercidos los recursos, y dar cumplimiento a las disposiciones federales 

aplicables respecto de la administración de los mismos. 

h. Integrar y resguardar los expedientes relacionados con la ejecución y comprobación del Proyecto 

financiado con los recursos otorgados objeto del presente instrumento. 

i. Garantizar que el personal encargado de ejecutar el Proyecto acredite su experiencia y capacitación 

en materia de derechos humanos, perspectiva de género y en los temas de Proyecto a desarrollar. 

j. Entregar bimestralmente, por conducto del enlace designado a “GOBERNACIÓN” a través de la 

CONAVIM, la relación detallada sobre las erogaciones del gasto y el avance del Proyecto, validada 

por la Secretaría de Planeación y Finanzas, con su debido soporte documental. Dichos informes 

deberán entregarse dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes a la conclusión de cada bimestre. 

k. Entregar los comprobantes de la ejecución del subsidio para la rendición de cuentas, en términos de 

lo previsto en los LINEAMIENTOS, con la leyenda “Operado con recursos E015 promover la atención 

y prevención de la violencia contra las mujeres”. 

l. En términos de los LINEAMIENTOS, presentar a “GOBERNACIÓN”, a más tardar el 15 de enero de 

2024, un Acta de cierre del Proyecto, firmada por el Titular de la Subsecretaría de Prevención del 

Delito y Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación y por la Titular de la Secretaría de 

Planeación y Finanzas, en la que se incluyan los datos generales, objetivo y descripción del 

Proyecto; los antecedentes de la ejecución del mismo; los principales compromisos establecidos 

entre “LAS PARTES”, y el reporte de las acciones administrativas que la Entidad Federativa ha 

llevado a cabo al 31 de diciembre de 2023 para la correcta ejecución de los recursos otorgados, y 

demás documentos y requisitos que se establecen en el inciso j) del numeral Cuadragésimo primero 

de los LINEAMIENTOS. 

m. Una vez que se cumplan los objetivos del Proyecto, deberá generarse un registro puntual de las 

acciones que se realizan a partir del mismo, con el fin de que con dichos datos se puedan generar 

indicadores de proceso, de resultados o de impacto, los cuales serán publicados mensualmente en la 

página de internet que para ese efecto se habilite. 

n. Cumplir y observar en todo momento las disposiciones previstas en la LFPRH y su Reglamento, el 

PEF 2023, y demás legislación aplicable a la materia, así como en el Convenio de Coordinación y 

Adhesión; y Anexo Técnico correspondiente. 

ñ. Llevar a cabo el proyecto en términos de lo establecido en los LINEAMIENTOS y, en su caso, de los 

Acuerdos que emita la CONAVIM a través del COMITÉ. 

SEXTA. ENLACES. Para el adecuado desarrollo y seguimiento de las acciones del Proyecto, que deriven 

del presente Convenio de Coordinación y Adhesión y de sus Anexos Técnicos, “LAS PARTES” designan 

como Enlaces a los siguientes servidores públicos: 

POR “GOBERNACIÓN” 

Nombre: Susana Vanessa Otero González. 

Cargo: Coordinadora para la Articulación de Acciones para la Erradicación de la 

Violencia Feminicida. 

Dirección: Dr. José María Vértiz número 852, Piso 5, Colonia Narvarte Poniente, 

Demarcación Territorial, Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de 

México. 

Teléfono institucional: 52098800 extensión 30367 

Correo electrónico Institucional: sotero@segob.gob.mx 
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POR EL “GOBIERNO DEL ESTADO” 

Nombre: José Roberto Rivera Aguilar 

Cargo: Director para la Atención, Defensa y Promoción de Derechos Humanos de 
la Subsecretaría de Prevención del Delito y Derechos Humanos de la 
Secretaría de Gobernación 

Dirección: Calle 18 norte, No. 406, Colonia Acocota, Código Postal 72377, Municipio 
de Puebla, Estado de Puebla. 

Teléfono institucional: 222 2138900 Ext. 2027 

Correo electrónico Institucional: subse.pddh@puebla.gob.mx 

 

A través de las personas designadas como enlaces se efectuarán todas las comunicaciones derivadas de 
la operación del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. Además, serán las o los responsables 
internos de las actividades encomendadas. 

Para efectos del seguimiento y evaluación, “LAS PARTES” acuerdan que las y/o los responsables podrán 
a su vez, designar a las o los servidores públicos del nivel jerárquico inmediato inferior, para que los asistan 
en las funciones encomendadas o en su caso, los suplan en sus ausencias. 

SÉPTIMA. NOTIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que cualquier comunicación o notificación que se 
deba efectuar con motivo del presente instrumento será realizada en los domicilios señalados en las 
DECLARACIONES. Cualquier cambio de domicilio que “LAS PARTES” efectúen en lo sucesivo, lo deberán 
notificar por escrito y en forma indubitable a la otra Parte, por lo menos con 10 (diez) días de anticipación. 

OCTAVA. INFORME DE RESULTADOS. El “GOBIERNO DEL ESTADO”, por conducto de la 
Subsecretaría de Prevención del Delito y Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación informará a 
“GOBERNACIÓN” a través de la CONAVIM, los avances de la ejecución del Proyecto y del subsidio, en los 
cuales se deberá reportar el avance en el cumplimiento de objetivos y; en su caso, los resultados de las 
acciones que lleve a cabo de conformidad con el presente instrumento, y el inciso h) del numeral 
Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS; con su debido soporte documental, dentro de los 10 (diez)días 
hábiles siguientes a la conclusión de cada bimestre, a partir de la fecha del depósito del recurso al que se 
refiere la CLÁUSULA SEGUNDA del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

NOVENA. APLICACIÓN DE LOS RECURSOS. Los recursos federales que se entregarán al “GOBIERNO 
DEL ESTADO” en los términos del presente instrumento y en el Anexo Técnico aprobado por el COMITÉ, no 
perderán su carácter de federal, por lo que su administración, compromiso, devengo, justificación, 
comprobación, pago, ejercicio y contabilización, deberá realizarse, de conformidad con las disposiciones 
contenidas en la legislación federal vigente. 

Los rendimientos financieros que se obtengan en la cuenta específica, con característica de productiva, a 
la cual se transferirá el subsidio en el Ejercicio Fiscal 2023, deberán ser reintegrados a la TESOFE, previo a la 
presentación del cierre del ejercicio de los recursos y dentro de los plazos y términos que establezcan las 
disposiciones aplicables. 

DÉCIMA. RESPONSABILIDAD DEL RESGUARDO DE LA DOCUMENTACIÓN. El resguardo y 
conservación de la documentación original que sirvió para justificar y comprobar la aplicación de los recursos 
a que se refiere el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, estará a cargo del “GOBIERNO DEL 
ESTADO” a través de la Subsecretaría de Prevención del Delito y Derechos Humanos de la Secretaría de 
Gobernación. 

En el caso de “GOBERNACIÓN”, la documentación original que deberá conservar y que estará bajo su 
resguardo es la que señalan los LINEAMIENTOS. 

DÉCIMA PRIMERA. REINTEGRO DE LOS RECURSOS. En caso de que el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
no devengue los recursos federales asignados, los recursos remanentes o saldos disponibles que presente al 
31 de diciembre de 2023 deberán ser reintegrados a la TESOFE como lo dispone el numeral Quincuagésimo 
de los LINEAMIENTOS. 
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El reintegro de los recursos a la TESOFE se deberá realizar conforme a las disposiciones legales 
federales aplicables, siendo responsabilidad del “GOBIERNO DEL ESTADO” dar aviso por escrito y solicitar a 
“GOBERNACIÓN” la línea de captura para realizar el reintegro correspondiente. Una vez que 
“GOBERNACIÓN” otorgue la línea de captura a la Entidad, ésta deberá remitir a la CONAVIM original de la 
documentación comprobatoria del reintegro realizado. 

Asimismo, el “GOBIERNO DEL ESTADO” estará obligado a reintegrar a la TESOFE aquellos recursos que 
no sean aplicados a los fines para los que le fueron autorizados. 

DÉCIMA SEGUNDA.- RELACIÓN LABORAL. El personal comisionado, contratado, designado o utilizado 
por cada una de “LAS PARTES” para la instrumentación, ejecución y operación de este Convenio de 
Coordinación y Adhesión y/o de los instrumentos que del mismo se deriven, continuará bajo la dirección y 
dependencia de la parte a la que se encuentre adscrito, por lo que en ningún caso y bajo ningún motivo, la 
contraparte podrá ser considerada como patrón sustituto o solidario, por tanto “LAS PARTES” se liberan 
recíprocamente de cualquier responsabilidad laboral, administrativa, fiscal, judicial, sindical, de seguridad 

social y/o de cualquier otra naturaleza que llegara a suscitarse, en lo que respecta a su respectivo personal. 

DÉCIMA TERCERA. SANCIONES POR EL INCUMPLIMIENTO. Para el caso de que “GOBERNACIÓN” 
detecte algún incumplimiento o varios en el ejercicio de los recursos, como lo prevé el numeral Cuadragésimo 
cuarto de los LINEAMIENTOS, procederá a la cancelación del Proyecto aprobado y; en consecuencia, dará 
por terminado el presente Convenio de Coordinación y Adhesión y ordenará al “GOBIERNO DEL ESTADO” la 

restitución total de los recursos y sus rendimientos financieros a la TESOFE. 

Lo anterior sin perjuicio de que la CONAVIM haga del conocimiento del o los incumplimientos a los 
órganos fiscalizadores competentes para los efectos legales conducentes. 

DÉCIMA CUARTA. FISCALIZACIÓN. El control, vigilancia y evaluación de los recursos federales a que se 
refiere la CLÁUSULA SEGUNDA del presente instrumento corresponderá a “GOBERNACIÓN”, a la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, a la Secretaría de la Función Pública y a la Auditoría Superior de la 
Federación, conforme a las atribuciones que les confieren la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, y demás disposiciones jurídicas 
aplicables, sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que, en coordinación con la 
Secretaría de la Función Pública, realice la Secretaría de la Función Pública del “GOBIERNO DEL ESTADO”. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 
Federal en que incurran los servidores públicos federales o locales, así como los particulares que intervengan 
en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este instrumento, serán 
sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

DÉCIMA QUINTA. CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. Queda expresamente pactado que  “LAS 
PARTES” no tendrán responsabilidad por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia 
de caso fortuito o fuerza mayor, por lo que una vez que desaparezcan las causas que suscitaron la 
interrupción en la ejecución del Proyecto, se reanudarán las tareas pactadas. 

DÉCIMA SEXTA. MODIFICACIONES O ADICIONES. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá adicionarse o modificarse en cualquier momento durante su vigencia de común acuerdo entre  “LAS 
PARTES”, mediante Convenios Modificatorios los cuales formarán parte integrante del presente instrumento, y 
surtirán efectos a partir de la fecha de su suscripción, los cuales deberán ser publicados en el DOF y en el 
órgano de difusión oficial del “GOBIERNO DEL ESTADO” en un plazo no mayor a 60 (sesenta) días hábiles a 
partir de dictaminación por parte de la Unidad General de Asuntos Jurídicos. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá darse por terminado cuando se presente alguno de los siguientes supuestos: 

a. Por estar satisfecho el objeto para el que fue celebrado, siempre que no existan obligaciones 
pendientes de cumplir por “LAS PARTES” y; en su caso, se haya realizado el reintegro de los 
recursos y rendimientos financieros que procedan. 

b. En caso de que no se subsanen las inconsistencias que haya detectado la CONAVIM en los informes 
que presente el “GOBIERNO DEL ESTADO”. 
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Para tales efectos, se levantará una minuta en la que se hagan constar las circunstancias específicas que: 
i) se presenten y establezcan los términos en que se dará por concluida su ejecución; ii) se identifiquen los 
responsables del resguardo y conservación de la documentación justificativa y comprobatoria que se haya 
generado hasta ese momento; y iii) se señale lo procedente respecto al reintegro de los recursos y 
rendimientos financieros que; en su caso, procedan. 

DÉCIMA OCTAVA. VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión entrará en vigor a partir 
del día de su firma y hasta el 31 de diciembre de 2023. Lo anterior, no exime al “GOBIERNO DEL ESTADO” 
de presentar la comprobación de los gastos efectuados y reintegrar los recursos remanentes y/o no aplicados 
a los fines para los que fueron autorizados, junto con los rendimientos financieros correspondientes o, en su 
caso, las cargas financieras que se hubiesen generado. 

DÉCIMA NOVENA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” están de acuerdo en que el 
presente instrumento es producto de la buena fe; por lo que, los conflictos y controversias que llegasen a 
presentar con motivo de su interpretación, formalización, ejecución, operación o cumplimiento, serán resueltos 
de común acuerdo entre “LAS PARTES” a través de los Enlaces a que se refiere la CLÁUSULA SEXTA de 
este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

VIGÉSIMA. TRANSPARENCIA. “LAS PARTES” Se comprometen a cumplir con las disposiciones que 
establece la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Asimismo a efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, si “LAS PARTES” llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la 
otra Parte, por este medio se obligan a: (i) tratar dichos datos personales únicamente para efectos del 
desarrollo del Convenio de Coordinación y Adhesión; (ii) abstenerse de tratar los datos personales para 
finalidades distintas a las instruidas por la otra Parte; (iii) implementar las medidas de seguridad conforme a la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, y las demás disposiciones aplicables; (iv) guardar confidencialidad respecto de los datos personales 
tratados; (v) suprimir los datos personales objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio de 
Coordinación y Adhesión, y (vi) abstenerse de transferir los datos personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto ambas se obligan a respetar las disposiciones que sobre los mismos 
establece la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, según sea el caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el 
entendido de que ante la ausencia de consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben 
abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo de tratamiento sobre los mismos. 

VIGÉSIMA PRIMERA. DIFUSIÓN Y DIVULGACIÓN. Este Convenio de Coordinación y Adhesión se 
publicará en el DOF y en el Periódico Oficial del Estado en un plazo de 60 días hábiles a partir de su 
dictaminación por parte de la Unidad General de Asuntos Jurídicos, y entrará en vigor a partir de la fecha  de 
la misma. 

“LAS PARTES” acuerdan que en la publicidad y difusión del programa se deberá incluir la siguiente 
leyenda: "Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines 
distintos a los establecidos en el programa", de conformidad con lo establecido en el artículo 28, fracción II, 
inciso a) del PEF 2023. 

De igual manera, deberá señalarse en forma expresa e idéntica, en la comunicación y divulgación que se 
realice, la participación y apoyo del Gobierno de México a través de “GOBERNACIÓN”. 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal de sus cláusulas, lo firman en cuatro 
ejemplares en la Ciudad de México el día 22 del mes de marzo de 2023.- Por Gobernación: el Subsecretario 
de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez.- Rúbrica.- La 
Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola Alanís Sámano.- 
Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Gobernador Substituto del Estado Libre y Soberano de Puebla, 
Sergio Salomón Céspedes Peregrina.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Julio Miguel Huerta 
Gómez.- Rúbrica.- La Secretaria de Planeación y Finanzas, María Teresa Castro Corro.- Rúbrica.- La 
Subsecretaria de Prevención del Delito y Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación y Titular de la 
Instancia Local Responsable e Instancia Local Receptora, Raquel Medel Valencia.- Rúbrica. 
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ANEXO TÉCNICO PARA LA APLICACIÓN DE RECURSOS DESTINADOS A LAS ACCIONES DE COADYUVANCIA 

PARA LAS DECLARATORIAS DE ALERTA DE VIOLENCIA DE GÉNERO CONTRA LAS MUJERES EN ESTADOS Y 

MUNICIPIOS, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023. 

En cumplimiento a la Cláusula Primera del Convenio de Coordinación y Adhesión de fecha 22 de marzo de 
2023 celebrado entre la Secretaría de Gobernación y el Estado Libre y Soberano de Puebla de conformidad 
con el numeral Trigésimo segundo de los Lineamientos para la obtención y aplicación de recursos destinados 
a las Acciones de Coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de Violencia de Género contra las mujeres 
en Estados y Municipios para el Ejercicio Fiscal 2023 (LINEAMIENTOS), se estipula lo siguiente: 

DATOS GENERALES DE IDENTIFICACIÓN 

A. DATOS GENERALES 

Entidad federativa: 

Estado Libre y Soberano de Puebla 

 

Nombre del proyecto: 

AVGM/PUE/AC01/SPDDH/097 

 

Acción de Coadyuvancia de acceso al Subsidio:   

Atención: Son las acciones destinadas a la atención de las mujeres y las niñas y las adolescentes, tendientes 
a disminuir las condiciones de riesgo en el que se encuentran, así como garantizar espacios libres de 
violencia contra las mujeres, las niñas y la protección de las víctimas. 

 

Fecha en que la Entidad Federativa solicitó el Subsidio: 

20 de enero de 2023 

 

Instancia Local Responsable: 

Subsecretaría de Prevención del Delito y Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación 

 

Instancia Local Receptora: 

Subsecretaría de Prevención del Delito y Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación 

 

B. MONTO APROBADO 

Monto aprobado: 

$3,020,009.68 (Tres millones veinte mil nueve pesos 68/100 M.N.) 

 

Monto coparticipación:  

$800,000.00 (Ochocientos mil pesos 00/100 M.N.) 

 

Fecha de inicio del Proyecto: 

01 de abril de 2023 

 

Fecha estimada de conclusión que no exceda del 31 de diciembre de 2023 

31 de diciembre de 2023 
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C. DESIGNACIÓN DE ENLACE 

En ese sentido, en cumplimiento al Convenio de Coordinación y Adhesión, he tenido a bien designar como 
enlace ante CONAVIM a: 

Nombre: José Roberto Rivera Aguilar 

Cargo: Director para la Atención, Defensa y Promoción de Derechos Humanos de 
la Subsecretaría de Prevención del Delito y Derechos Humanos de la 
Secretaría de Gobernación. 

Dirección: Calle 18 norte, No. 406, Colonia Acocota, Código Postal 72377, Municipio 
de Puebla, Estado de Puebla. 

Teléfono institucional: 222 2138900 Ext. 2027 

Correo electrónico Institucional: subse.pddh@puebla.gob.mx 

 

D. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO 

A fin de contribuir a la atención de mujeres víctimas de violencia de género, se desarrolla este proyecto, a 
través de la instalación de módulos itinerantes que permitan identificar, atender y dar seguimiento con 
pertinencia intercultural y lingüística a las mujeres, adolescentes y niñas indígenas y afromexicanas víctimas 
directas e indirectas de delitos o violaciones a derechos humanos por violencia de género, especialmente a 
aquellas con algún tipo de discapacidad, a través de la contratación eventual del personal especializado que 
diseñe un programa estratégico de identificación y seguimiento a niñas, adolescentes y mujeres indígenas y 
afromexicanas que sufran o hayan sufrido algún tipo de violencia en sus diversas modalidades. 

Dicho proyecto tendrá preponderancia de intervención en los 50 municipios que tienen declaratoria de 
alerta de violencia de género en el Estado de Puebla. 

d.1 Justificación 

Realizar acciones con un objeto definido, metas claras y factibles, a través de una intervención grupal o 
personal que atienda a mujeres víctimas de violencia. Lo anterior, a través de la creación e instalación de 
módulos itinerantes de atención inmediata para tender a mujeres en situación de riesgo, el cual contara con la 
atención de profesionales en, trabajo social, médico, psicológico y jurídico. 

Medida de Atención Acción Coadyuvante Objetivo General 

MEDIDAS DE SEGURIDAD. 

VII. Fortalecer y crear módulos de 

atención inmediata para mujeres en 

situación de violencia en la entidad 

federativa. Su funcionamiento deberá 

contemplar asistencia multidisciplinaria 

(abogadas, psicológicas, médicas, 

trabajadoras sociales y elementos de 

seguridad) y el respectivo protocolo de 

actuación de las y los servidores 

públicos encargados de brindar los 

servicios correspondientes. 

IX. Diseñar e implementar un modelo 

único de atención integral para las 

mujeres víctimas de violencia, con 

perspectiva de género y enfoque de 

derechos humanos de las mujeres. 

dicho modelo habrá de establecer la 

actuación de cada una de las instancias 

que proporcionan servicios a mujeres.  

ATENCIÓN. 

Son las acciones destinadas a la 

atención de las mujeres y las niñas y 

las adolescentes, tendientes a disminuir 

las condiciones de riesgo en el que se 

encuentran, así como garantizar 

espacios libres de violencia contra las 

mujeres, las niñas y la protección de las 

víctimas. 

Identificar, atender y dar seguimiento 

con pertinencia intercultural y lingüística 

a las mujeres, adolescentes y niñas 

indígenas y afromexicanas víctimas 

directas e indirectas de delitos o 

violaciones a Derechos Humanos por 

violencia de género, especialmente a 

aquellas con algún tipo de 

discapacidad, a través de la 

contratación eventual del personal 

especializado que diseñe un programa 

estratégico de identificación y 

seguimiento a niñas, adolescentes y 

mujeres indígenas y afromexicanas que 

sufran o hayan sufrido algún tipo de 

violencia en sus diversas modalidades. 

Dicho programa deberá estar 

manufacturado con preponderancia de 

intervención en los 50 municipios que 

tienen Declaratoria de Alerta de 

Violencia de Género en el Estado. 
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d.2 Metodología 

OBJETIVOS 

ESPECÍFICOS 

ACTIVIDADES INDICADORES MEDIOS 

DE VERIFICACIÓN 

Contar con un equipo 
multidisciplinario 

Publicación de la convocatoria 
y selección de personal para la 
contratación del personal a 
conformar el grupo 
multidisciplinario que determine 
y atienda las necesidades de la 
mujer, niña o adolescente 
indígena o afromexicana 
víctima de violaciones a 
derechos humanos, 
especialmente aquellas con 
algún tipo de discapacidad. 

Una convocatoria Convocatoria 

Contar con el equipamiento 
necesario. 

Gestionar los procedimientos 
de adjudicación a efecto de 
adquirir equipamiento y 
mobiliario necesario para la 
operación del proyecto 

Adquisición de 
Equipamiento 
consistentes en: 9 
laptop,2 multifuncionales 

Facturas de las compras 

Contar con un equipo 
multidisciplinario 

Contratación de 16 
profesionistas especializadas 
en áreas del sector jurídico, 
médico, psicológico y trabaja 
social, intérpretes, coordinador 
y apoyo en general, con la 
finalidad de que integren el 
Grupo Multidisciplinario. 

Contratación de 16 
profesionistas 
especializadas 

Contratos del personal. 

Expediente.  

Elaborar, con un grupo 
multidisciplinario, un programa 
de trabajo estratégico de 
identificación, atención, 
canalización y seguimiento a 
niñas, adolescentes y mujeres 
indígenas o afromexicanas que 
sufren violencias, 
especialmente aquellas con 
algún tipo de discapacidad.  

Elaboración del programa de 
trabajo 

Un Programa de trabajo Programa de Trabajo 

 

Identificar a través de una 
estrategia y en colaboración 
con los ayuntamientos, a niñas, 
adolescentes y mujeres 
indígenas y afromexicanas que 
sufran o hayan sufrido algún 
tipo de violencia, 
especialmente aquellas con 
algún tipo de discapacidad, a 
través de módulos itinerantes. 

 

Trasladarse a lugares 
estratégicos de los municipios 
del Estado de Puebla con 
Declaratoria de Alerta de 
Violencia de Género, a efecto 
de instalar módulos itinerantes 
que, a través de la atención 
personalizada, permitan 
identificar a niñas, 
adolescentes y mujeres 
indígenas o afromexicanas, 
que sufren violencias 

Matriz de doble entrada. 

Componente 1. Número 
de traslados a los 
municipios para la 
implementación del 
programa. 

Componente 2. Número 
de niñas, adolescentes y 
mujeres indígenas y 
afromexicanas que sufran 
o hayan sufrido violencia, 
especialmente aquellas 
con algún tipo de 
discapacidad. 

1. Fotografías 

2. Formatos de atención 

Atender en los municipios del 
Estado con Declaratoria de 
Alerta de Violencia de Género 
de manera íntegra (jurídica, 
psicológica y medicamente) y 
personalizadamente a niñas, 
adolescentes, mujeres 
indígenas o afroamericanas 
que sufran o hayan sufrido 
algún tipo de violencia, 
especialmente aquellas con 
algún tipo de discapacidad. 

Atender de manera integral y 
personalizadamente a las 
niñas, adolescentes y mujeres 
indígenas o afromexicanas, 
que hayan sido identificadas, a 
fin de otorgar en un primer 
momento, las necesidades que 
requieran, para su posterior 
canalización.  

Componente: Atenciones 

Modo de medición: 
Número de atenciones 

Formatos de atención  
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OBJETIVOS 

ESPECÍFICOS 

ACTIVIDADES INDICADORES MEDIOS 

DE VERIFICACIÓN 

Canalizar a niñas, 
adolescentes, mujeres 
indígenas o afroamericanas 
que sufren violencia en los 
municipios con Declaratoria de 
Alerta de Violencia de Genero 
en el Estado de Puebla, a las 
instancias gubernamentales 
correspondientes para que les 
proporcionen la atención 
necesaria que, de conformidad 
con sus derechos y 
necesidades, corresponda, 
asimismo vinculación a 
actividades económicas y para 
incorporación a otros 
programas sociales de 
Gobierno Federal o Estatal. 

Derivado de las atenciones, 
aquellas que se estime deban 
tener un cuidado mayormente 
profundo, se canalizarán a las 
instancias gubernamentales 
que corresponda a efecto de 
que pueda darse el 
seguimiento correspondiente.  

Componente: 
Canalizaciones 

Modo de medición: 
Número de canalizaciones

Formatos de canalización  

Monitorear con base a las 
acciones gubernamentales o 
políticas públicas, la atención 
brindada a las niñas, 
adolescentes, mujeres 
indígenas o afroamericanas 
que sufren violencia, 
especialmente aquellas con 
algún tipo de discapacidad, en 
los 50 municipios con 
Declaratoria de Alerta por 
Violencia de Género en el 
Estado de Puebla.  

Solicitar a las instancias que se 
haya canalizado a las 
personas, los informes de 
seguimiento, de acuerdo a su 
normatividad aplicable y en 
cuidado de los datos 
personales, de conformidad a 
la legislación en la materia. 

Componente: solicitudes 

Modo de medición: 
número de solicitudes 

Oficios de solicitud 

Oficios de remisión de 
seguimiento  

 

d.2.1 Pasos a desarrollar 

PASO DESCRIPCIÓN 

1.1 Publicación de la convocatoria y selección de personal para la contratación del personal a conformar el grupo 
multidisciplinario que determine y atienda las necesidades de la mujer, niña o adolescente indígena o 
afromexicana víctima de violaciones a derechos humanos, especialmente aquellas con algún tipo de 
discapacidad. 

1.2 Gestionar los procedimientos de adjudicación a efecto de adquirir equipamiento y mobiliario necesario para la 
operación del proyecto. 

1.3 Contratación de 16 profesionistas especializadas en áreas del sector jurídico, médico, psicológico y trabaja social 
e intérpretes con la finalidad de que integren del Grupo Multidisciplinario. 

2.1 Capacitación del personal especializado por parte de la coordinación del proyecto, involucrando a las instituciones 
gubernamentales correspondientes. 

2.2 Elaborar el Programa Estratégico de identificación, atención, canalización y seguimiento a niñas, adolescentes y 
mujeres indígenas o afromexicanas que sufren o hayan sufrido violencia en cualquiera de sus modalidades, 
especialmente aquellas con algún tipo de discapacidad. 

2.3 Trasladarse a lugares estratégicos de los municipios con Declaratoria de Alerta por Violencia de Género en el 
estado de Puebla, a efecto de identificar niñas, adolescentes y mujeres indígenas y afromexicanas que sufren 
violencia, especialmente aquellas con algún tipo de discapacidad. 

2.4 Ya identificadas, atenderles en un primer momento de forma integral a fin de detectar si existe necesidad de 
canalizar y darle seguimiento a sus situaciones particulares. 

2.5 Canalizar a niñas, adolescentes y mujeres indígenas o afromexicanas, que sufren violencias de los municipios con 
Declaratoria de Alerta de Violencia de Género en el estado de Puebla que hayan sido atendidas y detectadas, a 
las instancias gubernamentales correspondientes, a fin de que se les brinde la atención que, en materia de 
derechos humanos, deba ejercerse, así como su vinculación a actividades económicas y para incorporación a 
otros programas sociales de Gobierno Federal o Estatal. 

2.6 Dar seguimiento a las niñas, adolescentes y mujeres indígenas o afromexicanas, que sufren violencias de los 50 
municipios con Declaratoria de Alerta por Violencia de Género en el estado de Puebla, que hayan sido 
canalizadas. 
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d.3 Cobertura geográfica y población beneficiaria 

 
 
d.4 Actores estratégicos 

# ACTOR TIPO DE PARTICIPACIÓN 
1 Secretaría de Salud Brindar atención médica
2 Secretaría de Bienestar Brindar apoyos de los programas con los que cuenta 
3 Secretaría de Trabajo Brindar apoyo con los programas de vinculación laboral
4 Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas Brindar medidas de atención
5 Sistema Estatal DIF Brindar apoyo con de los programas sociales con los que

cuenta, así como de la Procuraduría de Protección de los 
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes  

6 Fiscalía General del Estado Dar atención a las denuncias correspondientes 

 

d.5 Identificación de riesgos y cómo afrontarlos 

RIESGO MEDIDAS DE AFRONTAMIENTO 

La situación del Estado por la pandemia mundial 
ocasionada por el virus COVID 19 (SARS-COV2). 

Exige una planeación en extremo cuidado y atención al cuidado y 
acceso a los derechos a la salud e integridad física de los 
profesionistas a ejecutar el presen-te proyecto a así como a la 
población beneficiada de manera directa e indirecta. Se contemplarán 
tiempos, traslado y atención con todas las medidas sanitarias para la 
prevención de cualquier contagio. 
Por las características sociodemográficas de las regiones de la 
población a atender, no se podrá utilizar un recurso digital para suplir 
dicha atención, por lo que se ajustará la planeación a trabajo de campo 
con protocolos específicos de cuidado personal y social. 

La disposición de los ayuntamientos para la 
colaboración inter-gubernamental 

La elaboración del programa estratégico, establecerá una fuerte 
vinculación con los ayuntamientos a fin de poder materializar su 
contenido. Por ello que las cargas de trabajo y la disposición de los 
mismos, será fundamental para la eficacia de las acciones plantea-das.
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d.6 Cronograma de actividades y gasto 
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d.7 Perfil y experiencia que deberá acreditar la o las personas físicas o morales que realizarán el 
proyecto, distintas a aquellas que sean servidoras públicas, así como sus antecedentes respecto a la 
elaboración de otros proyectos en otras entidades federativas 

Tipo de perfil requerido: 

ÁREAS DE 

ESPECIALIZACIÓN 

AÑOS DE EXPERIENCIA 

MÍNIMA REQUERIDA 

GRADO O NIVEL DE 

ESPECIALIZACIÓN 

NÚMERO DE PERSONAS A 

CONTRATAR 

Ciencias Jurídicas 02 a 05 años Licenciatura 5 

Ciencias de la Salud 02 a 05 años Licenciatura 2 

Psicología 02 a 05 años Licenciatura 2 

Trabajo social 02 a 05 años Licenciatura 2 

Otro No aplica Especificar en el siguiente cuadro 

 

OTRO TIPO DE PERFIL REQUERIDO: 

d.7 Perfil y experiencia que deberá acreditar las personas que realizarán el proyecto. 

PERFIL 
AÑOS DE EXPERIENCIA 

MÍNIMA REQUERIDA 

GRADO O NIVEL DE 

ESPECIALIZACIÓN 

ESPECIFIQUE 

EL GRADO O 

NIVEL 

NÚMERO DE 

PERSONAS A 

CONTRATAR 

Administrador Público 2.5 años Licenciatura Titulo 1 

Interprete 

2 Años de Acreditación 

*Acreditando pertinencia 

intercultural y conocimiento 

de contexto de la zona 

indígena a operar. 

Carrera técnica o 

profesional de la Lengua 

o equivalente. 

Certificado, 

Título o 

equivalente. 

3 

Ayudante en General 

(operador de vehículo) 
2 años. 

Bachillerato o 

preparatoria. 

Certificado o 

equivalente. 
1 

 

ESQUEMA DE CONTRATACIÓN: 

 

 
Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal firman el Anexo Técnico en cuatro 

ejemplares, en términos del numeral Trigésimo segundo de los LINEAMIENTOS, para la realización del 
Proyecto AVGM/PUE/AC01/SPDDH/097, en la Ciudad de México al día 22 del mes de marzo de 2023.- Por 
Gobernación: el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas 
Rodríguez.- Rúbrica.- La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma 
Fabiola Alanís Sámano.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Gobernador Substituto del Estado Libre y 
Soberano de Puebla, Sergio Salomón Céspedes Peregrina.- Rúbrica.-  El Secretario de Gobernación, Julio 
Miguel Huerta Gómez.- Rúbrica.- La Secretaria de Planeación y Finanzas, María Teresa Castro Corro.- 
Rúbrica.- La Subsecretaria de Prevención del Delito y Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación y 
Titular de la Instancia Local Responsable e Instancia Local Receptora, Raquel Medel Valencia.- Rúbrica. 
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ANEXO de asignación y transferencia de recursos del Programa de Registro e Identificación de Población, para el 
ejercicio fiscal 2023, que celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Colima. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS DEL PROGRAMA DE REGISTRO E 

IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL 

EJECUTIVO FEDERAL A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, POR 

CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 

POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, TITULAR DE LA 

UNIDAD DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY 

FERNÁNDEZ, DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA 

PARTE, EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA, EN ADELANTE EL “GOBIERNO DEL 

ESTADO”, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR MA GUADALUPE SOLÍS RAMÍREZ, SECRETARIA GENERAL DE 

GOBIERNO, CON LA PARTICIPACIÓN DE FABIOLA VERDUZCO APARICIO, SECRETARIA DE PLANEACIÓN, 

FINANZAS Y ADMINISTRACIÓN, Y DE ISELA GUADALUPE URIBE ALVARADO, CONTRALORA GENERAL DEL 

ESTADO, CON LA ASISTENCIA DE BRENDA DEL CARMEN GUTIÉRREZ VEGA, DIRECTORA DEL REGISTRO CIVIL 

DEL ESTADO; A QUIENES ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL 

TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 14 de noviembre de 2019, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el 
Programa de Registro e Identificación de Población, con el objeto de establecer los mecanismos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa de Registro e 
Identificación de Población, a fin de contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y 
consolidación de la Base de Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los 
servicios que brinda la institución registral en la entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, 
homogénea y oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar 
su registro inmediatamente después de su nacimiento. 

En virtud de lo anterior, conforme a la Cláusula Sexta del Convenio de Coordinación para el Programa de 
Registro e Identificación de Población, “LAS PARTES” podrán suscribir Anexos de Asignación y Transferencia 
donde se contemplarán metas específicas y la aprobación del correspondiente Programa de Trabajo. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población 
(LINEAMIENTOS), publicados en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 11 de octubre de 2018, 
establecen en su numeral Octavo. “Componentes”, Apartado A. “Fortalecimiento del Registro Civil”, numeral II. 
“Descripción”, que “GOBERNACIÓN”, a través de la Dirección General del Registro Nacional de Población e 
Identidad (DGRNPI), podrá asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del 
componente Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto 
apego a la normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el 
DOF el 28 de noviembre de 2022, señala en el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” del Anexo 18. “Recursos para la 
Atención de Niñas, Niños y Adolescentes”, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de 
Población” la cual asciende a $41,910,592.00 (Cuarenta y un millones novecientos diez mil quinientos noventa 
y dos pesos 00/100 M.N.). 

Derivado de lo anterior, el 16 de diciembre de 2022 “GOBERNACIÓN” integró el Comité de Asignación y 
Distribución de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2023 (COMITÉ AD), conforme a los LINEAMIENTOS, en el 
cual resultó como beneficiario de recursos para el Fortalecimiento del Registro Civil, el Estado de Colima. 

DECLARACIONES 

I. “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (LOAPF) y 1 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Gobernación (RISEGOB). 
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I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su Titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento de conformidad con lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 

I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su Titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento de conformidad 
con lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55, fracción XXXIV del 
RISEGOB. 

I.5 La DGRNPI, es una Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su Titular, Jorge 
Leonel Wheatley Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción 
del presente instrumento, de conformidad con lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción 
XXIX, 10, fracción V y 58, fracciones, I y IV del RISEGOB. 

I.6 Cuenta con los recursos suficientes en la partida 43801 para hacer la asignación prevista por el 
COMITÉ AD y la Cláusula Tercera de este instrumento, de conformidad con el Reporte General de 
Suficiencia Presupuestaria 00273. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento, señala como su domicilio el ubicado en la Calle de 
Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial Cuauhtémoc, 
Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II. El “GOBIERNO DEL ESTADO” declara que: 

II.1 El Estado de Colima, es libre y soberano en todo lo concerniente a su régimen interior, parte 
integrante del Estado Mexicano, constituido como un gobierno republicano, representativo y popular 
de conformidad con los artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116, primer párrafo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 14 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Colima. 

II.2 Ma Guadalupe Solís Ramírez, Secretaria General de Gobierno, quien acredita su personalidad con el 
nombramiento expedido por la Gobernadora Constitucional del Estado de Colima en fecha 1 de 
noviembre de 2021, y cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del 
presente instrumento jurídico de conformidad con lo establecido por los artículos 60, 61 y 66 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima; 8, segundo párrafo 12 y 17, fracción I, 
32, fracción XI, 33, fracciones XII y XXX de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la 
Administración Pública del Estado de Colima; 2, numeral 1, incisos a) y n), 5, numerales 1, 2 y 4, 6, 
numeral 1, fracciones I, II, XII, XIII y XXII, 7, numeral 1, fracciones XXXIII, XLIV y LIX, del 
Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno. 

II.3 Fabiola Verduzco Aparicio, Secretaria de Planeación, Finanzas y Administración, quien acredita su 
personalidad con el nombramiento expedido por la Gobernadora Constitucional del Estado de Colima 
en fecha 1 de noviembre de 2021, y cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la 
suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad con lo establecido por los artículos 60, 
61, 66 y 110 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima; 8, segundo párrafo, 
12, 17, fracción III, 32, fracción XI, 35, numeral 1, fracción XXXIV y Tercero Transitorio de la Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública del Estado de Colima; 1, 6 y 7, fracción 
XX del Reglamento Interior de la Secretaría de Planeación y Finanzas. 

II.4 Isela Guadalupe Uribe Alvarado, Contralora General del Estado, quien acredita su personalidad con 
el nombramiento expedido por la Gobernadora Constitucional del Estado de Colima en fecha 1 de 
noviembre de 2021, y cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del 
presente instrumento jurídico de conformidad con lo establecido por los artículos 60, 61 y 66 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima; 8 segundo párrafo, 12, 17, fracción X y 
52, fracciones I, IV, V, VI, VIII y XXVII de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y la Administración 
Pública del Estado de Colima; 1, numeral 1, 2, numeral 1, 6 numeral 1 y 7, numeral 1, fracciones II, X 
y XVI del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado de Colima. 
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II.5 La Dirección del Registro Civil del Estado, para efectos del presente instrumento jurídico es la Unidad 
Coordinadora Estatal (en lo sucesivo UCE), representada por Brenda del Carmen Gutiérrez Vega, 
Directora del Registro Civil del Estado, quien cuenta con las atribuciones necesarias para participar 
en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad con lo establecido por los artículos 
3 numeral 1, fracción II, incisos d) e i), 4 numeral 2, 8, 9 numeral 2 fracciones II, V, VIII, XIX y XXI, 25 
numerales 1 y 2, 26 numerales 1 y 2 del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno; 
5º, 7º, 8º y 10º del Reglamento del Registro Civil para el Estado de Colima. 

II.6 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en Calle 
Reforma número 37, Colonia Colima Centro, Código Postal 28000, Municipio Colima, Estado de 
Colima. 

III. “LAS PARTES” declaran que: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral de identidad y de población, a 
cumplir con las obligaciones establecidas en los LINEAMIENTOS y en las Directrices del 
Fortalecimiento del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de 
Registro Civil (CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo del presente instrumento y a 
optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 

III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos del 
Programa de Registro e Identificación de Población para el Ejercicio Fiscal 2023, sin que medie error, 
dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda afectar en todo o en parte la validez del 
mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETIVO. “LAS PARTES”, a través de la DGRNPI y la UCE, acuerdan establecer y 
desarrollar mediante el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos del Programa de Registro 
e Identificación de Población para el Ejercicio Fiscal 2023, las acciones y compromisos para el fortalecimiento 
del Registro Civil del Estado de Colima, a fin de garantizar el derecho a la identidad de la población y 
contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 

SEGUNDA.- RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan como 
responsables de la coordinación, ejecución, seguimiento y evaluación de las actividades, acciones y 
compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento, a las siguientes personas servidores 
públicos: 

Por “GOBERNACIÓN” Por el “GOBIERNO DEL ESTADO” 

- A la persona Titular de la Dirección General del 
Registro Nacional de Población e Identidad. 

- A la persona Titular de la Unidad Coordinadora 
Estatal de Registro Civil. 

 

“LAS PARTES” acuerdan que las personas responsables antes señaladas, podrán ser asistidas para el 
vínculo, ejecución, seguimiento y verificación de las actividades, acciones y compromisos correspondientes, 
por personas servidoras públicas de la DGRNPI y la UCE con nivel jerárquico inferior, y cuya denominación 
para efectos del presente instrumento será el de Enlaces, los cuales se asentarán por escrito en la misma 
Acta de la Comisión de Seguimiento donde se apruebe el Programa de Trabajo. 

Para efectos del presente instrumento, se integrará una Comisión de Seguimiento, la cual estará 
compuesta por al menos dos representantes de la DGRNPI y dos representantes de la UCE y cuya función 
será dar el seguimiento, ejecución y vigilancia de los compromisos que deriven del presente Anexo. 

TERCERA.- RECURSOS. Para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera, “LAS 
PARTES” aportarán las siguientes cantidades: 

a) “GOBERNACIÓN”, de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, y 224 de su Reglamento, así como con los LINEAMIENTOS, hará una 
aportación de recursos federales al “GOBIERNO DEL ESTADO”, previa entrega del comprobante 
fiscal emitido por este último, por la cantidad de $481,732.00 (Cuatrocientos ochenta y un mil 
setecientos treinta y dos pesos 00/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria productiva 
específica número 11211009332 del Banco Afirme S. A., sucursal 121 COLIMA II, plaza 090 y 
CLABE No. 062090112110093322. 
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b) El “GOBIERNO DEL ESTADO” de conformidad con el artículo 6, fracción IV, inciso b) del 

Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023, realizará dentro de los 20 

días hábiles contados a partir de la recepción de los recursos federales, una aportación con recursos 

estatales por la cantidad de $206,456.18 (Doscientos seis mil cuatrocientos cincuenta y seis pesos 

18/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria referida en el segundo párrafo de la Cláusula 

Cuarta, informando por escrito a la DGRNPI, el depósito de dichos recursos estatales dentro de los 

10 días hábiles posteriores a su realización. 

Una vez ministrado el recurso federal, la UCE como ente público ejecutor será la encargada y responsable 

de enviar a la DGRNPI, el comprobante bancario del depósito de los recursos y el complemento de pago que 

le requiera la DGRNPI. 

CUARTA.- CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 

respectivos rendimientos financieros, para su plena identificación, registro y control se deberán depositar, 

permanecer y administrar exclusivamente hasta su total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica 

aperturada por Secretaría de Planeación Finanzas y Administración del “GOBIERNO DEL ESTADO”, la cual 

deberá referir al Programa de Registro e Identificación de Población (PRIP) o al Fortalecimiento del Registro 

Civil (FRC) y al Ejercicio Fiscal 2023; conforme a lo establecido en el artículo 69 de la Ley General de 

Contabilidad Gubernamental; 82, fracción IX de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 

y 224 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

Respecto a los recursos aportados por el “GOBIERNO DEL ESTADO”, éstos se depositarán en una 

cuenta bancaria productiva específica en la cual se administrarán hasta su total aplicación; dicha cuenta 

bancaria no deberá ser la misma donde fueron depositados los recursos federales. 

De las cuentas bancarias antes señaladas, el “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, deberá 

remitir a la DGRNPI, copia de los estados de cuenta mensuales en los que se identifiquen los recursos 

aportados; asimismo, al finalizar la administración de dichos recursos, la UCE gestionará en el bimestre 

posterior, la cancelación de la cuenta bancaria, de la cual deberá remitir copia a la DGRNPI, a fin de verificar 

el uso de los recursos hasta su total aplicación. 

QUINTA.- DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 

exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 

niñas, niños y adolescentes: 

a) La cantidad de $400,000.00 (Cuatrocientos mil pesos 00/100 M.N.) para la actualización tecnológica 

de 10 oficialías acordadas por el COMITÉ AD, de conformidad con las especificaciones  y objetivos 

que establezca la DGRNPI, la cual debe estar destinada para brindar servicios registrales. [Se 

entenderá por Actualización Tecnológica la incorporación adicional o sustitución del equipo 

tecnológico, software y licencias; en este último caso, mediará un dictamen del área técnica de la 

entidad federativa con atribuciones para determinar los daños o la obsolescencia del equipo de 

cómputo y periféricos.] 

b) La cantidad de $22,500.00 (Veintidós mil quinientos pesos 00/100 M.N.) para la capacitación del 

personal de la UCE y personal del Registro Civil del “GOBIERNO DEL ESTADO”, respecto a los 

conocimientos teóricos y prácticos basados en el marco jurídico y administrativo en materia registral. 

O bien, para la capacitación que la DGRNPI proporcione en las reuniones del CONAFREC, al 

personal que esta convoque formalmente. 

c) La cantidad de $250,000.00 (Doscientos cincuenta mil pesos 00/100 M.N.) para implementar 

campañas especiales para el registro oportuno, universal y gratuito de nacimiento, orientadas a 

lograr una tasa de subregistro cero de nacimiento. 

d) La cantidad de $15,000.00 (Quince mil pesos 00/100 M.N.) para implementar la campaña especial 

“Soy México”, cuyo objetivo es la regularización del estado civil de personas nacidas en los Estados 

Unidos de América, hijas o hijos de padre, madre o ambos mexicanos, para realizar su registro de 

nacimiento y asignación de la CURP. 
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e) La cantidad de $688.18 (Seiscientos ochenta y ocho pesos 18/100 M.N.) para que se destine, en 
caso de ser procedente, a favor de la Contraloría General del “GOBIERNO DEL ESTADO”, misma 
que deberá realizar la vigilancia, inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios 
ejecutados mediante el presente instrumento, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

SEXTA.- PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento, se realice con oportunidad, eficiencia, eficacia, 
economía, honradez y transparencia, así como para programar los avances, entregables y la ejecución 
correcta de actividades, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto 
establece la DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, en un plazo que no 
excederá de 10 días hábiles a partir de la recepción de los recursos federales. 

Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento, “LAS PARTES” a través de la DGRNPI y la UCE, 
deberán aprobar y autorizar mediante la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en las metas y en 
los conceptos de compra previamente aprobados en el Programa de Trabajo; previa justificación se podrán 
modificar las acciones para el cumplimiento de la meta comprometida, lo cual deberá quedar formalmente 
documentado y aceptado por la DGRNPI para los efectos pertinentes. 

SÉPTIMA.- ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la BDNRC a cargo de la DGRNPI, la UCE inscribirá en 
el Sistema Nacional de Registro e Identidad (SID) los registros del estado civil de las personas y todas 
aquellas modificaciones de que fueren objeto los diferentes actos del Registro Civil. 

La UCE certificará que los registros que se integren exitosamente en el SID y en la BDNRC, son copia fiel 
de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 

OCTAVA.- INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. De conformidad con la normativa en materia de 
protección de datos personales y demás normatividad aplicable, el “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la 
UCE, será el responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, y 
autoriza a “GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como 
elemento de apoyo en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la 
identidad de la población del país y de los nacionales residentes en el extranjero. 

Además, la DGRNPI y la UCE utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 
Protocol) para el intercambio de la información, la cual permanecerá temporalmente en la correspondiente 
carpeta del FTP, misma que se depurará trimestralmente. 

NOVENA.- CURP. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, realizará las acciones que 
correspondan con la finalidad de apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP en la Entidad, así 
como para lograr la unicidad de dicha clave. 

Asimismo, la UCE integrará la CURP en su sistema automatizado para la inscripción y certificación de los 
actos del estado civil de las personas a fin de que la misma obre en cada uno de los registros, particularmente 
en los correspondientes al nacimiento y a la defunción. En este aspecto, la UCE se compromete a realizar las 
modificaciones y ajustes a los Sistemas de Inscripción y Certificación del Registro Civil, que haya a lugar, en 
coordinación con la DGRNPI, a fin de incluir la asignación “en línea” de la CURP, a través de los servicios web 
de la CURP. 

DÉCIMA.- DERECHO A LA IDENTIDAD. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, promoverá 
las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, así como el 
registro universal y oportuno al agilizar y simplificar los trámites correspondientes, así como expedir 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento, conforme a lo dispuesto en el 
párrafo octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, derivado del 
Decreto por el que se adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará las acciones necesarias para atender el registro extemporáneo de nacimiento, 
así como facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de 
abatir la falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos 
relacionados con la identidad de las personas. 
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DÉCIMA PRIMERA.- PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS. El “GOBIERNO 
DEL ESTADO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos de Registro e 
Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio de la población. 

DÉCIMA SEGUNDA.- ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 
canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de Gastos 
y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 
local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 
procederá mediante valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento, previa justificación que realice la 
UCE. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, se compromete a reintegrar a la Tesorería de la 
Federación (TESOFE) los recursos que la DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o 
servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento, sin perjuicio de lo previsto en la Cláusula Décima 
Sexta del presente instrumento. 

DÉCIMA TERCERA.- COMPROBACIÓN DE RECURSOS. De conformidad con el artículo 83 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, los recursos aportados por “GOBERNACIÓN” no 
pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las acciones efectuadas 
para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento establezca, la UCE 
enviará formalmente a la DGRNPI para su fiscalización conforme el Catálogo de Gastos y Comprobación, 
copia de los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas, los cuales deberán ser identificados 
con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos corresponden al Programa de Registro e 
Identificación de Población, si su origen es federal o estatal y el Ejercicio Fiscal 2023, además se enviarán los 
demás documentos complementarios establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y aquellos 
acordados en la Comisión de Seguimiento. 

La UCE presentará la documentación comprobatoria a la DGRNPI a más tardar en el bimestre posterior a 
la conclusión del ejercicio de los recursos asignados, en estricta observancia de lo dispuesto por el artículo 68 
de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Además, en términos de lo dispuesto por el artículo 1 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, el “GOBIERNO DEL ESTADO” deberá garantizar que la ejecución de los recursos aportados se 
realiza conforme a los criterios de legalidad, honestidad, eficiencia, economía, racionalidad, austeridad, 
transparencia y rendición de cuentas. 

DÉCIMA CUARTA.- ENTREGABLES. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, deberá 
acreditar a la DGRNPI, las acciones realizadas y el cumplimiento de las metas establecidas en la Cláusula 
Quinta del presente instrumento, mediante los métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de 
Gastos y Comprobación y aquellos que la DGRNPI y la UCE acuerden en la Comisión de Seguimiento. La 
UCE presentará los entregables a la DGRNPI a más tardar en el bimestre posterior a la conclusión de las 
acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o del ejercicio de los recursos asignados; o bien, conforme 
lo acuerde la Comisión de Seguimiento. 

Asimismo, la UCE deberá informar a la DGRNPI sobre cualquier situación no imputable a la misma, que 
retrase o modifique las acciones respectivas al cumplimiento de las metas establecidas. 

DÉCIMA QUINTA.- ECONOMÍAS. En caso de existir economías, la UCE, de manera formal podrá solicitar 
a la Comisión de Seguimiento dentro de la vigencia del presente instrumento, reorientar los recursos en otros 
conceptos del Catálogo de Gastos y Comprobación aprobado, a fin de desarrollar otras modalidades 
relacionadas con los objetivos del Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio registral. 

Previo a la solicitud planteada en el párrafo anterior, el “GOBIERNO DEL ESTADO”, a través de la UCE, 
informará a la DGRNPI de manera formal que el recurso se encuentra ejercido o comprometido en términos 
presupuestales para el cumplimiento de la o las metas señaladas en la Cláusula Quinta. 

DÉCIMA SEXTA.- RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados al “GOBIERNO DEL 
ESTADO” mediante el presente instrumento y los rendimientos financieros que al final del Ejercicio Fiscal 
2023 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán reintegrarse 
invariablemente a la TESOFE dentro de los 15 (quince) días naturales siguientes al cierre del ejercicio fiscal. 
Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido pagados durante el 
Ejercicio Fiscal 2023, deberán ser cubiertos mediante el pago respectivo a más tardar durante el primer 



Martes 23 de mayo de 2023 DIARIO OFICIAL  

trimestre del ejercicio fiscal siguiente; para ello, al cierre del ejercicio fiscal, el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
deberá remitir a la DGRNPI el informe de cuentas por pagar que integra el pasivo circulante; una vez cumplido 
el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros deberán reintegrarse a la TESOFE a 
más tardar dentro de los 15 (quince) días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos al 
“GOBIERNO DEL ESTADO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento de 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, en relación con los diversos 13 y 17 de la Ley 
de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- INFORMES DE AVANCES Y RESULTADOS. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a 
través de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta 
última, un informe con los avances y resultados obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las 
metas y objetivos para el Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil 
(SINAFREC), la UCE informará a través de éste, lo referente a los avances del Fortalecimiento del Registro 
Civil, la administración de los recursos y el cumplimento de las metas comprometidas, además, enviará la 
documentación comprobatoria de los recursos asignados. La DGRNPI a través del SINAFREC dará puntual 
seguimiento a la información aportada por la UCE en cumplimiento de los acuerdos del presente instrumento. 

Además, de conformidad con los artículos 85, fracción II, último párrafo de la Ley Federal de Presupuesto 
y Responsabilidad Hacendaria, en relación con el diverso 13, fracción VII, de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, el “GOBIERNO DEL ESTADO” publicará trimestralmente en los 
órganos locales oficiales de difusión, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los 
recursos transferidos y los pondrán a disposición del público en general a través de sus respectivas páginas 
electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión; el contenido de la información publicada será 
responsabilidad de los ejecutores de gasto, por lo que deberán asegurarse que dicha información es correcta. 

DÉCIMA OCTAVA.- CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 
de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 
del presente instrumento, corresponderá en el ámbito de sus respectivas atribuciones a “LAS PARTES”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 
superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la Contraloría General 
del “GOBIERNO DEL ESTADO”. 

“LAS PARTES” convienen que del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 
presente instrumento, se destine el uno al millar a favor de la Contraloría General del “GOBIERNO DEL 
ESTADO”. La UCE informará de manera formal a dicha instancia sobre la suscripción del presente 
instrumento, la fecha de recepción de los recursos federales y la aportación del uno al millar realizada 
conforme el artículo 82 fracción XI de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, para la 
fiscalización de los recursos conforme sus atribuciones legales, con el exhorto de realizar la vigilancia, 
inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados por el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
derivados del presente instrumento, presentando un informe a “GOBERNACIÓN” a través de la DGRNPI a 
más tardar en el semestre posterior al cierre del presente ejercicio fiscal. 

La DGRNPI, podrá efectuar visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus oficialías, lo que 
permitirá corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 

DÉCIMA NOVENA.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES”, a través de la DGRNPI y la 
UCE, acuerdan que los asuntos no expresamente previstos en el presente instrumento, así como las dudas y 
controversias que pudieran surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se 
resolverán de común acuerdo en la Comisión de Seguimiento; además ésta podrá establecer de manera 
pronta, las medidas o mecanismos que permitan afrontar las contingencias para el cumplimiento integral del 
presente instrumento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos administrativos de 
vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 
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VIGÉSIMA.- MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan que durante la vigencia del presente instrumento, podrán realizar modificaciones o ampliaciones al 
clausulado comprendido a partir de la Cláusula Quinta, o para ampliaciones en la aportación financiera que 
realice “GOBERNACIÓN”, siempre y cuando se justifique la finalidad de dar continuidad al Programa de 
Registro e Identificación de Población, formalizándose estos a través de Anexos Modificatorios o de 
Ampliación. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento, notificando lo anterior al “GOBIERNO DEL ESTADO” por escrito cuando se acredite la 
causal que corresponda. En tal virtud, el “GOBIERNO DEL ESTADO” como sanción deberá reintegrar los 
recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin perjuicio de que 
“GOBERNACIÓN” informe a los órganos fiscalizadores. 

En el caso específico de que el “GOBIERNO DEL ESTADO” desee dar por terminado el presente 
instrumento, deberá informarlo a “GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante escrito 
en donde queden asentados los motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de 
cumplimiento de las obligaciones pactadas y pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por el “GOBIERNO 
DEL ESTADO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos así como los intereses generados, sean reintegrados a la TESOFE. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento, se encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento, sin el debido sustento legal. 

II. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento. 

III. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes o 
servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 

IV. Se identifique que el “GOBIERNO DEL ESTADO” ha mantenido ociosos los recursos destinados al 
Programa de Trabajo, o en su caso, no ha realizado las actividades que permitan dar cumplimiento a 
las metas establecidas en el presente instrumento y en el Programa de Trabajo en los plazos y 
términos convenidos por “LAS PARTES”. 

V. Que el “GOBIERNO DEL ESTADO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento. 

VI. Se identifique que los recursos aportados por el “GOBIERNO DEL ESTADO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá la asignación de los recursos federales al “GOBIERNO DEL ESTADO”, de 
acuerdo a lo siguiente: 

I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 
instrumento o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 
cuenta bancarios, conforme lo establecido en las Cláusulas Cuarta y Décima Séptima del presente 
instrumento. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del ejercicio 
fiscal. 
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IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 

entregables acordados. 

V. Que el “GOBIERNO DEL ESTADO” no reintegre a la TESOFE los recursos que la DGRNPI 

determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de 

Seguimiento. 

VI. El deficiente seguimiento al Programa de Registro e Identificación de Población. 

Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del COMITÉ AD, en la cual se fundamenten y 

motiven las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el tiempo de duración de la suspensión 

para la entidad federativa. 

VIGÉSIMA TERCERA.- VIGENCIA. El presente instrumento tendrá una vigencia a partir de la fecha de 

suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN” deposite los recursos 

federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Cuarta y hasta el 31 de diciembre del 2023, salvo en 

los supuestos previstos para su Terminación Anticipada, de conformidad con la Cláusula Vigésima Primera del 

presente instrumento. 

En caso de que “GOBERNACIÓN” esté imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, 

la DGRNPI informará formalmente dicho acto al “GOBIERNO DEL ESTADO” para proceder a la cancelación 

del presente instrumento. 

En lo que respecta a los trabajos para la consecución de las metas o el finiquito de los pagos de los bienes 

o servicios contratados o adquiridos, estos podrán concluirse con posterioridad a la vigencia del presente 

instrumento, a más tardar durante el primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente, siempre y cuando los 

recursos estén comprometidos o devengados de conformidad con lo establecido en la Cláusula Décima Sexta. 

VIGÉSIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 

eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 

como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 

ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento. Es obligación de 

“LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 (cinco) días hábiles a partir de 

que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través de un acta 

de la Comisión de Seguimiento, en la cual quedarán determinadas claramente las causas de fuerza mayor o 

caso fortuito. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito  “LAS 

PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a restablecer el cumplimiento de sus obligaciones. 

En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad de restablecer 

el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento, podrá terminarse anticipadamente, conforme lo 

dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN. El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para 

el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2023, se publicará en el Diario 

Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y en el 

Periódico Oficial conforme los artículos 2 y 6, fracción III de la Ley del Periódico Oficial del Estado de Colima, 

toda vez que deriva del Convenio de Coordinación celebrado entre “LAS PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento, lo suscriben en ocho 

tantos en la ciudad de Colima, Estado de Colima, a los 31 días del mes de marzo de 2023.-  Por Gobernación: 

el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez.- 

Rúbrica.- La Titular de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, Rocío Juana 

González Higuera.- Rúbrica.- El Director General del Registro Nacional de Población e Identidad, Jorge 

Leonel Wheatley Fernández.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: la Secretaria General de Gobierno, Ma 

Guadalupe Solís Ramírez.- Rúbrica.- La Secretaria de Planeación, Finanzas y Administración, Fabiola 

Verduzco Aparicio.- Rúbrica.- La Contralora General del Estado, Isela Guadalupe Uribe Alvarado.- 

Rúbrica.- La Directora del Registro Civil del Estado, Brenda del Carmen Gutiérrez Vega.- Rúbrica. 
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ANEXO de asignación y transferencia de recursos del Programa de Registro e Identificación de Población, para el 
ejercicio fiscal 2023, que celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Guerrero. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS DEL PROGRAMA DE REGISTRO E 

IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL 

EJECUTIVO FEDERAL A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, POR 

CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 

POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, TITULAR DE LA 

UNIDAD DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY 

FERNÁNDEZ, DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA 

PARTE, EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO, EN ADELANTE EL “GOBIERNO DEL 

ESTADO”, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR LUDWIG MARCIAL REYNOSO NÚÑEZ, SECRETARIO GENERAL DE 

GOBIERNO, CON LA PARTICIPACIÓN DE RAYMUNDO SEGURA ESTRADA, SECRETARIO DE FINANZAS Y 

ADMINISTRACIÓN, Y VICTOR EDGAR ARENAS, SECRETARIO DE CONTRALORÍA Y TRANSPARENCIA 

GUBERNAMENTAL, CON LA ASISTENCIA DE ROBERTO BARRETO BOHÓRQUEZ, COORDINADOR TÉCNICO DEL 

SISTEMA ESTATAL DEL REGISTRO CIVIL DEL ESTADO DE GUERRERO DE LA SECRETARÍA GENERAL DE 

GOBIERNO; A QUIENES ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL 

TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 29 de marzo de 2022,  “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el 
Programa de Registro e Identificación de Población, con el objeto de establecer los mecanismos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa de Registro e 
Identificación de Población, a fin de contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y 
consolidación de la Base de Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los 
servicios que brinda la institución registral en la entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, 
homogénea y oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar 
su registro inmediatamente después de su nacimiento. 

En virtud de lo anterior, conforme a la Cláusula Sexta del Convenio de Coordinación para el Programa de 
Registro e Identificación de Población, “LAS PARTES” podrán suscribir Anexos de Asignación y Transferencia 
donde se contemplarán metas específicas y la aprobación del correspondiente Programa de Trabajo. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población 
(LINEAMIENTOS), publicados en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 11 de octubre de 2018, 
establecen en su numeral Octavo. “Componentes”, Apartado A. “Fortalecimiento del Registro Civil”, numeral II. 
“Descripción”, que “GOBERNACIÓN”, a través de la Dirección General del Registro Nacional de Población e 
Identidad (DGRNPI), podrá asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del 
componente Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto 
apego a la normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el 
DOF el 28 de noviembre de 2022, señala en el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” en el Anexo 18. “Recursos para la 
Atención de Niñas, Niños y Adolescentes”, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de 
Población” la cual asciende a $41,910,592.00 (Cuarenta y un millones, novecientos diez mil, quinientos 
noventa y dos pesos 00/100 M.N.). 

Derivado de lo anterior, el 16 de diciembre de 2022 “GOBERNACIÓN” integró el Comité de Asignación y 
Distribución de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2023 (COMITÉ AD), conforme a los LINEAMIENTOS, en el 
cual resultó como beneficiario de recursos para el Fortalecimiento del Registro Civil, el Estado de Guerrero. 

DECLARACIONES 

I. “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (LOAPF) y 1 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Gobernación (RISEGOB). 
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I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su Titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento de conformidad con lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 

I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su Titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento de conformidad 
con lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55, fracción XXXIV del 
RISEGOB. 

I.5 La DGRNPI, es una Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su Titular, Jorge 
Leonel Wheatley Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción 
del presente instrumento, de conformidad con lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción 
XXIX, 10, fracción V y 58, fracciones, I y IV del RISEGOB. 

I.6 Cuenta con los recursos suficientes en la partida 43801 para hacer la asignación prevista por el 
COMITÉ AD y la Cláusula Tercera de este instrumento, de conformidad con el Reporte General de 
Suficiencia Presupuestaria número 00278. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento, señala como su domicilio el ubicado en la Calle de 
Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial Cuauhtémoc, 
Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II. El “GOBIERNO DEL ESTADO” declara que: 

II.1 El Estado de Guerrero es un Estado Libre y Soberano en todo lo concerniente a su régimen interior, 
parte integrante del Estado Mexicano, constituido como un gobierno republicano, representativo y 
popular de conformidad con los artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116, primer 
párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 1 y 22 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero. 

II.2 Ludwig Marcial Reynoso Núñez, Secretario General de Gobierno, acredita su personalidad con 
nombramiento expedido a su favor por la Gobernadora Constitucional del Estado de Guerrero, con 
fecha 24 de enero de 2022, y cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción 
del presente instrumento jurídico de conformidad con lo establecido en los artículos 87 y 88 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero; 4, 14, 22, Apartado A, fracción I y 23, 
fracciones IX y XL de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Guerrero Número 
242; y 4 y 12, fracciones V y X del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobierno. 

II.3 Raymundo Segura Estrada, Secretario de Finanzas y Administración, acredita su personalidad con 
nombramiento expedido a su favor por la Gobernadora Constitucional del Estado de Guerrero, con 
fecha 15 de octubre de 2021, y cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la 
suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad con lo establecido en los artículos 87 y 
88 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero; 4,14, 22, Apartado A, 
fracción III y 25, fracción LV de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Guerrero 
Número 242; y 2, 4 y 9, fracciones LXIV y LXXIII del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Finanzas y Administración. 

II.4 Víctor Edgar Arenas, Secretario de Contraloría y Transparencia Gubernamental, acredita su 
personalidad con nombramiento expedido a su favor por la Gobernadora Constitucional del Estado 
de Guerrero, con fecha 21 de marzo de 2023, y cuenta con las atribuciones necesarias para 
participar en la suscripción del presente instrumento jurídico, de conformidad con lo establecido en 
los artículos 87 y 88 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero; 1, 2, 4, 14, 
22, Apartado A, fracción XX y 42, fracción XXXVII de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
del Estado de Guerrero Número 242; y 1, 2, 3, 10 y 11, fracciones IV, VI, y XXII del Reglamento 
Interior de la Contraloría General del Estado. 
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II.5 La Coordinación Técnica del Sistema Estatal del Registro Civil del Estado de Guerrero para efectos 
del presente instrumento jurídico es la Unidad Coordinadora Estatal (en lo sucesivo UCE), su Titular 
Roberto Barreto Bohórquez, acredita su personalidad con nombramiento expedido a su favor por la 
Gobernadora Constitucional del Estado de Guerrero, con fecha 15 de diciembre 2022, y cuenta con 
las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad con lo establecido por los artículos 87 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Guerrero; 291 y 293 del Código Civil del Estado Libre y Soberano de Guerrero Número 
358; 6, fracción IV, 8, fracción I, 12, fracción VII, 14, 22, fracciones II, X y XLV de la Ley Número 495 
del Registro Civil del Estado de Guerrero; y 6, fracción VI.2. y 47, fracciones II, XIV y XVII del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Gobierno. 

II.6 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en la 
Boulevard Rene Juárez Cisneros No. 62, Colonia Ciudad de los Servicios, Código Postal 39074, 
Municipio Chilpancingo de los Bravo, Estado de Guerrero. 

III.  “LAS PARTES” declaran que: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral de identidad y de población, a 
cumplir con las obligaciones establecidas en los LINEAMIENTOS y en las Directrices del 
Fortalecimiento del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de 
Registro Civil (CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo del presente instrumento y a 
optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 

III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos del 
Programa de Registro e Identificación de Población para el Ejercicio Fiscal 2023, sin que medie error, 
dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda afectar en todo o en parte la validez del 
mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETIVO. “LAS PARTES”, a través de la DGRNPI y la UCE, acuerdan establecer y 
desarrollar mediante el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos del Programa de Registro 
e Identificación de Población para el Ejercicio Fiscal 2023, las acciones y compromisos para el fortalecimiento 
del Registro Civil del Estado de Guerrero, a fin de garantizar el derecho a la identidad de la población y 
contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 

SEGUNDA.- RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan como 
responsables de la coordinación, ejecución, seguimiento y evaluación de las actividades, acciones y 
compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento, a las siguientes personas  servidores 
públicos: 

Por “GOBERNACIÓN” Por el “GOBIERNO DEL ESTADO” 

- A la persona Titular de la Dirección General del 
Registro Nacional de Población e Identidad. 

- A la persona Titular de la Unidad Coordinadora 
Estatal de Registro Civil. 

 

“LAS PARTES” acuerdan que las personas responsables antes señaladas, podrán ser asistidas para el 
vínculo, ejecución, seguimiento y verificación de las actividades, acciones y compromisos correspondientes, 
por personas servidoras públicas de la DGRNPI y la UCE con nivel jerárquico inferior, y cuya denominación 
para efectos del presente instrumento será el de Enlaces, los cuales se asentarán por escrito en la misma 
Acta de la Comisión de Seguimiento donde se apruebe el Programa de Trabajo. 

Para efectos del presente instrumento, se integrará una Comisión de Seguimiento, la cual estará 
compuesta por al menos dos representantes de la DGRNPI y dos representantes de la UCE y cuya función 
será dar el seguimiento, ejecución y vigilancia de los compromisos que deriven del presente Anexo. 

TERCERA.- RECURSOS. Para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera,  “LAS 
PARTES” aportarán las siguientes cantidades: 

a) “GOBERNACIÓN”, de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, y 224 de su Reglamento, así como con los LINEAMIENTOS, hará una 
aportación de recursos federales al “GOBIERNO DEL ESTADO”, previa entrega del comprobante 
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fiscal emitido por este último, por la cantidad de $1,133,384.00 (Un millón ciento treinta y tres mil 
trescientos ochenta y cuatro pesos 00/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria productiva 
específica número 25604719633 del Banco Scotiabank Inverlat, S.A., sucursal 001 Chilpancingo, 
plaza 044 Chilpancingo  y CLABE No. 044260256047196336. 

b) El “GOBIERNO DEL ESTADO” de conformidad con el artículo 6, fracción IV, inciso b) del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023, realizará dentro de los 20 
días hábiles contados a partir de la recepción de los recursos federales, una aportación con recursos 
estatales por la cantidad de $485,735.11 (Cuatrocientos ochenta y cinto mil setecientos treinta y 
cinco pesos 11/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria referida en el segundo párrafo de la 
Cláusula Cuarta, informando por escrito a la DGRNPI, el depósito de dichos recursos estatales 
dentro de los 10 días hábiles posteriores a su realización. 

Una vez ministrado el recurso federal, la UCE como ente público ejecutor será la encargada y responsable 
de enviar a la DGRNPI, el comprobante bancario del depósito de los recursos y el complemento de pago que 
le requiera la DGRNPI. 

CUARTA.- CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 
respectivos rendimientos financieros, para su plena identificación, registro y control se deberán depositar, 
permanecer y administrar exclusivamente hasta su total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica 
aperturada por la Secretaría de Finanzas y Administración del “GOBIERNO DEL ESTADO”, la cual deberá 
referir al Programa de Registro e Identificación de Población (PRIP) o al Fortalecimiento del Registro Civil 
(FRC) y al Ejercicio Fiscal 2023; conforme a lo establecido en el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental; 82, fracción IX de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, y 224 del 
Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

Respecto a los recursos aportados por el “GOBIERNO DEL ESTADO”, éstos se depositarán en una 
cuenta bancaria productiva específica en la cual se administrarán hasta su total aplicación; dicha cuenta 
bancaria no deberá ser la misma donde fueron depositados los recursos federales. 

De las cuentas bancarias antes señaladas, el “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, deberá 
remitir a la DGRNPI, copia de los estados de cuenta mensuales en los que se identifiquen los recursos 
aportados; asimismo, al finalizar la administración de dichos recursos, la UCE gestionará en el bimestre 
posterior, la cancelación de la cuenta bancaria, de la cual deberá remitir copia a la DGRNPI, a fin de verificar 
el uso de los recursos hasta su total aplicación. 

QUINTA.- DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 
exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 
niñas, niños y adolescentes: 

a) La cantidad de $90,000.00 (Noventa mil pesos 00/100 M.N.), para el análisis, validación o 
actualización de registros de defunción, lo cual permitirá su integración a la Base de Datos Nacional 
del Registro Civil (BDNRC). 

b) La cantidad de $240,000.00 (Doscientos cuarenta mil pesos 00/100 M.N.), para la actualización 
tecnológica de las oficialías acordadas por el COMITÉ AD, de conformidad con las especificaciones y 
objetivos que establezca la DGRNPI, la cual debe estar destinada para brindar servicios registrales. 

c) La cantidad de $22,500.00 (Veintidós mil quinientos pesos 00/100 M.N.) para la capacitación del 
personal de la UCE y personal del Registro Civil del “GOBIERNO DEL ESTADO”, respecto a los 
conocimientos teóricos y prácticos basados en el marco jurídico y administrativo en materia registral. 
O bien, para la capacitación que la DGRNPI proporcione en las reuniones del CONAFREC, al 
personal que esta convoque formalmente. 

d) La cantidad de $1,250,000.00 (Un millón doscientos cincuenta mil pesos 00/100 M.N.), para 
implementar campañas especiales para el registro oportuno, universal y gratuito de nacimiento, 
orientadas a lograr una tasa de subregistro cero de nacimiento. 

e) La cantidad de $15,000.00 (Quince mil pesos 00/100 M.N.), para implementar la campaña especial 
“Soy México”, cuyo objetivo es la regularización del estado civil de personas nacidas en los Estados 
Unidos de América, hijas o hijos de padre, madre o ambos mexicanos, para realizar su registro de 
nacimiento y asignación de la CURP. 
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f) La cantidad de $1,619.11 (Un mil seiscientos diecinueve pesos 11/100 M.N.), para que se destine, en 
caso de ser procedente, a favor de la Secretaría de Contraloría y Transparencia Gubernamental del 
“GOBIERNO DEL ESTADO”, misma que deberá realizar la vigilancia, inspección, control y 
evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados mediante el presente instrumento, en términos 
de las disposiciones jurídicas aplicables. 

SEXTA.- PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento, se realice con oportunidad, eficiencia, eficacia, 
economía, honradez y transparencia, así como para programar los avances, entregables y la ejecución 
correcta de actividades, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto 
establece la DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, en un plazo que no 
excederá de 10 días hábiles a partir de la recepción de los recursos federales. 

Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento, “LAS PARTES” a través de la DGRNPI y la UCE, 
deberán aprobar y autorizar mediante la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en las metas y en 
los conceptos de compra previamente aprobados en el Programa de Trabajo;  previa justificación se podrán 
modificar las acciones para el cumplimiento de la meta comprometida, lo cual deberá quedar formalmente 
documentado y aceptado por la DGRNPI para los efectos pertinentes. 

SÉPTIMA.- ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la BDNRC a cargo de la DGRNPI, la UCE inscribirá en 
el Sistema Nacional de Registro e Identidad (SID) los registros del estado civil de las personas y todas 
aquellas modificaciones de que fueren objeto los diferentes actos del Registro Civil. 

La UCE certificará que los registros que se integren exitosamente en el SID y en la BDNRC, son copia fiel 
de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 

OCTAVA.- INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. De conformidad con la normativa en materia de 
protección de datos personales y demás normatividad aplicable, el “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la 
UCE, será el responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, y 
autoriza a “GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como 
elemento de apoyo en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la 
identidad de la población del país y de los nacionales residentes en el extranjero. 

Además, la DGRNPI y la UCE utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 
Protocol) para el intercambio de la información, la cual permanecerá temporalmente en la correspondiente 
carpeta del FTP, misma que se depurará trimestralmente. 

NOVENA.- CURP. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, realizará las acciones que 
correspondan con la finalidad de apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP en la Entidad, así 
como para lograr la unicidad de dicha clave. 

DÉCIMA.- DERECHO A LA IDENTIDAD. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, promoverá 
las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, así como el 
registro universal y oportuno al agilizar y simplificar los trámites correspondientes, así como expedir 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento, conforme a lo dispuesto en el 
párrafo octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, derivado del 
Decreto por el que se adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará las acciones necesarias para atender el registro extemporáneo de nacimiento, 
así como facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de 
abatir la falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos 
relacionados con la identidad de las personas. 

DÉCIMA PRIMERA.- PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS. El “GOBIERNO 
DEL ESTADO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos de Registro e 
Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio de la población. 
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DÉCIMA SEGUNDA.- ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 

canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de Gastos 

y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 

de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 

local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 

procederá mediante valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento, previa justificación que realice la 

UCE. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, se compromete a reintegrar a la Tesorería de la 

Federación (TESOFE) los recursos que la DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o 

servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento, sin perjuicio de lo previsto en la Cláusula Décima 

Sexta del presente instrumento. 

DÉCIMA TERCERA.- COMPROBACIÓN DE RECURSOS. De conformidad con el artículo 83 de la Ley 

Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, los recursos aportados por “GOBERNACIÓN” no 

pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las acciones efectuadas 

para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento establezca, la UCE 

enviará formalmente a la DGRNPI para su fiscalización conforme el Catálogo de Gastos y Comprobación, 

copia de los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas, los cuales deberán ser identificados 

con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos corresponden al Programa de Registro e 

Identificación de Población, si su origen es federal o estatal y el Ejercicio Fiscal 2023, además se enviarán los 

demás documentos complementarios establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y aquellos 

acordados en la Comisión de Seguimiento. 

La UCE presentará la documentación comprobatoria a la DGRNPI a más tardar en el bimestre posterior a 

la conclusión del ejercicio de los recursos asignados, en estricta observancia de lo dispuesto por el artículo 68 

de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Además, en términos de lo dispuesto por el artículo 1 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 

Hacendaria, el “GOBIERNO DEL ESTADO” deberá garantizar que la ejecución de los recursos aportados se 

realiza conforme a los criterios de legalidad, honestidad, eficiencia, economía, racionalidad, austeridad, 

transparencia y rendición de cuentas. 

DÉCIMA CUARTA.- ENTREGABLES. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, deberá 

acreditar a la DGRNPI, las acciones realizadas y el cumplimiento de las metas establecidas en la Cláusula 

Quinta del presente instrumento, mediante los métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de 

Gastos y Comprobación y aquellos que la DGRNPI y la UCE acuerden en la Comisión de Seguimiento. La 

UCE presentará los entregables a la DGRNPI a más tardar en el bimestre posterior a la conclusión de las 

acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o del ejercicio de los recursos asignados; o bien, conforme 

lo acuerde la Comisión de Seguimiento. 

Asimismo, la UCE deberá informar a la DGRNPI sobre cualquier situación no imputable a la misma, que 

retrase o modifique las acciones respectivas al cumplimiento de las metas establecidas. 

DÉCIMA QUINTA.- ECONOMÍAS. En caso de existir economías la UCE, de manera formal podrá solicitar 

a la Comisión de Seguimiento dentro de la vigencia del presente instrumento, reorientar los recursos en otros 

conceptos del Catálogo de Gastos y Comprobación aprobado, a fin de desarrollar otras modalidades 

relacionadas con los objetivos del Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio registral. 

Previo a la solicitud planteada en el párrafo anterior, el “GOBIERNO DEL ESTADO”, a través de la UCE, 

informará a la DGRNPI de manera formal que el recurso se encuentra ejercido o comprometido en términos 

presupuestales para el cumplimiento de la o las metas señaladas en la Cláusula Quinta. 

DÉCIMA SEXTA.- RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados al “GOBIERNO DEL 

ESTADO” mediante el presente instrumento y los rendimientos financieros que al final del Ejercicio Fiscal 

2023 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán reintegrarse 

invariablemente a la TESOFE dentro de los 15 (quince) días naturales siguientes al cierre del ejercicio fiscal. 

Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido pagados durante el 

Ejercicio Fiscal 2023, deberán ser cubiertos mediante el pago respectivo a más tardar durante el primer 
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trimestre del ejercicio fiscal siguiente; para ello, al cierre del ejercicio fiscal, el “GOBIERNO DEL ESTADO”  

deberá remitir a la DGRNPI el informe de cuentas por pagar que integra el pasivo circulante; una vez cumplido 

el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros deberán reintegrarse a la TESOFE a 

más tardar dentro de los 15 (quince) días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos al 
“GOBIERNO DEL ESTADO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento de 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, en relación con los diversos 13 y 17 de la Ley 
de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- INFORMES DE AVANCES Y RESULTADOS. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a 
través de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta 
última, un informe con los avances y resultados obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las 
metas y objetivos para el Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil 
(SINAFREC), la UCE informará a través de éste, lo referente a los avances del Fortalecimiento del Registro 
Civil, la administración de los recursos y el cumplimento de las metas comprometidas, además, enviará la 
documentación comprobatoria de los recursos asignados. La DGRNPI a través del SINAFREC dará puntual 
seguimiento a la información aportada por la UCE en cumplimiento de los acuerdos del presente instrumento. 

Además, de conformidad con los artículos 85, fracción II, último párrafo de la Ley Federal de Presupuesto 
y Responsabilidad Hacendaria, en relación con el diverso 13, fracción VII, de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, el “GOBIERNO DEL ESTADO” publicará trimestralmente en los 
órganos locales oficiales de difusión, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los 
recursos transferidos y los pondrán a disposición del público en general a través de sus respectivas páginas 
electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión; el contenido de la información publicada será 
responsabilidad de los ejecutores de gasto, por lo que deberán asegurarse que dicha información es correcta. 

DÉCIMA OCTAVA.- CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 
de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 
del presente instrumento, corresponderá en el ámbito de sus respectivas atribuciones a “LAS PARTES”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 
superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la de la Secretaría de 
Contraloría y Transparencia Gubernamental del “GOBIERNO DEL ESTADO”. 

“LAS PARTES” convienen que del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 
presente instrumento, se destine el uno al millar a favor de la de la Secretaría de Contraloría y Transparencia 
Gubernamental del “GOBIERNO DEL ESTADO”. La UCE informará de manera formal a dicha instancia sobre 
la suscripción del presente instrumento, la fecha de recepción de los recursos federales y la aportación del 
uno al millar realizada conforme el artículo 82 fracción XI de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, para la fiscalización de los recursos conforme sus atribuciones legales, con el exhorto de realizar 
la vigilancia, inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados por el “GOBIERNO 
DEL ESTADO” derivados del presente instrumento, presentando un informe a “GOBERNACIÓN” a través de 
la DGRNPI a más tardar en el semestre posterior al cierre del presente ejercicio fiscal. 

La DGRNPI, podrá efectuar visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus oficialías, lo que 
permitirá corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 

DÉCIMA NOVENA.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES”, a través de la DGRNPI y la 
UCE, acuerdan que los asuntos no expresamente previstos en el presente instrumento, así como las dudas y 
controversias que pudieran surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se 
resolverán de común acuerdo en la Comisión de Seguimiento; además ésta podrá establecer de manera 
pronta, las medidas o mecanismos que permitan afrontar las contingencias para el cumplimiento integral del 
presente instrumento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos administrativos de 
vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 
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VIGÉSIMA.- MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan que durante la vigencia del presente instrumento, podrán realizar modificaciones o ampliaciones al 
clausulado comprendido a partir de la Cláusula Quinta, o para ampliaciones en la aportación financiera que 
realice “GOBERNACIÓN”, siempre y cuando se justifique la finalidad de dar continuidad al Programa de 
Registro e Identificación de Población, formalizándose estos a través de Anexos Modificatorios o de 
Ampliación. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento, notificando lo anterior al “GOBIERNO DEL ESTADO” por escrito cuando se acredite la 
causal que corresponda. En tal virtud, el “GOBIERNO DEL ESTADO” como sanción deberá reintegrar los 
recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin perjuicio de que 
“GOBERNACIÓN” informe a los órganos fiscalizadores. 

En el caso específico de que el “GOBIERNO DEL ESTADO” desee dar por terminado el presente 
instrumento, deberá informarlo a “GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante escrito 
en donde queden asentados los motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de 
cumplimiento de las obligaciones pactadas y pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por el “GOBIERNO 
DEL ESTADO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos así como los intereses generados, sean reintegrados a la TESOFE. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento, se encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento, sin el debido sustento legal. 

II. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento. 

III. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes o 
servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 

IV. Se identifique que el “GOBIERNO DEL ESTADO” ha mantenido ociosos los recursos destinados al 
Programa de Trabajo, o en su caso, no ha realizado las actividades que permitan dar cumplimiento a 
las metas establecidas en el presente instrumento y en el Programa de Trabajo en los plazos y 
términos convenidos por “LAS PARTES”. 

V. Que el “GOBIERNO DEL ESTADO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento. 

VI. Se identifique que los recursos aportados por el “GOBIERNO DEL ESTADO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá la asignación de los recursos federales al “GOBIERNO DEL ESTADO”, de 
acuerdo a lo siguiente: 

I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 
instrumento o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 
cuenta bancarios, conforme lo establecido en las Cláusulas Cuarta y Décima Séptima del presente 
instrumento. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del ejercicio 
fiscal. 
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IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 
entregables acordados. 

V. Que el “GOBIERNO DEL ESTADO” no reintegre a la TESOFE los recursos que la DGRNPI 
determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de 
Seguimiento. 

VI. El deficiente seguimiento al Programa de Registro e Identificación de Población. 

Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del COMITÉ AD, en la cual se fundamenten y 
motiven las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el tiempo de duración de la suspensión 
para la entidad federativa. 

VIGÉSIMA TERCERA.- VIGENCIA. El presente instrumento tendrá una vigencia a partir de la fecha de 
suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN” deposite los recursos 
federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Cuarta y hasta el 31 de diciembre del 2023, salvo en 
los supuestos previstos para su Terminación Anticipada, de conformidad con la Cláusula Vigésima Primera del 
presente instrumento. 

En caso de que “GOBERNACIÓN” esté imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, 
la DGRNPI informará formalmente dicho acto al “GOBIERNO DEL ESTADO” para proceder a la cancelación 
del presente instrumento. 

En lo que respecta a los trabajos para la consecución de las metas o el finiquito de los pagos de los bienes 
o servicios contratados o adquiridos, estos podrán concluirse con posterioridad a la vigencia del presente 
instrumento, más tardar durante el primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente, siempre y cuando los recursos 
estén comprometidos o devengados de conformidad con lo establecido en la Cláusula Décima Sexta. 

VIGÉSIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 
eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 
como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 
ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento. Es obligación de 
“LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 (cinco) días hábiles a partir de 
que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través de un acta 
de la Comisión de Seguimiento, en la cual quedarán determinadas claramente las causas de fuerza mayor o 
caso fortuito. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito “LAS 
PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a restablecer el cumplimiento de sus obligaciones. 
En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad de restablecer 
el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento, podrá terminarse anticipadamente, conforme lo 
dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN. El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para 
el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2023, se publicará en el Diario 
Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y en el 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guerrero, de conformidad con el artículo 29, fracción III del 
Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno, toda vez que deriva del Convenio de Coordinación 
celebrado entre “LAS PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento, lo suscriben en ocho 
tantos en la ciudad de Chilpancingo, Guerrero, a los veintiocho días del mes de marzo de 2023.-  Por 
Gobernación: el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas 
Rodríguez.- Rúbrica.- La Titular de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, Rocío 
Juana González Higuera.- Rúbrica.- El Director General del Registro Nacional de Población e Identidad, 
Jorge Leonel Wheatley Fernández.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Secretario General de 
Gobierno, Ludwig Marcial Reynoso Núñez.- Rúbrica.- El Secretario de Finanzas y Administración, 
Raymundo Segura Estrada.- Rúbrica.- El Secretario de Contraloría y Transparencia Gubernamental, Víctor 
Edgar Arenas.- Rúbrica.- El Coordinador Técnico del Sistema Estatal del Registro Civil del Estado de 
Guerrero de la Secretaría General de Gobierno, Roberto Barreto Bohórquez.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SEGURIDAD Y PROTECCION CIUDADANA 
ACLARACIÓN al Anexo 2 del Acuerdo 01/IV-SE/23. Lineamientos de Operación para el otorgamiento y ejercicio 
del Fondo para el Fortalecimiento de las Instituciones de Seguridad Pública (FOFISP) para el ejercicio fiscal 2023 
correspondiente a los Acuerdos del Consejo Nacional de Seguridad Pública, aprobados en su Cuarta Sesión 
Extraordinaria, celebrada el 22 de marzo de 2023. Publicados el 31 de marzo de 2023, en la edición vespertina. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SEGURIDAD.- Secretaría 
de Seguridad y Protección Ciudadana.- Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

ACLARACIÓN AL ANEXO 2 DEL ACUERDO 01/IV-SE/23. LINEAMIENTOS DE OPERACIÓN PARA EL 

OTORGAMIENTO Y EJERCICIO DEL FONDO PARA EL FORTALECIMIENTO DE LAS INSTITUCIONES DE SEGURIDAD 

PÚBLICA (FOFISP) PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023 CORRESPONDIENTE A LOS ACUERDOS DEL CONSEJO 

NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, APROBADOS EN SU CUARTA SESIÓN EXTRAORDINARIA, CELEBRADA EL 22 

DE MARZO DE 2023. PUBLICADOS EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 31 DE MARZO DE 2023, EN SU 

EDICIÓN VESPERTINA. 

 En el artículo 3, fracción VII, del ANEXO 2 DEL ACUERDO 01/IV-SE/23 dice: 

“VII. El Comité de FOFISP.- al órgano colegiado, previsto en el artículo 26 de los presentes 
Lineamientos;” 

Debe decir: 

“VII. El Comité de FOFISP.- al órgano colegiado, previsto en el artículo 28, fracción I, de los presentes 
Lineamientos;” 

 En el artículo 20, primer párrafo in fine, del ANEXO 2 DEL ACUERDO 01/IV-SE/23 dice: 

“… de conformidad con lo previsto en el artículo 21 de los Lineamientos.” 

Debe decir: 

“… de conformidad con lo previsto en el artículo 22 de los Lineamientos.” 

 En el artículo 20, último párrafo, del ANEXO 2 DEL ACUERDO 01/IV-SE/23 dice: 

“…dentro de los plazos establecidos en el artículo 28 de los presentes Lineamientos…” 

Debe decir: 

“… dentro de los plazos establecidos en el artículo 29 de los presentes Lineamientos…” 

 En el artículo 27, primer párrafo, del ANEXO 2 DEL ACUERDO 01/IV-SE/23 dice: 

“…a que se refiere el artículo 14 de los Lineamientos…” 

Debe decir: 

“…a que se refiere el artículo 15 de los Lineamientos…” 

 En el artículo 27, fracción II, del ANEXO 2 DEL ACUERDO 01/IV-SE/23 dice: 

“II. El proyecto a que se refiere el artículo 14, fracción II, de los Lineamientos.” 

Debe decir: 

“II. El proyecto a que se refiere el artículo 13, fracción II, de los Lineamientos.” 

 En el artículo 40, fracción I, del ANEXO 2 DEL ACUERDO 01/IV-SE/23 dice: 

“I. (…), los documentos establecidos en los artículos 14 y 15;” 

Debe decir: 

“I. (…), los documentos establecidos en los artículos 13 y 15;” 

 En el artículo 40, fracción XVI, del ANEXO 2 DEL ACUERDO 01/IV-SE/23 dice: 

“XVI. (…) dentro de los plazos establecidos en el artículo 30 de los presentes Lineamientos;” 

Debe decir: 

“XVI. (…) dentro de los plazos establecidos en el artículo 32 de los presentes Lineamientos;” 

Ciudad de México, a 17 de mayo de 2023.- Secretaria Ejecutiva del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, Lic. Clara Luz Flores Carrales.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
OFICIO 500-05-2023-4371 mediante el cual se comunica listado de contribuyentes que promovieron algún medio 
de defensa en contra del oficio de presunción a que se refiere el artículo 69-B primer párrafo del Código Fiscal de 
la Federación, vigente hasta el 24 de julio de 2018 o en contra de la resolución a que se refiere el tercer párrafo del 
artículo en comento y una vez resuelto el mismo el órgano jurisdiccional o administrativo dejó insubsistente el 
referido acto. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Servicio de Administración Tributaria.- Administración General de Auditoría Fiscal 
Federal.- Administración Central de Fiscalización Estratégica. 

Oficio Número: 500-05-2023-4371 

Asunto: Se comunica listado de contribuyentes que 

promovieron algún medio de defensa en contra del oficio de 

presunción a que se refiere el artículo 69-B primer párrafo 

del CFF, vigente hasta el 24 de julio de 2018 o en contra de 

la resolución a que se refiere el tercer párrafo del artículo en 

comento y una vez resuelto el mismo el órgano 

jurisdiccional o administrativo dejó insubsistente el  referido 

acto. 

Esta Administración Central de Fiscalización Estratégica, adscrita a la Administración General de Auditoría 

Fiscal Federal, del Servicio de Administración Tributaria, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 16, 

primer párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 7, fracciones VII, XII y XVIII y 8, 

fracción III de la Ley del Servicio de Administración Tributaria, publicada en el Diario oficial de la Federación 

del 15 de diciembre de 1995, reformada por Decreto publicado en el propio Diario Oficial de la Federación el 

12 de junio de 2003; 1, 2, párrafos primero, apartado B, fracción III, inciso e) y segundo, 5, párrafo primero, 

13, fracción VI, 23, apartado E, fracción I, en relación con el artículo 22 párrafos primero, fracción VIII, y 

último, numeral 5 , del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 24 de agosto de 2015, vigente a partir del 22 de noviembre de 2015, de 

conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero del Artículo Primero Transitorio de dicho Reglamento, y 

reformado mediante Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones del Reglamento 

Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y del Reglamento Interior del Servicio de 

Administración Tributaria, y por el que se expide el Reglamento Interior de la Agencia Nacional de Aduanas de 

México, publicado en el mismo órgano oficial el 21 de diciembre de 2021, vigente a partir del 01 de enero de 

2022, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo Primero Transitorio de dicho Decreto; Artículo Tercero, 

fracción I, inciso a), del Acuerdo mediante el cual se delegan diversas atribuciones a los Servidores Públicos 

del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 23 de junio de 

2016, vigente a partir del 23 de julio de 2016, de conformidad con lo dispuesto en el artículo Transitorio 

Primero de dicho Acuerdo; en los artículos 33, último párrafo, 63 y 69-B, párrafos primero y segundo del 

Código Fiscal de la Federación vigente hasta el 24 de julio de 2018, en relación con el artículo Segundo 

transitorio del “DECRETO por el que se reforma el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación”, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 25 de junio de 2018 y Artículo Décimo Tercero, fracción IV, 

de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2023, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de 

diciembre de 2022, le comunica lo siguiente: 

Que a los contribuyentes que se enlistan a continuación, en su momento, les fue notificado el Oficio de 

Presunción de inexistencia de operaciones amparadas con determinados comprobantes fiscales que 

emitieron, ello de conformidad con los párrafos primero y segundo del artículo 69-B del Código Fiscal de la 

Federación vigente hasta el 24 de julio de 2018, en relación con el artículo 69 de su Reglamento. 

Seguido el procedimiento previsto en el referido artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación vigente 

hasta el 24 de julio de 2018, y en términos del tercer párrafo del referido artículo, a los contribuyentes de 

referencia se les notificó la resolución definitiva como se indica a continuación: 
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Notificación al contribuyente del oficio de la RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

 R.F.C. 

Nombre, 

denominación o 

razón social del 

Contribuyente 

 Medio de notificación al contribuyente 

Número y 

fecha de 

oficio de 

resolución 

definitiva 

Buzón Tributario Estrados de la autoridad Notificación Personal 

Fecha en 

que se 

notificó en 

Buzón 

Tributario 

Fecha en 

que surtió 

efectos la 

notificación 

Fecha de 

fijación en 

los 

estrados 

de la 

Autoridad 

Fiscal 

Fecha en que 

surtió 

efectos la 

notificación 

Fecha de 

notificación 

Fecha en que 

surtió 

efectos la 

notificación 

1 AAF1307177L2 

AFFYS ASESORÍA 

FISCAL, FINANCIERA 

Y DE SEGUROS, S.C. 

500-54-00-04-

01-2018-1881 

de fecha 30 

de mayo de 

2018 

  

05 de 

septiembre 

de 2018 

28 de 

septiembre de 

2018 

  

2 AAS120821ID9 
ARGENTA 

ASESORES, S.C. 

500-50-00-06-

01-2017-

20258 de 

fecha 14 de 

diciembre de 

2017 

  
13 de julio 

de 2018 

21 de agosto 

de 2018 
  

3 ASE101129HA0 
ADES SERVICIOS, S. 

DE. R.L. DE C.V. 

500-04-00-00-

00-2018-

25909 de 

fecha 07 de 

septiembre de 

2018 

    

20 de 

septiembre 

de 2018 

21 de 

septiembre de 

2018 

4 BAED860612Q14 

BRACAMONTES 

ESPINOZA DULCE 

ANEL 

500-05-2016-

38734 de 

fecha 13 de 

diciembre de 

2016 

  
08 de mayo 

de 2017 

31 de mayo 

de 2017 
  

5 CCM140902KU8 

CONTRATOS DE 

CONSTRUCCIÓN Y 

MADERA, S.A. DE 

C.V. 

500-04-00-00-

00-2018-7576 

de fecha 27 

de febrero de 

2018 

  

09 de 

marzo de 

2018 

11 de abril de 

2018 
  

6 FIN150130325 
FINALEG, S.P.R. DE 

R.L. 

500-70-00-07-

02-2018-

07388 de 

fecha 01 de 

agosto de 

2018 

  

16 de 

agosto de 

2018 

10 de 

septiembre de 

2018 

  

7 IAM1508199W7 

INMOBILIARIA Y 

ARQUITECTURA 

MAVY, S.A. DE C.V. 

500-05-2018-

10884 de 

fecha 27 de 

abril de 2018 

02 de mayo 

de 2018 

03 de mayo 

de 2018 
    

8 ICJ080313LZ1 

INMOBILIARIA Y 

CONSTRUCTORA 

JOSSELIN, S.A. DE 

C.V. 

500-04-00-00-

00-2017-

20519 de 

fecha 25 de 

mayo de 2017 

  

16 de 

agosto de 

2017 

08 de 

septiembre de 

2017 
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 R.F.C. 

Nombre, 

denominación o 

razón social del 

Contribuyente 

 Medio de notificación al contribuyente 

Número y 

fecha de 

oficio de 

resolución 

definitiva 

Buzón Tributario Estrados de la autoridad Notificación Personal 

Fecha en 

que se 

notificó en 

Buzón 

Tributario 

Fecha en 

que surtió 

efectos la 

notificación 

Fecha de 

fijación en 

los 

estrados 

de la 

Autoridad 

Fiscal 

Fecha en que 

surtió 

efectos la 

notificación 

Fecha de 

notificación 

Fecha en que 

surtió 

efectos la 

notificación 

9 ICM150304N5A 

INGENIERÍA Y 

CONSTRUCCIONES 

MARVIL, S.A. DE C.V. 

500-21-00-04-

02-2018-1086 

de fecha 12 

de marzo de 

2018 

  
17 de abril 

de 2018 

11 de mayo 

de 2018 
  

10 JIRC6808233M1 
JIMÉNEZ RAMÍREZ 

CLAUDIA 

500-04-00-00-

00-2018-9157 

de fecha 13 

de marzo de 

2018 

    
09 de abril de 

2018 

10 de abril de 

2018 

11 PPC130527NN4 

PREMESUR 

PROVEEDORA Y 

COMERCIALIZADORA, 

S.A. DE C.V. 

500-19-00-05-

01-2018-

01374 de 

fecha 31 de 

enero de 

2018 

    
01 de febrero 

de 2018 

02 de febrero 

de 2018 

12 SAP080428SG4 

SPAS & POOLS DE 

LA COSTA, S.A. DE 

C.V. 

500-34-00-01-

01-2018-4914 

de fecha 19 

de octubre de 

2018 

24 de 

octubre de 

2018 

25 de 

octubre de 

2018 

    

13 SAP130114VA0 

SARATOF Y 

ASOCIADOS 

PENINSULARES, 

S.C.P. 

500-05-2018-

14311 de 

fecha 22 de 

junio de 2018 

  
10 de julio 

de 2018 

16 de agosto 

de 2018 
  

14 SCR130521J43 
SCRAPTEX, S.A. DE 

C.V. 

500-30-00-08-

01-2018-

04510 de 

fecha 19 de 

junio de 2018 

  
29 de junio 

de 2018 

07 de agosto 

de 2018 
  

15 SIN080515RV5 

SERVICIOS INMANT 

DEL NORTE, S.A. DE 

C.V. 

500-04-00-00-

00-2019-7452 

de fecha 07 

de febrero de 

2019 

13 de 

febrero de 

2019 

14 de 

febrero de 

2019 

    

16 SSE081003SU9 

SEM SERVICIOS 

EJECUTIVOS DE 

MEXICO, S.A. DE 

C.V. 

500-43-03-04-

02-2017-2807 

de fecha 27 

de enero de 

2017 

    
31 de enero 

de 2017 

01 de febrero 

de 2017 

17 STB040123DW7 

SERVICIOS 

TRONCALIZADOS 

DEL BAJIO, S.A. DE 

C.V. 

500-47-00-07-

03-2022-2346 

de fecha 08 

de junio de 

2022 

    
09 de junio 

de 2022 

10 de junio de 

2022 
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Datos adicionales de los contribuyentes. 

 R.F.C. 
Nombre, denominación o 

razón social del 
Contribuyente 

Domicilio Fiscal Actividad Preponderante Motivo del Procedimiento 

1 AAF1307177L2 
AFFYS ASESORÍA FISCAL, 

FINANCIERA Y DE 
SEGUROS, S.C. 

HERMOSILLO, 
SONORA 

OTROS SERVICIOS 
PROFESIONALES, 
CIENTÍFICOS Y TÉCNICOS. 

Ausencia de activos 
Ausencia de personal 
Sin capacidad material 

2 AAS120821ID9 ARGENTA ASESORES, S.C. 
GUADALAJARA, 

JALISCO 

OTROS SERVICIOS 
PROFESIONALES, 
CIENTIFICOS Y TECNICOS. 

Ausencia de activos 
Ausencia de personal 

3 ASE101129HA0 
ADES SERVICIOS, S. DE. 

R.L. DE C.V. 
TORREÓN, 
COAHUILA 

SERVICIOS DE CONSULTORÍA 
EN ADMINISTRACIÓN. 

Ausencia de activos 
Ausencia de personal 
Sin capacidad material 
Falta de infraestructura 

4 BAED860612Q14 
BRACAMONTES ESPINOZA 

DULCE ANEL 
ACAPULCO DE 

JUÁREZ, GUERRERO 
CONSTRUCCIÓN DE OBRAS 
DE URBANIZACIÓN. 

Ausencia de activos 
Ausencia de personal 
Sin capacidad material 

5 CCM140902KU8 
CONTRATOS DE 

CONSTRUCCIÓN Y 
MADERA, S.A. DE C.V. 

CULIACÁN, SINALOA 
SIEMBRA, CULTIVO Y 
COSECHA DE MAÍZ GRANO. 

Ausencia de activos 
Ausencia de personal 
Sin capacidad material 
Falta de infraestructura 

6 FIN150130325 FINALEG, S.P.R. DE R.L. TONALÁ, CHIAPAS 
CRÍA Y ENGORDA DE POLLOS 
PARA VENTA DE SU CARNE. 

Ausencia de activos 
Ausencia de personal 
Sin capacidad material 
Falta de infraestructura 

7 IAM1508199W7 
INMOBILIARIA Y 

ARQUITECTURA MAVY, S.A. 
DE C.V. 

TOLUCA, ESTADO DE 
MÉXICO 

CONSTRUCCIÓN DE 
VIVIVENDA UNIFAMILIAR. 

Ausencia de activos 
Ausencia de personal 

8 ICJ080313LZ1 
INMOBILIARIA Y 

CONSTRUCTORA 
JOSSELIN, S.A. DE C.V. 

CUAUHTÉMOC, 
CIUDAD DE MÉXICO 

REPARACIÓN Y 
MANTENIMIENTO DE 
MAQUINARIA Y EQUIPO 
INDUSTRIAL Y 
EDIFICACIÓN DE INMUEBLES 
COMERCIALES, 
INSTITUCIONALES Y DE 
SERVICIOS, EXCEPTO SU 
ADMINISTRACION. 

Ausencia de activos 
Ausencia de personal 
Sin capacidad material 

9 ICM150304N5A 
INGENIERÍA Y 

CONSTRUCCIONES 
MARVIL, S.A. DE C.V. 

CHIHUAHUA, 
CHIHUAHUA 

OTROS TRABAJOS 
ESPECIALIZADOS PARA LA 
CONSTRUCCIÓN 

Ausencia de activos. 
Ausencia de personal. 
Falta de infraestructura 

10 JIRC6808233M1 
JIMÉNEZ RAMÍREZ 

CLAUDIA 

TAXCO DE 
ALARCÓN, 

GUERRERO 

ORFEBRERIA, JOYERIA, 
PIEZAS ARTISTICAS U 
ORNAMENTALES DE ORO. 

Ausencia de activos. 
Ausencia de personal 
Sin capacidad material 
Falta de infraestructura 

11 PPC130527NN4 
PREMESUR PROVEEDORA 

Y COMERCIALIZADORA, 
S.A. DE C.V. 

TUXTLA GUTIÉRREZ, 
CHIAPAS. 

COMERCIO AL POR MAYOR DE 
OTROS MATERIALES PARA LA 
CONSTRUCCIÓN, EXCEPTO 
MADERA Y 
COMERCIO AL POR MAYOR DE 
CEMENTO, TABIQUE Y GRAVA. 

Ausencia de activos 
Ausencia de personal 
Sin capacidad material 
Falta de infraestructura 

12 SAP080428SG4 
SPAS & POOLS DE LA 
COSTA, S.A. DE C.V. 

PUERTO VALLARTA, 
JALISCO 

INSTALACIONES 
HIDROSANITARIAS Y DE GAS 
EN CONSTRUCCIONES Y 
OTRAS CONSTRUCCIONES DE 
INGENIERÍA CIVIL Y OBRA 
PESADA. 

Ausencia de activos 
Ausencia de personal 
Sin capacidad material 
Falta de infraestructura 

13 SAP130114VA0 
SARATOF Y ASOCIADOS 
PENINSULARES, S.C.P. 

GUADALAJARA, 
JALISCO 

SERVICIOS DE CONSULTORÍA 
EN ADMINISTRACIÓN. 

Ausencia de activos 
Ausencia de personal 

14 SCR130521J43 SCRAPTEX, S.A. DE C.V. 
GUADALAJARA, 

JALISCO 
COMERCIO AL POR MAYOR DE 
FIBRAS, HILOS Y TELAS. 

Ausencia de activos 
Ausencia de personal 
Sin capacidad material 
Falta de infraestructura 

15 SIN080515RV5 
SERVICIOS INMANT DEL 

NORTE, S.A. DE C.V. 

SAN NICOLAS DE 
LOS GARZA, NUEVO 

LEÓN 

OTRAS CONSTRUCCIONES DE 
INGENIERÍA CIVIL U OBRA 
PESADA, 
CONSTRUCCIÓN DE PRESAS Y 
REPRESAS, 
SERVICIOS DE CONSULTORÍA 
EN ADMINISTRACIÓN Y 
ADMINISTRACIÓN Y 
SUPERVISIÓN DE 
CONSTRUCCIÓN DE OTRAS 
OBRAS DE INGENIERÍA CIVIL U 
OBRA PESADA. 

Ausencia de activos 
Ausencia de personal 
Sin capacidad material 
Falta de infraestructura 

16 SSE081003SU9 
SEM SERVICIOS 

EJECUTIVOS DE MEXICO, 
S.A. DE C.V. 

MONTERREY, 
NUEVO LEÓN 

OTROS SERVICIOS DE  APOYO 
A LOS NEGOCIOS. 

Ausencia de activos 
Ausencia de personal 
Sin capacidad material 
Falta de infraestructura 

17 STB040123DW7 
SERVICIOS 

TRONCALIZADOS DEL 
BAJIO, S.A. DE C.V. 

QUERÉTARO, 
QUERÉTARO 

COMERCIO AL POR MAYOR DE 
EQUIPO DE 
TELECOMUNICACIONES, 
FOTOGRAFÍA Y 
CINEMATOGRAFÍA. 

Ausencia de activos. 
Ausencia de personal 
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Por lo anterior, los nombres o razón social de los contribuyentes a los que se les notificó las citadas 
resoluciones fueron agregados al listado a que se refiere el tercer párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal 
de la Federación vigente hasta el 24 de julio de 2018, el cual fue publicado en el Diario Oficial de la 
Federación, como a continuación se indica: 

 R.F.C. 
Nombre, denominación o 

razón social del Contribuyente 

Número y fecha de oficio que contiene en Listado 

Global Definitivo 

Fecha de publicación en el 

Diario Oficial de la Federación 

1 AAF1307177L2 

AFFYS ASESORÍA FISCAL, 

FINANCIERA Y DE SEGUROS, 

S.C. 

500-05-2018-32783 de fecha 13 de diciembre de 2018 15 de enero de 2019 

2 AAS120821ID9 ARGENTA ASESORES, S.C. 500-05-2018-32756 de fecha 28 de noviembre de 2018 13 de enero de 2019 

3 ASE101129HA0 
ADES SERVICIOS, S. DE. R.L. 

DE C.V. 
500-05-2018-32756 de fecha 28 de noviembre de 2018 13 de enero de 2019 

4 BAED860612Q14 
BRACAMONTES ESPINOZA 

DULCE ANEL 
500-05-2017-16355 de fecha 14 de julio de 2017 16 de agosto de 2017 

5 CCM140902KU8 

CONTRATOS DE 

CONSTRUCCIÓN Y MADERA, 

S.A. DE C.V. 

500-05-2018-22825 de fecha 17 de agosto de 2018 09 de octubre de 2018 

6 FIN150130325 FINALEG, S.P.R. DE R.L. 500-05-2018-32751 de fecha 22 de noviembre de 2018 31 de diciembre de 2018 

7 IAM1508199W7 

INMOBILIARIA Y 

ARQUITECTURA MAVY, S.A. 

DE C.V. 

500-05-2018-20842 de fecha 12 de julio de 2018 21 de agosto de 2018 

8 ICJ080313LZ1 

INMOBILIARIA Y 

CONSTRUCTORA JOSSELIN, 

S.A. DE C.V. 

500-05-2017-38611 de fecha 26 de octubre de 2017 21 de noviembre de 2017 

9 ICM150304N5A 

INGENIERÍA Y 

CONSTRUCCIONES MARVIL, 

S.A. DE C.V. 

500-05-2018-20841 de fecha 12 de julio de 2018 23 de agosto de 2018 

10 JIRC6808233M1 JIMÉNEZ RAMÍREZ CLAUDIA 500-05-2018-14172 de fecha 25 de mayo de 2018 28 de junio de 2018 

11 PPC130527NN4 

PREMESUR PROVEEDORA Y 

COMERCIALIZADORA, S.A. DE 

C.V. 

500-05-2018-13465 de fecha 16 de mayo de 2018 31 de mayo de 2018 

12 SAP080428SG4 
SPAS & POOLS DE LA COSTA, 

S.A. DE C.V. 
500-05-2018-32783 de fecha 13 de diciembre de 2018 15 de enero de 2019 

13 SAP130114VA0 
SARATOF Y ASOCIADOS 

PENINSULARES, S.C.P. 
500-05-2018-29849 de fecha 26 de octubre de 2018 21 de noviembre de 2018 

14 SCR130521J43 SCRAPTEX, S.A. DE C.V. 

Información suprimida en cumplimiento a lo ordenado por la Primera Sala Regional de 

Occidente, del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, derivada del Juicio Contencioso 

Administrativo Federal 11544/18-07-01-7 mediante sentencia de fecha 24 de febrero  de 

2023. 

15 SIN080515RV5 
SERVICIOS INMANT DEL 

NORTE, S.A. DE C.V. 
500-05-2019-7385 de fecha 25 de abril de 2019 14 de mayo de 2019 

16 SSE081003SU9 
SEM SERVICIOS EJECUTIVOS 

DE MEXICO, S.A. DE C.V. 
500-05-2017-16004 de fecha 24 de abril de 2017 10 de mayo de 2017 

17 STB040123DW7 
SERVICIOS TRONCALIZADOS 

DEL BAJIO, S.A. DE C.V. 
500-05-2022-29330 de fecha 25 de noviembre de 2022 02 de enero de 2023 



Martes 23 de mayo de 2023 DIARIO OFICIAL   

Inconforme con el oficio individual de presunción u oficio de resolución definitiva, interpusieron medios de 
defensa, de los cuales se concluyeron con la siguiente resolución o sentencia: 

 R.F.C. 
Nombre, denominación o 

razón social del Contribuyente 
Medio de defensa

Fecha de la 

Resolución o 

sentencia 

firme 

Autoridad que 

resolvió 

Sentido y/ o efecto de la 

resolución o sentencia firme 

1 AAF1307177L2 

AFFYS ASESORÍA FISCAL, 

FINANCIERA Y DE SEGUROS, 

S.C. 

Juicio de Nulidad 

1027/21-02-01-3 

03 de octubre 

de 2022 

Sala Regional del 

Noroeste II, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-54-00-04-01-2018-1881 

de fecha 30 de mayo de 2018, 

emitida por la Administración 

Desconcentrada de Auditoria Fiscal 

de Sonora “1”. 

2 AAS120821ID9 ARGENTA ASESORES, S.C. 

Juicio de Nulidad 

2048/22-07-03- 8-

OT 

13 de enero 

de 2023 

Tercera Sala 

Regional de 

Occidente, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa 

Se declara la nulidad de las 

resoluciones contenidas en los 

oficios números 500-50-00-06-01-

2016-21670 de fecha 09 de 

diciembre de 2016 y 500-50-00-06-

01-2017-20258 del 14 de diciembre 

de 2017, ambos emitidos por la 

Administración Desconcentrada de 

Auditoria Fiscal de San Luis Potosí 

“1”. 

3 ASE101129HA0 
ADES SERVICIOS, S. DE. R.L. 

DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

1093/19-05-01-

3/1716/21-S2-06-

04 

21 de abril de 

2022 

Sala Superior, 

Segunda Sección, 

del Tribunal Federal 

de Justicia 

Administrativa 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 600-16-2019-1082 de fecha 

14 de febrero de 2019, emitida por 

la Administración Desconcentrada 

Jurídica de Coahuila de Zaragoza 

“2”, en la que se resolvió el recurso 

de revocación, número 

RRL2018010834 y su acumulado 

RRL2019000303, así como, la 

originalmente recurrida 500-04-00-

00-00-2018-25909 de fecha 07 de 

septiembre de 2018, emitida por la 

Administración Central de 

Verificación y Evaluación de 

Entidades Federativas en Materia 

de Coordinación Fiscal. 

4 BAED860612Q14 
BRACAMONTES ESPINOZA 

DULCE ANEL 

Juicio de Nulidad 

504/20-14-01-3 

23 de junio de 

2021 

Sala Regional del 

Pacífico y Auxiliar, 

del Tribunal Federal 

de Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-05-2016-38734 de 

fecha 13 de diciembre de 2016, 

emitida por la Administración 

Central de Fiscalización Estratégica. 

5 CCM140902KU8 

CONTRATOS DE 

CONSTRUCCIÓN Y MADERA, 

S.A. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

3285/19-03-01-4 

23 de 

noviembre de 

2022 

Primera Sala 

Regional del 

Noroeste III, 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-04-00-00-00-2018-7576 

de fecha 27 de febrero de 2018, 

emitido por la Administración 

Central de Verificación y Evaluación 

de Entidades Federativas en 

Materia de Coordinación Fiscal. 



 DIARIO OFICIAL Martes 23 de mayo de 2023 

 R.F.C. 
Nombre, denominación o 

razón social del Contribuyente 
Medio de defensa

Fecha de la 

Resolución o 

sentencia 

firme 

Autoridad que 

resolvió 

Sentido y/ o efecto de la 

resolución o sentencia firme 

6 FIN150130325 FINALEG, S.P.R. DE R.L. 

Juicio de Nulidad 

en Línea 0023-

2021-02-C-09- 14-

01-01-L 

01 de 

septiembre de 

2022 

Décimo Cuarta Sala 

Regional 

Metropolitana, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-70-00-07-02-2018-

07388 de fecha 01 de agosto de 

2018, emitido por la Administración 

Desconcentrada de Auditoria Fiscal 

de Zacatecas “1”. 

7 IAM1508199W7 

INMOBILIARIA Y 

ARQUITECTURA MAVY, S.A. 

DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

170/21-29-01-1 

08 de agosto 

de 2022 

Sala Regional Sur 

del Estado de 

México y Auxiliar, 

con sede en la 

Ciudad de Toluca, 

Estado de México, 

del Tribunal Federal 

de Justicia 

Administrativa 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 600-35-2018-6375 de fecha 

10 de diciembre de 2018, emitida 

por la Administración 

Desconcentrada Jurídica de México 

“1”, en la que se resolvió el recurso 

de revocación, número 

RRL2018005596, promovido en 

contra de la diversa 500-05-2018-

10884 de fecha 27 de abril de 2018, 

emitida por la Administración 

Central de Fiscalización Estratégica, 

así como, la originalmente recurrida 

500-05-2018-10884 de fecha 27 de 

abril de 2018, emitida por la 

Administración Central de 

Fiscalización Estratégica, para 

efectos de que se emita una 

nueva resolución debidamente 

fundada y motivada. 

8 ICJ080313LZ1 

INMOBILIARIA Y 

CONSTRUCTORA JOSSELIN, 

S.A. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

5964/20-17-08-2 

12 de agosto 

de 2022 

Octava Sala 

Regional 

Metropolitana, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-04-00-00-00-2017-

20519 de fecha 25 de mayo de 

2017, emitido por la Administración 

Central de Verificación y Evaluación 

de Entidades Federativas en 

Materia de Coordinación Fiscal. 

9 ICM150304N5A 

INGENIERÍA Y 

CONSTRUCCIONES MARVIL, 

S.A. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

18/1285-24-01-02-

02-OL 

01 de abril. de 

2022 

Sala Especializada 

en Juicio en Línea, 

del Tribunal Federal 

de Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-21-00-04-02-2018-1086 

de fecha 12 de marzo de 2018, 

emitido por la Administración 

Desconcentrada de Auditoria Fiscal 

de Chihuahua “1”. 
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 R.F.C. 
Nombre, denominación o 

razón social del Contribuyente 
Medio de defensa

Fecha de la 

Resolución o 

sentencia 

firme 

Autoridad que 

resolvió 

Sentido y/ o efecto de la 

resolución o sentencia firme 

10 JIRC6808233M1 JIMÉNEZ RAMÍREZ CLAUDIA 
Juicio de Nulidad 

1256/20-14-01-6 

05 de octubre 

de 2021 

Sala Regional del 

Pacífico y Auxiliar, 

del Tribunal Federal 

de Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-04-00-00-00-2018-9157 

de fecha 13 de marzo de 2018, 

emitido por la Administración 

Central de Verificación y Evaluación 

de Entidades Federativas en 

Materia de Coordinación Fiscal. 

11 PPC130527NN4 

PREMESUR PROVEEDORA Y 

COMERCIALIZADORA, S.A. DE 

C.V. 

Juicio de Nulidad 

18/1521-24-01-02-

05-OL 

12 de mayo 

de 2022 

Sala Especializada 

en Juicios en Línea, 

del Tribunal Federal 

de Justicia 

Administrativa 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 600-19-00-00-00-2018-1951 

de fecha 21 de mayo de 2018, 

emitida por la Administración 

Desconcentrada Jurídica de 

Chiapas “1”, en la que se resolvió el 

recurso de revocación número 

RRL2018002731, así como, la 

originalmente recurrida 500-19-00-

05-01-2018-01374 de fecha 31 de 

enero de 2018, emitida por la 

Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal de Chiapas “1”. 

12 SAP080428SG4 
SPAS & POOLS DE LA COSTA, 

S.A. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

4381/19-07-03-8-

OT 

05 de marzo 

de 2021 

Tercera Sala 

Regional de 

Occidente, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 600-30-2019-1351 de fecha 

11 de abril de 2019, emitida por la 

Administración Desconcentrada 

Jurídica de Jalisco “1”, en la que se 

resolvieron los recursos de 

revocación números 

RRL2018012513 y 

RRL2019000847, así como, la 

originalmente recurrida 500-34-00-

01-01-2018-4914 de fecha 19 de 

octubre de 2018, emitida por la 

Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal de Jalisco “5”. 

13 SAP130114VA0 
SARATOF Y ASOCIADOS 

PENINSULARES, S.C.P. 

Juicio de Nulidad 

7844/21-07-02-7 

06 de octubre 

de 2022 

Segunda Sala 

Regional de 

Occidente, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-05-2018-14311 de 

fecha 22 de junio de 2018, emitida 

por la Administración Central de 

Fiscalización Estratégica. 

14 SCR130521J43 SCRAPTEX, S.A. DE C.V. 
Juicio de Nulidad 

11544/18-07-01-7 

17 de febrero 

de 2020 

Primera Sala 

Regional de 

Occidente, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-30-00-08-01-2018-

04510 de fecha 19 de junio de 2018, 

emitido por la Administración 

Desconcentrada de Auditoria Fiscal 

de Jalisco “1”. 
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 R.F.C. 
Nombre, denominación o 

razón social del Contribuyente 
Medio de defensa

Fecha de la 

Resolución o 

sentencia 

firme 

Autoridad que 

resolvió 

Sentido y/ o efecto de la 

resolución o sentencia firme 

15 SIN080515RV5 
SERVICIOS INMANT DEL 

NORTE, S.A. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

5385/19-06-01-9-

OT 

13 de febrero 

de 2023 

Primera Sala 

Regional del 

Noreste, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 600-42-2019-3039 de fecha 

30 de mayo de 2019, emitida por la 

Administración Desconcentrada 

Jurídica de Nuevo León “2”, en la 

que se resolvió el recurso de 

revocación, número 

RRL201900199, así como, la 

originalmente recurrida 500-04-00-

00-00-2019-7452 de fecha 07 de 

febrero de 2019, emitida por la 

Administración Central de 

Verificación y Evaluación de 

Entidades Federativas en Materia 

de Coordinación Fiscal . 

16 SSE081003SU9 
SEM SERVICIOS EJECUTIVOS 

DE MEXICO, S.A. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

3283/17-06-01-3 

31 de enero 

de 2018 

Primera Sala 

Regional del 

Noreste, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 600-43-2017-2115 de fecha 

18 de abril de 2017, emitida por la 

Administración Desconcentrada 

Jurídica de Nuevo León “3”, en la 

que se resolvió el recurso de 

revocación, número 

RRL2017002559, así como, la 

originalmente recurrida 500-43-03-

04-02-2017-2807 de fecha 27 de 

enero de 2017, emitida por la 

Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal de Nuevo León “3”. 

17 STB040123DW7 
SERVICIOS TRONCALIZADOS 

DEL BAJIO, S.A. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

215/20-09-01-4 

01 de 

septiembre de 

2022 

Sala Regional del 

Centro II, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-47-00-07-03-2022-2346 

de fecha 08 de junio de 2022, 

emitida por la Administración 

Desconcentrada de Auditoría Fiscal 

de Querétaro “1”. 

 

En virtud de lo antes expuesto, se informa que como consecuencia de los medios de defensa señalados 
en el párrafo que precede, el procedimiento del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación vigente hasta 
el 24 de julio de 2018, seguido a esos contribuyentes también, ha quedado sin efectos. 

Finalmente se informa que el hecho de que los contribuyentes antes señalados hayan obtenido una 
resolución favorable en contra del oficios de presunción y/o de resolución definitiva, no les exime de la 
responsabilidad que tengan respecto de otros comprobantes fiscales que hayan emitido sin contar con los 
activos, personal, infraestructura o capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los servicios o 
producir, comercializar o entregar los bienes que ampararon tales comprobantes, por lo cual, se dejan a salvo 
las facultades de la autoridad fiscal. 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 03 de mayo de 2023.- Administrador Central de Fiscalización Estratégica, C.P. José 
Alfredo Pérez Astorga.- Rúbrica. 
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OFICIO 500-05-2023-4372 mediante el cual se comunica listado de contribuyentes que promovieron algún medio 
de defensa en contra del oficio de presunción a que se refiere el artículo 69-B primer párrafo del Código Fiscal de 
la Federación o en contra de la resolución a que se refiere el cuarto párrafo del artículo en comento y una vez 
resuelto el mismo el órgano jurisdiccional o administrativo dejó sin efectos el referido acto. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Servicio de Administración Tributaria.- Administración General de Auditoría Fiscal 
Federal.- Administración Central de Fiscalización Estratégica. 

Oficio Número: 500-05-2023-4372 

Asunto: Se comunica listado de contribuyentes que 
promovieron algún medio de defensa en contra del oficio de 
presunción a que se refiere el artículo 69-B primer párrafo 
del CFF o en contra de la resolución a que se refiere el 
cuarto párrafo del artículo en comento y una vez resuelto el 
mismo el órgano jurisdiccional o administrativo dejó sin 
efectos el referido acto. 

Esta Administración Central de Fiscalización Estratégica, adscrita a la Administración General de Auditoría 
Fiscal Federal, del Servicio de Administración Tributaria, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 16, 
primer párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 7, fracciones VII, XII y XVIII y 8, 
fracción III de la Ley del Servicio de Administración Tributaria, publicada en el Diario oficial de la Federación 
del 15 de diciembre de 1995, reformada por Decreto publicado en el propio Diario Oficial de la Federación el 
12 de junio de 2003; 1, 2, párrafos primero, apartado B, fracción III, inciso e) y segundo, 5, párrafo primero, 
13, fracción VI, 23, apartado E, fracción I, en relación con el artículo 22 párrafos primero, fracción VIII, y 
último, numeral 5 del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 24 de agosto de 2015, vigente a partir del 22 de noviembre de 2015, de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero del Artículo Primero Transitorio de dicho Reglamento, y 
reformado mediante Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y del Reglamento Interior del Servicio de 
Administración Tributaria, y por el que se expide el Reglamento Interior de la Agencia Nacional de Aduanas de 
México, publicado en el mismo órgano oficial el 21 de diciembre de 2021, vigente a partir del 01 de enero de 
2022, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo Primero Transitorio de dicho Decreto; Artículo Tercero, 
fracción I, inciso a), del Acuerdo mediante el cual se delegan diversas atribuciones a los Servidores Públicos 
del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 23 de junio de 
2016, vigente a partir del 23 de julio de 2016, de conformidad con lo dispuesto en el artículo Transitorio 
Primero de dicho Acuerdo; en los artículos 33, último párrafo, 63 y 69-B, párrafos sexto del Código Fiscal de la 
Federación, le comunica lo siguiente: 

Que a los contribuyentes que se enlistan a continuación, en su momento, les fue notificado el Oficio de 
Presunción de inexistencia de operaciones amparadas con determinados comprobantes fiscales que 
emitieron, ello de conformidad con los párrafos primero y segundo del artículo 69-B del Código Fiscal de la 
Federación, en relación con el artículo 69 de su Reglamento. 

Seguido el procedimiento previsto en el referido artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, y en 
términos del cuarto párrafo del referido artículo, a los contribuyentes de referencia se les notificó la resolución 
definitiva como se indica a continuación: 

Notificación al contribuyente del oficio de la RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

 R.F.C. 

Nombre, 

denominación o 

razón social del 

Contribuyente 

 Medio de notificación al contribuyente 

Número y 

fecha de 

oficio de 

resolución 

definitiva 

Buzón Tributario Estrados de la autoridad Notificación Personal 

Fecha en 

que se 

notificó en 

Buzón 

Tributario 

Fecha en que 

surtió 

efectos la 

notificación 

Fecha de 

fijación en 

los estrados 

de la 

Autoridad 

Fiscal 

Fecha en que 

surtió 

efectos la 

notificación 

Fecha de 

notificación 

Fecha en que 

surtió efectos 

la 

notificación 

1 AIHA690912L10 

ARVIZU 

HERNANDEZ 

AIDE ZULEMA 

500-19-00-05-

01-2019-

15189 de 

fecha 28 de 

noviembre de 

2019 

04 de 

diciembre 

de 2019 

05 de 

diciembre de 

2019 
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 R.F.C. 

Nombre, 

denominación o 

razón social del 

Contribuyente 

 Medio de notificación al contribuyente 

Número y 

fecha de 

oficio de 

resolución 

definitiva 

Buzón Tributario Estrados de la autoridad Notificación Personal 

Fecha en 

que se 

notificó en 

Buzón 

Tributario 

Fecha en que 

surtió 

efectos la 

notificación 

Fecha de 

fijación en 

los estrados 

de la 

Autoridad 

Fiscal 

Fecha en que 

surtió 

efectos la 

notificación 

Fecha de 

notificación 

Fecha en que 

surtió efectos 

la 

notificación 

2 CON131206PB3 
CONSUCLOUD, 

S.A DE C.V. 

500-46-00-05-

02-2020-

18140 de 

fecha 18 de 

septiembre de 

2020 

21 de 

septiembre 

de 2020 

22 de 

septiembre de 

2020 

    

3 CPA9506134F5 

CONSTRUCTORA 

PAREL, S.A. DE 

C.V. 

500-35-00-06-

01-2019-7068 

de fecha 09 

de abril de 

2019 

09 de abril 

de 2019 

10 de abril de 

2019 
    

4 CPZ140529726 

COMPLEJO DE 

PROFESIONALES 

ZORION, S.A. DE 

C.V. 

500-05-2021-

17694 de 

fecha 28 de 

junio de 2021 

02 de julio 

de 2021 

05 de julio de 

2021 
    

5 DAC081205GP8 

DEDICADOS A 

CONSTRUIR, S.A. 

DE C.V. 

500-04-00-00-

00-2021-

04762 de 

fecha 12 de 

febrero de 

2021 

18 de 

febrero de 

2021 

19 de febrero 

de 2021 
    

6 EMO1511234V8 

ELEGANCE 

MOVIL, S.A. DE 

C.V. 

500-05-2020-

23678 de 

fecha 16 de 

octubre de 

2020 

22 de 

octubre de 

2020 

23 de octubre 

de 2020 
    

7 EPR1308016G3 

“EVOLUCION 

PROPROM”, S.A. 

DE C.V. 

500-50-00-01-

2019-5669 de 

fecha 20 de 

mayo de 2019 

28 de mayo 

de 2019 

29 de mayo 

de 2019 
    

8 FAR151026L81 
FARMASHOP, 

S.A. DE C.V. 

500-57-00-05-

01-2020-

000961 de 

fecha 25 de 

febrero de 

2020 

    
28 de febrero 

de 2020 

02 de marzo 

de 2020 

9 GAD1009131H4 

GRUPO AMV 

DESIGN, S.A. DE 

C.V. 

500-72-2021-

10568 de 

fecha 19 de 

enero de 

2021 

25 de 

enero de 

2021 

26 de enero 

de 2021 
    

10 GCO150414EQ9 

GMF 

CONSULTING, S. 

DE R.L. DE C.V. 

500-27-00-08-

02-2020-

07490 de 

fecha 29 de 

julio de 2020 

01 de 

septiembre 

de 2020 

02 de 

septiembre de 

2020 
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 R.F.C. 

Nombre, 

denominación o 

razón social del 

Contribuyente 

 Medio de notificación al contribuyente 

Número y 

fecha de 

oficio de 

resolución 

definitiva 

Buzón Tributario Estrados de la autoridad Notificación Personal 

Fecha en 

que se 

notificó en 

Buzón 

Tributario 

Fecha en que 

surtió 

efectos la 

notificación 

Fecha de 

fijación en 

los estrados 

de la 

Autoridad 

Fiscal 

Fecha en que 

surtió 

efectos la 

notificación 

Fecha de 

notificación 

Fecha en que 

surtió efectos 

la 

notificación 

11 GRI1706067C0 
GRINGOTTS, 

S.A.P.I. DE C.V. 

900-04-05-00-

00-2020-4153 

de fecha 27 

de marzo de 

2020 

02 de abril 

de 2020 

03 de abril de 

2020 
    

12 ING140429310 
INGENIUMSA, 

S.A. DE C.V. 

500-57-00-04-

01-2020-

001538 de 

fecha 25 de 

marzo de 

2020 

31 de 

marzo de 

2020 

01 de abril de 

2020 
    

13 INT680622DSA 
INTENSA, S.A. DE 

C.V. 

500-25-00-05-

02-2019-

11691 de 

fecha 27 de 

septiembre de 

2019 

07 de 

octubre de 

2019 

08 de octubre 

de 2019 
    

14 JUHG870131941 

JUÁREZ 

HERNÁNDEZ 

GABRIEL 

500-27-00-08-

02-2021-

05689 de 

fecha 31 de 

mayo de 2021 

  
08 de julio de 

2021 

03 de agosto 

de 2021 
  

15 MCE140410K83 

MEJORES 

CONSTRUCTORES 

EMPRESARIALES, 

S.A. DE C.V. 

500-69-00-03-

03-2020-

20403 de 

fecha 05 de 

noviembre de 

2020 

06 de 

noviembre 

de 2020 

09 de 

noviembre de 

2020 

    

16 MOGM920209G96 

MOSQUEDA 

GONZÁLEZ 

MARIANA 

CECILIA 

500-57-00-04-

01-2021-

003258 de 

fecha 12 de 

noviembre de 

2021 

19 de 

noviembre 

de 2021 

22 de 

noviembre de 

2021 

    

17 MRR151222779 

MAQUINARIA Y 

REFACCIONARIA 

RS, S.A. DE C.V. 

500-08-00-04-

00-2021-

19879 de 

fecha 17 de 

noviembre de 

2021 

23 de 

noviembre 

de 2021 

24 de 

noviembre de 

2021 

    

18 ORM141217HS7 

OPERADORA 

REGIONAL DE 

MÉXICO P.E.R., 

S.A. DE C.V. 

500-05-2019-

7387 de fecha 

26 de abril de 

2019 

29 de abril 

de 2019 

30 de abril de 

2019 
    

19 RACP7404153G6 

RAMIREZ 

CARRERA 

PASCUAL 

500-16-00-00-

00-2019-

15096 de 

fecha 14 de 

noviembre de 

2019 

26 de 

noviembre 

de 2019 

27 de 

noviembre de 

2019 
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 R.F.C. 

Nombre, 

denominación o 

razón social del 

Contribuyente 

 Medio de notificación al contribuyente 

Número y 

fecha de 

oficio de 

resolución 

definitiva 

Buzón Tributario Estrados de la autoridad Notificación Personal 

Fecha en 

que se 

notificó en 

Buzón 

Tributario 

Fecha en que 

surtió 

efectos la 

notificación 

Fecha de 

fijación en 

los estrados 

de la 

Autoridad 

Fiscal 

Fecha en que 

surtió 

efectos la 

notificación 

Fecha de 

notificación 

Fecha en que 

surtió efectos 

la 

notificación 

20 SME0910061S0 

SIGMA 

MEXICANA, S.A. 

DE C.V. 

500-47-00-06-

00-2020-

004378 de 

fecha 07 de 

septiembre de 

2020 

11 de 

septiembre 

de 2020 

14 de 

septiembre de 

2020 

    

21 SSC130731CK3 

SOLUCIONES EN 

SERVICIOS 

CYPEC, S.A. DE 

C.V. 

500-51-00-05-

02-2019-

044452 de 

fecha 26 de 

noviembre de 

2019 

03 de 

diciembre 

de 2019 

04 de 

diciembre de 

2019 

    

22 UCO1510273I1 

URANA 

CONSULTORES, 

S.A. DE C.V. 

500-05-2020-

3592 de fecha 

14 de enero 

de 2020 

20 de 

enero de 

2020 

21 de enero 

de 2020 
    

 

Datos adicionales de los contribuyentes. 

 R.F.C. 

Nombre, 

denominación o 

razón social del 

Contribuyente 

Domicilio Fiscal Actividad Preponderante Motivo del Procedimiento 

1 AIHA690912L10 

ARVIZU 

HERNANDEZ AIDE 

ZULEMA 

TECPATAN, CHIAPAS 

COMERCIO AL POR MENOR DE 

GASOLINA Y DIESEL Y 

AUTOTRANSPORTE LOCAL DE 

MATERIALES PARA LA 

CONSTRUCCIÓN CUYO RADIO 

DE ACCIÓN SE LIMITA AL ÁREA 

METROPOLITANA, MUNICIPIO O 

LA LOCALIDAD EN QUE OPERAN. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

Sin capacidad material 

2 CON131206PB3 
CONSUCLOUD, S.A 

DE C.V. 

HEROICA PUEBLA DE 

ZARAGOZA, PUEBLA 

SERVICIOS DE CONSULTORÍA 

EN ADMINISTRACIÓN, OTROS 

SERVICIOS PROFESIONALES, 

CIENTÍFICOS Y TÉCNICOS Y 

SERVICIOS DE CONTABILIDAD Y 

AUDITORÍA. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

Sin capacidad material 

3 CPA9506134F5 
CONSTRUCTORA 

PAREL, S.A. DE C.V. 

CUAJIMALPA DE 

MORELOS, CIUDAD DE 

MÉXICO 

CONSTRUCCIÓN DE INMUEBLES 

COMERCIALES, 

INSTITUCIONALES Y DE 

SERVICIOS. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

4 CPZ140529726 

COMPLEJO DE 

PROFESIONALES 

ZORION, S.A.  DE 

C.V. 

CUAUHTÉMOC, CIUDAD 

DE MÉXICO 

SERVICIOS DE CONSULTORÍA 

EN ADMINISTRACIÓN. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 
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 R.F.C. 

Nombre, 

denominación o 

razón social del 

Contribuyente 

Domicilio Fiscal Actividad Preponderante Motivo del Procedimiento 

5 DAC081205GP8 

DEDICADOS A 

CONSTRUIR, S.A. 

DE C.V. 

METEPEC, ESTADO DE 

MÉXICO 

CONSTRUCCIÓN DE INMUEBLES 

COMERCIALES, 

INSTITUCIONALES Y DE 

SERVICIOS, CONSTRUCCIÓN DE 

VIVIENDA UNIFAMILIAR Y 

CONSTRUCCIÓN DE 

CARRETERAS, AUTOPISTAS, 

TERRACERÍAS, PUENTES, 

PASOS A DESNIVEL Y 

AEROPISTAS. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

Falta de infraestructura 

Sin capacidad material 

6 EMO1511234V8 
ELEGANCE MOVIL, 

S.A. DE C.V. 

SAN MATEO ATENCO, 

ESTADO DE MÉXICO 

OTROS SERVICIOS DE 

TELECOMUNICACIONES, 

TELEFONÍA TRADICIONAL Y 

TELEFONÍA CELULAR. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

Falta de infraestructura 

7 EPR1308016G3 

“EVOLUCION 

PROPROM”, S.A. DE 

C.V. 

CUAUHTÉMOC, CIUDAD 

DE MÉXICO 

OTROS SERVICIOS DE APOYO A 

LOS NEGOCIOS. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

Sin capacidad material 

8 FAR151026L81 
FARMASHOP, S.A. 

DE C.V. 

TUXTLA GUTIERREZ, 

CHIAPAS 

COMERCIO AL POR MAYOR DE 

PRODUCTOS FARMACÉUTICOS. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

9 GAD1009131H4 

GRUPO AMV 

DESIGN, S.A. DE 

C.V. 

TLALNEPANTLA DE 

BAZ, ESTADO DE 

MÉXICO 

OTRO AUTOTRANSPORTE 

FORÁNEO DE CARGA GENERAL, 

COMERCIO AL POR MAYOR POR 

MEDIOS MASIVOS DE 

COMUNICACIÓN (COMO 

CORREO E INTERNET) Y OTROS 

MEDIOS. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

Sin capacidad material 

10 GCO150414EQ9 
GMF CONSULTING, 

S. DE R.L. DE C.V. 

ÁLVARO OBREGÓN, 

CIUDAD DE MÉXICO 

SERVICIOS DE CONTABILIDAD Y 

AUDITORÍA. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

Sin capacidad material 

11 GRI1706067C0 
GRINGOTTS, 

S.A.P.I. DE C.V. 
ZAPOPAN, JALISCO BUEFETES JURÍDICOS. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

Falta de infraestructura 

Sin capacidad material 

12 ING140429310 
INGENIUMSA, S.A. 

DE C.V. 

BENITO JUAREZ, 

QUINTANA ROO 

AGENCIAS DE PUBLICIDAD, 

AGENCIAS DE 

REPRESENTACIÓN DE MEDIOS, 

SERVICIOS DE INVESTIGACIÓN 

DE MERCADOS Y ENCUESTAS 

DE OPINIÓN PÚBLICA, OTROS 

SERVICIOS DE APOYO A LOS 

NEGOCIOS, PROMOTORES DE 

ESPECTÁCULOS ARTÍSTICOS, 

DEPORTIVOS Y SIMILARES QUE 

NO CUENTAN CON 

INSTALACIONES PARA 

PRESENTARLOS. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 
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 R.F.C. 

Nombre, 

denominación o 

razón social del 

Contribuyente 

Domicilio Fiscal Actividad Preponderante Motivo del Procedimiento 

13 INT680622DSA 
INTENSA, S.A. DE 

C.V. 

BENITO JUAREZ, 

CIUDAD DE MÉXICO 

CONSTRUCCIÓN DE NAVES Y 

PLANTAS INDUSTRIALES. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

Falta de infraestructura 

Sin capacidad material 

14 JUHG870131941 

JUÁREZ 

HERNÁNDEZ 

GABRIEL 

TAXCO DE ALARCON, 

GUERRERO 

COMERCIO AL POR MAYOR DE 

ARTÍCULOS DE JOYERÍA Y 

OTROS ACCESORIOS DE 

VESTIR. 

ORFEBRERÍA Y JOYERÍA DE 

METALES Y PIEDRAS 

PRECIOSOS DISTINTOS AL ORO 

Y COMERCIO AL POR MENOR DE 

ARTESANÍAS. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

Ausencia de infraestructura 

Sin capacidad material 

15 MCE140410K83 

MEJORES 

CONSTRUCTORES 

EMPRESARIALES, 

S.A. DE C.V. 

NAUCALPAN DE 

JUAREZ, ESTADO DE 

MÉXICO. 

ADMINISTRACIÓN Y 

SUPERVISIÓN DE 

CONSTRUCCIÓN DE INMUEBLES 

COMERCIALES, 

INSTITUCIONALES Y DE 

SERVICIOS.  

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

16 MOGM920209G96 

MOSQUEDA 

GONZÁLEZ 

MARIANA CECILIA 

NEZAHUALCÓYOTL, 

ESTADO DE MÉXICO 

SERVICIOS DE CONSULTORÍA 

EN ADMINISTRACIÓN.  

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

17 MRR151222779 

MAQUINARIA Y 

REFACCIONARIA 

RS, S.A. DE C.V. 

AGUASCALIENTES, 

AGUASCALIENTES 

COMERCIO AL POR MENOR DE 

PARTES Y REFACCIONES 

NUEVAS PARA AUTOMÓVILES, 

CAMIONETAS Y CAMIONES Y 

COMERCIO AL POR MENOR DE 

PARTES Y REFACCIONES 

USADAS PARA 

AUTOMÓVILES,CAMIONETAS Y 

CAMIONES. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

Falta de infraestructura 

Sin capacidad material 

18 ORM141217HS7 

OPERADORA 

REGIONAL DE 

MÉXICO P.E.R., S.A. 

DE C.V. 

BENITO JUÁREZ, 

CIUDAD DE MÉXICO. 

OTROS SERVICIOS DE 

CONSULTORÍA CIENTÍFICA Y 

TÉCNICA, OTROS SERVICIOS 

RELACIONADOS CON EL 

TRANSPORTE, ELABORACIÓN 

DE CEREALES Y FABRICACIÓN 

DE COSMÉTICOS, PERFUMES Y 

OTRAS PREPARACIONES DE 

TOCADOR. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

19 RACP7404153G6 
RAMIREZ CARRERA 

PASCUAL 

GÓMEZ PALACIO, 

DURANGO 

COMERCIO AL POR MAYOR DE 

CEMENTO TABIQUE Y GRAVA. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

20 SME0910061S0 
SIGMA MEXICANA, 

S.A. DE C.V. 

QUERÉTARO, 

QUERÉTARO 

SERVICIOS DE CONSULTORIA 

EN ADMINISTRACION. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

21 SSC130731CK3 

SOLUCIONES EN 

SERVICIOS CYPEC, 

S.A. DE C.V. 

SALINAS VICTORIA, 

NUEVO LEÓN. 

SERVICIOS DE CONSULTORÍA 

EN ADMINISTRACIÓN. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

Falta de infraestructura 

Sin capacidad material 
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 R.F.C. 

Nombre, 

denominación o 

razón social del 

Contribuyente 

Domicilio Fiscal Actividad Preponderante Motivo del Procedimiento 

22 UCO1510273I1 

URANA 

CONSULTORES, 

S.A. DE C.V. 

SAN MATEO ATENCO, 

ESTADO DE MÉXICO 

OTROS SERVICIOS 

RELACIONADOS CON LA 

CONTABILIDAD, COMERCIO DE 

ALIMENTOS BÁSICOS CON ALTA 

DENSIDAD CALÓRICA, 

ELABORACIÓN DE OTROS 

ALIMENTOS, COMERCIO AL POR 

MENOR DE OTROS ALIMENTOS 

PREPARADOS PARA SU 

CONSUMO Y COMERCIO AL POR 

MAYOR DE HELADOS, PALETAS 

DE HIELO, GELATINAS, FLANES, 

BUDINES Y OTROS PRODUCTOS 

ALIMENTICIOS PARA CONSUMO 

HUMANO NO CLASIFICADOS EN 

OTRA PARTE. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

Falta de infraestructura 

 

Por lo anterior, el nombre o razón social de los contribuyentes a los que se les notificó las citadas 
resoluciones fueron agregados al listado a que se refiere el cuarto párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal 
de la Federación, el cual fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, como a continuación se indica: 

 R.F.C. 
Nombre, denominación o razón social 

del Contribuyente 

Número y fecha de oficio que contiene en 

Listado Global Definitivo 

Fecha de publicación en el 

Diario Oficial de la 

Federación 

1 AIHA690912L10 ARVIZU HERNANDEZ AIDE ZULEMA 500-05-2022-6035 de fecha 18 de abril de 2022 13 de mayo de 2022 

2 CON131206PB3 CONSUCLOUD, S.A DE C.V. 
500-05-2021-5303 de fecha 04 de marzo de 

2021 
18 de marzo de 2021 

3 CPA9506134F5 CONSTRUCTORA PAREL, S.A. DE C.V. 
500-05-2019-27685 de fecha 14 de agosto de 

2019 
05 de septiembre de 2019 

4 CPZ140529726 
COMPLEJO DE PROFESIONALES 

ZORION, S.A. DE C.V. 

500-05-2021-26042 de fecha 27 de septiembre 

de 2021 
18 de octubre de 2021 

5 DAC081205GP8 
DEDICADOS A CONSTRUIR, S.A. DE 

C.V. 
500-05-2021-6937 de fecha 26 de abril de 2021 13 de mayo de 2021 

6 EMO1511234V8 ELEGANCE MOVIL, S.A. DE C.V. 
500-05-2020-28859 de fecha 14 de diciembre  

de 2020 

24 de febrero de 2021 mediante 

diverso 500-05-2021-5061 de 

fecha 09 de febrero de 2021 

7 EPR1308016G3 “EVOLUCION PROPROM”, S.A. DE C.V. 
500-05-2019-27836 de fecha 17 de septiembre 

de 2019 
08 de octubre de 2019 

8 FAR151026L81 FARMASHOP, S.A. DE C.V. 
500-05-2020-13612 de fecha 28 de mayo  de 

2020 
25 de junio de 2020 

9 GAD1009131H4 GRUPO AMV DESIGN, S.A. DE C.V. 500-05-2021-6937 de fecha 26 de abril de 2021 13 de mayo de 2021 

10 GCO150414EQ9 GMF CONSULTING, S. DE R.L. DE C.V. 
500-05-2020-28649 de fecha 17 de noviembre 

de 2020 

22 de febrero de 2021 mediante 

diverso 500-05-2021-5054 de 

fecha 09 de febrero de 2021 

11 GRI1706067C0 GRINGOTTS, S.A.P.I. DE C.V. Esta contribuyente no fue publicada en Listados Definitivos 

12 ING140429310 INGENIUMSA, S.A. DE C.V. 
500-05-2020-13709 de fecha 25 de junio  de 

2020 
08 de julio de 2020 

13 INT680622DSA INTENSA, S.A. DE C.V. 
500-05-2020-7556 de fecha 24 de enero  de 

2020 
21 de febrero de 2020 

14 JUHG870131941 JUAREZ HERNANDEZ GABRIEL 
500-05-2021-26102 de fecha 15 de octubre  de 

2021 
04 de noviembre de 2021 
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 R.F.C. 
Nombre, denominación o razón social 

del Contribuyente 

Número y fecha de oficio que contiene en 

Listado Global Definitivo 

Fecha de publicación en el 

Diario Oficial de la 

Federación 

15 MCE140410K83 
MEJORES CONSTRUCTORES 

EMPRESARIALES, S.A. DE C.V. 

Información suprimida en cumplimiento a lo ordenado por la Primera Sala Regional 

Norte-Este del Estado de México, del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 

derivada del Juicio Contencioso Administrativo Federal 1219/21-11-01-9 mediante 

sentencia de fecha 01 de abril de 2022. 

16 MOGM920209G96 
MOSQUEDA GONZÁLEZ MARIANA 

CECILIA 

Información suprimida en cumplimiento a lo ordenado por la Segunda Sala 

Regional Norte-Este del Estado de México, del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, derivada del Juicio Contencioso Administrativo Federal 206/22-11-

02-4 mediante sentencia de fecha 31 de mayo de 2022. 

17 MRR151222779 
MAQUINARIA Y REFACCIONARIA RS, 

S.A. DE C.V. 

500-05-2022-5921 de fecha 15 de febrero  de 

2022 
10 de marzo de 2022 

18 ORM141217HS7 
OPERADORA REGIONAL DE MÉXICO 

P.E.R., S.A. DE C.V. 

500-05-2019-18199 de fecha 25 de junio  de 

2019 
18 de julio de 2019 

19 RACP7404153G6 RAMIREZ CARRERA PASCUAL 
500-05-2020-7761 de fecha 25 de febrero  de 

2020 
11 de marzo de 2020 

20 SME0910061S0 SIGMA MEXICANA, S.A. DE C.V. 
500-05-2020-28709 de fecha 25 de noviembre 

de 2020 

22 de febrero de 2021 mediante 

diverso 500-05-2021-5055 de 

fecha 09 de febrero de 2021 

21 SSC130731CK3 
SOLUCIONES EN SERVICIOS CYPEC, 

S.A. DE C.V. 

500-05-2020-7673 de fecha 14 de febrero  de 

2020 
06 de marzo de 2020 

22 UCO1510273I1 URANA CONSULTORES, S.A. DE C.V. 
500-05-2020-7902 de fecha 23 de marzo  de 

2020 
17 de abril de 2020 

 

Inconforme con el oficio individual de presunción u oficio de resolución definitiva, interpusieron medios de 
defensa de los cuales se concluyeron con la siguiente resolución o sentencia: 

 R.F.C. 

Nombre, denominación o 

razón social del 

Contribuyente 

Medio de defensa 

Fecha de la 

Resolución o 

sentencia 

firme 

Autoridad que 

resolvió 

Sentido y/ o efecto de la 

resolución o sentencia firme 

1 AIHA690912L10 
ARVIZU HERNANDEZ 

AIDE ZULEMA 

Juicio de Nulidad 

915/20-19-01-8-OT 

14 de 

noviembre de 

2022 

Sala Regional de 

Chiapas, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 600-19-00-00-00-2020-

1065 de fecha 08 de abril de 2020, 

emitida por la Administración 

Desconcentrada Jurídica de 

Chiapas “1”, en la que se resolvió 

el recurso de revocación número 

RRL2020000769, así como, de la 

originalmente recurrida 500-19-00-

05-01-2019-15189 de fecha 28 de 

septiembre de 2019, emitida por la 

Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal de Chiapas “1”. 

2 CON131206PB3 
CONSUCLOUD, S.A DE 

C.V. 

Juicio de Nulidad 

737/21-12-02-6 

09 de febrero 

de 2022 

Segunda Sala 

Regional de 

Oriente, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 600-45-00-04-00-2021-623 

de fecha 03 de febrero de 2021, 

emitida por la Administración 

Desconcentrada Jurídica de 

Puebla “1”, en la que se resolvieron 

los recursos de revocación 

números RRL2020009441 y 

acumulados RRL2020010152, 

RRL20200010260 y 

RRL2020011194, así como, de la 

originalmente recurrida 500-46-00-

05-02-2020-18140 de fecha 18 de 

septiembre de 2020, emitida por la 

Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal de Puebla “2”. 
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 R.F.C. 

Nombre, denominación o 

razón social del 

Contribuyente 

Medio de defensa 

Fecha de la 

Resolución o 

sentencia 

firme 

Autoridad que 

resolvió 
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3 CPA9506134F5 
CONSTRUCTORA 

PAREL, S.A. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

2546/19-02-01-7 

28 de octubre 

de 2021 

Sala Regional del 

Noroeste II, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

600-35-2019-3846 de fecha 11 de 

septiembre de 2019, emitida por la 

Administración Desconcentrada 

Jurídica de México “1”, en la que 

se resolvió el recurso de 

revocación RRL2019004536, así 

como, de la originalmente recurrida 

500-35-00-06-01-2019-7068 de 

fecha 09 de abril de 2019, emitida 

por la Administración 

Desconcentrada de Auditoría 

Fiscal de México “1”. 

4 CPZ140529726 

COMPLEJO DE 

PROFESIONALES 

ZORION, S.A. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

2468/21-11-02-5-

OT 

01 de agosto de 

2022 

Segunda Sala 

Regional Norte-

Este del Estado de 

México, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-05-2021-17694 de 

fecha 28 de junio de 2021, emitida 

por la Administración Central de 

Fiscalización Estratégica. 

5 DAC081205GP8 

DEDICADOS A 

CONSTRUIR, S.A. DE 

C.V. 

Juicio de Nulidad 

342/21-29-01-1 

10 de marzo de 

2022 

Sala Regional Sur 

del Estado de 

México y Auxiliar, 

con sede en la 

Ciudad de Toluca, 

Estado de México, 

del Tribunal Federal 

de Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-04-00-00-00-2021-

04762 de fecha 12 de febrero de 

2021, emitida por la Administración 

Central de Verificación y 

Evaluación de Entidades 

Federativas en Materia de 

Coordinación Fiscal 

6 EMO1511234V8 
ELEGANCE MOVIL, S.A. 

DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

990/20-29-01-2 

15 de junio de 

2021 

Sala Regional Sur 

del Estado de 

México y Auxiliar, 

del Tribunal Federal 

de Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-05-2020-23678 de 

fecha 16 de octubre de 2020, 

emitida por la Administración 

Central de Fiscalización 

Estratégica. 

7 EPR1308016G3 
“EVOLUCION 

PROPROM”, S.A. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

15443/19-17-05-5 

18 de octubre 

de 2021 

Quinta Sala 

Regional 

Metropolitana, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-50-00-01-2019-5669 

de fecha 20 de mayo de 2019, 

emitida por la Administración 

Desconcentrada de Auditoría 

Fiscal de San Luis Potosí “1”. 

8 FAR151026L81 
FARMASHOP, S.A. DE 

C.V. 

Juicio de Nulidad 

20/1339-24-01-03-

09-OL 

08 de 

septiembre de 

2022 

Sala Especializada 

en Juicios en Línea, 

del Tribunal Federal 

de Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-57-00-05-01-2020-

000961 de fecha 25 de febrero de 

2020, emitida por la Administración 

Desconcentrada de Auditoría 

Fiscal de Tabasco “1”. 
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9 GAD1009131H4 
GRUPO AMV DESIGN, 

S.A. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

1576/21-11-01-4 

01 de diciembre 

de 2022 

Primera Sala 

Regional Norte-

Este del Estado de 

México, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-72-2021-10568 de 

fecha 19 de enero de 2021, emitida 

por la Administración 

Desconcentrada de Auditoría 

Fiscal del Distrito Federal “2”. 

10 GCO150414EQ9 
GMF CONSULTING, S. 

DE R.L. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

1835/20-12-02-2 

04 de agosto de 

2021 

Segunda Sala 

Regional de 

Oriente, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-27-00-08-02-2020-

07490 de fecha 29 de julio de 

2020, emitida por la Administración 

Desconcentrada de Auditoría 

Fiscal de Guerrero “1”. 

11 GRI1706067C0 
GRINGOTTS, S.A.P.I. DE 

C.V. 

Juicio de Nulidad 

20/2305-24-01-01-

07-OL 

21 de enero de 

2022 

Sala Especializada 

en Juicios en Línea, 

del Tribunal Federal 

de Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

900-09-01-2020-3331 de fecha 28 

de agosto de 2020, emitida por la 

Administración de lo Contencioso 

de Grandes Contribuyentes “1”, en 

la que se resolvió el recurso de 

revocación, así como, de la 

originalmente recurrida 900-04-05-

00-00-2020-4153 de fecha 27 de 

marzo de 2020 emitida por la 

Administración Central de 

Fiscalización a Grandes 

Contribuyentes Diversos. 

12 ING140429310 
INGENIUMSA, S.A. DE 

C.V. 

Juicio de Nulidad 

20/1450-24-01-03-

06-OL 

31 de enero de 

2022 

Sala Especializada 

en Juicios en Línea, 

del Tribunal Federal 

de Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-57-00-04-01-2020-

001538 de fecha 25 de marzo de 

2020, emitida por la Administración 

Desconcentrada de Auditoría 

Fiscal de Tabasco “1”. 

13 INT680622DSA INTENSA, S.A. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

20/893-24-01-02-

05-OL 

18 de 

noviembre de 

2021 

Sala Especializada 

en Juicios en Línea, 

del Tribunal Federal 

de Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

600-25-00-02-00-2020-0036 de 

fecha 27 de enero de 2020, emitida 

por la Administración 

Desconcentrada Jurídica de 

Guanajuato “2”, en la que se 

resolvió el recurso de revocación, 

así como, de la originalmente 

recurrida 500-25-00-05-02-2019-

11691 de fecha 27 de septiembre 

de 2019, emitida por la 

Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal de Guanajuato “2”. 
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14 JUHG870131941 
JUAREZ HERNANDEZ 

GABRIEL 

Juicio de Nulidad 

571/22-14-01-2 

01 de febrero 

de 2023 

Sala Regional del 

Pacífico y Auxiliar, 

del Tribunal Federal 

de Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-27-00-08-02-2021-

05689 de fecha 31 de mayo de 

2021, emitida por la Administración 

Desconcentrada de Auditoría 

Fiscal de Guerrero “1”. 

15 MCE140410K83 

MEJORES 

CONSTRUCTORES 

EMPRESARIALES, S.A. 

DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

1219/21-11-01-9 

01 de abril de 

2022 

Primera Sala 

Regional Norte-

Este del Estado de 

México, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

600-69-2021-01020 de fecha 10 de 

marzo de 2021, emitida por la 

Administración Desconcentrada 

Jurídica de Yucatán “1”, en la que 

se resolvió el recurso de 

revocación número 

RRL2021000008, así como, de la 

originalmente recurrida 500-69-00-

03-03-2020-20403 de fecha 05 de 

noviembre de 2020, emitida por la 

Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal de Yucatán “1”. 

16 MOGM920209G96 
MOSQUEDA GONZÁLEZ 

MARIANA CECILIA 

Juicio de Nulidad 

206/22-11-02-4 

31 de mayo de 

2022 

Segunda Sala 

Regional Norte-

Este del Estado de 

México, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-57-00-04-01-2021-

003258 de fecha 12 de noviembre 

de 2021, emitida por la 

Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal de Tabasco “1”. 

17 MRR151222779 

MAQUINARIA Y 

REFACCIONARIA RS, 

S.A. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

2232/21-08-01-3 

03 de octubre 

de 2022 

Sala Regional del 

Centro I, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-08-00-04-00-2021-

19879 de fecha 17 de noviembre 

de 2021, emitida por la 

Administración Desconcentrada  de 

Auditoría Fiscal de Aguascalientes 

”1”. 

18 ORM141217HS7 

OPERADORA REGIONAL 

DE MÉXICO P.E.R., S.A. 

DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

1751/20-17-14-9 y 

acumulado 

4696/21-17-06-5 

04 de enero de 

2023 

Décimo Cuarta 

Sala Regional 

Metropolitana, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 600-73-00-05-00-2019-

7773 de fecha 20 de noviembre de 

2019, emitida por la Administración 

Desconcentrada Jurídica del 

Distrito Federal “3”, en la que se 

resolvieron los recursos de 

revocación en línea números 

RRL201900509 y 

RRL2019009717, así como, de la 

originalmente recurrida 500-05-

2019-7387 de fecha 26 de abril de 

2019 emitida por la Administración 

Central de Fiscalización 

Estratégica. 
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19 RACP7404153G6 
RAMIREZ CARRERA 

PASCUAL 

Juicio de Nulidad 

2213/20-05-02-2 

29 de agosto de 

2022 

Segunda Sala 

Regional del Norte 

Centro II, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 600-16-2020-1936 de 

fecha 30 de marzo de 2020, 

emitida por la Administración 

Desconcentrada Jurídica de 

Coahuila de Zaragoza “2”, en la 

que se resolvió el recurso de 

revocación número 

RRL2020000566, así como, de la 

originalmente recurrida 500-16-00-

00-00-2019-15096 de fecha 14 de 

noviembre de 2019, emitida por la 

Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal de Coahuila de 

Zaragoza “2”. 

20 SME0910061S0 
SIGMA MEXICANA, S.A. 

DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

681/21-09-01-7 

02 de febrero 

de 2023 

Sala Regional del 

Centro II, del 

Tribunal Federal de 

Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

600-47-03-RR-05-2021-0184 de 

fecha 26 de enero de 2021, emitida 

por la Administración 

Desconcentrada Jurídica de 

Querétaro “1”, en la que se resolvió 

el recurso de revocación número 

RRL2020009174, así como, de la 

originalmente recurrida 500-47-00-

06-00-2020-004378 de fecha 07 de 

septiembre de 2020, emitida por la 

Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal de Querétaro “1”. 

21 SSC130731CK3 

SOLUCIONES EN 

SERVICIOS CYPEC, S.A. 

DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

20/1517-24-01-03-

09-OL 

11 de abril de 

2022 

Sala Especializada 

en Juicios en Línea, 

del Tribunal Federal 

de Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-51-00-05-02-2019-

044452 de fecha 26 de noviembre 

de 2019, emitido por la 

Administración Desconcentrada de 

Auditoría Fiscal de Sinaloa “1”. 

22 UCO1510273I1 
URANA CONSULTORES, 

S.A. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 

211/20-29-01-5 

12 de febrero 

de 2021 

Sala Regional Sur 

del Estado de 

México y Auxiliar en 

Materia de 

Pensiones Civiles, 

del Tribunal Federal 

de Justicia 

Administrativa. 

Se declara la nulidad de la 

resolución contenida en el oficio 

número 500-05-2020-3592 de 

fecha 14 de enero de 2020, emitida 

por la Administración Central de 

Fiscalización Estratégica. 

 
En virtud de lo antes expuesto, se informa que, como consecuencia de los medios de defensa señalados 

en el párrafo que precede, el procedimiento del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, seguido a 
esos contribuyentes también, ha quedado sin efectos. 

Finalmente, se informa que, el hecho de que los contribuyentes antes señalados hayan obtenido una 
resolución favorable en contra del oficios de presunción y/o de resolución definitiva, no les exime de la 
responsabilidad que tengan respecto de otros comprobantes fiscales que hayan emitido sin contar con los 
activos, personal, infraestructura o capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los servicios o 
producir, comercializar o entregar los bienes que ampararon tales comprobantes, por lo cual, se dejan a salvo 
las facultades de la autoridad fiscal. 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 03 de mayo de 2023.- Administrador Central de Fiscalización Estratégica, C.P. José 
Alfredo Pérez Astorga.- Rúbrica. 
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EXTRACTO de la Segunda Modificación al Título de Concesión Nacional NUM.SAT.AGRS. CONCESIÓN.002/22 
para administrar las devoluciones del Impuesto al Valor Agregado (l.V.A.), a los Extranjeros con calidad de 
turistas, de conformidad con la Ley General de Población (hoy Ley de Migración), que retornen al extranjero por 
vía aérea o marítima, que les haya sido trasladado en la adquisición de mercancías. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Servicio de Administración Tributaria.- Administración General de Recursos y 
Servicios.- Administración Central de Apoyo Jurídico de Recursos y Servicios.- 
SAT.AGRS.CONCESIÓN.002/22-M2. 

Extracto de la SEGUNDA MODIFICACIÓN AL TÍTULO DE CONCESIÓN NACIONAL NUM.SAT.AGRS. 
CONCESIÓN.002/22 para administrar las devoluciones del Impuesto al Valor Agregado (l.V.A.), a los 
Extranjeros con calidad de turistas, de conformidad con la Ley General de Población (hoy Ley de Migración), 
que retornen al extranjero por vía aérea o marítima, que les haya sido trasladado en la adquisición  de 
mercancías. 

A efecto de dar cumplimiento a lo dispuesto en la Condición CUARTA de la “SEGUNDA MODIFICACIÓN 
AL TÍTULO DE CONCESIÓN NACIONAL NUM.SAT.AGRS. CONCESIÓN.002/22-M2”, otorgada con fecha 
22 de marzo de 2023; se realiza la presente publicación en los siguientes términos: 

«SEGUNDA MODIFICACIÓN AL TÍTULO DE CONCESIÓN NACIONAL QUE OTORGA EL 

GOBIERNO FEDERAL, A TRAVÉS DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, ÓRGANO 

ADMINISTRATIVO DESCONCENTRADO DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO 

PÚBLICO, EN LO SUBSECUENTE “EL SAT”, POR CONDUCTO DE LA ADMINISTRADORA 

CENTRAL DE APOYO JURÍDICO DE RECURSOS Y SERVICIOS LIC. MAYRA ALICIA ALVARADO 

CRUZ; RESPECTO DEL TÍTULO DE CONCESIÓN NACIONAL NUM.SAT.AGRS.CONCESIÓN.002/22, 

EN ADELANTE “EL TÍTULO”; OTORGADO A FAVOR DE LA PERSONA JURÍDICA SHOPPING 

NETWORK MÉXICO, S.A. DE C.V., EN ADELANTE “EL CONCESIONARIO”, REPRESENTADA POR 

EL C. PEDRO WALTER BUCHANAN SMITH; PARA ADMINISTRAR LAS DEVOLUCIONES DEL 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO, A LOS EXTRANJEROS CON CALIDAD DE TURISTAS, DE 

CONFORMIDAD CON LA LEY GENERAL DE POBLACIÓN (HOY LEY DE MIGRACIÓN), QUE 

RETORNEN AL EXTRANJERO POR VÍA AÉREA O MARÍTIMA, QUE LES HAYA SIDO TRASLADADO 

EN LA ADQUISICIÓN DE MERCANCÍAS (…) 

En atención a lo antes expuesto, de conformidad con las reglas Séptima y Trigésima 
Novena de “LAS REGLAS” y condición 21. Modificación de Condiciones de  “EL 
TÍTULO”, se consideró procedente la solicitud formulada por “EL CONCESIONARIO”, en 
virtud de que el mismo, acreditó las gestiones realizadas para aperturar el punto de salida 
en el Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México; sin embargo, por causas no 
imputables a “EL CONCESIONARIO”, no formalizó contrato de arrendamiento para la 
habilitación y operación de dicho punto de salida; ya que como se desprende de la 
evidencia documental que obra en el expediente correspondiente, la mencionada terminal 
área no cuenta con espacios a corto y mediano plazo, para otorgar en arrendamiento un 
lugar a “EL CONCESIONARIO”, para el establecimiento del punto de salida. 

(…) 

CONDICIONES: 

PRIMERA. Quedan sin modificación alguna los antecedentes y condiciones establecidas en 
“EL TÍTULO”, así como en su “LA PRIMERA MODIFICACIÓN”, con excepción de la 
Condición “3. Prestación de los Servicios”. 

SEGUNDA. CONTINUIDAD DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES. -  “EL 
CONCESIONARIO” acepta y se obliga a que además de lo estipulado en la presente 
Modificación, continuaran vigentes con toda su fuerza legal, las condiciones contenidas en 
“EL TÍTULO”, así como en la “LA PRIMERA MODIFICACIÓN” al mismo, por lo que resulta 
de observancia obligatoria en todos sus términos incluyendo aquellas condiciones 
referentes a los plazos de la concesión. 

TERCERA. OBJETO DE LA MODIFICACIÓN. – El Gobierno Federal a través  de “EL 
SAT”, modifica la Condición “3. Prestación de los Servicios” de “EL TÍTULO” y la “LA 
PRIMERA MODIFICACIÓN” al mismo, por lo que de conformidad con  “LAS REGLAS”, 
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“EL CONCESIONARIO”, deberá continuar prestando los servicios en los doce (12) Puntos 
de Salida de los tres (3) Conglomerados Centro-Norte, Pacífico, y Sureste, conforme a lo 
siguiente: 

Puntos de salida a cubrir dentro del período de sesenta (60) días naturales contados a 
partir del otorgamiento de la concesión: 

Terminales aéreas 

 Aeropuerto Internacional Felipe Ángeles, Santa Lucía. 

 Internacional de Cancún, Quintana Roo. 

 Miguel Hidalgo y Costilla, Guadalajara, Jal. 

Puntos de salida a cubrir dentro del período de ciento ochenta (180) días naturales 
contados a partir del otorgamiento de la concesión: 

Terminales aéreas 

 Internacional de Cozumel, Q. Roo. 

Terminales marítimas 

 Cozumel, Quintana Roo. 

 Majahual, Quintana Roo. 

Puntos de salida a cubrir dentro del período de setecientos veinte (720) días naturales 
contados a partir del otorgamiento de la concesión 

Terminales aéreas 

 Lic. Manuel Crescencio Rejón, Mérida, Yuc. 

Terminales marítimas 

 Playa del Carmen, Q. Roo. 

 Muelle Cabo San Lucas, La Paz, B.C.S. 

 Puerto Vallarta, Jalisco. 

 Progreso, Yucatán. 

 Puerto Morelos, Q. Roo. 

CUARTA. PUBLICACIÓN. - “EL CONCESIONARIO”, deberá tramitar, a su costa, la 
publicación en el D.O.F. del extracto de la presente Modificación, que le autorice “EL SAT” 
y en dos periódicos de mayor circulación; asimismo, deberá realizar la publicación en su 
portal de Internet. 

QUINTA. MODIFICACIÓN DE LA GARANTÍA. - “EL CONCESIONARIO”, deberá presentar 
en el término de veinte (20) días hábiles contados a partir del otorgamiento de la presente 
Modificación a “EL TÍTULO”, el documento en el que se reconozca por parte de la 
afianzadora dicha reforma y garantice el cumplimiento de las obligaciones contenidas tanto 
en “EL TÍTULO” como en “LA PRIMERA MODIFICACIÓN”, así como en el presente 
documento. 

(…)» 

LA PRESENTE MODIFICACIÓN DE TÍTULO DE CONCESIÓN NUM.SAT.AGRS.CONCESIÓN.002/22, 
SE EMITE POR DUPLICADO EN LA CIUDAD DE MÉXICO, EL DÍA 22 DE MARZO DE 2023. 

Se expide la presente constancia en la Ciudad de México, a los 22 días del mes de marzo de 2023.– 
Conste. 

La Administradora Central de Apoyo Jurídico de Recursos y Servicios, Lic. Mayra Alicia Alvarado  Cruz.- 
Rúbrica. 

(R.- 536453) 
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SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES 
ACUERDO por el que se destina al servicio del Municipio de Santa María Huatulco, Oaxaca, la superficie de 
589.16 m2 de zona federal marítimo terrestre, ubicada en Paseo Santa Cruz, Bahía Santa Cruz, Municipio de 
Santa María Huatulco, Estado de Oaxaca, para uso recreativo, eventos deportivos y culturales, sin autorización 
para realizar ninguna obra o instalación. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales. 

MARÍA LUISA ALBORES GONZÁLEZ, Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos 32 Bis fracción VIII de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal; 3 fracción II, 6 fracción II, 7 fracción V, 9, 13, 42 fracción XIII, 59 fracción IV, 61, 62, 66, 68, 

69, 70 y 71 de la Ley General de Bienes Nacionales; 5o, 6o, 22, 23 y 35 del Reglamento para el Uso y 

Aprovechamiento del Mar Territorial, Vías Navegables, Playas, Zona Federal Marítimo Terrestre y Terrenos 

Ganados al Mar; 5, 6 fracción XXVII y 19 fracción XIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Medio 

Ambiente y Recursos Naturales, y 

CONSIDERANDO 

Que dentro de los bienes de dominio público de la Federación, se encuentra una superficie 589.16 m2 de 

zona federal marítimo terrestre, ubicada en Paseo Santa Cruz, Bahía Santa Cruz, Municipio de Santa María 

Huatulco, Estado de Oaxaca, la cual se identifica en el plano de levantamiento topográfico sin clave, 

elaborado a escala 1:250, en marzo de 2018, el cual se ajusta a la delimitación oficial vigente con clave 

BH/OAX/2013/12, hoja 12 de 14, elaborado a escala 1:1,000, en abril de 2013, zona UTM 14, con un Datum 

de referencia WGS84, que obra en el expediente 971/OAX/2018 del archivo de la Dirección General de Zona 

Federal Marítimo Terrestre y Ambientes Costeros, cuya descripción técnico-topográfica está señalada en el 

artículo primero de este Acuerdo. 

Que el Municipio de Santa María Huatulco, Oaxaca, mediante solicitud recibida con fecha 4 de mayo de 

2018, pidió se le destine la superficie descrita en el considerando anterior, para uso recreativo, eventos 

deportivos y culturales. 

Que mediante oficio N° PM/JHC/002/2018 de fecha 17 de abril de 2018, el H. Ayuntamiento de Santa 

María Huatulco, Estado de Oaxaca, emitió constancia que acredita la compatibilidad del uso del suelo para la 

superficie solicitada en destino. 

Que la Dirección General de Zona Federal Marítimo Terrestre y Ambientes Costeros, emitió las opiniones 

técnicas N° DDPIF-13/2023 de fecha 31 de enero de 2023, de la Dirección de Delimitación, Padrón e 

Instrumentos Fiscales y la N° SRA-DGZFMTAC-DMIAC-54/2023 de fecha 16 de febrero de 2023, por la 

Dirección de Manejo Integral de Ambientes Costeros, por lo que determinó que la solicitud realizada por el 

Municipio de Santa María Huatulco, Oaxaca, cumple técnica y ambientalmente con los requerimientos 

establecidos en la normatividad vigente. 

Que en virtud de que Municipio de Santa María Huatulco, Oaxaca, conforme a los artículos 62 de la Ley 

General de Bienes Nacionales y 22 del Reglamento para el Uso y Aprovechamiento del Mar Territorial, Vías 

Navegables, Playas, Zona Federal Marítimo Terrestre y Terrenos Ganados al Mar, ha integrado debidamente 

su solicitud de destino y siendo propósito del Ejecutivo Federal dar el óptimo aprovechamiento al patrimonio 

inmobiliario federal, dotando en la medida de lo posible a las dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal, Estatal o Municipal con los inmuebles que requieran para la atención de los servicios públicos 

a su cargo, he tenido a bien expedir el siguiente: 
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ACUERDO 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se destina al servicio del Municipio de Santa María Huatulco, Oaxaca, la 

superficie de 589.16 m2 de zona federal marítimo terrestre, ubicada en Paseo Santa Cruz, Bahía Santa Cruz, 

Municipio de Santa María Huatulco, Estado de Oaxaca, para uso recreativo, eventos deportivos y culturales, 

sin autorización para realizar ninguna obra o instalación, cuya descripción técnico-topográfica es la siguiente: 

Cuadro de coordenadas de zona federal marítimo terrestre 

V 
COORDENADAS 

X Y 

1 807678.3557 1743879.9013 

2 807674.7504 1743899.6305 

3 807707.4013 1743908.1563 

4 807702.7096 1743886.2609 

1 807678.3557 1743879.9013 

SUPERFICIE TOTAL: 589.16 m2 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Este Acuerdo únicamente confiere al Municipio de Santa María Huatulco, 

Oaxaca, el derecho de usar la superficie destinada al cumplimiento del objeto señalado en el artículo primero 

del presente instrumento, no transmite la propiedad ni crea derecho real alguno a favor del destinatario, en 

términos de lo dispuesto por la Ley General de Bienes Nacionales y demás ordenamientos jurídicos 

aplicables. 

ARTÍCULO TERCERO.- La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en cualquier momento, 

podrá delimitar nuevamente la zona federal marítimo terrestre, motivo por el cual las coordenadas de los 

vértices, rumbos y distancias de la poligonal que integra la superficie destinada, podrán ser modificadas. 

ARTÍCULO CUARTO.- En caso de que el Municipio de Santa María Huatulco, Oaxaca, diera a la 

superficie de zona federal marítimo terrestre que se destina, un aprovechamiento distinto al previsto en este 

Acuerdo, sin la previa autorización de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, o dejara de 

utilizarla o necesitarla, dicho bien con todas sus mejoras y accesiones se retirará de su servicio para ser 

administrado por esta última. 

ARTÍCULO QUINTO.- La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, por conducto de la 

Dirección General de Zona Federal Marítimo Terrestre y Ambientes Costeros, en el ámbito de sus 

atribuciones, vigilará el estricto cumplimiento del presente Acuerdo. 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  de la 

Federación. 

Dado en la Ciudad de México, a 3 de mayo de 2023.- La Secretaria de Medio Ambiente y Recursos 

Naturales, María Luisa Albores González.- Rúbrica. 
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ACUERDO por el que se destina al servicio del Municipio de Bacalar, Quintana Roo, la superficie de 1,995.39 m2 
de zona federal marítimo terrestre, ubicada en calle Panche’el, kilómetro 33+478 de la carretera Mahahual-La 
Casona, playa el Sargazal, Municipio de Bacalar, Estado de Quintana Roo, para uso de playa pública, recreación y 
esparcimiento, sin autorización para realizar ninguna obra o instalación. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales. 

MARÍA LUISA ALBORES GONZÁLEZ, Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos 32 Bis fracción VIII de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal; 3 fracción II, 6 fracción II, 7 fracción V, 9, 13, 42 fracción XIII, 59 fracción IV,61, 62, 66, 68, 

69, 70 y 71 de la Ley General de Bienes Nacionales; 5o, 6o, 22, 23 y 35 del Reglamento para el Uso y 

Aprovechamiento del Mar Territorial, Vías Navegables, Playas, Zona Federal Marítimo Terrestre y Terrenos 

Ganados al Mar; 5 y 6 fracción XXVII y 19 fracción XIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Medio 

Ambiente y Recursos Naturales, y 

CONSIDERANDO 

Que dentro de los bienes de dominio público de la Federación, se encuentra una superficie de 1,995.39 m2 

de zona federal marítimo terrestre, ubicada en calle Panche’el, kilómetro 33+478 de la carretera Mahahual-La 

Casona, playa el Sargazal, Municipio de Bacalar, Estado de Quintana Roo, la cual se identifica en el plano de 

levantamiento topográfico con clave N° Bac_2019, hoja 1 de 1, elaborado a escala 1:1,000, en septiembre de 

2019, el cual se ajusta a la delimitación oficial con clave N° 23010/2017/06, hojas 7 y 8 de 11, elaborado a 

escala 1:2,000, en octubre de 2017, basado en un sistema de coordenadas UTM, zona 16, con un Datum de 

referencia WGS84, que obra en el expediente 1553/QROO/2019 del archivo de la Dirección General de Zona 

Federal Marítimo Terrestre y Ambientes Costeros, cuya descripción técnico-topográfica está señalada en el 

artículo primero de este Acuerdo. 

Que el Municipio de Bacalar, Quintana Roo, mediante solicitud recibida con fecha 26 de noviembre de 

2019, pidió se le destine la superficie descrita en el considerando anterior, para uso de playa pública, 

recreación y esparcimiento. 

Que mediante oficio N° MB/TM/134/IX/2019 de fecha 3 de septiembre de 2019, la Tesorería Municipal del 

H. Ayuntamiento de Bacalar, Estado de Quintana Roo, emitió constancia que acredita la compatibilidad  del 

uso del suelo para la superficie solicitada en destino. 

Que la Dirección General de Zona Federal Marítimo Terrestre y Ambientes Costeros, emitió las opiniones 

técnicas N° 93/21 de fecha 12 de noviembre de 2021, de la Dirección de Delimitación, Padrón e Instrumentos 

Fiscales y la N° SGPA-DGZFMTAC-DMIAC-182/2021 de fecha 2 de junio de 2021, por la Dirección de Manejo 

Integral de Ambientes Costeros, por lo que determinó que la solicitud realizada por el Municipio de Bacalar, 

Quintana Roo, cumple técnica y ambientalmente con los requerimientos establecidos en la  normatividad 

vigente. 

Que en virtud de que el Municipio de Bacalar, Quintana Roo, ha integrado debidamente su solicitud de 

destino, conforme a los artículos 62 de la Ley General de Bienes Nacionales y 22 del Reglamento para el Uso 

y Aprovechamiento del Mar Territorial, Vías Navegables, Playas, Zona Federal Marítimo Terrestre y Terrenos 

Ganados al Mar, y siendo propósito del Ejecutivo Federal dar el óptimo aprovechamiento al patrimonio 

inmobiliario federal, dotando en la medida de lo posible a las dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal, Estatal o Municipal con los inmuebles que requieran para la atención de los servicios públicos 

a su cargo, he tenido a bien expedir el siguiente: 
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ACUERDO 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se destina al servicio del Municipio de Bacalar, Quintana Roo, la superficie de 

1,995.39 m2 de zona federal marítimo terrestre, ubicada en calle Panche’el, kilómetro 33+478 de la carretera 

Mahahual-La Casona, playa el Sargazal, Municipio de Bacalar, Estado de Quintana Roo, para uso de playa 

pública, recreación y esparcimiento, sin autorización para realizar ninguna obra o instalación, cuya descripción 

técnico-topográfica es la siguiente: 

Cuadro de coordenadas de zona federal marítimo terrestre 

V 
COORDENADAS 

X Y 

Vpm1 438400.1710 2103014.7490 

Vpm2 438398.3370 2102997.5250 

Vpm3 438395.3110 2102965.4680 

Vpm4 438388.6720 2102943.4200 

Vpm5 438375.0660 2102919.5450 

Vzf1 438358.3470 2102930.5960 

Vzf2 438370.1740 2102951.3560 

Vzf3 438375.5870 2102969.3290 

Vzf4 438381.2940 2103026.3800 

Vpm1 438400.1710 2103014.7490 

SUPERFICIE TOTAL: 1,995.39 m² 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Este Acuerdo únicamente confiere al Municipio de Bacalar, Quintana Roo, el 

derecho de usar la superficie destinada al cumplimiento del objeto señalado en el artículo primero del presente 

instrumento, no transmite la propiedad ni crea derecho real alguno a favor del destinatario, en términos de lo 

dispuesto por la Ley General de Bienes Nacionales y demás ordenamientos jurídicos aplicables. 

ARTÍCULO TERCERO.- La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en cualquier momento, 

podrá delimitar nuevamente la zona federal marítimo terrestre, motivo por el cual las coordenadas de los 

vértices, rumbos y distancias de la poligonal que integra la superficie destinada, podrán ser modificadas. 

ARTÍCULO CUARTO.- En caso de que el Municipio de Bacalar, Quintana Roo, diera a la superficie de 

zona federal marítimo terrestre que se destina, un aprovechamiento distinto al previsto en este Acuerdo, sin la 

previa autorización de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, o dejara de utilizarla o 

necesitarla, dicho bien con todas sus mejoras y accesiones se retirará de su servicio para ser administrado 

por esta última. 

ARTÍCULO QUINTO.- La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, por conducto de la 

Dirección General de Zona Federal Marítimo Terrestre y Ambientes Costeros, en el ámbito de sus 

atribuciones, vigilará el estricto cumplimiento del presente Acuerdo. 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Dado en la Ciudad de México, a 3 de mayo de 2023.- La Secretaria de Medio Ambiente y Recursos 

Naturales, María Luisa Albores González.- Rúbrica. 
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ACUERDO por el que se destina al servicio del Municipio de Progreso, Yucatán, la superficie de 191.836 m2 de 
zona federal marítimo terrestre, ubicada en la calle 69, avenida Malecón de Progreso, por calle 66, Municipio de 
Progreso, Estado de Yucatán, para andador, rampa de madera y dos palapas para sombra, instalaciones sin 
cimentación y fácilmente removibles, para uso de acceso y playa pública incluyente para personas con 
discapacidad, con actividades deportivas, recreativas y culturales, sin autorización para realizar ninguna obra o 
instalación adicional. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales. 

MARÍA LUISA ALBORES GONZÁLEZ, Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con 
fundamento en lo dispuesto por los artículos 32 Bis fracción VIII de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal; 3 fracción II, 6 fracción II, 7 fracción V, 9, 13, 42 fracción XIII, 59 fracción IV, 61, 62, 66, 68, 
69, 70 y 71 de la Ley General de Bienes Nacionales; 5o, 6o, 22, 23 y 35 del Reglamento para el Uso y 
Aprovechamiento del Mar Territorial, Vías Navegables, Playas, Zona Federal Marítimo Terrestre y Terrenos 
Ganados al Mar; 5, 6 fracción XXVII y 19 fracción XIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, y 

CONSIDERANDO 

Que dentro de los bienes de dominio público de la Federación, se encuentra una superficie de 191.836 m2 
de zona federal marítimo terrestre, ubicada en la calle 69, avenida Malecón de Progreso, por calle 66, 
Municipio de Progreso, Estado de Yucatán, la cual se identifica en el plano de levantamiento topográfico con 
clave N° Topo-1, hoja 1 de 1, elaborado a escala 1:150, en abril de 2019, el cual se ajusta a la delimitación 
oficial vigente, con clave SC/NOV/2006, hoja 21 de 28, elaborado a escala 1:1,000, en noviembre de 2006, 
basado en un sistema de coordenadas UTM, zona 16, con un Datum de referencia WGS84, que obra en el 
expediente 1094/YUC/2019 del archivo de la Dirección General de Zona Federal Marítimo Terrestre y 
Ambientes Costeros, cuya descripción técnico-topográfica está señalada en el artículo primero de este 
Acuerdo. 

Que el Municipio de Progreso, mediante solicitud recibida con fecha 29 de julio de 2019, pidió se le destine 
la superficie descrita en el considerando anterior, en la cual se encuentran un andador de madera y una 
rampa de madera para acceso y dos palapas para sombra, instalaciones sin cimentación y fácilmente 
removibles, para uso de acceso y playa pública incluyente para personas con discapacidad, con actividades 
deportivas, recreativas y culturales. 

Que mediante oficio N° CCUS 060/22 de fecha 27 de septiembre de 2022, el Director de Desarrollo 
Urbano y Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Progreso, Estado de Yucatán, emitió constancia que 
acredita la compatibilidad del uso del suelo para la superficie solicitada en destino. 

Que la Dirección General de Zona Federal Marítimo Terrestre y Ambientes Costeros, emitió las opiniones 
técnicas N° DDPIF-56/22 de fecha 20 de mayo de 2022, de la Dirección de Delimitación, Padrón e 
Instrumentos Fiscales y la N° SRA-DGZFMTAC-DMIAC-73/2023 de fecha 24 de febrero de 2023, por la 
Dirección de Manejo Integral de Ambientes Costeros, por lo que determinó que la solicitud realizada por el 
Municipio de Progreso, Yucatán, cumple técnica y ambientalmente con los requerimientos establecidos en la 
normatividad vigente. 

Que en virtud de que el Municipio de Progreso, Yucatán, ha integrado debidamente su solicitud de destino, 
conforme a los artículos 62 de la Ley General de Bienes Nacionales y 22 del Reglamento para el Uso y 
Aprovechamiento del Mar Territorial, Vías Navegables, Playas, Zona Federal Marítimo Terrestre y Terrenos 
Ganados al Mar, y siendo propósito del Ejecutivo Federal dar el óptimo aprovechamiento al patrimonio 
inmobiliario federal, dotando en la medida de lo posible a las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal, Estatal o Municipal con los inmuebles que requieran para la atención de los servicios públicos 
a su cargo, he tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se destina al servicio del Municipio de Progreso, Yucatán, la superficie de 
191.836 m2 de zona federal marítimo terrestre, ubicada en la calle 69, avenida Malecón de Progreso, por calle 
66, Municipio de Progreso, Estado de Yucatán, para andador, rampa de madera y dos palapas para sombra, 
instalaciones sin cimentación y fácilmente removibles, para uso de acceso y playa pública incluyente para 
personas con discapacidad, con actividades deportivas, recreativas y culturales, sin autorización para realizar 
ninguna obra o instalación adicional, cuya descripción técnico-topográfica es la siguiente: 
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Cuadro de coordenadas de zona federal marítimo terrestre 

V 
Coordenadas 

X Y 

1 224445.5401 2356437.2359 

2 224446.0013 2356427.3752 

3 224443.3536 2356427.3827 

4 224439.0040 2356427.1887 

5 224434.6396 2356426.4422 

6 224428.1570 2356424.8021 

7 224427.4872 2356436.9859 

PM747 224432.5673 2356437.1657 

1 224445.5401 2356437.2359 

SUPERFICIE TOTAL: 191.836 m² 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Este Acuerdo únicamente confiere al Municipio de Progreso, Yucatán, el derecho 

de usar la superficie destinada al cumplimiento del objeto señalado en el artículo primero del presente 

instrumento, no transmite la propiedad ni crea derecho real alguno a favor del destinatario, en términos de lo 

dispuesto por la Ley General de Bienes Nacionales y demás ordenamientos jurídicos aplicables. 

ARTÍCULO TERCERO.- La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en cualquier momento, 

podrá delimitar nuevamente la zona federal marítimo terrestre, motivo por el cual las coordenadas de los 

vértices, rumbos y distancias de la poligonal que integra la superficie destinada, podrán ser modificadas. 

ARTÍCULO CUARTO.- En caso de que el Municipio de Progreso, Yucatán, diera a la superficie de zona 

federal marítimo terrestre que se destina, un aprovechamiento distinto al previsto en este Acuerdo, sin la 

previa autorización de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, o dejara de utilizarla o 

necesitarla, dicho bien con todas sus mejoras y accesiones se retirará de su servicio para ser administrado 

por esta última. 

ARTÍCULO QUINTO.- Las actividades autorizadas en la superficie que se destina al servicio del Municipio 

de Progreso, Yucatán, es sin perjuicio de que se obtengan las autorizaciones federales, estatales y 

municipales que correspondan; asimismo se deberán de ajustar a las disposiciones vigentes de protección  al 

ambiente. 

ARTÍCULO SEXTO.- El Municipio de Progreso, Yucatán, deberá de mantener en óptimas condiciones de 

higiene la superficie solicitada. 

ARTÍCULO SÉPTIMO.- La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, por conducto de la 

Dirección General de Zona Federal Marítimo Terrestre y Ambientes Costeros, en el ámbito de sus 

atribuciones, vigilará el estricto cumplimiento del presente Acuerdo. 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Dado en la Ciudad de México, a 3 de mayo de 2023.- La Secretaria de Medio Ambiente y Recursos 

Naturales, María Luisa Albores González.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE INFRAESTRUCTURA, COMUNICACIONES Y 
TRANSPORTES 

DECRETO por el que se expropia por causa de utilidad pública la superficie que se indica a favor de la 
Federación, para llevar a cabo la construcción de los Centros de Transferencia Modal 1, 3, 4 y 6 de la línea 1 del 
Tren Suburbano, correspondiente a terrenos de propiedad privada ubicados en los municipios de Tultitlán, 
Tultepec y Nextlalpan, estado de México (Segunda publicación). 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 

facultad que me confiere el artículo 89, fracción l, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, con fundamento en los artículos 27 y 28 de la propia constitución; 36 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal; 1o., fracciones III y XII, 2o., 3o., 4o., 7o., 8 Bis, 9o., 10, 19 y 20 de la Ley de 

Expropiación; 25 de la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario; 143, fracción VII de la Ley General de 

Bienes Nacionales, y 

CONSIDERANDO 

Que el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que “La 

propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional, corresponde 

originariamente a la Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los 

particulares, constituyendo la propiedad privada” y que “Las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de 

utilidad pública y mediante indemnización”; en tanto que el artículo 28 de la misma constitución, en su párrafo 

cuarto, señala expresamente que “…los ferrocarriles son áreas prioritarias para el desarrollo nacional en los 

términos del artículo 25 de esta Constitución; el Estado al ejercer en ellas su rectoría, protegerá la seguridad y 

la soberanía de la Nación”; 

Que la Ley de Expropiación establece que procede la expropiación, previa declaratoria de utilidad pública, 

y mediante la indemnización a quien en derecho corresponda (artículos 2o. y 4o.); 

Que la citada ley es de interés público, y establece como causas de utilidad pública las “construcciones … 

de cualquier obra destinada a prestar servicios de beneficio colectivo” y “los demás casos previstos por leyes 

especiales” (artículo 1o. fracciones III y XII); 

Que la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario prevé que “es de utilidad pública la construcción, 

conservación y mantenimiento de las vías férreas” (artículo 25); 

Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 12 

de julio de 2019, establece los programas y proyectos que constituyen las prioridades de atención estratégica 

a problemas públicos identificados, y expone como una de las tareas centrales impulsar la reactivación de la 

economía para que vuelva a crecer a tasas aceptables, y se fortalezca el mercado interno y el empleo a través 

de programas sectoriales, proyectos regionales y obras de infraestructura; 

Que conforme a dicho plan el Aeropuerto Internacional Civil y Militar "General Felipe Ángeles" se suma a 

la infraestructura aeroportuaria para conformar una triada de terminales aéreas con el Aeropuerto 

Internacional Benito Juárez, Ciudad de México y el Aeropuerto Internacional de Toluca, estado de México; 

Que el Programa Sectorial de Comunicaciones y Transportes 2020-2024, publicado en el DOF el 2 de julio 

de 2020, establece como acción puntual la de “colaborar en el desarrollo del proyecto del aeropuerto de 

General Felipe Ángeles, en Santa Lucía, en materia de normatividad, estándares nacionales e internacionales 

de eficiencia y seguridad”; 

Que a efecto de garantizar la conectividad desde y hacia el Aeropuerto Internacional Civil y Militar 

"General Felipe Ángeles", la Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes (SICT) tiene a su 

cargo la elaboración del proyecto para la ampliación de la Línea 1 del Tren Suburbano de la estación Lechería 

a la de Santa Lucía, lo que permitirá contar con un servicio ferroviario de transporte masivo de pasajeros, 

eléctrico, competitivo, eficiente y seguro. Además reducirá los costos y tiempo de recorrido de personas que 
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viajen de la zona metropolitana del Valle de México al Aeropuerto Internacional Civil y Militar “General Felipe 

Ángeles”, y viceversa; disminuirá los accidentes y contaminación ambiental en la zona, por tratarse de un 

medio de transporte eléctrico, e impulsará el desarrollo urbano, lo que significa un mayor bienestar social a los 

habitantes de la región; 

Que en la ruta de la Línea 1 del Tren Suburbano, se prevé la construcción de 6 estaciones intermedias 

para el ascenso y descenso de pasajeros, cuyos andenes se ubicarán entre las dos vías de ferrocarril para 

pasajeros, cada estación contará con una pasarela elevada que conecte con los Centros de Transferencia 

Modal 1, 2, 3, 4, 5 y 6, previstos para cada estación, los cuales tienen la función de ser espacios donde 

coinciden varios medios de transporte público y concesionado para dar el servicio adecuado a las personas 

que harán uso del sistema del Tren Suburbano, mismas que contarán con una zona para las maniobras de los 

vehículos, para permitir el ascenso y descenso de los pasajeros. Se tendrá una caseta para el cobro del peaje 

y una zona de estacionamiento para los pasajeros que utilicen su propio vehículo para acceder al Tren 

Suburbano; 

Que para determinar la superficie necesaria de cada uno de los Centros de Transferencia Modal, se 

tomaron en consideración las condiciones en las que opera el sistema actual del Tren Suburbano, factores de 

densidad urbana y que los predios tengan la menor afectación posible a la infraestructura establecida, así 

como la demanda inicial que se espera, las proyecciones a futuro de afluencia de la estaciones y las 

condiciones de crecimiento futuro de la zona donde estarán ubicados. Además, con la construcción de los 

Centros de Transferencia Modal 1, 2, 3, 4, 5 y 6, se realizarán adecuaciones al entorno urbano de las 

estaciones intermedias propuestas para facilitar el acceso a las mismas en distintos modos de transporte, las 

cuales consideran la adecuación de calles, superficie de rodamiento, señalamiento horizontal y vertical, 

implementación de semáforos peatonales y vehiculares, bahías de ascenso y descenso y rampas de acceso a 

los Centros de Transferencia Modal; 

Que resulta primordial ofrecer movilidad eficiente y segura a los habitantes y visitantes de la localidad, en 

especial a aquéllos que tienen incidencia directa con el Aeropuerto Internacional Civil y Militar “General Felipe 

Ángeles”. Para ello establecerá la construcción y modernización de redes viales a diferentes escalas, las 

cuales incluyen la red ferroviaria de apoyo a las actividades que comprende la construcción de los Centros de 

Transferencia Modal; 

Que el Gobierno federal, por conducto de la SICT, lleva a cabo las acciones necesarias para la adquisición 

de los terrenos necesarios para la construcción de los Centros de Transferencia Modal 1, 2, 3, 4 y 6 ubicados 

en los municipios de Tultitlán, Tultepec y Nextlalpan, estado de México, toda vez que ya se adquirieron dos 

predios por compraventa para el Centro de Transferencia Modal 5; 

Que la SICT integró el expediente de expropiación número 02/MEX/2022, en el cual constan los 

dictámenes técnicos y estudios realizados, mismos que señalan que la superficie descrita es la más apropiada 

e idónea para la construcción de los Centros de Transferencia Modal 1, 2, 3, 4 y 6; 

Que, de las constancias que integran el expediente de expropiación número 02/MEX/2022, se advierte que 

los bienes inmuebles que integra la superficie tienen naturaleza jurídica de propiedad privada y se sustenta el 

motivo de su inclusión en el presente decreto; 

Que la SICT emitió la "Declaratoria de utilidad pública de la superficie de 137,642,0796 metros cuadrados, 

ubicada en los municipios de Tultitlán, Tultepec y Nextlalpan, Estado de México, para la construcción de los 

Centros de Transferencia Modal 1, 2, 3, 4 y 6”, publicada en el DOF el 4 de enero de 2023 y su segunda 

publicación el 10 de ese mes y año, así como en el diario “Milenio”, el 4 y 10 de enero de 2023; 

Que de conformidad con los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

la SICT cumplió con el procedimiento establecido en la Ley de Expropiación y otorgó garantía de audiencia 

previa a los propietarios de la superficie objeto del presente decreto; 
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Que, el 14 de octubre y 30 de noviembre, de 2022, y 25 de febrero de 2023, la SICT celebró tres 

convenios de ocupación previa con algunos de los afectados, en los que se le autorizó ocupar a título gratuito 

la superficie materia de los convenios hasta la expedición del decreto respectivo, así como un pago como 

anticipo y a cuenta de la indemnización que proceda una vez decretada la expropiación; 

Que el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales emitió los dictámenes valuatorios en los 

que se determinó el monto unitario por metro cuadrado a indemnizar por la expropiación de la superficie de 

cada una de lo de los Centros de Transferencia Modal a que se refiere el presente decreto, por lo que con 

base en dicho avalúo procede pagar la indemnización a los afectados en la parte que les corresponda y en el 

que se considere el pago anticipado; 

Que, el 8 de marzo de 2023, el titular de la SICT emitió resolución número 1.-105 en términos del artículo 

2o., fracciones V y VI, de la Ley de Expropiación, en la que, por una parte, modifica la declaratoria de utilidad 

pública citada y excluye la superficie de 23,815.1509 m2, ubicada en el municipio de Tultitlán, estado de 

México, correspondiente al Centro de Transferencia Modal 2 y por otra parte, confirma la declaratoria de 

causa de utilidad pública respecto a las superficies de 16,209.6570 m2 y 22,264.4172 m2, ubicadas en el 

municipio de Tultitlán, estado de México, correspondiente a los Centros de Transferencia Modal 1 y 4; 

Que, el 8 de marzo de 2023, el titular de la SICT emitió resoluciones número 1.-000108 y 1.-000110, en 

términos del artículo 2o., fracciones V y VI, de la Ley de Expropiación, en las que confirma la declaratoria de 

utilidad pública respecto de las superficies de 14,335.13000 m2 y 48,028.9900 m2, ubicadas en el municipio de 

Nextlalpan, estado de México, correspondiente al Centro de Transferencia Modal 6; 

Que, el 10 de marzo de 2023, el titular de la SICT emitió resolución número 1.-000121, en términos del 

artículo 2o., fracciones V y VI, de la Ley de Expropiación, en la que confirma declaratoria de utilidad pública 

respecto de la superficie de 12,988.7345 m2, ubicada en el municipio de Tultepec, estado de México, 

correspondiente al Centro de Transferencia Modal 3; 

Que, el 10 de marzo de 2023, la Dirección General de Desarrollo Ferroviario y Multimodal informó a la 

Unidad de Asuntos Jurídicos, ambas de la SICT, mediante oficio 4.3.0.4.-277/2023, que “…realizó trabajos de 

tipografía en campo de los CETRAM 1, 3, 4 y 6 detectando la existencia de algunas diferencias en las 

superficies de los inmuebles correspondientes a los CETRAM 1 y 6”, por lo que señaló que para el Centro de 

Transferencia Modal 1, la superficie de la declaratoria fue de 16,209.65 m2, mientras que la superficie derivada 

del levantamiento es de 16,228.0595 m2, y para el Centro de Transferencia Modal 6, la superficie de la 

declaratoria es de 62,364.1200 m2, para quedar en 62,357.2941 m2; 

Que, el 16 de marzo de 2023, la Dirección General de Desarrollo Ferroviario y Multimodal de la SICT 

emitió dictamen técnico en el que señala que “… se identificaron diferencias respecto a las superficies 

indicadas en la Declaratoria de Utilidad Pública publicada en el DOF los días 4 y 10 de enero de 2023 (…) 

derivado de lo anterior, se establece que las superficies reales a afectar son las determinadas por los 

levantamientos topográficos efectuados en sitio, aclarando que los datos indicados en la Declaratoria de 

Utilidad Pública resultan en los documentos que en su momento presentaron los afectados y/o posesionarios”; 

Que, el 21 de marzo de 2023, el titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la SICT emitió acuerdo 

mediante el cual regulariza el procedimiento administrativo a efecto de que se dictará una nueva resolución 

con base en el dictamen técnico señalado en el considerando anterior; 

Que, el 31 de marzo de 2023, el titular de la SICT emitió resolución número 1.-333, en términos del 

artículo 2o., fracciones V y VI, de la Ley de Expropiación, en la que: modifica la declaratoria de utilidad pública 

citada y excluye la superficie de 23,815.1509 m2, ubicada en el municipio de Tultitlán, estado de México, 

correspondiente al Centro de Transferencia Modal 2; modifica la declaratoria de utilidad pública respecto de 

las superficies de los Centros de Transferencia Modal 1 y 6 para quedar en 16,228.0595 m2 y 62,357.2941 m2, 

respectivamente, ubicadas en los municipios de Tultitlán y Nextlalpan, estado de México, y confirma la 

declaratoria de utilidad pública respecto a las superficies de 12,988.7345 m2 y 22,264.4172 m2, ubicadas en 

los municipios de Tultepec y Tultitlán, respectivamente, estado de México, correspondiente a los Centros de 

Transferencia Modal 3 y 4, y de las cuales es necesario que el Ejecutivo Federal decrete su expropiación en 

términos del artículo 4o. de la citada ley; 
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Que, la superficie que se pretende expropiar es apropiada e idónea para la construcción de los Centros de 

Transferencia Modal 1, 3, 4 y 6, conforme a los planos topográficos de los inmuebles en los que se advierten 

las coordenadas UTM de cada uno de ellos, los cuales se detallan a continuación: 

 

 

CENTRO DE TRANSFERENCIA MODAL 1A 

FRACCIÓN I 
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FRACCIÓN II 
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CENTRO DE TRANSFERENCIA MODAL 1B 

FRACCIÓN I 
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FRACCIÓN II 
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FRACCIÓN III 
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FRACCIÓN IV 
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FRACCIÓN V 
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FRACCIÓN VI 
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FRACCIÓN VII 
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FRACCIÓN VIII 
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FRACCIÓN IX 
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FRACCIÓN X 
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FRACCIÓN XI 
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FRACCIÓN XII 
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FRACCIÓN XIII 
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FRACCIÓN XIV 
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FRACCIÓN XV 
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FRACCIÓN XVI 
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CENTRO DE TRANSFERENCIA MODAL 3 
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CENTRO DE TRANSFERENCIA MODAL 4. 
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CENTRO DE TRANSFERENCIA MODAL 6. 

FRACCIÓN I 
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FRACCIÓN II 
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De lo que resulta la superficie de: 16,228.0595 m2 (dieciséis mil doscientos veintiocho punto quinientos 
noventa y cinco metros cuadrados) correspondientes al Centro de Transferencia Modal 1; 12,988.7345 m2 

(doce mil novecientos ochenta y ocho punto siete mil trescientos cuarenta y cinco metros cuadrados) 
correspondientes al Centro de Transferencia Modal 3; 22,264.4172 m2 (veintidós mil doscientos sesenta y 
cuatro punto cuatro mil ciento setenta y dos metros cuadrados) correspondientes al Centro de Transferencia 
Modal 4; 62,357.2941 m2 (sesenta y dos mil trescientos cincuenta y siete punto dos mil novecientos cuarenta 
y un metros cuadrados) correspondientes al Centro de Transferencia Modal 6. Por lo que en suma, da una 
superficie total a expropiar de 113,838.5053 m2 (ciento trece mil ochocientos treinta y ocho punto cinco mil 
cincuenta y tres metros cuadrados) de propiedad privada; 

Que en términos de los artículos 8 Bis y 9o. de la Ley de Expropiación, deben llevarse a cabo las 
inscripciones correspondientes, y en caso de que los bienes inmuebles materia de la declaratoria de 
expropiación no fueran destinados total o parcialmente al fin que dio causa a la declaratoria respectiva, al 
término de cinco años, los propietarios afectados podrán solicitar a la autoridad que haya tramitado el 
expediente, la reversión total o parcial del bien de que se trate, y 

Que la SICT propuso decretar la expropiación de la superficie para llevar a cabo la construcción de los 
Centros de Transferencia Modal 1, 3, 4 y 6 del Tren Suburbano, y garantizar la conectividad desde y hacia el 
Aeropuerto Internacional Civil y Militar "General Felipe Ángeles", he tenido a bien expedir el siguiente 

DECRETO 

PRIMERO. Se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 113,838.5053 m2 (ciento trece mil 
ochocientos treinta y ocho punto cinco mil cincuenta y tres metros cuadrados) de terrenos de propiedad 
privada ubicados en los municipios de Tultitlán, Tultepec y Nextlalpan, estado de México. 

La expropiación incluye las construcciones e instalaciones que se encuentren en los bienes inmuebles y 
que formen parte de ellos. 

SEGUNDO. La Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes procede a la ocupación 
inmediata de los bienes materia de la expropiación. 

La interposición de cualquier medio de defensa no suspende la ocupación señalada en el párrafo anterior. 

TERCERO. Con motivo de la entrada en vigor del presente decreto, la Secretaría de Infraestructura, 
Comunicaciones y Transportes debe cubrir con su presupuesto autorizado el monto de la indemnización que 
en términos de ley deba pagarse a quienes acrediten su legítimo derecho, de conformidad con los avalúos 
que emitió el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales en los términos señalados en la 
parte considerativa del presente decreto. 

Dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de este decreto, los interesados podrán acudir 
al procedimiento judicial a que se refiere el artículo 11 de la Ley de Expropiación, con el único objeto de 
controvertir el monto de la indemnización. 

CUARTO. Si los bienes a que se refiere el presente decreto no son destinados a la realización de las 
acciones que dieron causa a la expropiación, el afectado podrá solicitar la insubsistencia de la expropiación en 
términos de la normativa aplicable. 

QUINTO. La Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes queda a cargo de la inscripción 
del presente decreto en el Registro Público de la Propiedad Federal y en el Registro de la Propiedad estatal 
que corresponda. 

SEXTO. Notifíquese personalmente a los interesados el presente decreto, así como del avalúo en que se 
fije el monto de la indemnización. En caso de ignorarse el domicilio de estos, realícese una segunda 
publicación en el Diario Oficial de la Federación para que surta los efectos de notificación personal. 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente decreto entra en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo, en Ciudad de México a 17 de mayo de 2023.- Andrés Manuel 
López Obrador.- Rúbrica.- El Secretario de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes, Jorge Nuño 
Lara.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE EDUCACION PUBLICA 
AVISO por el que se da a conocer la publicación en la página web de la Unidad del Sistema para la Carrera de las 
Maestras y los Maestros, de los acuerdos que en el mismo se señalan. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- EDUCACIÓN.- Secretaría 
de Educación Pública.- Unidad del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros. 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 3o., párrafos séptimo y octavo de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 21, 26 y 27 de la Ley General del Sistema para la Carrera de las Maestras 
y los Maestros; 2, apartado B, fracción VI, 46 y 47, fracción VI del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Educación Pública, así como el apartado V, numerales 1 y 2 del Manual de Organización de la Unidad del 
Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros, he tenido a bien emitir el siguiente: 

AVISO POR EL QUE SE DA A CONOCER LA PUBLICACIÓN EN LA PÁGINA WEB DE LA UNIDAD DEL 
SISTEMA PARA LA CARRERA DE LAS MAESTRAS Y LOS MAESTROS, DE LOS ACUERDOS QUE EN EL 

MISMO SE SEÑALAN 

Se comunica a las autoridades de educación básica y media superior y al público en general, para los 
efectos a que haya lugar, que los acuerdos que a continuación se enlistan, se encuentran publicados en la 
página web de la Unidad del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros: 

Denominación y medio de consulta: 

I. Acuerdo que contiene las disposiciones, criterios e indicadores para la realización del proceso de 
admisión en educación básica, ciclo escolar 2023-2024. 

http://public-file-system.usicamm.gob.mx/2023-2024/compilacion/EB/Acuerdo_Admision_EB.pdf 

www.dof.gob.mx/2023/SEP/Acuerdo_Admision_EB.pdf 

Fecha de emisión: 18 de noviembre de 2022. 

II. Acuerdo que contiene las disposiciones, criterios e indicadores para la realización del proceso de 
promoción a funciones directivas o de supervisión en educación básica, ciclo escolar 2023-2024. 

http://public-file-system.usicamm.gob.mx/2023-
2024/compilacion/EB/Acuerdo_PromocionVertical_EB.pdf 

www.dof.gob.mx/2023/SEP/Acuerdo_PromocionVertical_EB.pdf 

Fecha de emisión: 18 de noviembre de 2022. 

III. Acuerdo que contiene las disposiciones, criterios e indicadores para la realización del proceso de 
promoción a horas adicionales en educación básica, ciclo escolar 2023-2024. 

http://public-file-system.usicamm.gob.mx/2023-
2024/compilacion/EB/Acuerdo_PromocionHrsAdc_EB.pdf 

www.dof.gob.mx/2023/SEP/Acuerdo_PromocionHrsAdc_EB.pdf 

Fecha de emisión: 18 de noviembre de 2022. 

IV. Acuerdo que contiene las disposiciones, criterios e indicadores para la realización del proceso de 
admisión en educación media superior, ciclo escolar 2023-2024. 

http://public-file-system.usicamm.gob.mx/2023-2024/compilacion/EMS/Acuerdo_Admision_EMS.pdf 

www.dof.gob.mx/2023/SEP/Acuerdo_Admision_EMS.pdf 

Fecha de emisión: 18 de noviembre de 2022. 

V. Acuerdo que contiene las disposiciones, criterios e indicadores para la realización del proceso de 
promoción a cargos con función directiva o de supervisión en educación media superior, ciclo escolar 
2023-2024. 

http://public-file-system.usicamm.gob.mx/2023-
2024/compilacion/EMS/Acuerdo_PromocionVertical_EMS.pdf 

www.dof.gob.mx/2023/SEP/Acuerdo_PromocionVertical_EMS.pdf 

Fecha de emisión: 18 de noviembre de 2022. 
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VI. Acuerdo que contiene las disposiciones generales que establecen las reglas de los procesos para la 

autorización de cambio de centro de trabajo, ciclo escolar 2023-2024. 

http://public-file-system.usicamm.gob.mx/2023-2024/compilacion/Disposiciones_cambio_CCT.pdf 

www.dof.gob.mx/2023/SEP/Disposiciones_cambio_CCT.pdf 

Fecha de emisión: 18 de noviembre de 2022. 

VII. Acuerdo que contiene las disposiciones, criterios e indicadores para la realización de los procesos de 

reconocimiento, ciclo escolar 2023-2024. 

http://public-file-system.usicamm.gob.mx/2023-2024/compilacion/EB/acuerdo_reconocimiento.pdf 

www.dof.gob.mx/2023/SEP/acuerdo_reconocimiento.pdf 

Fecha de emisión: 18 de noviembre de 2022. 

VIII. Acuerdo que contiene las reglas del Programa de promoción horizontal por niveles con incentivos en 

educación básica 2023. 

http://public-file-system.usicamm.gob.mx/2023-2024/compilacion/EB/acuerdo_prom_horizontal.pdf 

www.dof.gob.mx/2023/SEP/acuerdo_prom_horizontal.pdf 

Fecha de emisión: 17 de marzo de 2023. 

 

Emisor: 

Unidad del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros. 

Ciudad de México, a 16 de mayo de 2023.- La Titular de la Unidad del Sistema para la Carrera de las 

Maestras y los Maestros, Adela Piña Bernal.- Rúbrica. 

(R.- 536448) 
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SECRETARIA DE DESARROLLO AGRARIO, TERRITORIAL Y 
URBANO 

CONVENIO de Coordinación para el otorgamiento de recursos federales del Programa de Modernización de los 
Registros Públicos de la Propiedad y Catastros, que celebran la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano y el Estado de Aguascalientes. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN N° 214/PEMR/006/2023 PARA EL OTORGAMIENTO DE RECURSOS FEDERALES DEL 

PROGRAMA DE MODERNIZACIÓN DE LOS REGISTROS PÚBLICOS DE LA PROPIEDAD Y LOS CATASTROS, QUE 

CELEBRAN POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE DESARROLLO 

AGRARIO, TERRITORIAL Y URBANO Y EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE AGUASCALIENTES 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA EL OTORGAMIENTO DE RECURSOS FEDERALES DEL PROGRAMA DE 

MODERNIZACIÓN DE LOS REGISTROS PÚBLICOS DE LA PROPIEDAD Y CATASTROS, EN LO SUCESIVO  “EL 

PROGRAMA”, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA 

DE DESARROLLO AGRARIO, TERRITORIAL Y URBANO, A LA QUE EN ADELANTE SE LE DENOMINARÁ “LA 

SEDATU”, REPRESENTADA POR LA DRA. EDNA ELENA VEGA RANGEL, SUBSECRETARIA DE ORDENAMIENTO 

TERRITORIAL Y AGRARIO, ASISTIDA POR LA LIC. GRISELDA MARTÍNEZ VÁZQUEZ, TITULAR  DE LA DIRECCIÓN 

GENERAL DE INVENTARIOS Y MODERNIZACIÓN REGISTRAL Y CATASTRAL, Y POR LA OTRA PARTE, EL 

EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE AGUASCALIENTES, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE 

DENOMINARÁ “LA ENTIDAD FEDERATIVA” REPRESENTADA POR LA DRA. MARÍA TERESA JIMÉNEZ ESQUIVEL, 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES, ACOMPAÑADA POR  EL MTRO. 

FLORENTINO DE JESÚS REYES BERLIÉ, SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO, EL ING. ALFREDO MARTÍN 

CERVANTES GARCÍA, EN SU CALIDAD DE SECRETARIO DE FINANZAS DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES, Y LA 

MTRA. MARTHA MIRIAM RODRÍGUEZ TISCAREÑO, COORDINADORA GENERAL DEL INSTITUTO REGISTRAL Y 

CATASTRAL DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES; Y QUIENES CUANDO ACTÚEN DE MANERA CONJUNTA SE LES 

DENOMINARÁ “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

1. Que el artículo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la obligación 
del Estado de organizar un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional, que se encuentra 
reglamentado en la Ley de Planeación, ordenamiento que en su artículo 28 establece que las acciones 
contenidas en el Plan Nacional de Desarrollo, así como en los Programas que de éste emanen, deberán 
especificar las acciones que serán objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas. 

2. Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, tiene como principios rectores aplicados al Programa de 
Modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y Catastros los siguientes: “Honradez y Honestidad, 
la corrupción ha sido el principal inhibidor del crecimiento económico”; “Economía para el bienestar; 
retomaremos el camino del crecimiento con austeridad y sin corrupción, disciplina fiscal, cese del 
endeudamiento”; “Por el bien de todos, primero los pobres; No dejar a nadie atrás, no dejar a nadie fuera”, del 
cual se puntualiza lo siguiente: “…Propugnamos un modelo de desarrollo respetuoso de los habitantes  y del 
hábitat, equitativo, orientado a subsanar y no a agudizar las desigualdades, defensor de la diversidad cultural 
y del ambiente natural, sensible a las modalidades y singularidades económicas regionales y locales y 
consciente de las necesidades de los habitantes futuros del país, a quienes no podemos heredar un territorio 
en ruinas…”, siendo de este último principio que emanan los programas presupuestarios del Ramo 
Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, entre ellos, el Programa de Modernización de los 
Registros Públicos de la Propiedad y Catastros que se aplicará en las Instituciones Registrales y/o Catastrales 
de las entidades federativas y municipios en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables; “El respeto 
al derecho ajeno es la paz; solución pacífica de los conflictos mediante el diálogo y rechazo a la violencia y a 
la guerra, respeto a los derechos humanos”; a través de instituciones registrales y catastrales modernizadas, 
haremos un combate frontal a la corrupción y fortaleceremos la seguridad jurídica patrimonial. 

3. Por su parte, el artículo 33 de la Ley de Planeación determina que el Ejecutivo Federal podrá convenir 
con los gobiernos de las entidades federativas, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la 
coordinación que se requiera a efecto de que dichos gobiernos participen en la Planeación Nacional del 
Desarrollo, y coadyuven, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, a la consecución de los objetivos de 
la planeación nacional, y para que las acciones a realizarse por la Federación y los Estados se planeen  de 
manera conjunta. 
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4. Que la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, señala 
en su artículo 78 fracción VIII, que la Federación por conducto de “LA SEDATU”, suscribirá acuerdos de 
coordinación con las entidades de la Administración Pública Federal, las entidades federativas y los 
municipios y, en su caso, convenios de concertación con los sectores social y privado, en los que se 
especificarán los compromisos para la modernización de procedimientos y trámites administrativos en materia 
de desarrollo urbano, catastro y registro público de la propiedad, así como para la producción y titulación de 
vivienda; además en su artículo 101, fracción IX, dispone que la Federación, las entidades federativas, los 
municipios y las demarcaciones territoriales, sujetos a disponibilidad presupuestaria, fomentarán la 
coordinación y la concertación de acciones e inversiones entre los sectores público, social y privado para la 
modernización de los sistemas catastrales y registrales de la propiedad inmobiliaria en los Centros  de 
Población. 

5. Que de conformidad con el artículo 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,  “LA 
SEDATU”, en el ámbito de su competencia, le corresponde entre otras: elaborar y conducir las políticas de 
vivienda, ordenamiento territorial, desarrollo agrario y urbano, promover y coordinar con las entidades 
federativas, municipios y en su caso las alcaldías de la Ciudad de México, así como la elaboración de 
lineamientos para regular diversas materias; apoyar los programas de modernización de los registros públicos 
de la propiedad; y diseñar los programas de modernización de los registros públicos inmobiliarios así como los 
catastros, a través de la administración de la plataforma nacional de información a que se refiere la Ley 
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano. 

6. Que las fracciones XVIII y XXVIII del artículo 8 del Reglamento Interior de “LA SEDATU” facultan a la 
Subsecretaría de Ordenamiento Territorial y Agrario a “…Formular y proponer a la persona titular de la 
Secretaría el proyecto de la política nacional de asentamientos humanos y ordenamiento territorial, así como 
los anteproyectos de programas nacional, sectoriales, especiales y presupuestarios que procedan, en materia 
de ordenamiento territorial, tenencia de la tierra en el ámbito rural, registral y catastral…”, a “…Integrar, 
procesar, generar y analizar la información estratégica del territorio nacional y generar estadísticas, informes y 
demás análisis que coadyuven a la planeación territorial del desarrollo y a la toma de decisiones de las 
autoridades competentes…”, así como a “…Promover y fomentar la integración, modernización, actualización 
y vinculación permanente del registro de la propiedad rural, del catastro rural nacional, de los catastros de las 
entidades federativas y de los municipios y de los registros públicos de la propiedad…”. 

7.- Que el artículo 22 del mismo ordenamiento legal, hace mención a las atribuciones de la Dirección 
General de Inventarios y Modernización Registral y Catastral, en lo sucesivo “LA DIRECCIÓN GENERAL”, 
entre las que se encuentra la responsabilidad de diseñar, proponer, coordinar y dar seguimiento a proyectos 
para la modernización de registros públicos de la propiedad y los catastros, mediante acuerdos de 
coordinación con las entidades federativas y municipios; coordinar, supervisar y administrar el Sistema  de 
Información Territorial y Urbano; así como la Plataforma Nacional de Información Registral y Catastral; 
promover, proponer y apoyar conjuntamente con las autoridades de la federación, las entidades federativas e 
instituciones registrales y catastrales para la instrumentación de programas, estrategias, lineamientos y 
normas técnicas que contribuyan a garantizar la seguridad jurídica de los derechos registrados; la celebración 
de convenios de coordinación en materia de modernización y vinculación registral y catastral; conformar, 
coordinar y administrar una plataforma nacional con elementos jurídicos, operativos y tecnológicos, 
estandarizada y homologada, para los registros públicos de la propiedad del país y las instituciones 
catastrales, para la interconexión e interoperabilidad de la información e indicadores que produzcan las 
autoridades de los tres órdenes de gobierno; y realizar acciones de mejora para establecer esquemas que 
garanticen la interconexión e interoperabilidad de la información respecto de los inventarios de la propiedad, 
así como de la información registral y catastral. De igual forma cuenta con las facultades de autorizar apoyos 
a los proyectos de modernización de registros públicos de la propiedad y los catastros en las entidades 
federativas y municipios; coordinar, controlar, dar seguimiento y participar en la evaluación de los programas 
de modernización y vinculación registral y catastral apoyados con recursos federales; informar, opinar, 
asesorar y atender a las instancias de evaluación de los programas a su cargo; organizar y promover 
investigaciones, estudios e intercambio de mejores prácticas en materia de modernización y vinculación 
registral y catastral; desarrollar programas, proyectos, estudios y acciones de asistencia técnica y capacitación 
para los registros públicos de la propiedad y los catastros en materia de modernización y vinculación; así 
como para el desarrollo de capacidades respecto al uso y análisis de los sistemas de información geográficos 
para la planeación territorial y gestionar ante los tres niveles de gobierno la coordinación de estos para el 
acceso a los inventarios de la propiedad pública para su incorporación, interconexión e interoperabilidad con 
la Plataforma Nacional de Información Registral y Catastral. 
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8. Que el Programa de Modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y Catastros, en lo 
sucesivo “EL PROGRAMA”, contribuye al ordenamiento y la planeación territorial como articuladores del 
bienestar de las personas y el uso correcto del suelo, a través de la implementación de proyectos de 
modernización en las instituciones registrales y/o catastrales del país, para brindar certeza jurídica patrimonial 
y utilidad pública a partir de la conservación, integración, actualización y homologación de la información 
registral y catastral, así como la incorporación de nuevas tecnologías para la mejora de sus procesos que 
fortalezcan su eficiencia, eficacia y transparencia. 

9. Que con fecha 14 de febrero de 2023, el titular de “LA SEDATU” expidió los Lineamientos del Programa 
de Modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y Catastros, en lo sucesivo  “LOS 
LINEAMIENTOS”, mismos que se publicaron en el Diario Oficial de la Federación el día 07 de marzo de 2023. 

DECLARACIONES 

I. “LA SEDATU” DECLARA A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES: 

I.1. Que es una dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, en términos de lo 
establecido en los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1°, 2° fracción I 
y 26 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 

I.2. Que en términos del artículo 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,  “LA 
SEDATU”, tiene como una de sus atribuciones la de apoyar los programas de modernización de los Registros 
Públicos de la Propiedad, así como de los Catastros; 

I.3. Que la Subsecretaria de Ordenamiento Territorial y Agrario, cuenta con las facultades para suscribir el 
presente Convenio de Coordinación, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 2 apartado A,  fracción 
I, inciso a), 7 fracciones XI y XII y 8 fracción XXVIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo 
Agrario, Territorial y Urbano; 

I.4. Que la Directora General de Inventarios y Modernización Registral y Catastral, cuenta con las 
facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación, de conformidad con lo dispuesto por  los 
artículos 2, apartado A, fracción III, inciso d), 10, 11 fracción IV y 22 del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; 

I.5. Que conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 83 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, cuenta con la debida suficiencia de recursos en la partida presupuestal 43101 
del Clasificador por Objeto de Gasto para la Administración Pública Federal, para llevar a cabo la asignación 
materia de este Convenio de Coordinación; 

I.6. Que conforme a “LOS LINEAMIENTOS” citados en el numeral 9 de los antecedentes, y derivado del 
Acuerdo del Comité de Evaluación N° S01-23/DGIMRC/01PEMR, emitido en su Primera Sesión Ordinaria 
celebrada el 25 de Abril de 2023, se autorizó el Proyecto Ejecutivo de Modernización Registral , en adelante 
“EL PEMR” a “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, y 

1.7. Cuenta con Registro Federal de Contribuyentes SRA750101RB7, y señala como su domicilio fiscal el 
ubicado en Avenida Heroica Escuela Naval Militar, número 669, colonia Presidentes Ejidales, Segunda 
Sección, alcaldía Coyoacán, C. P. 04470, en la Ciudad de México. 

I.8. Para los efectos legales que se deriven del presente Convenio de Coordinación señala el domicilio 
ubicado Avenida Nuevo León número 210, colonia Hipódromo, alcaldía Cuauhtémoc, C. P. 06100, en la 
Ciudad de México. 

II. “LA ENTIDAD FEDERATIVA” DECLARA A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES: 

II.1. Que en términos de los artículos 40, 41 primer párrafo, 42 fracción I, 43, 115 y 116 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1° de la Constitución Política del Estado de Aguascalientes, es un 
Estado libre y soberano integrante de la Federación; 

II.2. Que mediante oficio número CJEA/295/2023, de fecha 23 de marzo de 2023 la DRA. MARÍA TERESA 
JIMÉNEZ ESQUIVEL, en su carácter de Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Aguascalientes, ratificó el 
interés de “LA ENTIDAD FEDERATIVA” para adherirse al “EL PROGRAMA”, en términos de lo establecido en 
el inciso a) del numeral 7.2 de “LOS LINEAMIENTOS”; 
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II.3. Que la DRA. MARÍA TERESA JIMÉNEZ ESQUIVEL, es Gobernadora Constitucional del Estado de 
Aguascalientes, el MTRO. FLORENTINO DE JESÚS REYES BERLIÉ, en su carácter de SECRETARIO 
GENERAL DE GOBIERNO, el ING. ALFREDO MARTÍN CERVANTES GARCÍA, EN SU CALIDAD DE 
SECRETARIO DE FINANZAS DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES y la MTRA. MARTHA MIRIAM 
RODRÍGUEZ TISCAREÑO, COORDINADORA GENERAL DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL 
ESTADO DE AGUASCALIENTES; están facultados legalmente para celebrar el presente Convenio de 
Coordinación, con fundamento en los artículos 3, 46, 49 y 63 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Aguascalientes, Articulo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, Artículos 4°, 5°, 
primer párrafo, 12 fracciones I y III, 13 primer párrafo, 21, 22 primer párrafo, fracciones I, II, X, XI, XII, XIII y 
XXVI, 26 fracciones V, XLVIII, XLIX, L y LII, 28 primer párrafo fracciones V, XX, XXI, y XLI y 52 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Estatal, así como en los artículos 1º, 10, 11 fracción XXVII del 
Reglamento Interior de la Secretaria General de Gobienro, asi como en los artículos 1°, 2°, 4°, 5°, 7° y 8° 
primer párrafo fracciones XXIII y XXVI del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas del Estado de 
Aguascalientes, Articulo 9 fracción I del Decreto para dotar de Estructura Orgánica, facultades y atribuciones 
al Instituto Registral y Catastral del Estado de Aguascalientes, y los artículos 12, 15 fracción XVIII del 
Reglamento del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Estado de Aguascalientes; 

II.4. Que “LA ENTIDAD FEDERATIVA” presentó a “LA DIRECCIÓN GENERAL”, el Proyecto Ejecutivo de 
Modernización Registral, mismo que fue autorizado mediante Acuerdo del Comité de Evaluación, No. S01-
23/DGIMRC/01PEMR emitido en su Primera Sesión Ordinaria, celebrada el 25 de abril de 2023; 

II.5. Que conocen y se obligan a cumplir en tiempo y forma con “LOS LINEAMIENTOS”, específicamente 
por lo que se refieren a informar sobre los recursos federales transferidos a las entidades federativas; 

II.6. Que su clave de Registro Federal de Contribuyentes ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
es el siguiente: SFI011030DU4, y 

II.7. Que señalan como domicilio para los efectos del presente Convenio de Coordinación el ubicado en 
Av. Convencion Oriente, Numero 102, Colonia del Trabajo, CP 20180. Aguascalientes, Aguascalientes; 

III. “LAS PARTES” DECLARAN A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES: 

ÚNICA. Que es su voluntad celebrar el presente Convenio de Coordinación, aceptando los compromisos 
derivados de su participación en el desarrollo y cumplimiento del objeto descrito en este instrumento jurídico. 
Asimismo, manifiestan mutuamente que las facultades con las que actúan, no les han sido revocadas o 
modificadas en forma alguna y se reconocen recíprocamente la personalidad jurídica con la que suscriben el 
presente instrumento. 

MARCO JURÍDICO 

En virtud de lo anterior y con fundamento en los artículos 26, 40, 41 primer párrafo, 43, 90, 115 y 116 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 26, 28, 32 quinto párrafo, 33, 34, 35 y 36 de la Ley de 
Planeación; 1°, 2°, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 54, 74, 75 y 82 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 68, 69, 70, 71 y 72 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental; 175, 223, 224 y 226 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria; 1, 3 y 7 del Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023; 1, 
2 apartado A, fracción I y III, inciso a) y d), 7, fracciones XI y XII, y 8 fracción XXVIII, 10, 11 fracción IV y 22 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, así como en los artículos 3, 
46, 49 y 63 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Aguascalientes, Articulo 69 de la Ley 
General de Contabilidad Gubernamental, Artículos 4°, 5°, primer párrafo, 12 fracción III, 13 primer párrafo, 21, 
22 primer párrafo, fracciones I, II, X, XI, XII, XIII y XXVI, 26 fracciones V, XLVIII, XLIX, L y LII, 28 primer 
párrafo fracciones V, XX, XXI, y XLI y 52 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Estatal, así como en 
los artículos 1º, 10, 11 fracción XXVII del Reglamento Interior de la Secretaria General de Gobienro y en los 
artículos 1°, 2°, 4°, 5°, 7° y 8° primer párrafo fracciones XXIII y XXVI del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Finanzas del Estado de Aguascalientes, Articulo 9 fracción I del Decreto para dotar de Estructura Orgánica, 
facultades y atribuciones al Instituto Registral y Catastral del Estado de Aguascalientes, y los artículos 12, 15 
fracción XVIII del Reglamento del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Estado de 
Aguascalientes en “LOS LINEAMIENTOS” y demás disposiciones jurídicas aplicables, “LAS PARTES” 
celebran el presente Convenio de Coordinación al tenor de las siguientes: 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO 

El presente Convenio de Coordinación, tiene por objeto fijar las bases mediante las cuales “LA SEDATU” 
aporta y transfiere recursos presupuestarios federales con carácter de subsidio a “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” para la ejecución de “EL PEMR”, con la finalidad de que los organismos encargados de la 
función Registral y Catastral sean más eficientes, eficaces y garanticen la actualización de la información 
sobre inmuebles, vinculando la información que se genera en ambas instituciones, que permita interoperar e 
interconectar dicha información en forma sistemática y permanente a la Plataforma Nacional de Información 
Registral y Catastral. 

Los recursos que entrega el Ejecutivo Federal por conducto de “LA SEDATU” y las aportaciones  de “LA 
ENTIDAD FEDERATIVA” a que se refiere la Cláusula Segunda del presente instrumento, se aplicarán a “EL 
PEMR”, por el importe total del proyecto, que asciende a la cantidad de $5,015,140.19 (cinco millones quince 
mil ciento cuarenta pesos 19/100 M. N.). 

“LA ENTIDAD FEDERATIVA” deberá llevar a cabo el estricto ejercicio de los recursos destinados 
exclusivamente para “EL PEMR” en proporción a la aportación de cada uno de ellos, esto es, que en el 
desembolso de las cuentas se respetará el porcentaje establecido en el resumen financiero de su Proyecto. 

Con el objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente Convenio de Coordinación,  “LAS 
PARTES” se sujetarán a lo establecido en el mismo, a “LOS LINEAMIENTOS” y a demás disposiciones 
jurídicas aplicables. 

SEGUNDA. APORTACIONES 

“LA SEDATU” por conducto de “LA DIRECCIÓN GENERAL” y con cargo a su presupuesto autorizado, 
aporta en carácter de subsidio a “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, recursos presupuestarios federales por la 
cantidad de $2,458,533.28 (dos millones cuatrocientos cincuenta y ocho mil quinientos treinta y tres pesos 
28/100 M. N.), a la firma del presente Convenio de Coordinación, para la realización de “EL PEMR”. 

Conforme a lo establecido en el artículo 82 fracción IX de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, quinto párrafo del artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, 
y la fracción VIII, inciso a), del numeral 8.1 de “LOS LINEAMIENTOS”, los recursos a que se refiere el párrafo 
que antecede, se radicarán a través de la Tesorería de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, en la cuenta bancaria 
productiva específica del Banco BanBajío, cuenta número 39994819, CLABE número 030010900035575217, 
sucursal López Mateos No. 074, a nombre de Secretaría de Finanzas del Estado de Aguascalientes, con la 
finalidad de que los recursos aportados, así como sus rendimientos financieros estén debidamente 
identificados. 

Por su parte, a efecto de complementar los recursos necesarios para el cumplimiento del objeto del 
presente Convenio de Coordinación, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a destinar la cantidad de 
$2,556,606.91 (dos millones quinientos cincuenta y seis mil seiscientos seis pesos 91/100 M. N.), de sus 
propios recursos presupuestarios, importe que deberá destinarse de manera exclusiva al desarrollo  de “EL 
PEMR”, enviando el comprobante de dicha aportación a “LA DIRECCIÓN GENERAL”. 

“LA ENTIDAD FEDERATIVA” deberá ejercer oportunamente los recursos federales y los propios que 
complementen el financiamiento de “EL PEMR”, única y exclusivamente en los conceptos aprobados, 
cuidando de manera especial no contravenir lo dispuesto por el artículo 54 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria. 

TERCERA. APLICACIÓN 

Los recursos presupuestarios federales que otorga el Ejecutivo Federal por conducto de “LA SEDATU”, así 
como las aportaciones de “LA ENTIDAD FEDERATIVA” a que se refiere la Cláusula que antecede, se 
destinarán de forma exclusiva para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación, en la 
inteligencia de que tales recursos no podrán traspasarse ni destinarse a ningún otro concepto de gasto, 
además de que se registrarán de acuerdo con los destinos definidos en “EL PEMR” presentado por  “LA 
ENTIDAD FEDERATIVA” y aprobado en el Acuerdo del Comité de Evaluación  N° S01-23/DGIMRC/01PEMR, 
emitido en su Primera Sesión Ordinaria, celebrada el 25 de abril de 2023. 

Una vez devengados y conforme al avance del proyecto, los recursos presupuestarios federales que se 
aporten deberán ser registrados por “LA ENTIDAD FEDERATIVA” en su contabilidad, de acuerdo con las 
disposiciones jurídicas aplicables y se rendirán en su Cuenta Pública, sin que por ello pierdan su carácter 
federal. 
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CUARTA. NATURALEZA DE LA APORTACIÓN 

En términos del artículo 175 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, los recursos federales aportados se consideran devengados por “LA SEDATU” a partir de la 
entrega de los mismos a “LA ENTIDAD FEDERATIVA”. 

QUINTA. RESPONSABLES DE LA EJECUCIÓN DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN 

Para efectos del cumplimiento de las obligaciones derivadas de este Convenio de Coordinación,  “LAS 
PARTES” designan como responsables a las siguientes personas: 

Por parte de “LA SEDATU”, a la Lic. Griselda Martínez Vázquez, en su carácter de Directora General de 
Inventarios y Modernización Registral y Catastral. 

Por parte de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, a la Mtra. Martha Miriam Rodríguez Tiscareño, en su carácter 
de Coordinadora General del Instituto Registral y Catastral del Estado de Aguascalientes. 

De igual manera, “LAS PARTES” convienen desde ahora en tomar en consideración las recomendaciones 
y opiniones que, en su caso, emita “LA DIRECCIÓN GENERAL”, sobre cualquier aspecto relativo a la 
ejecución técnica y administrativa de acciones y obligaciones derivadas de este Convenio de Coordinación y 
en relación con “EL PEMR” o “EL PROGRAMA”. 

La comunicación entre “LAS PARTES”, se llevará a cabo a través de la instancia a que se refiere el 
numeral 5.2 de “LOS LINEAMIENTOS”, denominada “LA VENTANILLA ÚNICA”. 

SEXTA. OBLIGACIONES DE “LA ENTIDAD FEDERATIVA” 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Coordinación, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” se 
obliga a: 

I. Cumplir con lo dispuesto en el presente instrumento y en “LOS LINEAMIENTOS” específicamente 
con las obligaciones referidas en su numeral 9.2, así como las disposiciones que emita la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público en sustitución de los mismos; 

II. Aportar y garantizar la adecuada y transparente aplicación de los recursos a que se refiere el 
párrafo tercero de la Cláusula Segunda de este Convenio de Coordinación; 

III. Aplicar los recursos a que se refiere este Convenio de Coordinación en los términos, condiciones, 
objetivos y metas previstos en “EL PEMR” dictaminado por “LA SEDATU” y aprobado en el 
Acuerdo del Comité de Evaluación N° S01-23/DGIMRC/01PEMR, emitido en su Primera Sesión 
Ordinaria, celebrada el 25 de abril de 2023; 

IV. Responsabilizarse, a través del Mtro. Florentino De Jesús Reyes Berlie, Secretario General De 
Gobierno, el Ing. Alfredo Martín Cervantes García, en su calidad de Secretario de Finanzas del 
Estado de Aguascalientes, y la Mtra. Martha Miriam Rodríguez Tiscareño, Coordinadora General 
del Instituto Registral y Catastral del Estado de Aguascalientes de “LA ENTIDAD FEDERATIVA” de 
lo siguiente: 

a) Administrar y conservar los recursos presupuestarios federales en la cuenta bancaria 
productiva específica señalada en la Cláusula Segunda de este Convenio de Coordinación, por 
lo que no podrán de ninguna forma traspasarse tales recursos a otras cuentas; 

b) Comprometer la totalidad de los recursos dentro de los 90 días naturales siguientes a la 
entrega de los mismos, o a más tardar el 31 de diciembre de 2023 si la ministración federal 
fuera posterior al primero de octubre, de conformidad con lo establecido las fracciones XVI y 
XVII del numeral 8.1 de “LOS LINEAMIENTOS”; 

c) Realizar en estricto apego a la normativa aplicable y procurar las mejores condiciones para la 
“LA ENTIDAD FEDERATIVA”, en cuanto a la contratación de adquisiciones, servicios, entre 
otros, obligándose en todo momento a tomar las previsiones necesarias que permitan garantizar 
la integridad y certeza de la constitución de las empresas privadas y los socios que las integran, 
de conformidad a lo previsto en el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación; 

d) Efectuar las ministraciones oportunamente para la ejecución de “EL PEMR” previsto en este 
instrumento; así como recabar e integrar debidamente la totalidad de la documentación 
comprobatoria de todas las erogaciones con cargo al mismo; 
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e) Realizar los registros correspondientes en la contabilidad y en la Cuenta Pública Local 
conforme sean devengados y ejercidos respectivamente los recursos; 

f) Dar cumplimiento a las demás disposiciones federales aplicables en la administración de los 
recursos, en corresponsabilidad con la instancia ejecutora local; 

g) Reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos públicos federales que no se 
encuentren comprometidos al 31 de diciembre de 2023, así como los rendimientos financieros 
que se hubieran generado, de conformidad con lo establecido en la fracción XVIII del numeral 
8.1 de “LOS LINEAMIENTOS”; 

h) Remitir a “LA DIRECCIÓN GENERAL” de manera mensual los estados de cuenta de la 
cuenta bancaria productiva específica federal y estatal, dentro de los diez primeros días de cada 
mes, y 

i) En caso de no cumplir en tiempo y forma con lo estipulado en su proyecto y en las 
obligaciones pactadas en los contratos que deriven de este, realizar la devolución íntegra del 
recurso otorgado por la Federación a la Tesorería de la Federación, así como los rendimientos 
financieros que se hubieran generado. 

V. Colaborar con “LA DIRECCIÓN GENERAL” de conformidad con el numeral 11 de  “LOS 
LINEAMIENTOS” y entregarle la información que se enlista, así como a otorgar las facilidades 
necesarias para la consecución de las acciones referidas: 

a) Copia de los contratos que “LA ENTIDAD FEDERATIVA” celebre con terceros para llevar a 
cabo las acciones contenidas en “EL PEMR”; 

b) Copia de las facturas de los bienes y servicios adquiridos que deberán garantizar las mejores 
condiciones para la “LA ENTIDAD FEDERATIVA”; 

c) Evidencia documental o fotográfica de los entregables que con motivo de sus contrataciones 
para la ejecución de su Proyecto se hayan comprometido, tratándose de equipo de cómputo o 
mobiliario, entregables de carácter intangible, o cuya patente o licencia no lo permita, bastará 
con el acta entrega recepción de los bienes que contenga las características técnicas del 
entregable y su evidencia fotográfica correspondiente; 

d) Compartir copia de la información entregada por las empresas incluidas la base de datos 
resultante de la actualización, migración, limpieza y/o homogenización salvaguardando los 
datos personales y la base cartográfica final, y las credenciales de acceso para consulta vía 
remota, para facilitar la verificación de los procesos y productos, y materiales de apoyo; 

e) Compartir con “LA DIRECCIÓN GENERAL”, copia en formato digital de los aplicativos, 
desarrollos, plataformas y demás herramientas tecnológicas, para este fin “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” deberá solicitar estos rubros al proveedor por obra por encargo y no por uso de 
licencia de software, entregado como producto en su versión final, toda aquella documentación 
generada durante el proceso de la creación de este entregable, encontrándose en este rubro, 
diagramas de entidad relación, diagramas de flujo, diagramas de caso de uso, diagramas de 
despliegue, diccionario de datos, modelado y estructura de la base de datos, manual  de 
usuario, manual de instalación, manual técnico, código fuente y toda aquella documentación 
soporte que se vea implicada durante las fases de desarrollo del entregable. “LA DIRECCIÓN 
GENERAL” con la finalidad de contribuir al desarrollo y modernización de los Registros Públicos 
de la Propiedad y de los Catastros, podrá hacer uso de esta información para su 
implementación en cualquier Entidad Federativa que así lo requiera, para cumplir con los 
objetivos de “EL PROGRAMA”; 

f) Evidencia Fotográfica de las áreas y equipamiento, incluidos en el Proyecto con el alta y 
resguardo en el inventario de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, y 

g) Toda aquella información y documentación que se requiera y que se relacione con el objeto 
del presente Convenio de Coordinación. 

VI. Entregar a “LA DIRECCIÓN GENERAL”, a través de “LA VENTANILLA ÚNICA”, de manera 
trimestral, la relación detallada y validada sobre la aplicación de los recursos federales, en los 
términos establecidos en “EL PEMR” y “LOS LINEAMIENTOS”, así como los datos y 
documentación necesaria para la supervisión y cierre de Proyectos que para el caso determine  “LA 
DIRECCIÓN GENERAL”. 
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 Asimismo, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a mantener bajo su custodia a través de su 
Secretaría de Finanzas, la documentación justificativa y comprobatoria original de los recursos 
presupuestarios federales erogados y de igual manera, a entregarla cuando se la requiera  “LA 
DIRECCIÓN GENERAL, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de la Función 
Pública y la Auditoría Superior de la Federación, así como a entregar la información adicional que 
éstas le requieran, de conformidad con lo establecido por la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento y por “LOS LINEAMIENTOS” para informar sobre los 
recursos federales transferidos a las entidades federativas, de conformidad al primer párrafo del 
artículo 83 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y 224 fracción VI de su 
Reglamento. 

 La documentación justificativa y comprobatoria del gasto de los recursos presupuestarios federales 
objeto de este Convenio de Coordinación, deberá cumplir con los requisitos fiscales establecidos 
en las disposiciones federales aplicables; 

VII. Registrar los recursos presupuestarios federales en su contabilidad, de acuerdo con los principios 
de contabilidad gubernamental; 

VIII. Rendir los informes sobre finanzas públicas y la Cuenta Pública Local, ante su Congreso respecto 
de los recursos presupuestarios federales; 

IX. Iniciar las acciones para dar cumplimiento a lo dispuesto por la Cláusula Primera de este Convenio 
de Coordinación, en un plazo no mayor a 15 días naturales, contados a partir de la firma de la 
minuta para formalizar el inicio de actividades, entre “LA DIRECCIÓN GENERAL” y “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” prevista en el inciso n) del numeral 9.2 de los “LINEAMIENTOS”; 

X. Observar las disposiciones legales federales aplicables, en su caso, a las adquisiciones y 
prestación de servicios de cualquier naturaleza que se efectúe con los recursos federales 
señalados en la Cláusula Segunda del presente instrumento; 

XI. No comprometer de ninguna forma recursos que excedan de su capacidad financiera, para la 
realización de “EL PEMR”; 

XII. Requerir con oportunidad debida a las instancias federales, estatales o municipales que 
correspondan, la asesoría técnica y las autorizaciones o permisos que resulten necesarios para la 
realización de “EL PEMR”; 

XIII. Proporcionar la información y documentación que en relación con los recursos a que se refiere la 
Cláusula Segunda de este instrumento requieran los órganos de control y fiscalización federales y 
estatales facultados, y permitir a éstos las visitas de inspección que en ejercicio de sus respectivas 
atribuciones lleven a cabo; 

XIV. Otorgar a “LA DIRECCIÓN GENERAL” el acceso a los datos públicos y servicios informáticos 
locales y/o WEB construidos como producto de la aplicación, instrumentación y operación  de “EL 
PROGRAMA”; 

XV. Realizar las acciones necesarias en conjunto con “LA DIRECCIÓN GENERAL” para llevar a cabo la 
integración de la información pública registral y catastral dispuesta por “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA”, a fin de generar los mecanismos locales y vía web de interoperabilidad e 
interconexión permanente con los Aplicativos y Plataformas Tecnológicas desarrollados por  “LA 
DIRECCIÓN GENERAL” y/o “LA SEDATU” con el fin de garantizar la estandarización de los datos 
registrales y catastrales generados en el país; 

XVI. Colaborar con “LA DIRECCIÓN GENERAL” en la promoción del aprovechamiento de los datos, 
información, y sistemas de información resultantes del cumplimiento del presente instrumento legal, 
por parte del sector gubernamental, académico, comercial, social y todos aquellos sectores 
interesados en la temática registral y catastral del país; 

XVII. Mandar publicar en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, dentro de los 15 
días hábiles posteriores a su formalización, el presente instrumento; 

XVIII. Instalar un Comité de Contraloría Social y cumplir las actividades necesarias para su correcto 
funcionamiento, y 
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XIX. Cumplir con las demás obligaciones de “EL PROGRAMA”, de “LOS LINEAMIENTOS”  y de “EL 
PEMR”, así como aquellas que relacionadas con éstos le sean solicitadas  por “LA DIRECCIÓN 

GENERAL”. 

SÉPTIMA. OBLIGACIONES DEL EJECUTIVO FEDERAL 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Coordinación el Ejecutivo Federal, a través de 
“LA DIRECCIÓN GENERAL”, se obliga a lo siguiente: 

I. Asesorar y colaborar con el personal designado por “LA ENTIDAD FEDERATIVA” cuando éste se 
lo solicite, en la consecución de los fines del presente instrumento legal; 

II. Supervisar el cumplimiento de las acciones que se realicen con motivo del presente Convenio de 

Coordinación; 

III. Transferir los recursos presupuestarios federales a que se refiere la Cláusula Segunda de este 

Convenio de Coordinación, en los términos y condiciones que se establecen en el mismo; 

IV. Realizar los registros correspondientes en la cuenta pública federal y demás reportes relativos al 
ejercicio del gasto público, para informar sobre la aplicación de los recursos transferidos en el 

marco de este Convenio de Coordinación; 

V. Verificar que los recursos presupuestarios que en virtud de este instrumento se transfieran, no 
permanezcan ociosos y que sean aplicados únicamente para la realización de los fines a los cuales 
son destinados, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias 
competentes del Ejecutivo Federal; 

VI. Abstenerse de intervenir en el procedimiento de asignación de los contratos, convenios o de 
cualquier otro instrumento jurídico que formalice “LA ENTIDAD FEDERATIVA” para cumplir con  los 
fines para los cuales son destinados los recursos presupuestales federales transferidos y los 

locales asignados a los mismos fines; 

VII. Mandar publicar en el Diario Oficial de la Federación, dentro de los 15 días hábiles posteriores a su 

formalización, el presente instrumento, y 

VIII. Difundir en su página de Internet el concepto financiado con los recursos que serán transferidos 
mediante el presente instrumento. 

OCTAVA. RELACIÓN LABORAL 

Los recursos humanos que para la ejecución del objeto del presente Convenio de Coordinación, requiera 
cada una de “LAS PARTES”, quedarán bajo su respectiva y exclusiva responsabilidad jurídica y administrativa 
y no existirá relación laboral alguna entre éstos y la otra parte; por lo que, en ningún caso alguna de las partes 
se entenderá como patrón sustituto o solidario de los empleados de la otra o de las personas que participen 

en la ejecución o implementación del presente instrumento. 

NOVENA. CONTROL Y SEGUIMIENTO 

El control y seguimiento de los recursos presupuestarios federales a que se refiere la Cláusula Segunda 
de este Convenio de Coordinación, corresponderá a “LA DIRECCIÓN GENERAL”, sin perjuicio de las 
acciones que puedan realizar la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de la Función Pública 
y la Auditoría Superior de la Federación, conforme al marco jurídico aplicable y sin menoscabar las acciones 
de vigilancia, control, seguimiento y evaluación que en coordinación con la Secretaría de la Función Pública, 
realice el órgano de control o contraloría general del Ejecutivo de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, debiéndose 

observar lo estipulado en el numeral 9 de “LOS LINEAMIENTOS”. 

DÉCIMA. SANCIONES 

Las conductas que impliquen responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de 
afectaciones a la Hacienda Pública Federal en que incurran los servidores públicos, federales o locales, serán 
determinadas y sancionadas en términos de lo que resulte aplicable de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y demás disposiciones aplicables en términos del Título Cuarto de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, de conformidad con el numeral 10 de “LOS LINEAMIENTOS”. 
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DÉCIMA PRIMERA. VERIFICACIÓN 

Con el objeto de asegurar la efectividad del presente Convenio de Coordinación, “LAS PARTES”, 
revisarán bimestralmente su contenido y su aplicación, adoptando a la brevedad las medidas necesarias para 
establecer el enlace y la comunicación requeridas para dar el debido seguimiento a los compromisos 
asumidos y los contratos que deriven del presente, que por conducto de los responsables a que se refiere la 
Cláusula Quinta de este instrumento y de conformidad con lo establecido en “EL PEMR”. 

DÉCIMA SEGUNDA. RECURSOS PARA FISCALIZACIÓN Y VIGILANCIA 

“LAS PARTES” convienen conforme a lo establecido por las fracciones XI y XII del artículo 82 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria que se destinará un monto equivalente al uno al millar 
del monto total de los recursos federales aportados para la fiscalización de los mismos, a favor del Auditoría 
Superior de la Federación o el órgano técnico de fiscalización de la legislatura de la propia entidad federativa; 
para que realice la vigilancia, inspección, control y evaluación de los trabajos y acciones ejecutadas por 
administración directa con esos recursos, de conformidad a lo señalado en el párrafo segundo del artículo 224 
del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

Asimismo, la Secretaría de la Función Pública podrá verificar en cualquier momento el cumplimiento de los 
compromisos a cargo de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, en los términos del presente instrumento. 

DÉCIMA TERCERA. REINTEGRO DE RECURSOS FEDERALES 

“LA DIRECCIÓN GENERAL” procederá a solicitar a “LA ENTIDAD FEDERATIVA” el reintegro a la 
Tesorería de la Federación de los recursos que le fueron transferidos, así como los rendimientos financieros 
que en su caso se hayan generado, cuando: 

I. Los recursos no se utilizaron para los fines pactados por parte de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”. 

II. “LA DIRECCIÓN GENERAL” así se lo requiera, por haberse incumplido por parte de “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” cualquiera de las obligaciones pactadas en el presente Convenio de Coordinación o 
de los contratos que deriven de éste. 

III. Los recursos federales, permanezcan ociosos, o no se encuentren efectivamente comprometidos la 
totalidad de los recursos dentro de los 90 días naturales siguientes a la entrega de los mismos o 
más tardar el 31 de diciembre de 2023, si la ministración federal fuera posterior al primero de 
octubre, en términos de lo dispuesto por las fracciones XVI y XVII del numeral 8.1  de “LOS 
LINEAMIENTOS”, en concordancia con cláusula SEXTA fracción IV inciso b) del presente 
instrumento. 

En los supuestos señalados en las fracciones I y II, el reintegro se hará dentro de los 30 días naturales 
siguientes a los que “LA DIRECCIÓN GENERAL” requiera el reintegro “LA ENTIDAD FEDERATIVA”. 

En el caso de la fracción III, el reintegro se hará en términos de lo señalado en el artículo 54 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento y el inciso o) del numeral 9.2 de  “LOS 
LINEAMIENTOS”. 

DÉCIMA CUARTA. MODIFICACIONES AL CONVENIO DE COORDINACIÓN 

“LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de Coordinación podrá modificarse de común acuerdo 
y por escrito, durante la vigencia del mismo, sin alterar su estructura u objeto y con estricto apego a las 
disposiciones jurídicas aplicables. Las modificaciones al Convenio de Coordinación deberán mandarse a 
publicar en el Diario Oficial de la Federación, así como en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” dentro de los 15 días hábiles siguientes a la fecha de su formalización. 

En caso de contingencia para la realización de las funciones, planes, programas o proyectos previstos en 
este instrumento, ambas partes acuerdan tomar las medidas o mecanismos que permitan afrontar dichas 
contingencias, en el entendido de que, en todo caso, las medidas y mecanismos acordados serán 
formalizados mediante la suscripción del Convenio Modificatorio correspondiente. 

DÉCIMA QUINTA. DIFUSIÓN Y TRANSPARENCIA 

El presente Convenio de Coordinación deberá mandarse a publicar en el Diario Oficial de la Federación, 
así como en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD FEDERATIVA” dentro de los 15 días hábiles 
siguientes a la fecha de su formalización, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de 
Planeación y el último párrafo, del artículo 224 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria. 
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De igual forma “LAS PARTES” difundirán “EL PROGRAMA” en sus respectivas páginas electrónicas o 
portales de la red de información electrónica, sin perjuicio de que igualmente lo difundan al público por otros 
medios, en los términos de las disposiciones aplicables. 

“LAS PARTES” convienen que se sujetarán a las disposiciones aplicables tanto en la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, como en la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 

DÉCIMA SEXTA. VIGENCIA 

El presente Convenio de Coordinación comenzará a surtir sus efectos a partir de la fecha de su 
suscripción y hasta el cumplimiento total de las obligaciones del presente Convenio de Coordinación, así 
como de todos los instrumentos accesorios que se deriven del mismo y las que se determine el Cierre Técnico 
de “EL PEMR”. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. 

El presente Convenio de Coordinación podrá darse por terminado anticipadamente cuando se presente 
alguna de las siguientes causas: 

I. Por haberse cumplido el objeto para el que fue celebrado; 

II. Por acuerdo de “LAS PARTES”; 

III. Cuando se determine que los recursos presupuestarios federales se utilizaron con fines distintos a 
los previstos en este Convenio de Coordinación o por el incumplimiento de las obligaciones 
contraídas en el mismo o de los contratos que deriven de éste; 

IV. Por caso fortuito o fuerza mayor, y 

V. Por el incumplimiento de las obligaciones contraídas en el mismo. 

DÉCIMA OCTAVA. INTERPRETACIÓN, JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio de Coordinación, así como convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento, así como a las 
demás disposiciones jurídicas aplicables. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio de 
Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo, se sujetarán a lo dispuesto en los artículos 42 
y 43 de la Ley de Planeación, en concordancia con el artículo 109 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en términos de lo que resulte aplicable de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas. 

DÉCIMA NOVENA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a cumplir los protocolos y acciones establecidas en las disposiciones 
jurídicas aplicables en materia de anticorrupción, transparencia y rendición de cuentas en los actos jurídicos y 
de autoridad que, en su caso, lleven a cabo para el cumplimiento de las obligaciones que asumen por virtud 
del presente instrumento, y a poner a disposición de las autoridades fiscalizadoras competentes toda la 
información que derive de su actuación. 

VIGÉSIMA. CESIÓN DE DERECHOS Y OBLIGACIONES. 

“LAS PARTES” no podrán ceder o transferir total ni parcialmente los derechos y/o las obligaciones que se 
deriven del presente instrumento. 

Leído el presente Convenio de Coordinación y enteradas las partes de su valor, contenido y alcance legal, 
lo firman por quintuplicado a los 9 días del mes de mayo de 2023.- Por la SEDATU: la Subsecretaria de 
Ordenamiento Territorial y Agrario, Dra. Edna Elena Vega Rangel.- Rúbrica.- La Directora General  de 
Inventarios y Modernización Registral y Catastral, Lic. Griselda Martínez Vázquez.- Rúbrica.- Por la Entidad 
Federativa: la Gobernadora Constitucional del Estado de Aguascalientes, Dra. María Teresa Jiménez 
Esquivel.- Rúbrica.- El Secretario General de Gobierno del Estado de Aguascalientes, Mtro. Florentino de 
Jesús Reyes Berlié.- Rúbrica.- El Secretario de Finanzas del Estado de Aguascalientes, Ing. Alfredo Martín 
Cervantes García.- Rúbrica.- La Coordinadora General del Instituto Registral y Catastral del Estado de 
Aguascalientes, Mtra. Martha Miriam Rodríguez Tiscareño.- Rúbrica. 



  DIARIO OFICIAL Martes 23 de mayo de 2023 

CONVENIO de Coordinación para el otorgamiento de recursos federales del Programa de Modernización de los 
Registros Públicos de la Propiedad y Catastros, que celebran la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano y el Estado de Baja California Sur. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN N° 214/PEMR/001/2023 PARA EL OTORGAMIENTO DE RECURSOS FEDERALES 

DEL PROGRAMA DE MODERNIZACIÓN DE LOS REGISTROS PÚBLICOS DE LA PROPIEDAD Y LOS CATASTROS, 

QUE CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE 

DESARROLLO AGRARIO, TERRITORIAL Y URBANO Y EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE BAJA CALIFORNIA SUR 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA EL OTORGAMIENTO DE RECURSOS FEDERALES DEL PROGRAMA DE 

MODERNIZACIÓN DE LOS REGISTROS PÚBLICOS DE LA PROPIEDAD Y CATASTROS, EN LO SUCESIVO  “EL 

PROGRAMA”, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA 

DE DESARROLLO AGRARIO, TERRITORIAL Y URBANO, A LA QUE EN ADELANTE SE LE DENOMINARÁ “LA 

SEDATU”, REPRESENTADA POR LA DRA. EDNA ELENA VEGA RANGEL, SUBSECRETARIA DE ORDENAMIENTO 

TERRITORIAL Y AGRARIO, ASISTIDA POR LA LIC. GRISELDA MARTÍNEZ VÁZQUEZ, TITULAR  DE LA DIRECCIÓN 

GENERAL DE INVENTARIOS Y MODERNIZACIÓN REGISTRAL Y CATASTRAL, Y POR LA OTRA PARTE, EL 

EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE BAJA CALIFORNIA SUR, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE 

DENOMINARÁ “LA ENTIDAD FEDERATIVA” REPRESENTADA POR LA MTRA. BERTHA MONTAÑO COTA, EN SU 

CALIDAD DE SECRETARIA DE FINANZAS Y ADMINISTRACION DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

SUR, ASISTIDA POR LA LIC. MARÍA KARINA RAMIREZ MIRANDA, EN SU CALIDAD DE DIRECTORA GENERAL DEL 

REGISTRO PUBLICO DE LA PROPIEDAD Y DEL COMERCIO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR; Y QUIENES 

CUANDO ACTÚEN DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES 

ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

1. Que el artículo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la obligación 
del Estado de organizar un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional, que se encuentra 
reglamentado en la Ley de Planeación, ordenamiento que en su artículo 28 establece que las acciones 
contenidas en el Plan Nacional de Desarrollo, así como en los Programas que de éste emanen, deberán 
especificar las acciones que serán objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas. 

2. Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, tiene como principios rectores aplicados al Programa de 
Modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y Catastros los siguientes: “Honradez y Honestidad, 
la corrupción ha sido el principal inhibidor del crecimiento económico”; “Economía para el bienestar; 
retomaremos el camino del crecimiento con austeridad y sin corrupción, disciplina fiscal, cese del 
endeudamiento”; “Por el bien de todos, primero los pobres; No dejar a nadie atrás, no dejar a nadie fuera”,  del 
cual se puntualiza lo siguiente: “…Propugnamos un modelo de desarrollo respetuoso de los habitantes y del 
hábitat, equitativo, orientado a subsanar y no a agudizar las desigualdades, defensor de la diversidad cultural 
y del ambiente natural, sensible a las modalidades y singularidades económicas regionales y locales y 
consciente de las necesidades de los habitantes futuros del país, a quienes no podemos heredar un territorio 
en ruinas…”, siendo de este último principio que emanan los programas presupuestarios del Ramo 
Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, entre ellos, el Programa de Modernización de los 
Registros Públicos de la Propiedad y Catastros que se aplicará en las Instituciones Registrales y/o Catastrales 
de las entidades federativas y municipios en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables; “El respeto 
al derecho ajeno es la paz; solución pacífica de los conflictos mediante el diálogo y rechazo a la violencia y a 
la guerra, respeto a los derechos humanos”; a través de instituciones registrales y catastrales modernizadas, 
haremos un combate frontal a la corrupción y fortaleceremos la seguridad jurídica patrimonial. 

3. Por su parte, el artículo 33 de la Ley de Planeación determina que el Ejecutivo Federal podrá convenir 
con los gobiernos de las entidades federativas, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la 
coordinación que se requiera a efecto de que dichos gobiernos participen en la Planeación Nacional del 
Desarrollo, y coadyuven, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, a la consecución de los objetivos de 
la planeación nacional, y para que las acciones a realizarse por la Federación y los Estados se planeen  de 
manera conjunta. 
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4. Que la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, señala 
en su artículo 78 fracción VIII, que la Federación por conducto de “LA SEDATU”, suscribirá acuerdos de 
coordinación con las entidades de la Administración Pública Federal, las entidades federativas y los 
municipios y, en su caso, convenios de concertación con los sectores social y privado, en los que se 
especificarán los compromisos para la modernización de procedimientos y trámites administrativos en materia 
de desarrollo urbano, catastro y registro público de la propiedad, así como para la producción y titulación de 
vivienda; además en su artículo 101, fracción IX, dispone que la Federación, las entidades federativas, los 
municipios y las demarcaciones territoriales, sujetos a disponibilidad presupuestaria, fomentarán la 
coordinación y la concertación de acciones e inversiones entre los sectores público, social y privado para  la 
modernización de los sistemas catastrales y registrales de la propiedad inmobiliaria en los Centros de 
Población. 

5. Que de conformidad con el artículo 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,  “LA 
SEDATU”, en el ámbito de su competencia, le corresponde entre otras: elaborar y conducir las políticas de 
vivienda, ordenamiento territorial, desarrollo agrario y urbano, promover y coordinar con las entidades 
federativas, municipios y en su caso las alcaldías de la Ciudad de México, así como la elaboración de 
lineamientos para regular diversas materias; apoyar los programas de modernización de los registros públicos 
de la propiedad; y diseñar los programas de modernización de los registros públicos inmobiliarios así como los 
catastros, a través de la administración de la plataforma nacional de información a que se refiere la Ley 
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano. 

6. Que las fracciones XVIII y XXVIII del artículo 8 del Reglamento Interior de “LA SEDATU” facultan  a la 
Subsecretaría de Ordenamiento Territorial y Agrario a “…Formular y proponer a la persona titular de la 
Secretaría el proyecto de la política nacional de asentamientos humanos y ordenamiento territorial, así como 
los anteproyectos de programas nacional, sectoriales, especiales y presupuestarios que procedan, en materia 
de ordenamiento territorial, tenencia de la tierra en el ámbito rural, registral y catastral…”, a “…Integrar, 
procesar, generar y analizar la información estratégica del territorio nacional y generar estadísticas, informes y 
demás análisis que coadyuven a la planeación territorial del desarrollo y a la toma de decisiones de las 
autoridades competentes…”, así como a “…Promover y fomentar la integración, modernización, actualización 
y vinculación permanente del registro de la propiedad rural, del catastro rural nacional, de los catastros de las 
entidades federativas y de los municipios y de los registros públicos de la propiedad…”. 

7.- Que el artículo 22 del mismo ordenamiento legal, hace mención a las atribuciones de la Dirección 
General de Inventarios y Modernización Registral y Catastral, en lo sucesivo “LA DIRECCIÓN GENERAL”, 
entre las que se encuentra la responsabilidad de diseñar, proponer, coordinar y dar seguimiento a proyectos 
para la modernización de registros públicos de la propiedad y los catastros, mediante acuerdos de 
coordinación con las entidades federativas y municipios; coordinar, supervisar y administrar el Sistema  de 
Información Territorial y Urbano; así como la Plataforma Nacional de Información Registral y Catastral; 
promover, proponer y apoyar conjuntamente con las autoridades de la federación, las entidades federativas e 
instituciones registrales y catastrales para la instrumentación de programas, estrategias, lineamientos y 
normas técnicas que contribuyan a garantizar la seguridad jurídica de los derechos registrados; la celebración 
de convenios de coordinación en materia de modernización y vinculación registral y catastral; conformar, 
coordinar y administrar una plataforma nacional con elementos jurídicos, operativos y tecnológicos, 
estandarizada y homologada, para los registros públicos de la propiedad del país y las instituciones 
catastrales, para la interconexión e interoperabilidad de la información e indicadores que produzcan las 
autoridades de los tres órdenes de gobierno; y realizar acciones de mejora para establecer esquemas que 
garanticen la interconexión e interoperabilidad de la información respecto de los inventarios de la propiedad, 
así como de la información registral y catastral. De igual forma cuenta con las facultades de autorizar apoyos 
a los proyectos de modernización de registros públicos de la propiedad y los catastros en las entidades 
federativas y municipios; coordinar, controlar, dar seguimiento y participar en la evaluación de los programas 
de modernización y vinculación registral y catastral apoyados con recursos federales; informar, opinar, 
asesorar y atender a las instancias de evaluación de los programas a su cargo; organizar y promover 
investigaciones, estudios e intercambio de mejores prácticas en materia de modernización y vinculación 
registral y catastral; desarrollar programas, proyectos, estudios y acciones de asistencia técnica y capacitación 
para los registros públicos de la propiedad y los catastros en materia de modernización y vinculación; así 
como para el desarrollo de capacidades respecto al uso y análisis de los sistemas de información geográficos 
para la planeación territorial y gestionar ante los tres niveles de gobierno la coordinación de estos para el 
acceso a los inventarios de la propiedad pública para su incorporación, interconexión e interoperabilidad con 
la Plataforma Nacional de Información Registral y Catastral. 
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8. Que el Programa de Modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y Catastros, en lo 
sucesivo “EL PROGRAMA”, contribuye al ordenamiento y la planeación territorial como articuladores del 
bienestar de las personas y el uso correcto del suelo, a través de la implementación de proyectos de 
modernización en las instituciones registrales y/o catastrales del país, para brindar certeza jurídica patrimonial 
y utilidad pública a partir de la conservación, integración, actualización y homologación de la información 
registral y catastral, así como la incorporación de nuevas tecnologías para la mejora de sus procesos que 
fortalezcan su eficiencia, eficacia y transparencia. 

9. Que con fecha 14 de febrero de 2023, el titular de “LA SEDATU” expidió los Lineamientos del Programa 
de Modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y Catastros, en lo sucesivo  “LOS 
LINEAMIENTOS”, mismos que se publicaron en el Diario Oficial de la Federación el día 07 de marzo  de 2023. 

DECLARACIONES 

I. “LA SEDATU” DECLARA A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES: 

I.1. Que es una dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, en términos de lo 
establecido en los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1°, 2° fracción I 
y 26 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 

I.2. Que en términos del artículo 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,  “LA 
SEDATU”, tiene como una de sus atribuciones la de apoyar los programas de modernización de los Registros 
Públicos de la Propiedad, así como de los Catastros; 

I.3. Que la Subsecretaria de Ordenamiento Territorial y Agrario, cuenta con las facultades para suscribir el 
presente Convenio de Coordinación, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 2 apartado A, fracción 
I, inciso a), 7 fracciones XI y XII y 8 fracción XXVIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo 
Agrario, Territorial y Urbano; 

I.4. Que la Directora General de Inventarios y Modernización Registral y Catastral, cuenta con las 
facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 2, apartado A, fracción III, inciso d), 10, 11 fracción IV y 22 del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; 

I.5. Que conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 83 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, cuenta con la debida suficiencia de recursos en la partida presupuestal 43101 
del Clasificador por Objeto de Gasto para la Administración Pública Federal, para llevar a cabo la asignación 
materia de este Convenio de Coordinación; 

I.6. Que conforme a “LOS LINEAMIENTOS” citados en el numeral 9 de los antecedentes, y derivado del 
Acuerdo del Comité de Evaluación N° S01-23/DGIMRC/02PEMR, emitido en su Primera Sesión Ordinaria, 
celebrada el 25 de abril de 2023, se autorizó el Proyecto Ejecutivo de Modernización Registral, en adelante 
“EL PEMR” a “LA ENTIDAD FEDERATIVA” y 

1.7. Cuenta con Registro Federal de Contribuyentes SRA750101RB7, y señala como su domicilio fiscal el 
ubicado en Avenida Heroica Escuela Naval Militar, número 669, colonia Presidentes Ejidales, Segunda 
Sección, alcaldía Coyoacán, C. P. 04470, en la Ciudad de México. 

I.8. Para los efectos legales que se deriven del presente Convenio de Coordinación señala el domicilio 
ubicado Avenida Nuevo León número 210, colonia Hipódromo, alcaldía Cuauhtémoc, C. P. 06100, en la 
Ciudad de México. 

II. “LA ENTIDAD FEDERATIVA” DECLARA A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES: 

II.1. Que en términos de los artículos 40, 41 primer párrafo, 42 fracción I, 43, 115 y 116 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1, 3, 6, 7, 36, 37, 38 y 39 de la Constitución Política del Estado de 
Baja California Sur, es un Estado libre y soberano integrante de la Federación. 

II.2. Que mediante oficio sin número, de fecha 13 de marzo de 2023, el MTRO. VICTOR MANUEL 
CASTRO COSIO, en su carácter de Titular del Poder Ejecutivo de Baja California Sur, ratificó el interés  de 
“LA ENTIDAD FEDERATIVA” para adherirse al “EL PROGRAMA”, en términos de lo establecido en el inciso 
a) del numeral 7.2 de “LOS LINEAMIENTOS”; 
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II.3. Que la MTRA. BERTHA MONTAÑO COTA, Secretaria de Finanzas y Administracion y la LIC. MARIA 
KARINA RAMIREZ MIRANDA, Directora General del Registro Publico de la Propiedad y del Comercio en el 
Estado, están facultados legalmente para celebrar el presente Convenio de Coordinación, con fundamento en 
los artículos 106 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California Sur, así como en 
los artículos 8, 15, 16 fracción II, párrafos I y II, 18, 20 fracción I, II y X , y 22 fracción XXXV de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Estatal y 1,2.3 fracción I, 8 y 17 del Reglamento del Registro Público de 
la Propiedad y del Comercio del Estado de Baja California Sur. 

II.4. Que “LA ENTIDAD FEDERATIVA” presentó a “LA DIRECCIÓN GENERAL”, el Proyecto Ejecutivo de 
Modernización Registral, mismo que fue autorizado mediante Acuerdo del Comité de Evaluación,  No S01-
23/DGIMRC/02PEMR emitido en su Primera Sesión Ordinaria, celebrada el 25 de abril de 2023; 

II.5. Que conocen y se obligan a cumplir en tiempo y forma con “LOS LINEAMIENTOS”, específicamente 
por lo que se refieren a informar sobre los recursos federales transferidos a las entidades federativas; 

II.6. Que su clave de Registro Federal de Contribuyentes ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
es el siguiente: SFG9312205S3, y 

II.7. Que señalan como domicilio para los efectos del presente Convenio de Coordinación el ubicado en 
Calle Isabel la Católica e Ignacio Allende S/N Piso Col. Centro, La Paz, Baja California Sur, México,  C.P. 
23000; y para los efectos legales que se deriven del presente Convenio de Coordinación señala el domicilio 
ubicado en Calle Dionisia Villarino entre Ignacio Allende y Juárez, Fraccionamiento Perla,  C.P. 23040, La 
Paz, Baja California Sur. 

III. “LAS PARTES” DECLARAN A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES: 

ÚNICA. Que es su voluntad celebrar el presente Convenio de Coordinación, aceptando los compromisos 
derivados de su participación en el desarrollo y cumplimiento del objeto descrito en este instrumento jurídico. 
Asimismo, manifiestan mutuamente que las facultades con las que actúan, no les han sido revocadas o 
modificadas en forma alguna y se reconocen recíprocamente la personalidad jurídica con la que suscriben el 
presente instrumento. 

MARCO JURÍDICO 

En virtud de lo anterior y con fundamento en los artículos 26, 40, 41 primer párrafo, 43, 90, 115 y 116 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 26, 28, 32 quinto párrafo, 33, 34, 35 y 36 de la Ley de 
Planeación; 1°, 2°, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 54, 74, 75 y 82 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 68, 69, 70, 71 y 72 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental; 175, 223, 224 y 226 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria; 1, 3 y 7 del Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022; 1, 
2 apartado A, fracción I y III, inciso a) y d), 7, fracciones XI y XII, y 8 fracción XXVIII, 10, 11 fracción IV y 22 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, así como en los artículos 1, 3, 
6, 7, 36, 37, 38, 39 67, 79, 80 y 81 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California 
Sur, así como en los artículos 1, 2, 8, 15, 16 fracción II, párrafos I y II, 18, 20 fracción I, II y X , y 22 fracción 
XXXV de la Ley Orgánica de la Administración Pública Estatal y 1,2.3 fracción I, 8 y 17 del Reglamento del 
Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Estado de Baja California Sur, en “LOS LINEAMIENTOS” 
y demás disposiciones jurídicas aplicables, “LAS PARTES” celebran el presente Convenio de Coordinación al 
tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO 

El presente Convenio de Coordinación, tiene por objeto fijar las bases mediante las cuales “LA SEDATU” 
aporta y transfiere recursos presupuestarios federales con carácter de subsidio a “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” para la ejecución de “EL PEMR”, con la finalidad de que los organismos encargados de la 
función Registral y Catastral sean más eficientes, eficaces y garanticen la actualización de la información 
sobre inmuebles, vinculando la información que se genera en ambas instituciones, que permita interoperar e 
interconectar dicha información en forma sistemática y permanente a la Plataforma Nacional de Información 
Registral y Catastral. 

Los recursos que entrega el Ejecutivo Federal por conducto de “LA SEDATU” y las aportaciones  de “LA 
ENTIDAD FEDERATIVA” a que se refiere la Cláusula Segunda del presente instrumento, se aplicarán a “EL 
PEMR”, por el importe total del proyecto, que asciende a la cantidad de $ 8’ 575,933.36 (ocho millones 
quinientos setenta y cinco mil novecientos treinta y tres pesos 36/100 M. N.). 

“LA ENTIDAD FEDERATIVA” deberá llevar a cabo el estricto ejercicio de los recursos destinados 
exclusivamente para “EL PEMR” en proporción a la aportación de cada uno de ellos, esto es, que en el 
desembolso de las cuentas se respetará el porcentaje establecido en el resumen financiero de su Proyecto. 
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Con el objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente Convenio de Coordinación,  “LAS 
PARTES” se sujetarán a lo establecido en el mismo, a “LOS LINEAMIENTOS” y a demás disposiciones 
jurídicas aplicables. 

SEGUNDA. APORTACIONES 

“LA SEDATU” por conducto de “LA DIRECCIÓN GENERAL” y con cargo a su presupuesto autorizado, 
aporta en carácter de subsidio a “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, recursos presupuestarios federales por la 
cantidad de $ 3’581,149.80 (tres millones quinientos ochenta y un mil ciento cuarenta y nueve pesos  80/100 
M.N.) a la firma del presente Convenio de Coordinación, para la realización de “EL PEMR”. 

Conforme a lo establecido en el artículo 82 fracción IX de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, quinto párrafo del artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, 
y la fracción VIII, inciso a), del numeral 8.1 de “LOS LINEAMIENTOS”, los recursos a que se refiere el párrafo 
que antecede, se radicarán a través de la Tesorería de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, en la cuenta bancaria 
productiva específica del Banco BBVA, México, S.A., I.B.M. cuenta número 00120297828, CLABE número  
0120-4000-120297828-8, sucursal 1801 Banca de Gobierno BCS / Empresas La Paz, a nombre de 
GOBIERNO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR, con la finalidad de que los recursos aportados, así 
como sus rendimientos financieros estén debidamente identificados. 

Por su parte, a efecto de complementar los recursos necesarios para el cumplimiento del objeto del 
presente Convenio de Coordinación, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a destinar la cantidad de 
$4,994,783.56 (cuatro millones, novecientos noventa y cuatro mil setecientos ochenta y tres pesos  56/100 M. 
N.), de sus propios recursos presupuestarios, importe que deberá destinarse de manera exclusiva al 
desarrollo de “EL PEMR”, enviando el comprobante de dicha aportación a “LA DIRECCIÓN GENERAL”. 

“LA ENTIDAD FEDERATIVA” deberá ejercer oportunamente los recursos federales y los propios que 
complementen el financiamiento de “EL PEMR”, única y exclusivamente en los conceptos aprobados, 
cuidando de manera especial no contravenir lo dispuesto por el artículo 54 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria. 

TERCERA. APLICACIÓN 

Los recursos presupuestarios federales que otorga el Ejecutivo Federal por conducto de “LA SEDATU”, así 
como las aportaciones de “LA ENTIDAD FEDERATIVA” a que se refiere la Cláusula que antecede, se 
destinarán de forma exclusiva para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación, en la 
inteligencia de que tales recursos no podrán traspasarse ni destinarse a ningún otro concepto de  gasto, 
además de que se registrarán de acuerdo con los destinos definidos en “EL PEMR”  presentado por “LA 
ENTIDAD FEDERATIVA” y aprobado en el Acuerdo del Comité de Evaluación  N° S01-23/DGIMRC/02PEMR, 
emitido en su Primera Sesión Ordinaria, celebrada el 25 de abril de 2023. 

Una vez devengados y conforme al avance del proyecto, los recursos presupuestarios federales que se 
aporten deberán ser registrados por “LA ENTIDAD FEDERATIVA” en su contabilidad, de acuerdo con las 
disposiciones jurídicas aplicables y se rendirán en su Cuenta Pública, sin que por ello pierdan su  carácter 
federal. 

CUARTA. NATURALEZA DE LA APORTACIÓN 

En términos del artículo 175 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, los recursos federales aportados se consideran devengados por “LA SEDATU” a partir de la 
entrega de los mismos a “LA ENTIDAD FEDERATIVA”. 

QUINTA. RESPONSABLES DE LA EJECUCIÓN DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN 

Para efectos del cumplimiento de las obligaciones derivadas de este Convenio de Coordinación,  “LAS 
PARTES” designan como responsables a las siguientes personas: 

Por parte de “LA SEDATU”, a la Lic. Griselda Martínez Vázquez, en su carácter de Directora General de 
Inventarios y Modernización Registral y Catastral. 

Por parte de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, a la Lic. María Karina Ramírez Miranda, en su carácter de 
Directora General del Registro Público de la Propiedad y del Comercio en el Estado de Baja California Sur. 

De igual manera, “LAS PARTES” convienen desde ahora en tomar en consideración las recomendaciones 
y opiniones que, en su caso, emita “LA DIRECCIÓN GENERAL”, sobre cualquier aspecto relativo a la 
ejecución técnica y administrativa de acciones y obligaciones derivadas de este Convenio de Coordinación y 
en relación con “EL PEMR” o “EL PROGRAMA”. 

La comunicación entre “LAS PARTES”, se llevará a cabo a través de la instancia a que se refiere el 
numeral 5.2 de “LOS LINEAMIENTOS”, denominada “LA VENTANILLA ÚNICA”. 
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SEXTA. OBLIGACIONES DE “LA ENTIDAD FEDERATIVA” 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Coordinación, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” se 
obliga a: 

I. Cumplir con lo dispuesto en el presente instrumento y en “LOS LINEAMIENTOS” específicamente 
con las obligaciones referidas en su numeral 9.2, así como las disposiciones que emita la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público en sustitución de los mismos; 

II. Aportar y garantizar la adecuada y transparente aplicación de los recursos a que se refiere el 
párrafo tercero de la Cláusula Segunda de este Convenio de Coordinación; 

III. Aplicar los recursos a que se refiere este Convenio de Coordinación en los términos, condiciones, 
objetivos y metas previstos en “EL PEMR” dictaminado por “LA SEDATU” y aprobado en el 
Acuerdo del Comité de Evaluación N° S01-23/DGIMRC/02PEMR, emitido en su Primera Sesión 
Ordinaria, celebrada el 25 de abril de 2023; 

IV. Responsabilizarse, a través de su Secretaría de Finanzas y Administración del Gobierno del Estado 
de Baja California Sur, la Mtra. Bertha Montaño Cota y la Lic. María Karina Ramírez Miranda, 
Directora General del Registro Público de la Propiedad y del Comercio de “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” de lo siguiente: 

a) Administrar y conservar los recursos presupuestarios federales en la cuenta bancaria 
productiva específica señalada en la Cláusula Segunda de este Convenio de Coordinación, 
por lo que no podrán de ninguna forma traspasarse tales recursos a otras cuentas; 

b) Comprometer la totalidad de los recursos dentro de los 90 días naturales siguientes a la 
entrega de los mismos, o a más tardar el 31 de diciembre de 2023 si la ministración federal 
fuera posterior al primero de octubre, de conformidad con lo establecido las fracciones XVI y 
XVII del numeral 8.1 de “LOS LINEAMIENTOS”; 

c) Realizar en estricto apego a la normativa aplicable y procurar las mejores condiciones para la 
“LA ENTIDAD FEDERATIVA”, en cuanto a la contratación de adquisiciones, servicios, entre 
otros, obligándose en todo momento a tomar las previsiones necesarias que permitan 
garantizar la integridad y certeza de la constitución de las empresas privadas y los socios que 
las integran, de conformidad a lo previsto en el artículo 69-B del Código Fiscal de  la 
Federación; 

d) Efectuar las ministraciones oportunamente para la ejecución de “EL PEMR” previsto en este 
instrumento; así como recabar e integrar debidamente la totalidad de la documentación 
comprobatoria de todas las erogaciones con cargo al mismo; 

e) Realizar los registros correspondientes en la contabilidad y en la Cuenta Pública Local 
conforme sean devengados y ejercidos respectivamente los recursos; 

f) Dar cumplimiento a las demás disposiciones federales aplicables en la administración de los 
recursos, en corresponsabilidad con la instancia ejecutora local; 

g) Reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos públicos federales que no se 
encuentren comprometidos al 31 de diciembre de 2023, así como los rendimientos financieros 
que se hubieran generado, de conformidad con lo establecido en la fracción XVIII del numeral 
8.1 de “LOS LINEAMIENTOS”; 

h) Remitir a “LA DIRECCIÓN GENERAL” de manera mensual los estados de cuenta de la 
cuenta bancaria productiva específica federal y estatal, dentro de los diez primeros días de 
cada mes, y 

i) En caso de no cumplir en tiempo y forma con lo estipulado en su proyecto y en las 
obligaciones pactadas en los contratos que deriven de este, realizar la devolución íntegra del 
recurso otorgado por la Federación a la Tesorería de la Federación, así como los 
rendimientos financieros que se hubieran generado. 

V. Colaborar con “LA DIRECCIÓN GENERAL” de conformidad con el numeral 11 de  “LOS 
LINEAMIENTOS” y entregarle la información que se enlista, así como a otorgar las facilidades 
necesarias para la consecución de las acciones referidas: 

a) Copia de los contratos que “LA ENTIDAD FEDERATIVA” celebre con terceros para llevar a 
cabo las acciones contenidas en “EL PEMR”: 

b) Copia de las facturas de los bienes y servicios adquiridos que deberán garantizar las mejores 
condiciones para la “LA ENTIDAD FEDERATIVA”; 
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c) Evidencia documental o fotográfica de los entregables que con motivo de sus contrataciones 
para la ejecución de su Proyecto se hayan comprometido, tratándose de equipo de cómputo o 
mobiliario, entregables de carácter intangible, o cuya patente o licencia no lo permita, bastará 
con el acta entrega recepción de los bienes que contenga las características técnicas del 
entregable y su evidencia fotográfica correspondiente; 

d) Compartir copia de la información entregada por las empresas incluidas la base de datos 
resultante de la actualización, migración, limpieza y/o homogenización salvaguardando los 
datos personales y la base cartográfica final, y las credenciales de acceso para consulta vía 
remota, para facilitar la verificación de los procesos y productos, y materiales de apoyo; 

e) Compartir con “LA DIRECCIÓN GENERAL”, copia en formato digital de los aplicativos, 
desarrollos, plataformas y demás herramientas tecnológicas, para este fin “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” deberá solicitar estos rubros al proveedor por obra por encargo y no por uso 
de licencia de software, entregado como producto en su versión final, toda aquella 
documentación generada durante el proceso de la creación de este entregable, 
encontrándose en este rubro, diagramas de entidad relación, diagramas de flujo, diagramas 
de caso de uso, diagramas de despliegue, diccionario de datos, modelado y estructura de la 
base de datos, manual de usuario, manual de instalación, manual técnico, código fuente y 
toda aquella documentación soporte que se vea implicada durante las fases de desarrollo del 
entregable. “LA DIRECCIÓN GENERAL” con la finalidad de contribuir al desarrollo y 
modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y de los Catastros, podrá hacer uso 
de esta información para su implementación en cualquier Entidad Federativa que así lo 
requiera, para cumplir con los objetivos de “EL PROGRAMA”; 

f) Evidencia Fotográfica de las áreas y equipamiento, incluidos en el Proyecto con el alta y 
resguardo en el inventario de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, y 

g) Toda aquella información y documentación que se requiera y que se relacione con el objeto 
del presente Convenio de Coordinación. 

VI. Entregar a “LA DIRECCIÓN GENERAL”, a través de “LA VENTANILLA ÚNICA”, de manera 
trimestral, la relación detallada y validada sobre la aplicación de los recursos federales, en los 
términos establecidos en “EL PEMR” y “LOS LINEAMIENTOS”, así como los datos y 
documentación necesaria para la supervisión y cierre de Proyectos que para el caso determine  “LA 
DIRECCIÓN GENERAL”. 

 Asimismo, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a mantener bajo su custodia a través de su 
Secretaría de Finanzas y Administración del Gobierno del Estado, la documentación justificativa y 
comprobatoria original de los recursos presupuestarios federales erogados y de igual manera, a 
entregarla cuando se la requiera “LA DIRECCIÓN GENERAL, la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, la Secretaría de la Función Pública y la Auditoría Superior de la Federación, así como a 
entregar la información adicional que éstas le requieran, de conformidad con lo establecido  por la 
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento y por  “LOS 
LINEAMIENTOS” para informar sobre los recursos federales transferidos a las entidades 
federativas, de conformidad al primer párrafo del artículo 83 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y 224 fracción VI de su Reglamento. 

 La documentación justificativa y comprobatoria del gasto de los recursos presupuestarios federales 
objeto de este Convenio de Coordinación, deberá cumplir con los requisitos fiscales establecidos 
en las disposiciones federales aplicables; 

VII. Registrar los recursos presupuestarios federales en su contabilidad, de acuerdo con los principios 
de contabilidad gubernamental; 

VIII. Rendir los informes sobre finanzas públicas y la Cuenta Pública Local, ante su Congreso respecto 
de los recursos presupuestarios federales; 

IX. Iniciar las acciones para dar cumplimiento a lo dispuesto por la Cláusula Primera de este Convenio 
de Coordinación, en un plazo no mayor a 15 días naturales, contados a partir de la firma de la 
minuta para formalizar el inicio de actividades, entre “LA DIRECCIÓN GENERAL” y “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” prevista en el inciso n) del numeral 9.2 de los “LINEAMIENTOS”; 

X. Observar las disposiciones legales federales aplicables, en su caso, a las adquisiciones y 
prestación de servicios de cualquier naturaleza que se efectúe con los recursos federales 
señalados en la Cláusula Segunda del presente instrumento; 
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XI. No comprometer de ninguna forma recursos que excedan de su capacidad financiera, para la 
realización de “EL PEMR”; 

XII. Requerir con oportunidad debida a las instancias federales, estatales o municipales que 
correspondan, la asesoría técnica y las autorizaciones o permisos que resulten necesarios para la 
realización de “EL PEMR”; 

XIII. Proporcionar la información y documentación que en relación con los recursos a que se refiere la 
Cláusula Segunda de este instrumento requieran los órganos de control y fiscalización federales y 
estatales facultados, y permitir a éstos las visitas de inspección que en ejercicio de sus respectivas 
atribuciones lleven a cabo; 

XIV. Otorgar a “LA DIRECCIÓN GENERAL” el acceso a los datos públicos y servicios informáticos 
locales y/o WEB construidos como producto de la aplicación, instrumentación y operación  de “EL 
PROGRAMA”; 

XV. Realizar las acciones necesarias en conjunto con “LA DIRECCIÓN GENERAL” para llevar a cabo la 
integración de la información pública registral y catastral dispuesta por “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA”, a fin de generar los mecanismos locales y vía web de interoperabilidad e 
interconexión permanente con los Aplicativos y Plataformas Tecnológicas desarrollados  por “LA 
DIRECCIÓN GENERAL” y/o “LA SEDATU” con el fin de garantizar la estandarización de los datos 
registrales y catastrales generados en el país; 

XVI. Colaborar con “LA DIRECCIÓN GENERAL” en la promoción del aprovechamiento de los datos, 
información, y sistemas de información resultantes del cumplimiento del presente instrumento legal, 
por parte del sector gubernamental, académico, comercial, social y todos aquellos sectores 
interesados en la temática registral y catastral del país; 

XVII. Mandar publicar en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, dentro de los 15 
días hábiles posteriores a su formalización, el presente instrumento; 

XVIII. Instalar un Comité de Contraloría Social y cumplir las actividades necesarias para su correcto 
funcionamiento, y 

XIX. Cumplir con las demás obligaciones de “EL PROGRAMA”, de “LOS LINEAMIENTOS”  y de “EL 
PEMR”, así como aquellas que relacionadas con éstos le sean solicitadas por  “LA DIRECCIÓN 
GENERAL”. 

SÉPTIMA. OBLIGACIONES DEL EJECUTIVO FEDERAL 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Coordinación el Ejecutivo Federal, a través de 
“LA DIRECCIÓN GENERAL”, se obliga a lo siguiente: 

I. Asesorar y colaborar con el personal designado por “LA ENTIDAD FEDERATIVA” cuando éste se 
lo solicite, en la consecución de los fines del presente instrumento legal; 

II. Supervisar el cumplimiento de las acciones que se realicen con motivo del presente Convenio de 
Coordinación; 

III. Transferir los recursos presupuestarios federales a que se refiere la Cláusula Segunda de este 
Convenio de Coordinación, en los términos y condiciones que se establecen en el mismo; 

IV. Realizar los registros correspondientes en la cuenta pública federal y demás reportes relativos al 
ejercicio del gasto público, para informar sobre la aplicación de los recursos transferidos en el 
marco de este Convenio de Coordinación; 

V. Verificar que los recursos presupuestarios que en virtud de este instrumento se transfieran, no 
permanezcan ociosos y que sean aplicados únicamente para la realización de los fines a los cuales 
son destinados, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias 
competentes del Ejecutivo Federal; 

VI. Abstenerse de intervenir en el procedimiento de asignación de los contratos, convenios o de 
cualquier otro instrumento jurídico que formalice “LA ENTIDAD FEDERATIVA” para cumplir con los 
fines para los cuales son destinados los recursos presupuestales federales transferidos  y los 
locales asignados a los mismos fines; 

VII. Mandar publicar en el Diario Oficial de la Federación, dentro de los 15 días hábiles posteriores a su 
formalización, el presente instrumento, y 

VIII. Difundir en su página de Internet el concepto financiado con los recursos que serán transferidos 
mediante el presente instrumento. 
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OCTAVA. RELACIÓN LABORAL 

Los recursos humanos que para la ejecución del objeto del presente Convenio de Coordinación, requiera 
cada una de “LAS PARTES”, quedarán bajo su respectiva y exclusiva responsabilidad jurídica y administrativa 
y no existirá relación laboral alguna entre éstos y la otra parte; por lo que, en ningún caso alguna de las partes 
se entenderá como patrón sustituto o solidario de los empleados de la otra o de las personas que participen 
en la ejecución o implementación del presente instrumento. 

NOVENA. CONTROL Y SEGUIMIENTO 

El control y seguimiento de los recursos presupuestarios federales a que se refiere la Cláusula Segunda 
de este Convenio de Coordinación, corresponderá a “LA DIRECCIÓN GENERAL”, sin perjuicio de las 
acciones que puedan realizar la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de la Función Pública 
y la Auditoría Superior de la Federación, conforme al marco jurídico aplicable y sin menoscabar las acciones 
de vigilancia, control, seguimiento y evaluación que en coordinación con la Secretaría de la Función Pública, 
realice el órgano de control o contraloría general del Ejecutivo de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, debiéndose 
observar lo estipulado en el numeral 9 de “LOS LINEAMIENTOS”. 

DÉCIMA. SANCIONES 

Las conductas que impliquen responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de 
afectaciones a la Hacienda Pública Federal en que incurran los servidores públicos, federales o locales, serán 
determinadas y sancionadas en términos de lo que resulte aplicable de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y demás disposiciones aplicables en términos del Título Cuarto de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, de conformidad con el numeral 10 de “LOS LINEAMIENTOS”. 

DÉCIMA PRIMERA. VERIFICACIÓN 

Con el objeto de asegurar la efectividad del presente Convenio de Coordinación, “LAS PARTES”, 
revisarán bimestralmente su contenido y su aplicación, adoptando a la brevedad las medidas necesarias para 
establecer el enlace y la comunicación requeridas para dar el debido seguimiento a los compromisos 
asumidos y los contratos que deriven del presente, que por conducto de los responsables a que se refiere la 
Cláusula Quinta de este instrumento y de conformidad con lo establecido en “EL PEMR”. 

DÉCIMA SEGUNDA. RECURSOS PARA FISCALIZACIÓN Y VIGILANCIA 

“LAS PARTES” convienen conforme a lo establecido por las fracciones XI y XII del artículo 82 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria que se destinará un monto equivalente al uno al millar 
del monto total de los recursos federales aportados para la fiscalización de los mismos, a favor del Auditoría 
Superior de la Federación o el órgano técnico de fiscalización de la legislatura de la propia entidad federativa; 
para que realice la vigilancia, inspección, control y evaluación de los trabajos y acciones ejecutadas por 
administración directa con esos recursos, de conformidad a lo señalado en el párrafo segundo del artículo 224 
del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

Asimismo, la Secretaría de la Función Pública podrá verificar en cualquier momento el cumplimiento de los 
compromisos a cargo de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, en los términos del presente instrumento. 

DÉCIMA TERCERA. REINTEGRO DE RECURSOS FEDERALES 

“LA DIRECCIÓN GENERAL” procederá a solicitar a “LA ENTIDAD FEDERATIVA” el reintegro a la 
Tesorería de la Federación de los recursos que le fueron transferidos, así como los rendimientos financieros 
que en su caso se hayan generado, cuando: 

I. Los recursos no se utilizaron para los fines pactados por parte de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”. 

II. “LA DIRECCIÓN GENERAL” así se lo requiera, por haberse incumplido por parte de “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” cualquiera de las obligaciones pactadas en el presente Convenio de Coordinación o 
de los contratos que deriven de éste. 

III. Los recursos federales, permanezcan ociosos, o no se encuentren efectivamente comprometidos la 
totalidad de los recursos dentro de los 90 días naturales siguientes a la entrega de los mismos o 
más tardar el 31 de diciembre de 2023, si la ministración federal fuera posterior al primero de 
octubre, en términos de lo dispuesto por las fracciones XVI y XVII del numeral 8.1  de “LOS 
LINEAMIENTOS”, en concordancia con cláusula SEXTA fracción IV inciso b) del presente 
instrumento. 

En los supuestos señalados en las fracciones I y II, el reintegro se hará dentro de los 30 días naturales 
siguientes a los que “LA DIRECCIÓN GENERAL” requiera el reintegro a la “LA ENTIDAD FEDERATIVA”. 

En el caso de la fracción III, el reintegro se hará en términos de lo señalado en el artículo 54 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento y el inciso o) del numeral 9.2 de  “LOS 
LINEAMIENTOS”. 
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DÉCIMA CUARTA. MODIFICACIONES AL CONVENIO DE COORDINACIÓN 

“LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de Coordinación podrá modificarse de común acuerdo 
y por escrito, durante la vigencia del mismo, sin alterar su estructura u objeto y con estricto apego a las 
disposiciones jurídicas aplicables. Las modificaciones al Convenio de Coordinación deberán mandarse a 
publicar en el Diario Oficial de la Federación, así como en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” dentro de los 15 días hábiles siguientes a la fecha de su formalización. 

En caso de contingencia para la realización de las funciones, planes, programas o proyectos previstos en 
este instrumento, ambas partes acuerdan tomar las medidas o mecanismos que permitan afrontar dichas 
contingencias, en el entendido de que, en todo caso, las medidas y mecanismos acordados serán 
formalizados mediante la suscripción del Convenio Modificatorio correspondiente. 

DÉCIMA QUINTA. DIFUSIÓN Y TRANSPARENCIA 

El presente Convenio de Coordinación deberá mandarse a publicar en el Diario Oficial de la Federación, 
así como en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD FEDERATIVA” dentro de los 15 días hábiles 
siguientes a la fecha de su formalización, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de 
Planeación y el último párrafo, del artículo 224 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria. 

De igual forma “LAS PARTES” difundirán “EL PROGRAMA” en sus respectivas páginas electrónicas o 
portales de la red de información electrónica, sin perjuicio de que igualmente lo difundan al público por otros 
medios, en los términos de las disposiciones aplicables. 

“LAS PARTES” convienen que se sujetarán a las disposiciones aplicables tanto en la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, como en la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 

DÉCIMA SEXTA. VIGENCIA 

El presente Convenio de Coordinación comenzará a surtir sus efectos a partir de la fecha de su 
suscripción y hasta el cumplimiento total de las obligaciones del presente Convenio de Coordinación, así 
como de todos los instrumentos accesorios que se deriven del mismo y las que se determine el Cierre Técnico 
de “EL PEMR”. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. 

El presente Convenio de Coordinación podrá darse por terminado anticipadamente cuando se presente 
alguna de las siguientes causas: 

I. Por haberse cumplido el objeto para el que fue celebrado; 

II. Por acuerdo de “LAS PARTES”; 

III. Cuando se determine que los recursos presupuestarios federales se utilizaron con fines distintos a 
los previstos en este Convenio de Coordinación o por el incumplimiento de las obligaciones 
contraídas en el mismo o de los contratos que deriven de éste; 

IV. Por caso fortuito o fuerza mayor, y 

V. Por el incumplimiento de las obligaciones contraídas en el mismo. 

DÉCIMA OCTAVA. INTERPRETACIÓN, JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio de Coordinación, así como convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento, así como a las 
demás disposiciones jurídicas aplicables. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio de 
Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo, se sujetarán a lo dispuesto en los artículos 42 
y 43 de la Ley de Planeación, en concordancia con el artículo 109 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en términos de lo que resulte aplicable de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas. 

DÉCIMA NOVENA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a cumplir los protocolos y acciones establecidas en las disposiciones 
jurídicas aplicables en materia de anticorrupción, transparencia y rendición de cuentas en los actos jurídicos y 
de autoridad que, en su caso, lleven a cabo para el cumplimiento de las obligaciones que asumen por virtud 
del presente instrumento, y a poner a disposición de las autoridades fiscalizadoras competentes toda la 
información que derive de su actuación. 
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VIGÉSIMA. CESIÓN DE DERECHOS Y OBLIGACIONES. 

“LAS PARTES” no podrán ceder o transferir total ni parcialmente los derechos y/o las obligaciones que se 

deriven del presente instrumento. 

Leído el presente Convenio de Coordinación y enteradas las partes de su valor, contenido y alcance legal, 

lo firman por quintuplicado a los 9 días del mes de mayo de 2023.- Por la SEDATU: la Subsecretaria de 

Ordenamiento Territorial y Agrario, Dra. Edna Elena Vega Rangel.- Rúbrica.- La Directora General de 

Inventarios y Modernización Registral y Catastral, Lic. Griselda Martínez Vázquez.- Rúbrica.- Por la Entidad 

Federativa: la Secretaria de Finanzas y Administracion del Gobierno del Estado de Baja California Sur,  Mtra. 

Bertha Montaño Cota.- Rúbrica.- La Directora General del Registro Público de la Propiedad y del Comercio 

del Estado de Baja California Sur, Lic. Maria Karina Ramirez Miranda.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE CULTURA 
AVISO mediante el cual se informa de la publicación de las Políticas, Bases y Lineamientos en Materia de Obras 
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas de la Secretaría de Cultura. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- CULTURA.- Secretaría  de 
Cultura. 

LIC. OMAR MONROY RODRÍGUEZ, TITULAR DE LA UNIDAD DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, Con 
fundamento en los artículos 41 Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 1 penúltimo 
párrafo, 10 y 25 fracción II de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas; 9 último 
párrafo del Reglamento de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas; 4 de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo; 10 fracciones I, V, X, XII y XXIX del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Cultura, se expide el siguiente: 

AVISO MEDIANTE EL CUAL SE INFORMA DE LA PUBLICACIÓN DE LAS POLÍTICAS, BASES Y 

LINEAMIENTOS EN MATERIA DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS 

MISMAS DE LA SECRETARÍA DE CULTURA 

Denominación de la norma: Políticas, Bases y Lineamientos en Materia de Obras Públicas y Servicios 
Relacionados con las Mismas, de la Secretaría de Cultura. 

Emisor: Secretaría de Cultura. 

Fecha de aprobación del Comité de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas: 14 de 
abril de 2023. 

Materia correspondiente: Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas. 

Lugar de publicación: Normateca Interna de la Secretaría de Cultura 

https://www.cultura.gob.mx/normateca/detalle/obra-publica 

www.dof.gob.mx/2023/CULTURA/Pobalines-Obras-Publicas-Cultura.pdf 

Datos de identificación de la norma respectiva: Normatividad Interna. 

Fundamento jurídico por el que se publica la norma: Acuerdo por el que se instruye a las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como a la Procuraduría General de la 
República a abstenerse de emitir regulación en las materias que se indican, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 10 de agosto de 2010. 

Acuerdo que modifica al diverso por el que se instruye a las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, así como a la Procuraduría General de la República a abstenerse de emitir 
regulación en las materias que se indican, publicado el 10 de agosto de 2010; publicado en el Diario Oficial de 

la Federación el 21 de agosto de 2012. 

Ciudad de México, a 11 de mayo de 2023.- Titular de la Unidad de Administración y Finanzas en la 

Secretaría de Cultura, Omar Monroy Rodríguez.- Rúbrica. 

(R.- 536474) 
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INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR 
CONVENIO de Colaboración en materia de transferencia de recursos presupuestarios federales con el carácter de 
subsidios, para apoyar las acciones del Programa Fortalecimiento a la Atención Médica S200 para el ejercicio 
fiscal 2022 (PFAM), con cargo a los recursos del Programa Presupuestario E023 Atención a la Salud para el 
ejercicio fiscal 2022 (Programa E023), que celebran el Instituto de Salud para el Bienestar y el Estado de Morelos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Salud.- Secretaría de 
Salud.- Instituto de Salud para el Bienestar. 

CONVENIO: INSABI-GO FAM-E023-2022-MOR-17 

CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS 

FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS, PARA APOYAR LAS ACCIONES DEL PROGRAMA 

FORTALECIMIENTO A LA ATENCIÓN MÉDICA S200 PARA EL EJERCICIO FISCAL 2022 (PFAM), CON CARGO A LOS 

RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2022 

(PROGRAMA E023), QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR, AL QUE EN 

LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ EL “INSABI”, REPRESENTADO POR EL MTRO. JUAN ANTONIO FERRER 

AGUILAR, EN SU CARÁCTER DE DIRECTOR GENERAL, ASISTIDO POR EL DR. CÉSAR ALEJANDRO ARCE SALINAS, 

TITULAR DE LA UNIDAD DE COORDINACIÓN NACIONAL MÉDICA Y POR EL DR. JUAN JOSÉ MAZÓN RAMÍREZ, 

COORDINADOR DE ATENCIÓN A LA SALUD, Y POR LA OTRA PARTE, EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE LIBRE Y 

SOBERANO DE MORELOS, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ “LA ENTIDAD”, REPRESENTADO POR 

EL L.C. JOSE GERARDO LOPEZ HUERFANO, ENCARGADO DE DESPACHO DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA, Y 

POR EL DR. MARCO ANTONIO CANTÚ CUEVAS, SECRETARIO DE SALUD, Y EL DR. HÉCTOR BARÓN OLIVARES 

DIRECTOR GENERAL DE SERVICIOS DE SALUD DE MORELOS, A QUIENES DE MANERA CONJUNTA SE LES 

DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS 

SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

1. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce en su artículo 4o, párrafo cuarto, 
el derecho humano que toda persona tiene en nuestro país a la protección de la salud, disponiendo 
que la Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud, así como un 
sistema de salud para el bienestar, con el fin de garantizar la extensión progresiva, cuantitativa y 
cualitativa de los servicios de salud para la atención integral y gratuita de las personas que no 
cuenten con seguridad social. 

2. En términos de lo señalado en las fracciones I y II del artículo 2o de la Ley General de Salud, 
ordenamiento reglamentario del referido derecho humano, forman parte de las finalidades del 
derecho a la protección de la salud, el bienestar físico y mental de la persona, para contribuir al 
ejercicio pleno de sus capacidades, así como la prolongación y mejoramiento de la calidad de la vida 
humana. 

3. Conforme a lo señalado en el apartado II. Política Social del Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de julio de 2019, al abordarse el tema de salud 
para toda la población, el Gobierno Federal realizará las acciones necesarias para garantizar que 
hacia 2024 todas y todos los habitantes de México puedan recibir atención médica y hospitalaria 
gratuita, haciéndose énfasis en que la atención se brindará de conformidad con los principios de 
participación social, competencia técnica, calidad médica, pertinencia cultural, trato no 
discriminatorio, digno y humano, para lo cual se impulsaría la creación del “INSABI”, a través del 
cual, el Gobierno Federal realizará las acciones necesarias para garantizar que hacia el 2024 todas y 
todos los habitantes de México puedan recibir atención médica y hospitalaria gratuita, incluidos el 
suministro de medicamentos y materiales de curación y los exámenes clínicos. 

4. El Programa Sectorial de Salud 2020-2024, publicado el 17 de agosto de 2020 en el Diario Oficial de 
la Federación, que parte de la necesidad de disponer de un sistema único, público, gratuito y 
equitativo de salud que garantice el acceso efectivo de toda la población a servicios de salud de 
calidad; establece entre sus objetivos prioritarios, garantizar los servicios públicos de salud a toda la 
población que no cuente con seguridad social y, el acceso gratuito a la atención médica y 
hospitalaria, así como exámenes médicos y suministro de los medicamentos incluidos en el 
Compendio Nacional de Insumos para la Salud. 

5. Con fecha 29 de diciembre de 2021, se publicaron en el Diario Oficial de la Federación, las Reglas de 
Operación del PFAM, mismas que fueron modificadas mediante acuerdo publicado en el mencionado 
medio de difusión oficial, el 1 de abril de 2022. 
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Dicho programa tiene como objetivo general, contribuir con las entidades federativas para brindar de 
forma efectiva acceso y prestación de los servicios de Atención Primaria a la Salud en localidades 
menores a 2,500 personas, carentes de servicios de salud, mediante (i) la asignación de recursos 
humanos y (ii) la transferencia de recursos federales y unidades médicas móviles (UMM) de diferente 
capacidad resolutiva. 

Para el cumplimiento de dicho objetivo general, las Reglas de Operación del PFAM, prevén que el 
Programa tiene cobertura en las 32 entidades federativas, mediante equipos de salud itinerantes que 
acuden, a través de UMM de diferente capacidad resolutiva, a las localidades con una población 
menor a 2,500 personas, sin acceso a servicios de salud por falta de Infraestructura, carentes de 
recursos para otorgar atención permanente en las áreas de enfoque señaladas en las propias Reglas 
de Operación. 

6. Conforme a las Reglas de Operación del PFAM, para el desarrollo de las actividades inherentes al 
mismo, las entidades federativas pueden utilizar los recursos presupuestarios que se le transfieran 
con cargo a dicho Programa, a las partidas de gasto 3700 "SERVICIOS DE TRASLADO Y 
VIÁTICOS", exclusivamente para el personal gerencial del programa, y 33604 "IMPRESIÓN Y 
ELABORACIÓN DE MATERIAL INFORMATIVO DERIVADO DE LA OPERACIÓN Y 
ADMINISTRACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES". 

7. En este sentido, considerando que la operación de las UMM del PFAM requieren de diversas 
erogaciones no contempladas en las partidas de gasto antes señaladas, como son, las 
correspondientes a combustible, mantenimiento de las UMM del Programa y viáticos del personal 
que conforma los equipos de salud itinerantes, resulta necesario, con la finalidad de contribuir al 
logro de los objetivos del PFAM, apoyar financieramente su ejecución, con cargo a los recursos del 
PROGRAMA E023, mismo que tiene como parte de sus objetivos, los relativos a (i) servicios de 
atención médica dirigidos a las personas sin seguridad social, y (ii) acciones para la prestación de los 
servicios de atención médica dirigidos a las personas sin seguridad social. 

DECLARACIONES 

I. El “INSABI” declara que: 

I.1. De conformidad con los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 1o, párrafo tercero, 3o, fracción I y 45 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal y 77 bis 35 de la Ley General de Salud es un Organismo Descentralizado de 
la Administración Pública Federal sectorizado en la Secretaría de Salud, cuyo objeto es 
proveer y garantizar la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás 
insumos asociados a las personas sin seguridad social, así como impulsar, en coordinación 
con la Secretaría de Salud en su calidad de órgano rector, acciones orientadas a lograr una 
adecuada integración y articulación de las instituciones públicas del Sistema Nacional de 
Salud. 

I.2. De conformidad con el artículo 77 bis 35, fracción II de la Ley General de Salud, tiene entre 
sus funciones celebrar y proponer convenios y demás instrumentos jurídicos de coordinación 
y colaboración con las instituciones de salud públicas, entidades federativas y municipios, 
para asegurar el cumplimiento de su objeto. 

I.3. El Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar, en su carácter de Director General, cuenta con las 
facultades necesarias para la celebración del presente Convenio de Colaboración, de 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 77 bis 35 B, fracción II y 77 bis 35 G, párrafo 
segundo de la Ley General de Salud y 22 fracción I y 59, fracción I de la Ley Federal de las 
Entidades Paraestatales, quien acredita su cargo con copia del nombramiento respectivo. 
ANEXO A. 

I.4. Participa en la celebración del presente instrumento jurídico, en asistencia del Director 
General de “INSABI”, el Dr. César Alejandro Arce Salinas, Titular de la Unidad de 
Coordinación Nacional Médica, en virtud de las atribuciones que se le confieren en el artículo 
Trigésimo octavo del Estatuto Orgánico del Instituto de Salud para el Bienestar, quien acredita 
su cargo con copia del nombramiento respectivo. ANEXO B. 

I.5. Participa en la celebración del presente instrumento jurídico, en asistencia del Director 
General de “INSABI”, el Dr. Juan José Mazón Ramírez, Coordinador de Atención a la Salud, 
en virtud de las atribuciones que se le confieren en el artículo Cuadragésimo del Estatuto 
Orgánico del Instituto de Salud para el Bienestar, quien acredita su cargo con copia del 
nombramiento respectivo. ANEXO C. 
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I.6. Para los efectos legales relacionados con este Convenio de Colaboración, señala como 
domicilio el ubicado en calle Gustavo E. Campa número 54, colonia Guadalupe Inn, 
Demarcación Territorial Álvaro Obregón, Ciudad de México. C.P. 01020. 

II. “LA ENTIDAD” declara que: 

II.1. Forma parte de la Federación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 40, 42, 
fracción I, y 43 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1, 20 Y 21 de la 
Constitución Política del Estado de del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

II.2. La Secretaría de Hacienda del Estado de Morelos, es una Dependencia de la Administración 
Pública Estatal, de conformidad con los artículos 74 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos: 9, fracción III, 14 y 23 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado Libre y Soberano de Morelos, y 11 del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Hacienda. 

II.3. El L. C. José Gerardo López Huérfano, Encargado de Despacho de la Secretaría de Hacienda 
del Estado, acredita tener facultades para suscribir el presente Convenio de Colaboración, de 
conformidad con los artículos 74 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos; 3, 9 fracción III, 13 fracción VI, 14 y 23 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado Libre y Soberano de Morelos; así como 11 y 12 fracción XII del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda, cargo que queda debidamente acreditado 
con la copia de su nombramiento de fecha 03 de mayo de 2022, expedido a su favor por el 
Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Morelos, Cuauhtémoc Blanco 
Bravo. Anexo D. 

II.4. La Secretaría de Salud es una Dependencia de la Administración Pública Estatal de Morelos, 
que tiene como atribuciones la coordinación del Sistema Estatal de Salud y conducir la política 
y los programas estatales en materia de salud, en los términos de las leyes aplicables y 
atendiendo a los planes, programas y directrices de los Sistemas Nacional y Estatal de Salud, 
de conformidad en los artículos 9 fracción VIII y 28 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

II.5. El Dr. Marco Antonio Cantú Cuevas, Secretario de Salud, acredita tener facultades para 
suscribir el presente Convenio de Colaboración, de conformidad con los artículos 3, 4 fracción 
I, 9 fracción VIII, 13 fracción VI, 14 y 28 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado Libre y Soberano de Morelos, 6 y 7 fracción VIII del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Salud, cargo que queda debidamente acreditado con la copia de su 
nombramiento de fecha 01 de octubre de 2018, expedido a su favor por el Gobernador 
Constitucional del Estado Libre y Soberano de Morelos, Cuauhtémoc Blanco Bravo. Anexo E. 
La Secretaria de Salud interviene en el presente instrumento únicamente como cabeza de 
sector, con fundamento en los artículos 3 inciso A y B, 6, 7 y 8 de la Ley de Salud del Estado 
de Morelos. 

II.6. La Secretaria de Salud Federal y el Gobierno del Estado Libre y Soberano de Morelos 
suscribieron un Acuerdo de Coordinación para la Descentralización de los servicios de Salud 
en el Estado, con fecha 20 de agosto de 1996, mismo que fue publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 16 de diciembre de 1996, y merced de lo anterior se creó en el Estado de 
Morelos bajo el Decreto número 824, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” 
numero 3,829 de fecha 27 de noviembre de 1996, y reformado mediante Decreto numero 
1,234 publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” numero 5,167 de fecha 05 de marzo 
de 2014, y su modificación al artículo 9 mediante Decreto 2,137 publicado en el Periódico 
Oficial “Tierra y Libertad” 5,327, de fecha 09 de septiembre de 2015. Por tanto, Servicios de 
Salud de Morelos es un organismo público descentralizado con personalidad jurídica y 
patrimonio propios que forma parte de la Administración Publica Paraestatal del Gobierno del 
Estado de Morelos de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1, 3, 4 fracción II, 43 y 44 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado Libre y Soberano de Morelos. 
Para efectos del presente convenio de colaboración cuenta con el carácter de Unidad 
Ejecutora. 
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II.7. El Dr. Héctor Barón Olivares, Director General de Servicios de Salud de Morelos, acredita 
tener facultades para suscribir el presente Convenio de Colaboración, de conformidad con los 
artículos 64 fracción I, 81 y 82 fracción IX de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
estado Libre y Soberano de Morelos; 1, 5 fracción II, 9 y 10 del Decreto Numero 824 por el 
que se crea el Organismo Público Descentralizado denominado Servicios de Salud de 
Morelos, y 1, 3, 4, 6 fracción II y 15 del Estatuto Orgánico del Organismo Público 
Descentralizado denominado Servicios de salud de Morelos, cargo que queda debidamente 
acreditado con la copia de su nombramiento de fecha 01 de octubre de 2018, expedido a su 
favor por el Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Morelos, Cuauhtémoc 
Blanco Bravo. Anexo F. 

II.8. Sus prioridades para alcanzar los objetivos pretendidos a través del presente instrumento 
jurídico son contribuir, en el marco del PROGRAMA, a garantizar el acceso efectivo y la 
continuidad en la prestación gratuita de servicios de salud, mediante el apoyo financiero a la 
operación de las UMM del PFAM. 

II.9. Para los efectos legales relacionados con este Convenio de Colaboración, señala como su 
domicilio el ubicado en Callejón Borda número Tres, Colonia Centro de Cuernavaca, Morelos, 
C.P. 62000. 

Una vez expuesto lo anterior, y en virtud de que la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, dispone en sus artículos 74 y 75, que el Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, autorizará la ministración de los subsidios y transferencias con cargo en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022; los cuales se ejercerán conforme a las 
disposiciones generales aplicables, están de acuerdo en celebrar el presente Convenio de Colaboración en 
materia de transferencia de recursos presupuestarios federales con el carácter de subsidios para apoyar las 
acciones del PFAM, con cargo a los recursos del PROGRAMA E023, conforme a las estipulaciones que se 
contienen en las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Colaboración tiene por objeto establecer los compromisos 
a que se sujetarán “LAS PARTES” para que el “INSABI” transfiera a “LA ENTIDAD” recursos presupuestarios 
federales con el carácter de subsidios, a efecto de que esta última, en el marco del PROGRAMA EO23 y con 
la finalidad de potenciar el impacto de las acciones del PFAM, los destine a fortalecer la operación de las 
UMM del PFAM, en los términos estipulados en este instrumento jurídico y sus anexos. 

Para efectos de lo anterior, el ejercicio, comprobación y control de los recursos presupuestarios federales 
que se transfieran en virtud del presente instrumento jurídico, se realizarán de conformidad con lo previsto en 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios, el Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, y en las estipulaciones de este Convenio de Colaboración. 

SEGUNDA. TRANSFERENCIA. Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Colaboración, 
el “INSABI” transferirá a “LA ENTIDAD”, en una ministración, recursos presupuestarios federales con el 
carácter de subsidios hasta por la cantidad de $730,000.00 (Setecientos treinta mil pesos 00/100 M.N.), 
conforme al capítulo de gasto y partida que se señalan en el Anexo 1 del presente Convenio de Colaboración. 

Los recursos presupuestarios federales a que se refiere el párrafo anterior serán transferidos por el 
“INSABI” a “LA ENTIDAD”, dentro del periodo que para tal efecto se precisa en el Anexo 1 del presente 
Convenio de Colaboración. 

Para los efectos anteriores, en términos de lo dispuesto por el artículo 69 de la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental, “LA ENTIDAD”, a través de su Secretaría de Hacienda, deberá abrir, en forma 
previa a la radicación de los recursos, una cuenta bancaria productiva, única y específica para este Convenio 
de Colaboración, en la institución bancaria que determine, con la finalidad de que dichos recursos y sus 
rendimientos financieros estén debidamente identificados. 

Una vez radicados los recursos presupuestarios federales en la Secretaría de Hacienda de “LA ENTIDAD”, 
ésta se obliga a ministrarlos íntegramente junto con los rendimientos financieros que se generen, dentro de 
los cinco (5) días hábiles siguientes a su recepción, a los Servicios de Salud de Morelos, que tendrá el 
carácter de Unidad Ejecutora para efectos del presente Convenio de Colaboración. 
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La Unidad Ejecutora, deberá informar al "INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, 
dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a aquél en que concluya el plazo a que se refiere el párrafo 
anterior, la recepción de los recursos transferidos, señalando el monto y fecha de la misma, así como el 
importe de los rendimientos financieros generados que le hayan sido ministrados. Para efecto de que la 
Unidad Ejecutora pueda verificar el cumplimiento de esta obligación, el "INSABI” le dará aviso de la 
transferencia de recursos que realice a la Secretaría de Hacienda de “LA ENTIDAD”. En caso de advertirse 
algún incumplimiento a lo anterior, el “INSABI” lo informará a la Auditoría Superior de la Federación, a la 
Secretaría de la Función Pública y al órgano de control interno estatal, para los efectos legales y 
administrativos que procedan. 

Para efectos de lo señalado en el párrafo anterior, la Unidad Ejecutora deberá, previamente a la 
ministración de los recursos por parte de la Secretaría de Hacienda de “LA ENTIDAD”, abrir una cuenta 
bancaria productiva, única y específica para la recepción, ejercicio, comprobación y cierre presupuestario de 
los recursos referidos, a fin que éstos y sus rendimientos financieros estén en todo momento debidamente 
identificados. 

La no ministración de estos recursos y sus rendimientos financieros por parte de la Secretaría de 
Hacienda a la Unidad Ejecutora en el plazo establecido en el párrafo cuarto de esta cláusula, se considerará 
incumplimiento de este instrumento jurídico, por lo que de actualizarse dicho supuesto, el “INSABI” podrá 
solicitar que se reintegren a la Tesorería de la Federación los recursos transferidos, así como los rendimientos 
financieros generados, obligándose “LA ENTIDAD” a realizar dicho reintegro dentro de los quince días 
naturales siguientes a la fecha en que sea requerida para tal efecto. 

“LA ENTIDAD”, a través de la Secretaría de Hacienda y la Unidad Ejecutora, deberá remitir al “INSABI” la 
documentación correspondiente a la apertura de las cuentas a que se refiere esta cláusula, en la que se 
especifique que el destino final de los recursos que se transfieran en virtud del presente Convenio de 
Colaboración, es para el desarrollo de las acciones que corresponden al PROGRAMA E023, de conformidad 
con los anexos de este instrumento jurídico. 

Los recursos presupuestarios federales que se transfieran en los términos de este Convenio de 
Colaboración no pierden su carácter federal, por lo que en su asignación, ejercicio y comprobación deberán 
observarse las disposiciones jurídicas federales aplicables. 

Asimismo, se acuerda que el monto de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del 
presente Convenio de Colaboración no es susceptible de presupuestarse en los ejercicios siguientes, por lo 
que no implica el compromiso de transferencias posteriores ni en ejercicios fiscales subsecuentes con cargo al 
Ejecutivo Federal, para complementar cualquier otro gasto administrativo o de operación vinculado con el 
objeto del mismo, que no esté expresamente considerado en sus anexos. 

Los recursos presupuestarios federales que el “INSABI” se compromete a transferir a “LA ENTIDAD” en 
virtud del presente Convenio de Colaboración, estarán sujetos a la disponibilidad presupuestaria y a las 
autorizaciones correspondientes, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables. 

TERCERA. VERIFICACIÓN DEL DESTINO DE LOS RECURSOS FEDERALES. Para asegurar la 
transparencia en la aplicación y comprobación de los recursos federales ministrados, “LAS PARTES” 
convienen en sujetarse a lo siguiente: 

I. El “INSABI”, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, dentro del marco de sus 
atribuciones y a través de los mecanismos que esta última implemente para tal fin, verificará (i) el 
cumplimiento del objetivo e indicadores a que se refiere la cláusula Cuarta de este Convenio de 
Colaboración, y (ii) que los recursos presupuestarios federales señalados en su cláusula Segunda 
sean destinados únicamente para cumplir el objeto del presente instrumento jurídico, de 
conformidad con su Anexo 2, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a 
otras instancias competentes del Ejecutivo Federal. 

II. Las acciones de verificación de la aplicación de los recursos que el "INSABI" realice en los términos 
estipulados en el presente instrumento jurídico, no implicará en modo alguno que éste pueda 
participar en los procesos de aplicación de los mismos, en virtud de lo cual deberá abstenerse de 
intervenir en el procedimiento de asignación de los contratos o de cualquier otro instrumento 
jurídico que formalice la Unidad Ejecutora para cumplir con el objeto de este instrumento jurídico, 
así como de interferir de forma alguna en el procedimiento y mecanismo de supervisión externo 
que defina “LA ENTIDAD” durante la aplicación de los recursos presupuestarios destinados a su 
ejecución y demás actividades que se realicen para el cumplimiento de las condiciones técnicas, 
económicas, de tiempo, de cantidad y de calidad contratadas a través de “LA ENTIDAD”. 
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III. El “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, considerando su disponibilidad de 
recursos humanos y presupuestaria, podrá practicar visitas de supervisión y verificación, a efecto 
de observar la correcta aplicación y seguimiento de los recursos federales transferidos en virtud del 
presente instrumento jurídico, incluyendo la presentación de los informes que deba rendir “LA 
ENTIDAD”, a través de la Unidad Ejecutora, en los términos previstos en el mismo. Los resultados 
derivados de las visitas de supervisión y verificación, se notificarán a la Unidad Ejecutora para que 
proceda conforme a sus atribuciones. 

Para efectos de lo señalado en el párrafo anterior, la Unidad Ejecutora estará obligada a otorgar al 
“INSABI”, a través de su personal que designe; todas las facilidades que resulten necesarias. 

IV. Para los efectos de las acciones de supervisión y verificación referidas en las fracciones I y III de la 
presente cláusula, “LA ENTIDAD”, a través de la Unidad Ejecutora, al rendir los informes del 
ejercicio presupuestario, deberá exhibir en medio electrónico la documentación escaneada de su 
original que sustente la correcta aplicación de los recursos a que se refiere la cláusula Segunda del 
presente instrumento jurídico. 

V. El “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, podrá en todo momento verificar 
en coordinación con “LA ENTIDAD” la documentación que permita observar el ejercicio de los 
recursos presupuestarios federales transferidos a “LA ENTIDAD”, así como los rendimientos 
financieros generados y podrá solicitar a esta última que exhiba el original de los documentos que 
justifiquen y comprueben el ejercicio de dichos recursos. 

VI. En caso de presentarse (i) la falta de comprobación de los recursos presupuestarios federales 
transferidos a “LA ENTIDAD”, así como de sus rendimientos financieros o, (ii) no sean ejercidos en 
los términos estipulados en el presente Convenio de Colaboración, el “INSABI” podrá solicitar a “LA 
ENTIDAD” su reintegro a la Tesorería de la Federación. En estos supuestos, “LA ENTIDAD” estará 
obligada a efectuar dicho reintegro dentro de los quince días naturales siguientes a la fecha en que 
el “INSABI” se lo requiera. 

CUARTA. OBJETIVO, META E INDICADORES. Los recursos a que se refiere la Cláusula Segunda del 
presente Convenio de Colaboración tendrán el objetivo, meta e indicadores que a continuación se mencionan: 

OBJETIVO: Los recursos que se transfieran a “LA ENTIDAD” en virtud del presente Convenio de 
Colaboración deberán destinarse a contribuir a sufragar el gasto de operación de las UMM del PFAM 
exclusivamente con cargo a las partidas de gasto del Clasificador por Objeto del Gasto de la Administración 
Pública Federal que se incluyen en el Anexo 2 de este instrumento jurídico. 

META: Aplicación de la totalidad de los recursos transferidos en términos de lo estipulado en el presente 
instrumento jurídico y su Anexo 2. 

INDICADORES: En el Anexo 3 del presente instrumento jurídico se describen los indicadores aplicables al 
presente instrumento jurídico. 

QUINTA. APLICACIÓN. Los recursos presupuestarios federales a que alude la cláusula Segunda de este 
instrumento jurídico serán destinados por la Unidad Ejecutora de “LA ENTIDAD” en forma exclusiva a 
contribuir a sufragar el gasto de operación de las UMM del PFAM, durante el periodo comprendido entre el 1 
de enero de 2022 y el 31 de diciembre de 2022, con la finalidad de contribuir a garantizar el acceso efectivo y 
la continuidad en la prestación gratuita de los mismos. Dichos recursos no podrán destinarse a conceptos de 
gasto distintos a los previstos en el Anexo 2 de este instrumento jurídico. 

Los recursos presupuestarios federales que se transfieran en virtud del presente Convenio de 
Colaboración se devengarán conforme a lo establecido en el artículo 175 del Reglamento de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; se registrarán por “LA ENTIDAD” en su contabilidad de acuerdo 
con las disposiciones jurídicas aplicables y se rendirán en su Cuenta Pública, sin que por ello pierdan su 
carácter federal. 

La Unidad Ejecutora podrá ejercer los rendimientos financieros generados en la cuenta bancaria 
productiva, única y específica en la que haya recibido los recursos presupuestarios federales objeto del 
presente instrumento jurídico, debiéndose sujetar para ello a los conceptos de gasto señalados en el Anexo 2 
del presente instrumento jurídico. 

“LA ENTIDAD”, a través de la Unidad Ejecutora, presentará un reporte de los rendimientos financieros que 
generen los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del presente instrumento jurídico, 
conforme al Anexo 4 de este Convenio de Colaboración. 
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El seguimiento del ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del presente 
instrumento, así como de los rendimientos financieros que éstos generen deberá hacerse conforme a los 
conceptos de gasto previsto en el Anexo 2 de este Convenio de Colaboración. 

Los remanentes de los recursos presupuestarios federales transferidos a “LA ENTIDAD”, junto con los 
rendimientos financieros generados o los remanentes de éstos, según corresponda, deberán ser reintegrados 
a la Tesorería de la Federación, en los términos y plazos que se precisan en el artículo 17 de la Ley de 
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, debiendo la Unidad Ejecutora informarlo 
al “INSABI”, por conducto de la Unidad de Coordinación Nacional Médica, de manera escrita y con los 
documentos soportes correspondientes. 

SEXTA. GASTOS ADMINISTRATIVOS. Los gastos administrativos y demás erogaciones no previstas en 
el Anexo 2 del presente instrumento jurídico, deberán ser realizados por la Unidad Ejecutora de “LA 
ENTIDAD” con cargo a sus recursos propios. 

SÉPTIMA. OBLIGACIONES DE “LA ENTIDAD”. Adicionalmente a los compromisos establecidos en otras 
cláusulas del presente Convenio de Colaboración, “LA ENTIDAD” se obliga a: 

I. Vigilar, a través de la Unidad Ejecutora, el estricto cumplimiento de las disposiciones jurídicas 
aplicables al ejercicio del gasto público federal, obligándose, en consecuencia, a dar aviso a las 
instancias competentes, respecto de cualquier anomalía detectada. 

II. Garantizar en todo momento, a través de la Unidad Ejecutora, que las contrataciones que efectúe 
en cumplimiento del objeto del presente Convenio de Colaboración, cumplan con las disposiciones 
jurídicas aplicable. 

III. Responder, a través de la Unidad Ejecutora, por la integración y veracidad de la información 
técnica y financiera que proporcione para el cumplimiento de los compromisos establecidos en el 
presente instrumento jurídico, particularmente, de aquélla generada con motivo de la aplicación, 
seguimiento, control, rendición de cuentas y transparencia de los recursos presupuestarios 
federales transferidos, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

IV. Aplicar, a través de la Unidad Ejecutora, los recursos federales transferidos y sus rendimientos 
financieros conforme al objetivo, meta e indicadores previstos en el presente instrumento jurídico. 

V. Remitir, por conducto de la Unidad Ejecutora al “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a 
la Salud, en un plazo no mayor a diez (10) días hábiles posteriores a la recepción de la 
transferencia de los recursos presupuestarios federales referidos en la cláusula Segunda del 
presente Convenio de Colaboración, los comprobantes que acrediten la recepción de dicha 
transferencia, conforme a la normativa aplicable. La documentación comprobatoria a que se refiere 
éste párrafo, deberá remitirse en archivo electrónico con el Comprobante Fiscal Digital por Internet 
(CFDI). 

Asimismo, la Unidad Ejecutora deberá remitir al “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención 
a la Salud, en un plazo no mayor a diez (10) días hábiles posteriores a la recepción de la 
ministración realizada por parte de la Secretaría de Hacienda, el comprobante que acredite la 
recepción de la ministración, conforme a la normativa aplicable. 

VI. Integrar, a través de la Unidad Ejecutora, la información financiera relativa a los recursos federales 
transferidos para la ejecución del objeto del presente Convenio de Colaboración, en los términos 
previstos en el artículo 70 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

VII. Rendir al “INSABI”, por conducto de la Unidad Ejecutora, los informes (i) del ejercicio del gasto de 
manera mensual, a más tardar los días 15 de noviembre y 15 de diciembre de 2022, y (ii) de cierre 
del ejercicio, dentro de los (30) días siguientes a que ocurra el mismo, conforme a los Anexos 5 y 6 
de este Convenio de Colaboración, respectivamente. 

VIII. Verificar, a través de la Unidad Ejecutora, que la documentación comprobatoria del gasto de los 
recursos presupuestarios federales objeto de este Convenio de Colaboración, cumpla con los 
requisitos fiscales establecidos en las disposiciones federales aplicables, entre otros, aquéllos que 
determinan los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la Federación, los que deberán expedirse a 
nombre de la Unidad Ejecutora. Conforme a lo anterior, dicha documentación deberá contar con el 
archivo electrónico CFDI correspondiente, salvo en los casos de excepción previstos por las leyes 
aplicables, en los que se deberán atender las disposiciones especiales para su comprobación. En 
tal virtud, la Unidad Ejecutora deberá remitir al “INSABI”, a través de la Unidad de Coordinación 
Nacional Médica, el archivo electrónico con la Verificación de Comprobantes Fiscales Digitales por 
Internet, emitido por el Servicio de Administración Tributaria (SAT). 



 DIARIO OFICIAL Martes 23 de mayo de 2023 

En consecuencia, la autenticidad de la documentación justificatoria y comprobatoria de los recursos 
federales erogados, será responsabilidad de la Unidad Ejecutora. 

IX. Mantener bajo su custodia, a través de la Unidad Ejecutora, la documentación justificatoria y 
comprobatoria original que sustente la erogación de los recursos presupuestarios federales 
transferidos en virtud del presente Convenio de Colaboración, obligándose a exhibirla en cualquier 
momento que le sea requerida por “INSABI” y, en su caso por los órganos fiscalizadores 
competentes, además de proporcionar la información adicional que estos últimos le requieran. 

X. Cancelar, a través de la Unidad Ejecutora, conforme a lo señalado en la fracción II del artículo 70 
de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, la documentación justificatoria y comprobatoria 
de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del presente Convenio de 
Colaboración, con la leyenda “Operado con recursos presupuestarios federales del programa E023 
“Atención a la Salud” para el Ejercicio Fiscal 2022”. 

XI. Reportar al “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, y dar seguimiento 
mensual, por conducto de la Unidad Ejecutora, dentro de los primeros quince (15) días de los 
meses de octubre, noviembre y diciembre de 2022, el avance en el cumplimiento del objetivo, meta 
e indicadores y el resultado de las acciones que lleve a cabo, en cumplimiento del objeto de este 
Convenio de Colaboración. 

XII. Mantener, a través de la Unidad Ejecutora, actualizada la información relativa al cumplimiento del 
objetivo, metas e indicadores para los que se destinen los recursos presupuestarios federales 
transferidos. 

XIII. Proporcionar, por conducto de la Unidad Ejecutora, la información y documentación que el “INSABI” 
le solicite en las visitas de supervisión y verificación que este último opte por realizar, para observar 
el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente instrumento jurídico, así como que 
los recursos federales transferidos con motivo del mismo, sean destinados únicamente para el 
cumplimiento de su objeto. 

XIV. Informar, a través de la Unidad Ejecutora, sobre la suscripción de este Convenio de Colaboración a 
los órganos de control y de fiscalización de “LA ENTIDAD” y entregarles copia del mismo. 

XV. Difundir en la página de Internet de la Unidad Ejecutora el presente Convenio de Colaboración, así 
como los conceptos financiados con los recursos federales transferidos en virtud del mismo, 
incluyendo los avances y resultados financieros, en los términos de las disposiciones aplicables. 

XVI. Gestionar, por conducto de la Unidad Ejecutora, la publicación del presente instrumento jurídico en 
el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD”. 

OCTAVA. OBLIGACIONES DE EL “INSABI”. Adicionalmente a los compromisos establecidos en otras 
cláusulas del presente Convenio de Colaboración, el “INSABI” se obliga a: 

I. Transferir a “LA ENTIDAD”, con el carácter de subsidios, los recursos presupuestarios federales a 
que se refiere el presente Convenio de Colaboración, dentro del periodo previsto en su Anexo 1. 

II. Verificar que los recursos presupuestarios federales que en virtud de este instrumento jurídico se 
transfieran, sean aplicados únicamente para la realización del objeto del mismo, sin perjuicio de las 
atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias competentes de la Federación y/o 
de “LA ENTIDAD”. 

III. Practicar periódicamente, dependiendo de su disponibilidad de personal y presupuestaria, visitas 
de supervisión y verificación de acuerdo al programa que para tal efecto se establezca. 

IV. Solicitar a la Unidad Ejecutora, dentro de los primeros quince (15) días del mes de enero del año 
2023, la entrega del reporte de acciones relacionadas con el objeto del presente Convenio de 
Colaboración, con base en el Anexo 7 de este instrumento jurídico. 

V. Dar seguimiento al ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos y rendimientos 
financieros generados, con base en los informes que la Unidad Ejecutora rinda a través de los 
formatos establecidos en los Anexo 4, 5, 6 y 7 de este Convenio de Colaboración. 

VI. Solicitar la documentación justificatoria y comprobatoria del gasto de los recursos presupuestarios 
federales transferidos, que la Unidad Ejecutora debe presentar en términos de lo estipulado en el 
presente Convenio de Colaboración, a través de los formatos establecidos en sus Anexos 4, 5, 6 y 
7. 
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VII. Verificar que “LA ENTIDAD” efectúe el reintegro de los recursos presupuestarios federales 
transferidos en virtud del presente Convenio de Colaboración, cuando (i) después de radicados a la 
Secretaría de Hacienda de “LA ENTIDAD”, no hayan sido ministrados a la Unidad Ejecutora en el 
plazo convenido en este instrumento jurídico; (ii) una vez ministrados a la Unidad Ejecutora, el 
“INSABI” lo requiera por su falta de comprobación, o por no haber sido ejercidos en los términos del 
presente Convenio de Colaboración, (iii) al cierre del ejercicio fiscal, en los términos dispuestos en 
el artículo 17 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y de los Municipios. 

VIII. Presentar el Informe de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal y los demás informes que sean 
requeridos, sobre la aplicación de los recursos transferidos con motivo del presente Convenio de 
Colaboración. 

IX. Dar seguimiento mensual, en coordinación con “LA ENTIDAD”, sobre el avance en el cumplimiento 
de la realización de las acciones objeto del presente instrumento jurídico. 

X. Realizar, en el ámbito de su competencia, la supervisión, verificación, seguimiento y evaluación de 
los recursos presupuestarios federales que en virtud de este instrumento sean ministrados a “LA 
ENTIDAD”, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables en materia del ejercicio del 
gasto público federal. 

XI. Realizar las gestiones necesarias para la publicación del presente instrumento jurídico en el Diario 
Oficial de la Federación. 

XII. Difundir, en la página de Internet del “INSABI”, el presente Convenio de Colaboración y los 
recursos presupuestarios federales transferidos mediante el presente instrumento jurídico, en los 
términos de las disposiciones aplicables. 

NOVENA. ACCIONES DE VERIFICACIÓN, SEGUIMIENTO, EVALUACIÓN, CONTROL Y 
FISCALIZACIÓN. “LAS PARTES” acuerdan que la verificación, seguimiento y evaluación del ejercicio de los 
recursos presupuestarios federales transferidos por el “INSABI” a “LA ENTIDAD” con motivo del presente 
instrumento jurídico, corresponderá a “LAS PARTES” en los términos estipulados en el mismo y de 
conformidad con lo establecido en las disposiciones jurídicas aplicables. 

Asimismo, se obligan a que, cuando los servidores públicos que participen en la ejecución del presente 
Convenio de Colaboración detecten que los recursos presupuestarios federales transferidos han sido 
destinados a fines distintos a los estipulados en este instrumento jurídico, lo harán del conocimiento de 
manera inmediata de la Auditoría Superior de la Federación, de la Secretaría de la Función Pública, de la 
Secretaría de la Contraloría de “LA ENTIDAD” y, en su caso, del ministerio público que resulte competente. 

DÉCIMA. RESPONSABILIDAD LABORAL. Queda expresamente estipulado por "LAS PARTES", que el 
personal contratado, empleado o comisionado por cada una de ellas para dar cumplimiento al presente 
instrumento jurídico, guardará relación laboral únicamente con aquélla que lo contrató, empleó o comisionó, 
por lo que asumen plena responsabilidad por este concepto, sin que en ningún caso, la otra parte pueda ser 
considerada como patrón sustituto o solidario, obligándose en consecuencia, cada una de ellas, a sacar a la 
otra, en paz y a salvo, frente a cualquier reclamación o demanda, que su personal pretendiese interponer en 
su contra, deslindándose desde ahora de cualquier responsabilidad de carácter laboral, civil, penal, 
administrativa o de cualquier otra naturaleza jurídica que en ese sentido se les quiera fincar. 

DÉCIMA PRIMERA. COMISIÓN DE EVALUACIÓN Y SEGUIMIENTO. Para el adecuado desarrollo del 
objeto del presente instrumento, “LAS PARTES” constituyen, en este acto, una Comisión de Evaluación y 
Seguimiento integrada por un representante del “INSABI” y uno de “LA ENTIDAD”, cuyas funciones serán las 
siguientes: 

a) Solucionar cualquier circunstancia no prevista en el presente instrumento jurídico. 

b) Resolver las controversias o conflictos que se susciten con motivo de la interpretación o 
cumplimiento de este Convenio. 

c) Establecer las medidas o mecanismos que permitan atender las circunstancias especiales, caso 
fortuito o de fuerza mayor, para la realización del objeto previsto en el presente instrumento jurídico. 

d) Las demás que acuerden “LAS PARTES”. 

El “INSABI” designa como integrante de la Comisión de Evaluación y Seguimiento a la persona Titular de 
la Coordinación de Atención a la Salud. 
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“LA ENTIDAD” designa como integrante de la Comisión de Evaluación y Seguimiento a la persona Titular 
de la Subdirección de Atención Primaria a la Salud adscrita a la Dirección de Atención Médica de Servicios de 
Salud de Morelos. 

DÉCIMA SEGUNDA. VIGENCIA. El presente Convenio de Colaboración surtirá sus efectos a partir de la 
fecha de su suscripción y se mantendrá en vigor hasta el 31 de diciembre de 2022, sin perjuicio de las 
acciones de comprobación del ejercicio del gasto que se realicen con posterioridad en los términos 
convenidos en el mismo y de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables. 

DÉCIMA TERCERA. MODIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de 
Colaboración podrá modificarse de común acuerdo para lo cual deberán formalizar el convenio modificatorio 
respectivo. Las modificaciones al Convenio de Colaboración obligarán a sus signatarios a partir de la fecha de 
su firma y deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano de difusión oficial de “LA 
ENTIDAD”. 

DÉCIMA CUARTA. CASO FORTUITO Y FUERZA MAYOR. En circunstancias especiales originadas por 
caso fortuito o fuerza mayor, para la realización del objeto previsto en este instrumento jurídico, “LAS 
PARTES” convienen en aplicar las medidas o mecanismos que se acuerden a través de la Comisión de 
Evaluación y Seguimiento señalada en la cláusula Décima Primera de este instrumento jurídico, mismas que 
de ser necesarias, darán lugar a suscribir el convenio modificatorio correspondiente en los términos que se 
señalan en la cláusula que antecede. 

DÉCIMA QUINTA. CAUSAS DE TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Colaboración 
podrá darse por terminado anticipadamente por cualquiera de las causas siguientes: 

I. Por acuerdo de “LAS PARTES”. 

II. Por no existir la disponibilidad presupuestaria para hacer frente a los compromisos que adquiere 
"INSABI". 

III. Por caso fortuito o fuerza mayor. 

DÉCIMA SEXTA. CAUSAS DE RESCISIÓN. El presente Convenio de Colaboración podrá rescindirse por 
el incumplimiento de las obligaciones contraídas en el presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” manifiestan que el presente 
Convenio de Colaboración se celebra de buena fe por lo que, en caso de presentarse algún conflicto o 
controversia con motivo de su interpretación o cumplimiento, lo resolverán de común acuerdo mediante la 
Comisión de Evaluación y Seguimiento descrita en la cláusula Décima Primera del presente instrumento 
jurídico. 

En caso de subsistir la controversia, “LAS PARTES” acuerdan someterse a la jurisdicción de los Tribunales 
Federales competentes con sede en la Ciudad de México, por lo que renuncian expresamente a cualquier 
fuero que pudiere corresponderles en razón de sus domicilios presentes o futuros. 

DÉCIMA OCTAVA. AVISOS, COMUNICACIONES Y NOTIFICACIONES. “LAS PARTES” convienen en 
que todos los avisos, comunicaciones y notificaciones que se realicen con motivo del presente instrumento, se 
llevarán a cabo por escrito en los domicilios establecidos en el apartado de Declaraciones del mismo, así 
como en las direcciones electrónicas que las mismas designen para tales efectos, atendiendo los principios de 
inmediatez. 

En caso de que “LAS PARTES” cambien de domicilio, se obligan a dar el aviso correspondiente a la otra, 
con quince (15) días hábiles de anticipación a que dicho cambio de ubicación se lleve a cabo, de lo contrario 
se tomará como válido el domicilio expresado en el apartado de Declaraciones del presente instrumento. Para 
el caso de cambio de dirección electrónica, dicho cambio deberá notificarlo por escrito y/o vía oficial signada 
por las “LAS PARTES”. 

DÉCIMA NOVENA. VICIOS DEL CONSENTIMIENTO. “LAS PARTES” manifiestan que en la celebración 
del presente convenio de colaboración no ha habido error, dolo o mala fe, lesión o vicios que afecten el 
consentimiento. 

VIGÉSIMA. ANEXOS. “LAS PARTES” reconocen como parte integrante del presente Convenio de 
Colaboración los Anexos que a continuación se indican. Dichos Anexos tendrán la misma fuerza legal que el 
presente Convenio de Colaboración. 
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ANEXOS 

Anexo 1. MONTO DE LOS RECURSOS Y CALENDARIO DE TRANSFERENCIA. 

Anexo 2 DISTRIBUCIÓN DEL GASTO POR CONCEPTO Y PARTIDA DE GASTO PARA LA 
APLICACIÓN DE LOS RECURSOS TRANSFERIDOS A “LA ENTIDAD”. 

Anexo 3.  INDICADORES. 

Anexo 4.  REPORTE DE RENDIMIENTOS FINANCIEROS. 

Anexo 5. FORMATO PARA CERTIFICACIÓN DE GASTO. 

Anexo 6. CIERRE PRESUPUESTARIO DEL EJERCICIO FISCAL 2022. 

Anexo 7.  REPORTE DE ACCIONES. 

Leído el presente Convenio de Colaboración, estando debidamente enteradas las partes de su contenido y 
alcance legal, lo firman por cuadruplicado, en la Ciudad de México, a los 10 días del mes de octubre de 2022.- 
Por el INSABI: Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de 
Coordinación Nacional Médica, Dr. César Alejandro Arce Salinas.- Rúbrica.- Coordinador de Atención a la 
Salud, Dr. Juan José Mazón Ramírez.- Rúbrica.- Por la Entidad: Encargado de Despacho de la Secretaría de 
Hacienda, L.C. José Gerardo López Huerfano.- Rúbrica.- Secretario de Salud, Dr. Marco Antonio Cantú 
Cuevas.- Rúbrica.- El Director General de Servicios de Salud de Morelos, Dr. Héctor Barón Olivares.- 
Rúbrica. 

 

ANEXO 1 

MONTO DE LOS RECURSOS Y CALENDARIO DE TRANSFERENCIA 

(Capítulo 4000 “Transferencias, Asignaciones, Subsidios y Otras Ayudas) 

Partida de Gasto Importe Total Periodo de Transferencia 

43401 $730,000.00 Octubre de 2022 

 

ANEXO 1 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 
PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA APOYAR LAS ACCIONES DEL 
PROGRAMA FORTALECIMIENTO A LA ATENCIÓN MÉDICA S200 PARA EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON CARGO A 
LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL EJERCICIO FISCAL 
2022 (PROGRAMA E023), CELEBRADO ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO 
DEL ESTADO DE LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, EL 10 DE OCTUBRE DE 2022. 

 

ANEXO 2 

DISTRIBUCIÓN DEL GASTO POR CONCEPTO Y PARTIDA DE GASTO PARA LA APLICACIÓN DE LOS 
RECURSOS TRANSFERIDOS A “LA ENTIDAD” 

Partida Descripción Total 

26102 Combustibles, lubricantes y aditivos para vehículos terrestres, aéreos, 
marítimos, lacustres y fluviales destinados a servicios públicos y la operación de 

programas públicos 

$260,000.00

35501 Mantenimiento y conservación de vehículos terrestres, aéreos, marítimos, 
lacustres y fluviales 

$470,000.00

TOTAL $730,000.00

 

ANEXO 2 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 

PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA APOYAR LAS ACCIONES DEL 

PROGRAMA FORTALECIMIENTO A LA ATENCIÓN MÉDICA S200 PARA EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON CARGO A 

LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL EJERCICIO FISCAL 

2022 (PROGRAMA E023), CELEBRADO ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO 

DEL ESTADO DE LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, EL 10 DE OCTUBRE DE 2022. 
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ANEXO 5 

FORMATO PARA CERTIFICACIÓN DE GASTO 

(INSTRUCTIVO) 

 Se deberá anotar lo siguiente: 

1 Nombre de la Entidad Federativa. 

2 Fecha en que se elaboró en formato de certificación de gasto. 

3 Mes que reporta. 

4 Partida de gasto ejercida. 

5 Número del Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI). 

6 Monto erogado por CFDI. 

7. Concepto específico del monto erogado. 

8 Número de Póliza Cheque y/o Transferencia Electrónica del pago efectuado. 

9 Fecha de elaboración de la Póliza de Cheque y/o Transferencia Electrónica. 

10 Clave de la CLUES de la unidad médica en la que se ejerció el concepto de gasto. 

11 Nombre de la unidad médica en la que se ejerció el concepto de gasto. 

12 Observaciones: Aclaración o señalamiento por parte de la Entidad Federativa. 

13 Nombre, cargo y firma del Responsable de la elaboración del formato. 

14 Nombre, cargo y firma del Director de Administración (o equivalente). 

15 Nombre, cargo y firma del Titular de la Unidad Ejecutora. 

 

ANEXO 5 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 

PARA APOYAR LAS ACCIONES DEL PROGRAMA FORTALECIMIENTO A LA ATENCIÓN MÉDICA S200 PARA EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL 

PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2022 (PROGRAMA E023), CELEBRADO ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL 

BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, EL 10 DE OCTUBRE DE 2022. 
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ANEXO 6 

CIERRE PRESUPUESTARIO DEL EJERCICIO FISCAL 2022 

(INSTRUCTIVO) 

Se deberá anotar lo siguiente: 

1. Nombre de la Entidad Federativa. 

2. Fecha en que se elaboró el cierre presupuestario del Ejercicio Fiscal 2022. 

3. Registrar la clave de la partida de gasto autorizada para la operación del programa. 

4. Registrar el importe total autorizado para la operación del Programa E023. 

5. Registrar el importe total modificado autorizado, resultado de las adecuaciones presupuestarias (aumentos y reducciones por transferencia de recursos entre 
partidas de gasto, por aumentos y reducciones liquidas al presupuesto y por reintegros a la Tesorería de la Federación), por partida de gasto al cierre del 
Ejercicio Fiscal 2022. 

6. Registrar el Importe de las erogaciones realizadas y respaldadas por los documentos comprobatorios, CFDI (PDF y XML), una vez autorizadas y pagadas 
con cargo al presupuesto 2021, por partida de gasto. 

7. Registrar el importe de las provisiones de recursos para atender los compromisos derivados de la operación del Programa E023 – 2021 (contratos de 
servicios o cualquier otra figura que signifique una obligación de realizar una erogación), siempre que se hubieren contabilizado debida y oportunamente las 
operaciones correspondientes y hayan sido contemplas en su presupuesto. 

8. Registrar el importe del reintegro de los recursos financieros a la Tesorería de la Federación, derivado de la transferencia de recursos federales que, al 31 de 
diciembre del ejercicio fiscal presente, no fueron ejercidos y devengados por la Unidad Ejecutora. 

9. Registrar el importe total que resulte de la sumatoria por cada columna de presupuesto y reintegro de recursos financieros. 

10. Registrar el importe total de los rendimientos financieros generados al cierre del ejercicio fiscal, tanto para la Secretaría de Finanzas (o su equivalente), como 
para los Servicios Estatales de Salud y/o Unidad Ejecutora. 

11. Registrar el Importe de las erogaciones realizadas por la Unidad Ejecutora con rendimientos financieros generados y respaldadas por los documentos 
comprobatorios, CFDI (PDF y XML), una vez autorizadas y pagadas con cargo al Programa. 

12. Registrar el importe del reintegro de los rendimientos financieros que no fueron comprometidos y devengados al 31 de diciembre del presente ejercicio fiscal. 

13. Registrar el importe que resulte de la sumatoria de las columnas de los rendimientos financieros generados y ejercidos durante el presente ejercicio fiscal, 
así como los reintegros correspondientes. 

14. Nombre y cargo del Responsable de la elaboración del formato. 

15. Nombre del Director Administrativo (o equivalente). 

16. Titular de la Unidad Ejecutora (o su equivalente). 

ANEXO 6 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 
PARA APOYAR LAS ACCIONES DEL PROGRAMA FORTALECIMIENTO A LA ATENCIÓN MÉDICA S200 PARA EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL 
PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2022 (PROGRAMA E023), CELEBRADO ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL 
BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, EL 10 DE OCTUBRE DE 2022. 
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ANEXO 7 

REPORTE DE ACCIONES 

(INSTRUCTIVO) 

Se deberá anotar lo siguiente: 

1. Nombre de la Entidad Federativa. 

2. Nombre del Programa que reporta. 

3. Mes que reporta. 

4. Registrar las Claves conforme a INEGI, ejemplo: “Localidad - Aguascalientes – Clave 010010001” 

- Entidad Federativa: Registrar clave a dos dígitos: 01 Aguascalientes 

- Municipio: Registrar clave a tres dígitos: 001 Municipio de Aguascalientes 

- Localidad: Registrar clave a cuatro dígitos: 0001 Aguascalientes 

5. Nombre de la Localidad 

6. Clave de la CLUES 

7. Nombre de la unidad médica 

8. Registrar el presupuesto ejercido por unidad médica para acciones del programa a reportar 

9. Registrar la acción realizada por unidad médica. 

10. Registrar aclaraciones o señalamientos adicionales por parte de la Entidad Federativa. 

11. Registrar el total del presupuesto ejercido en la Entidad Federativa. 

12. Nombre, cargo y firma del Responsable de la elaboración del formato. 

13. Nombre, cargo y firma del Director de Administración o equivalente. 

14. Nombre, cargo y firma del Titular de la Unidad Ejecutora (o su equivalente). 

ANEXO 7 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 
PARA APOYAR LAS ACCIONES DEL PROGRAMA FORTALECIMIENTO A LA ATENCIÓN MÉDICA S200 PARA EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL 
PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2022 (PROGRAMA E023), CELEBRADO ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL 
BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, EL 10 DE OCTUBRE DE 2022. 

FIRMAS DE LOS ANEXOS 1 A 7 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL 
CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA APOYAR LAS ACCIONES DEL PROGRAMA FORTALECIMIENTO A LA ATENCIÓN MÉDICA S200 PARA EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON 
CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2022 (PROGRAMA E023), CELEBRADO ENTRE EL 
INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, EL 10 DE OCTUBRE DE 2022. 

Por el INSABI: Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de Coordinación Nacional Médica, Dr. César Alejandro Arce 
Salinas.- Rúbrica.- Coordinador de Atención a la Salud, Dr. Juan José Mazón Ramírez.- Rúbrica.- Por la Entidad: Encargado de Despacho de la Secretaría de 
Hacienda, L.C. José Gerardo López Huerfano.- Rúbrica.- Secretario de Salud, Dr. Marco Antonio Cantú Cuevas.- Rúbrica.- El Director General de Servicios de 
Salud de Morelos, Dr. Héctor Barón Olivares.- Rúbrica. 
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ANEXO 4 Monto de recursos a transferir y conceptos de gasto del Acuerdo de Coordinación para garantizar la 
prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad 
social en los términos previstos en el Título Tercero Bis de la Ley General de Salud, que para el ejercicio fiscal 
2023, celebran el Instituto de Salud para el Bienestar y el Estado de Chiapas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Instituto de Salud para el Bienestar. 

ANEXO 4 MONTO DE RECURSOS A TRANSFERIR Y CONCEPTOS DE GASTO DEL “ACUERDO DE 

COORDINACIÓN PARA GARANTIZAR LA PRESTACIÓN GRATUITA DE SERVICIOS DE SALUD, MEDICAMENTOS Y 

DEMÁS INSUMOS ASOCIADOS PARA LAS PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL EN LOS TÉRMINOS PREVISTOS EN 

EL TÍTULO TERCERO BIS DE LA LEY GENERAL DE SALUD CELEBRADO POR EL EJECUTIVO FEDERAL, A TRAVÉS 

DE LA SECRETARÍA DE SALUD, EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE 

CHIAPAS”, EN LO SUCESIVO “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, 

CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR, EN LO SUCESIVO EL “INSABI”, 

REPRESENTADO POR SU DIRECTOR GENERAL, MTRO. JUAN ANTONIO FERRER AGUILAR, ASISTIDO POR LA C.P. 

HILDA MARINA CONCHA VILORIA, COORDINADORA DE FINANCIAMIENTO Y, POR LA OTRA, EL EJECUTIVO DEL 

ESTADO DE CHIAPAS, EN LO SUCESIVO “LA ENTIDAD”, REPRESENTADO POR EL DR. JAVIER JIMÉNEZ JIMÉNEZ, 

SECRETARIO DE HACIENDA, Y POR EL DR. JOSÉ MANUEL CRUZ CASTELLANOS, SECRETARIO DE SALUD Y 

DIRECTOR GENERAL DEL INSTITUTO DE SALUD, A QUIENES DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ LAS 

PARTES, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y ESTIPULACIONES SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. Con fecha 31 de enero de 2020, “LAS PARTES” celebraron “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, 
con el objeto de establecer los compromisos a que se sujetarían para garantizar la prestación gratuita 
de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad 
social en el Estado de Chiapas. 

II. En la cláusula Décima de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN” se estipuló que su Anexo 4 Monto 
de Recursos a Transferir y Conceptos de Gasto, sería actualizado de manera anual por conducto de 
los titulares del “INSABI”, de las secretarías de Salud y de Hacienda y del Instituto de Salud del 
Estado de Chiapas y que éste sería publicado en el Diario Oficial de la Federación y en el Periódico 
Oficial de “LA ENTIDAD”. 

III. El 02 de marzo de 2023, el Dr. Jorge Carlos Alcocer Varela, Secretario de Salud, emitió los “Criterios 
de Operación del Programa de Atención a la Salud y Medicamentos Gratuitos para la Población sin 
Seguridad Social Laboral para el ejercicio fiscal 2023” (CRITERIOS DE OPERACIÓN 2023), a los 
que debe sujetarse el ejercicio de los recursos a destinarse a la prestación de los servicios a que se 
refiere el Título Tercero Bis de la Ley General de Salud (LGS). 

Expuesto lo anterior y reconociéndose “LAS PARTES” recíprocamente el carácter y facultades que 
ostentan, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 77 bis 6, fracciones II y III de la LGS y los 
CRITERIOS DE OPERACIÓN 2023, y de conformidad con lo estipulado en la cláusula Décima de  “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN”, determinan los siguientes: 

MONTO DE RECURSOS A TRANSFERIR Y CONCEPTOS DE GASTO 

1. Monto total de los recursos presupuestarios federales a destinarse a “LA ENTIDAD” para la 
prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las 
personas sin seguridad social en su circunscripción territorial. 

 De conformidad con lo dispuesto en los artículos 77 bis 11 y 77 bis 12 de la LGS y a la previsión 
presupuestaria contemplada en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 
2023, el monto total de recursos que el “INSABI” transferirá a “LA ENTIDAD” para la prestación 
gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas  sin 
seguridad social en su circunscripción territorial, durante el ejercicio fiscal 2023, con  estricta sujeción 
a la disponibilidad presupuestaria, es por la cantidad de hasta $4,592,927,773.52 (cuatro mil 
quinientos noventa y dos millones novecientos veintisiete mil setecientos setenta y tres pesos 52/100 
M.N.). 

 El periodo de aplicación de dichos recursos será el comprendido entre el 1 de enero y el 31 de 
diciembre de 2023. 
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2. Monto de los recursos presupuestarios federales que el “INSABI” ejercerá para la prestación 
de “LOS SERVICIOS TRANSFERIDOS”. 

 Este monto, en el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, será determinado en la Adenda correspondiente al presente Anexo, en los 
términos estipulados en el numeral ii del literal a del apartado D de la Cláusula Segunda de  “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN. 

 Dichos recursos se ejercerán, atendiendo a la distribución y conceptos de gasto previstos en los 
numerales 5 y 6 del presente Anexo. 

3. Monto de los recursos presupuestarios federales a transferir a “LA ENTIDAD” para la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

 Este monto, en el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN” será determinado en la Adenda correspondiente al presente Anexo, en los 
términos estipulados en el numeral iii del literal a del apartado D de la Cláusula Segunda de  “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN” 

 En el caso de que los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN” no se celebren 
durante el ejercicio fiscal 2023, “LA ENTIDAD” será responsable del ejercicio del monto total de 
recursos presupuestarios federales que se le transfieran por el “INSABI” para la prestación gratuita 
de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad 
social en su circunscripción territorial, en los términos previstos en los numerales 5 y 6 del presente 
Anexo. 

4. Calendario de ministración de los recursos presupuestarios federales a transferir para la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

 Las mencionadas transferencias estarán sujetas a lo señalado en los artículos 77 bis 12, párrafo 
segundo y 77 bis 13 de la LGS, así como a lo estipulado en el apartado B de la Cláusula Tercera de 
“EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

 Los recursos a que se refiere el numeral anterior serán transferidos por el “INSABI” a “LA ENTIDAD” 
en cuatro ministraciones, conforme a lo siguiente: 

a. La primera ministración se realizará dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha de 
firma del presente Anexo, siempre que “LA ENTIDAD”, cumpla con lo siguiente: 

i. Haber enviado a la Coordinación de Financiamiento del “INSABI” la documentación que 
sustente que ya fue efectuada la aportación solidaria estatal a que se refieren los artículos 
77 bis 11 y 77 bis 13 de la LGS, correspondiente al ejercicio fiscal 2022. 

ii. Apertura de la cuenta bancaria productiva y específica a que se refiere el párrafo segundo 
del apartado B de la cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

b. Las tres restantes ministraciones se realizarán durante los meses de junio, agosto y noviembre 
de 2023, respectivamente, siempre que “LA ENTIDAD” compruebe ante la Coordinación de 
Financiamiento del “INSABI”, haber efectuado en tiempo la primera, segunda o tercera 
aportación parcial, correspondientes a la aportación solidaria estatal a que se refieren los 
artículos 77 bis 11 y 77 bis 13 de la LGS, conforme a lo siguiente: 

Número de ministración de recursos 

presupuestarios federales 

Parcialidades de la aportación solidaria 

estatal que debe tenerse por comprobada 

Segunda Mayo de 2023 

Tercera Julio de 2023 

Cuarta Octubre de 2023 

 

 En el caso de que “LA ENTIDAD”, cubra con posterioridad al plazo pactado, alguno de los 
montos parciales correspondientes a su aportación solidaria estatal, el “INSABI”, a través de la 
Coordinación de Financiamiento efectuará la ministración de recursos presupuestarios federales 
correspondiente, durante los treinta días hábiles siguientes a la fecha en la que “LA ENTIDAD”, 
compruebe haber efectuado la misma. 
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5. Distribución de los recursos presupuestarios federales transferidos para la prestación de  
“LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

 El ejercicio de los recursos presupuestarios federales que el “INSABI” transfiera a “LA ENTIDAD”, 
para la prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS” se sujetará a las bases siguientes: 

a. Hasta el 50 por ciento de los referidos recursos podrán destinarse exclusivamente al pago de las 
plantillas de personal que hasta el 31 de diciembre de 2022 estuviesen autorizadas a financiarse 
con cargo a los recursos transferidos por el “INSABI” para el mismo fin, cuyas funciones se 
encuentren directamente relacionadas con la prestación de servicios de salud a las personas sin 
seguridad social o, en su caso, nuevas contrataciones, en los términos previstos en el literal a 
del numeral 6 del presente Anexo. 

b. Al menos el 32 por ciento a la adquisición, distribución y demás costos asociados, respecto  de 
medicamentos, material de curación y otros insumos relacionados con la prestación de  “LOS 
SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

c. El remanente de los recursos para gasto de operación de las unidades médicas del primer, 
segundo y tercer niveles de atención de “LA ENTIDAD” que realicen la prestación de  “LOS 
SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

 Asimismo, “LAS PARTES” están conformes en que, de manera transversal, cuando menos el 20 por 
ciento total de los recursos transferidos deberán destinarse a acciones relacionadas con la 
prevención de enfermedades y la promoción de la salud. 

 Sólo en casos plenamente justificados o excepcionales, la composición de dichos porcentajes se 
podrá modificar, siempre que las características financieras y de servicios de salud de “LA ENTIDAD” 
lo ameriten, en el entendido de que dichas modificaciones deberán acreditarse y ser aprobadas 
previamente por la Coordinación de Financiamiento del “INSABI”. 

 “LAS PARTES” están conformes en que será responsabilidad de “LA ENTIDAD”, por conducto de la 
Unidad Ejecutora, el envío de la información y el cumplimiento de los requisitos necesarios en los 
términos señalados en el presente Anexo y demás normativa aplicable, para estar en condiciones de 
recibir las transferencias federales de manera regular, conforme a lo establecido en los artículos 77 
bis 12, párrafo segundo y 77 bis 15 de la LGS. 

6. Conceptos de gasto de los recursos presupuestarios federales transferidos para la prestación 
de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

a. Remuneraciones al personal médico, paramédico y afín. 

“LAS PARTES” convienen en que todo el personal médico, paramédico y afín que  sea 
contratado con cargo a los recursos presupuestarios federales que el “INSABI” transfiera a “LA 
ENTIDAD” para la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos 
asociados, deberá contar con seguridad social y las prestaciones establecidas en la normativa 
aplicable, aun en el caso de tratarse de personal eventual, a efecto de  cumplir cabalmente con 
la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

Para el ejercicio de estos recursos, “LAS PARTES” están conformes en que los mismos  serán 
transferidos de manera líquida a “LA ENTIDAD”, en los términos previstos en el  artículo 77 bis 
15, fracción I de la LGS y en el apartado B de la Cláusula Tercera de  “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”. 

Durante el primer trimestre del año “LA ENTIDAD” deberá enviar al “INSABI”, en los términos 
que este último lo requiera, la información que permita identificar al personal contratado de 
manera previa al 31 de diciembre de 2022, su lugar de adscripción, las funciones que realiza y la 
remuneración que percibe. 

“LAS PARTES” están conformes en que, en el caso de generarse vacancias en las plantillas de 
personal, las contrataciones que “LA ENTIDAD” efectúe, deberán realizarse respecto de las 
plazas que hayan quedado vacantes, solo en el caso de que éstas formen parte de la rama 
médica, paramédica o afín. 

Adicionalmente, “LA ENTIDAD”, sujeto a la disponibilidad de los recursos para este concepto de 
gasto, podrá realizar la contratación de médicos, enfermeras, gestores comunitarios de atención 
primaria de salud, coordinadores de gestores comunitarios de atención primaria de salud y 
demás personal necesario para el fortalecimiento de la prestación gratuita de servicios de salud, 
medicamentos y demás insumos asociados a las personas sin seguridad social, preferentemente 
en el primer nivel de atención. Para tal fin, las contrataciones que se efectúen deberán asignarse 
a las unidades médicas que requieran el apoyo respectivo. 



Martes 23 de mayo de 2023 DIARIO OFICIAL  

Las contrataciones que “LA ENTIDAD” realice para fortalecer el segundo y, en su caso, el tercer 
nivel de atención deberá focalizarse en personal médico especialista y de enfermería con 
capacitación especializada. 

Conforme a lo anterior, queda expresamente estipulado que “LA ENTIDAD” no podrá realizar 
contrataciones para llevar a cabo funciones de carácter administrativo con cargo a los recursos 
que se le transfieran para la prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”.  En 
consecuencia, “LA ENTIDAD” se obliga a cubrir con sus recursos propios, las contrataciones que 
efectúe en contravención a lo estipulado en el presente Anexo. 

De igual modo, “LA ENTIDAD”, por conducto de la Unidad Ejecutora, deberá enviar de manera 
mensual al “INSABI”, a través del mecanismo que éste implemente, el listado nominal de las 
plazas pagadas con estos recursos. La información de los listados deberá contener al menos: 

 Nombre del empleado. 

 Cédula profesional. 

 Unidad Médica de Adscripción. 

 Tipo de Unidad y Clave Única de Establecimientos de Salud (CLUES). 

 Número de empleado. 

 Año, mes y quincena. 

 Entidad federativa. 

 R.F.C. 

 C.U.R.P. 

 Fecha de inicio de la relación laboral. 

 Tipo de contratación (federalizado, homologado, regularizado, formalizado o contrato). 

 Nivel y puesto o plaza. 

 Clave del puesto o plaza. 

 Turno. 

 Rama. 

 Percepción bruta total. 

 Total de deducciones. 

 Percepciones netas. 

 Fecha del timbrado. 

 ID factura. 

 Concepto de pago. 

 Estatus de incidencia. 

 Descripción de la incidencia. 

 En su caso, fecha de baja de la relación laboral. 

 Cualquier otro dato que el “INSABI” solicite para efectos de comprobación. 

La información antes señalada deberá ser presentada por “LA ENTIDAD”, por conducto de la 
Unidad Ejecutora, en los formatos y conforme a los procedimientos que mediante oficio le 
comunique el “INSABI”, a través de la Coordinación de Financiamiento. 

Asimismo, queda expresamente estipulado que, bajo ningún concepto, con cargo a estos 
recursos, podrá realizarse: 

i. El pago de finiquitos, indemnizaciones o cualquier otro concepto similar. 

ii. Pagos relativos a las partidas 12101 “Honorarios. 

iii.  15401 “Prestaciones Establecidas por Condiciones Generales de Trabajo o Contratos 
Colectivos de Trabajo”. 

iv. El pago de impuestos estatales sobre nómina. 
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b. Adquisición, distribución y demás costos asociados, respecto de medicamentos, material de 
curación y otros insumos relacionados con la prestación de “LOS SERVICIOS NO 
TRANSFERIDOS”. 

Para efectos del ejercicio de los recursos que se destinan a este concepto de gasto, “LAS 
PARTES” manifiestan su conformidad para que el “INSABI” retenga los recursos presupuestarios 
federales correspondientes y los entregue en especie a “LA ENTIDAD”. El detalle de 
medicamentos, material de curación y otros insumos asociados a la prestación de “LOS 
SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”, se incluirán en los Apéndices del presente Anexo, del que 
formarán parte integrante, una vez que los mismos sean formalizados por “LAS PARTES”. 

Para llevar a cabo la formalización de los Apéndices a que se refiere este literal, “LAS PARTES” 
reconocen que éstos se integrarán con los requerimientos que “LA ENTIDAD” cargue en el 
Sistema implementado para tal fin por el “INSABI”, denominado Ambiente de Administración de 
Atenciones en Salud (AAMATES). En el caso de los requerimientos relativos a los programas de 
salud pública a cargo de la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud, éstos se 
cargarán en el referido Sistema, por las personas servidoras públicas que al efecto designen por 
escrito el Centro Nacional para la Salud de la Infancia y la Adolescencia, el Centro Nacional de 
Programas Preventivos y Control de Enfermedades y el Centro Nacional de Equidad de Género 
y Salud Reproductiva, respectivamente. 

Para tal fin, la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de Medicamentos y 
Equipamiento Médico, a través de la Coordinación de Abasto, la Coordinación de Optimización y 
Procesos del Abasto y la Coordinación de Distribución y Operación, en sus respectivos ámbitos 
de competencia, serán responsables de (i) integrar los requerimientos de “LA ENTIDAD” en la 
demanda agregada de medicamentos, material de curación y demás insumos para la salud a 
adquirirse en el ejercicio fiscal; (ii) instrumentar los correspondientes procedimientos de 
contratación y formalizar los contratos respectivos, así como (iii) administrar la ejecución de 
estos últimos y realizar la distribución de los bienes a “LA ENTIDAD”. 

De acuerdo a lo anterior, “LAS PARTES” están conformes en que será responsabilidad de “LA 
ENTIDAD” la correcta planeación y programación de los recursos asociados a “LOS SERVICIOS 
NO TRANSFERIDOS”. 

Para efecto de acreditar las entregas en especie que se prevén en el presente literal, “LA 
ENTIDAD” manifiesta su conformidad en que contará con un plazo de hasta treinta días 
naturales, contado a partir del día natural siguiente a la fecha de recepción de las mismas en sus 
almacenes, para manifestar su entera conformidad, en el entendido de que todo rechazo deberá 
estar plenamente justificado. En el caso de que transcurra el plazo anterior, sin que “LA 
ENTIDAD” haga pronunciamiento expreso al respecto, se entenderá que ha operado la tácita 
aceptación de los bienes con todas las implicaciones legales y administrativas que 
corresponderían a su aceptación expresa. 

“LAS PARTES” acuerdan que el “INSABI”, por conducto de la Coordinación de Financiamiento, 
previa autorización expresa de la Coordinación de Abasto, podrá liberar a “LA ENTIDAD”, 
recursos líquidos correspondientes a los medicamentos, material de curación y demás insumos 
asociados que se incluyan en los Apéndices de este Anexo, para que esta última los adquiera, 
sujetándose para ello a las disposiciones del Título Tercero Bis de la Ley General de Salud y 
demás disposiciones jurídicas que resulten aplicables. 

En congruencia con lo anterior, queda bajo la absoluta responsabilidad de “LA ENTIDAD”, sin 
que requiera para ello, autorización por parte del “INSABI”, adquirir con cargo a los recursos 
líquidos que reciba en términos de la fracción I del artículo 77 bis 15 de la LGS, lo siguiente: 

 Claves no acordadas para ser entregadas en especie por el “INSABI”. 

 Volúmenes adicionales a los requerimientos pactados con el “INSABI” para su entrega 
en especie. 

c. Acciones de promoción, prevención y detección oportuna de enfermedades. 

Considerando el carácter transversal de estas acciones, los recursos destinados a este concepto 
de gasto no son adicionales, por lo que la integración de este monto incluye acciones 
transversales que inciden en la promoción de la salud, y la prevención y detección oportuna de 
enfermedades, las cuales se contabilizan en otros conceptos de gasto, tales como 
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remuneraciones al personal de la rama médica, paramédica y afín, medicamentos, material  de 
curación y otros insumos; siempre y cuando se ajusten individualmente a los límites y  montos 
establecidos. 

La pertinencia de los conceptos considerados para estas acciones deberá ser validada por el 
“INSABI”, a través de la Unidad de Coordinación Nacional Médica. Para apoyar lo anterior, el 
“INSABI” podrá solicitar, a través de su Unidad de Coordinación Nacional Médica, la opinión 
técnica de la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud de la Secretaría de Salud. 

d. Gasto de operación. 

El remanente de los recursos presupuestarios federales que se transfieran a “LA ENTIDAD” para 
la prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS” que se destinen a gasto de operación 
de las unidades médicas de primer, segundo y tercer niveles de “LA ENTIDAD” que realicen la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS” incluye lo siguiente: 

i. Contribuir al gasto de operación del Instituto de Salud, relacionado exclusivamente con  la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. Para este fin, “LA ENTIDAD” podrá 
destinar recursos presupuestarios federales que el “INSABI” le transfiera en términos de lo 
establecido en el artículo 77 bis 15, fracción I de la LGS y el apartado B de la Cláusula 
Tercera de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

ii. Adquisición de bienes de inversión, como equipo médico, computadoras, impresoras, entre 
otros. Para este fin, “LA ENTIDAD” podrá destinar recursos presupuestarios federales que el 
“INSABI” le transfiera en términos de lo establecido en el artículo 77 bis 15, fracción I de la 
LGS y el apartado B de la Cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 
Dichas adquisiciones deberán cumplir con las disposiciones aplicables a gasto de inversión 
establecidas en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su 
Reglamento, la LGS y demás disposiciones en la materia. 

Tratándose de adquisición de equipo médico se requerirá la autorización expresa del 
“INSABI”, por conducto de la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de 
Medicamentos y Equipamiento Médico. 

Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo que antecede, “LAS PARTES” podrán convenir, 
cuando se trate de la adquisición de equipo médico, que las acciones relativas a este 
concepto de gasto, sean realizadas por el “INSABI”, a través de la Unidad de Coordinación 
Nacional de Abastecimiento de Medicamentos y Equipamiento Médico. En este supuesto, el 
importe de recursos correspondientes será ejercido directamente por el “INSABI”, a través 
de la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de Medicamentos y 
Equipamiento Médico, y los bienes adquiridos serán considerados como transferencia  de 
recursos en especie, en los términos establecidos en la fracción III del artículo  77 bis 15 de 
la LGS. 

iii. Conservación y Mantenimiento de las Unidades Médicas. “LA ENTIDAD” podrá asignar 
recursos para la conservación y mantenimiento de las unidades médicas, con el objeto de 
que éstas obtengan o mantengan la acreditación de la calidad a que se refiere el artículo 77 
bis 9 de la LGS. Para este fin, “LA ENTIDAD” podrá destinar recursos presupuestarios 
federales que el “INSABI” le transfiera en términos de lo establecido en el artículo 77 bis 15 
fracción I de la LGS y el apartado B de la Cláusula Segunda de “EL ACUERDO  DE 
COORDINACIÓN”. 

Para determinar las acciones de conservación y mantenimiento a desarrollarse en el 
ejercicio fiscal, “LA ENTIDAD” deberá presentar para validación de la Unidad de 
Coordinación Nacional de Infraestructura y Rehabilitación de Establecimientos de Salud del 
“INSABI”, un “Proyecto de Programa de Conservación y Mantenimiento de las Unidades 
Médicas”, que deberá incluir lo siguiente: 

 Declaratoria signada por el Titular del Instituto de Salud, dirigida al Titular de la Unidad 
de Coordinación Nacional de Infraestructura y Rehabilitación de Establecimientos de 
Salud del “INSABI”, en la cual manifieste que se efectuó una adecuada planeación  de 
los recursos para garantizar que los destinados a acciones de conservación  y 
mantenimiento de las unidades médicas, vinculadas a la prestación de  “LOS 
SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”, no presentan un impacto adverso en el 
financiamiento del resto de los conceptos de gasto previstos en el presente Anexo. 
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 Determinación de las fuentes de financiamiento, considerando que los recursos 
destinados a este rubro podrán converger de distintas fuentes, supuesto en el que  “LA 
ENTIDAD” deberá presentar el detalle de recursos convergentes, asegurando el uso 
distinto de cada uno de ellos, con propósito de evitar duplicidades en las autorizaciones 
de gasto. 

 Cada proyecto que forme parte del Programa, deberá señalar el municipio y localidad 
en la que se encuentra la unidad médica, el tipo de unidad, la clave CLUES asignada, 
la población potencial beneficiaria, el número de beneficiarios y los montos 
programados a invertir, así como si la unidad médica se encuentra: (i) acreditada, (ii) en 
proceso de acreditación o reacreditación, o (iii) si iniciará su proceso de acreditación  en 
el año 2023. 

 Los recursos que se destinen a este rubro deberán estar dirigidos a áreas médicas. 

Sin perjuicio de lo antes señalado, “LAS PARTES” podrán convenir que las acciones 
relativas a este concepto de gasto, sean realizadas por el “INSABI”, a través de la Unidad 
de Coordinación Nacional de Infraestructura y Rehabilitación de Establecimientos de Salud. 
En este supuesto, el importe de recursos correspondientes será ejercido directamente por el 
“INSABI”, a través de la referida Unidad de Coordinación Nacional de Infraestructura y 
Rehabilitación de Establecimientos de Salud, y los avances y la entrega de los trabajos 
correspondientes serán considerados como transferencia de recursos en especie, en los 
términos establecidos en la fracción III del artículo 77 bis 15 de la LGS. 

e. Pago por servicios de salud a instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud y por 
compensación económica entre entidades federativas. 

“LA ENTIDAD” podrá destinar recursos presupuestarios federales que el “INSABI” le transfiera 
en términos de lo establecido en el artículo 77 bis 15, fracción I de la LGS y el apartado B de la 
Cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, para la compensación económica 
entre entidades federativas, así como para el pago de servicios de salud a instituciones  públicas 
del Sistema Nacional de Salud, por concepto de la prestación de “LOS SERVICIOS  NO 
TRANSFERIDOS”. 

Para efectos de lo anterior, “LA ENTIDAD” deberá, además de apegarse a la normativa 
aplicable, suscribir los convenios de colaboración que correspondan con otras entidades 
federativas, así como con las referidas instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud para 
definir las condiciones y esquemas de pago. 

En todos los casos, para estar en condiciones de realizar pagos por la prestación de servicios de 
salud a instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud, éstas no deberán recibir recursos 
presupuestarios federales asignados a la prestación gratuita de servicios de salud, 
medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad social en los 
términos previstos en el Título Tercero Bis de la LGS, para su operación. 

“LA ENTIDAD”, por conducto del Titular de Instituto de Salud, enviará al “INSABI” durante el 
ejercicio, la relación de unidades mencionadas en el párrafo anterior, así como los convenios 
celebrados. No podrán realizarse pagos sin los acuerdos contractuales que manifiesten el detalle 
de la atención médica y los conceptos del pago. 

7. Partidas de gasto. 

 “LAS PARTES” están conformes en que las partidas específicas para el ejercicio de los recursos que 
se destinen a los conceptos de gasto que se contemplan en el presente Anexo, serán determinadas 
por el “INSABI”, a través de la Coordinación de Financiamiento, mismas que deberán ser notificadas 
por escrito a “LA ENTIDAD” a través del Instituto de Salud. 

8. Programación de los recursos. 

“LA ENTIDAD” se obliga, por conducto del Titular del Instituto de Salud y del Director Administrativo 
de dicho organismo local, a enviar al “INSABI”, a través de la Coordinación de Financiamiento, la 
programación del gasto dentro del primer trimestre del año, para vigilar el apego a los porcentajes 
máximos establecidos en el presente documento. El Programa de Gasto deberá incluir la leyenda 
siguiente: “El presente Programa de Gasto incluye el monto de recursos presupuestados a 
destinarse, a través del Instituto de Salud para el Bienestar, a la compra y distribución de 
medicamentos, material de curación y otros insumos asociados y su entrega en especie, de acuerdo 
a los apéndices del Anexo 4 del Acuerdo de Coordinación para garantizar la prestación gratuita de 
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servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad 
social”, y deberán tomarse en cuenta dentro del cómputo correspondiente a los recursos 
presupuestarios transferidos a “LA ENTIDAD”. 

La programación de gasto a que se refiere este numeral, podrá ser actualizada, a solicitud de  “LA 
ENTIDAD”, previa validación del “INSABI”, a través de la Coordinación de Financiamiento. En el caso 
de que las actualizaciones a la Programación de Gasto se realicen respecto del concepto de gasto 
denominado Adquisición, distribución y demás costos asociados, respecto de medicamentos, 
material de curación y otros insumos relacionados con la prestación de “LOS SERVICIOS NO 
TRANSFERIDOS”, se requerirá la validación expresa de la Coordinación de Abasto y, ésta a su vez, 
deberá notificar a la Coordinación de Financiamiento dicha validación. Dichas actualizaciones podrán 
ser realizadas hasta dos veces durante el año fiscal (a más tardar el 31 de mayo y el 31 de octubre 
de 2023, respectivamente). 

9. Información del ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos para la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

De conformidad con la fracción VIII, del apartado B del artículo 77 bis 5 de la LGS, “LA ENTIDAD”, 
por conducto de la Unidad Ejecutora, deberá recabar, custodiar y conservar, la documentación 
justificante y comprobatoria original de las erogaciones de los recursos en numerario que le sean 
transferidos, en términos de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables, y proporcionar al “INSABI” y a los órganos de fiscalización competentes, la información 
que les sea solicitada, incluyendo los montos y conceptos de gasto. 

“LA ENTIDAD”, por conducto de la Unidad Ejecutora, se obliga a reportar al “INSABI”, en un plazo de 
30 días naturales, posteriores al día último de cada mes, el avance del ejercicio de los recursos 
presupuestarios transferidos. El resumen de los reportes generados deberá remitirse al “INSABI”, por 
el Instituto de Salud y el Director Administrativo de dicho organismo local. 

La fecha límite para efectuar la comprobación de los recursos se sujetará a lo previsto en el artículo 
17 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios y demás 
disposiciones jurídicas aplicables. 

10. Otros informes. 

“LA ENTIDAD” se obliga, por conducto de la Unidad Ejecutora, a rendir los demás informes que 
determine el “INSABI”, por conducto de la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de 
Medicamentos y Equipamiento Médico, la Unidad de Coordinación Nacional Médica, la Unidad de 
Coordinación Nacional de Infraestructura y Restablecimiento de Establecimientos de Salud y la 
Coordinación de Financiamiento, que permitan observar y evaluar los resultados obtenidos con los 
recursos transferidos. 

11. Monto de los recursos del Ramo 33. Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud que 
se destinarán al “INSABI” para la prestación de “LOS SERVICIOS TRANSFERIDOS”. 

Este monto, en el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, será determinado en la Adenda correspondiente al presente Anexo, en los 
términos estipulados en el numeral i del literal b del apartado D de la Cláusula Segunda de  “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

12. Monto de la aportación solidaria a efectuarse por “LA ENTIDAD” y modalidades de entrega. 

Conforme a lo pactado en el apartado E de la Cláusula Segunda de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, el monto total de la aportación solidaria a realizarse por “LA ENTIDAD” durante el 
ejercicio fiscal 2023, para la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás 
insumos asociados para las personas sin seguridad social en su circunscripción territorial, conforme 
a lo dispuesto en los artículos 77 bis 11 y 77 bis 13 de la LGS, será la cantidad de $2,281,875,359.05 
(dos mil doscientos ochenta y un millones ochocientos setenta y cinco mil trescientos cincuenta y 
nueve pesos 05/100 M.N.), en virtud de lo cual el importe anual líquido, que por este concepto 
deberá aportar “LA ENTIDAD” será la cantidad de $1,597,312,751.34 (un mil quinientos noventa y 
siete millones trescientos doce mil setecientos cincuenta y un pesos 34/100 M.N.). 

En el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, el 
monto de la aportación solidaria que corresponde realizar a “LA ENTIDAD” que deberá ser entregada 
al “INSABI” para la prestación de “LOS SERVICIOS TRANSFERIDOS”, será determinado en la 
Adenda correspondiente, en los términos estipulados en el apartado E de la Cláusula Segunda de 
“EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 
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“LA ENTIDAD” deberá aportar y comprobar, en cuatro exhibiciones, el monto total antes referido en 
los términos estipulados en “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, sujetándose para ello a las fechas 
máximas que se presentan en la tabla siguiente: 

 
Aportación Estatal 

Total Anual 

1ra. Aportación y 

Comprobación 

2da. Aportación y 

comprobación 

3ra. Aportación y 

comprobación 

4ta. Aportación y 

comprobación 

 $2,281,875,359.05 $570,468,839.76 $570,468,839.76 $570,468,839.76 $570,468,839.77 

30% $684,562,607.71 $171,140,651.93 $171,140,651.93 $171,140,651.93 $171,140,651.92 

70% $1,597,312,751.34 $399,328,187.83 $399,328,187.83 $399,328,187.83 $399,328,187.85 

 
Fecha límite de 

acreditación 
30 de abril de 2023 31 de mayo de 2023 31 de julio de 2023 

31 de octubre de 

2023 

 

Con la finalidad de dar debido cumplimiento a las obligaciones señaladas en “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, respecto al cuarto trimestre, “LA ENTIDAD” tendrá como fecha límite para la 
entrega de la comprobación del recurso, tanto líquido como en especie, el día 15 de enero de 2024. 

El “INSABI” podrá suspender la ministración subsecuente de recursos presupuestarios federales a 
“LA ENTIDAD”, hasta en tanto no se realicen las aportaciones correspondientes. 

A efecto de dar seguimiento a los recursos que por concepto de aportación solidaria aporte y ejerza 
la “LA ENTIDAD”, por conducto de la Unidad Ejecutora, se obliga a notificar al “INSABI”, a través  de 
la Coordinación de Financiamiento, lo siguiente: 

a. La cuenta bancaria productiva específica que destine para el uso y manejo exclusivo de los 
recursos de las aportaciones en numerario, en el ejercicio fiscal vigente, la cual deberá  ser 
aperturada a nombre del Instituto de Salud, bajo la denominación “Aportación Líquida  Estatal 
INSABI 2023”. 

b. El soporte documental de los depósitos o transferencias realizadas a dichas cuentas mediante el 
Sistema de Pagos Electrónicos Interbancarios. 

“LAS PARTES” están conformes en que el 30 % de la mencionada aportación solidaria que  “LA 
ENTIDAD” podrá aportar en especie, se referirá al gasto efectuado para fortalecer la prestación de 
los servicios de salud a la persona, en el ejercicio fiscal vigente, que de manera exclusiva se haya 
destinado a (i) obra pública en curso o concluida, incluyendo acciones de mantenimiento y 
conservación, dirigida a la prestación de servicios de salud, siempre que la misma esté contemplada 
en el Plan Maestro Nacional de Infraestructura a que se refiere la LGS, o conforme al Plan Maestro 
de Infraestructura, según corresponda conforme a la fecha de inicio de las acciones 
correspondientes, que contribuyan a que dichas unidades obtengan o mantengan la acreditación de 
la calidad a que se refiere el artículo 77 bis 9 de la LGS, y (ii) a la adquisición del equipamiento 
relacionado con la salud que fortalezca la prestación de servicios de salud a la persona, incluyendo 
unidades médicas móviles en cualquiera de sus modalidades. Dichos conceptos deberán 
corresponder a las partidas correspondientes de los capítulos 5000 y 6000 del Clasificador por 
Objeto del Gasto. Asimismo, “LAS PARTES” están conformes en que podrá considerarse como 
entrega en especie de la referida aportación solidaria de “LA ENTIDAD”, la nómina del personal 
médico, paramédico y afín, así como el gasto en medicamentos, material de curación, equipamiento 
médico y demás insumos para la salud de hospitales públicos que tengan la naturaleza jurídica de 
organismos públicos descentralizados de “LA ENTIDAD”, que se cubran con ingresos propios que no 
tengan el carácter de trasferencias federales etiquetadas en términos de la fracción XL del artículo 2 
de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios. 

Para acreditar dicha aportación en especie, “LA ENTIDAD” deberá proporcionar al “INSABI”, por 
unidad médica, la información que acredite el referido gasto. 

13. Las circunstancias no previstas en el presente Anexo, serán resueltas por el “INSABI”. 

El presente Anexo se firma en cuatro tantos originales a los ocho días del mes de marzo de dos mil 
veintitrés.- Por el INSABI: Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.- Coordinadora de 
Financiamiento, C.P. Hilda Marina Concha Viloria.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario de Hacienda,  Dr. 
Javier Jiménez Jiménez.- Rúbrica.- Secretario de Salud y Director General del Instituto de  Salud, Dr. José 
Manuel Cruz Castellanos.- Rúbrica. 
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ANEXO 4 Monto de recursos a transferir y conceptos de gasto del Acuerdo de Coordinación para garantizar la 
prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad 
social en los términos previstos en el Título Tercero Bis de la Ley General de Salud, que para el ejercicio fiscal 
2023, celebran el Instituto de Salud para el Bienestar y el Estado de Durango. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Instituto de Salud para el Bienestar. 

ANEXO 4 MONTO DE RECURSOS A TRANSFERIR Y CONCEPTOS DE GASTO DEL “ACUERDO DE 

COORDINACIÓN PARA GARANTIZAR LA PRESTACIÓN GRATUITA DE SERVICIOS DE SALUD, MEDICAMENTOS Y 

DEMÁS INSUMOS ASOCIADOS PARA LAS PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL EN LOS TÉRMINOS PREVISTOS EN 

EL TÍTULO TERCERO BIS DE LA LEY GENERAL DE SALUD CELEBRADO POR EL EJECUTIVO FEDERAL, A TRAVÉS 

DE LA SECRETARÍA DE SALUD, EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE 

DURANGO”, EN LO SUCESIVO “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, 

CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR, EN LO SUCESIVO EL “INSABI”, 

REPRESENTADO POR SU DIRECTOR GENERAL, MTRO. JUAN ANTONIO FERRER AGUILAR, ASISTIDO POR LA C.P. 

HILDA MARINA CONCHA VILORIA, COORDINADORA DE FINANCIAMIENTO Y, POR LA OTRA, EL EJECUTIVO DEL 

ESTADO DE DURANGO, EN LO SUCESIVO “LA ENTIDAD”, REPRESENTADO POR LA LIC. BERTHA CRISTINA 

ORRANTE ROJAS, SECRETARIA DE FINANZAS Y DE ADMINISTRACIÓN Y POR LA DRA. IRASEMA KONDO PADILLA, 

SECRETARIA DE SALUD Y DIRECTORA GENERAL DE LOS SERVICIOS DE SALUD DE DURANGO, A QUIENES DE 

MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ LAS PARTES, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y 

ESTIPULACIONES SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. Con fecha 26 de diciembre de 2022, “LAS PARTES” celebraron “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, con el objeto de establecer los compromisos a que se sujetarían para garantizar 
la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las 
personas sin seguridad social en los Servicios de Salud de Durango. 

II. En la cláusula Décima de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN” se estipuló que su Anexo 4 Monto 
de Recursos a Transferir y Conceptos de Gasto, sería actualizado de manera anual por conducto de 
los titulares del “INSABI”, de las secretarías de Salud y de Finanzas y de Administración y de los 
Servicios de Salud de Durango y que éste sería publicado en el Diario Oficial de la Federación y en el 
Periódico Oficial de “LA ENTIDAD”. 

III. El 2 de marzo de 2023, el Dr. Jorge Carlos Alcocer Varela, Secretario de Salud, emitió los “Criterios 
de Operación del Programa de Atención a la Salud y Medicamentos Gratuitos para la Población sin 
Seguridad Social Laboral para el ejercicio fiscal 2023” (CRITERIOS DE OPERACIÓN 2023), a los 
que debe sujetarse el ejercicio de los recursos a destinarse a la prestación de los servicios a que se 
refiere el Título Tercero Bis de la Ley General de Salud (LGS). 

Expuesto lo anterior y reconociéndose “LAS PARTES” recíprocamente el carácter y facultades que 
ostentan, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 77 bis 6, fracciones II y III de la LGS y los 
CRITERIOS DE OPERACIÓN 2023, y de conformidad con lo estipulado en la cláusula Décima de  “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN”, determinan los siguientes: 

MONTO DE RECURSOS A TRANSFERIR Y CONCEPTOS DE GASTO 

1. Monto total de los recursos presupuestarios federales a destinarse a “LA ENTIDAD” para la 
prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las 
personas sin seguridad social en su circunscripción territorial. 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 77 bis 11 y 77 bis 12 de la LGS y a la previsión 
presupuestaria contemplada en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 
2023, el monto total de recursos que el “INSABI” transferirá a “LA ENTIDAD” para la prestación 
gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin 
seguridad social en su circunscripción territorial, durante el ejercicio fiscal 2023, con estricta sujeción 
a la disponibilidad presupuestaria, es por la cantidad de hasta $635,734,548.15 (seiscientos treinta y 
cinco millones setecientos treinta y cuatro mil quinientos cuarenta y ocho pesos 15/100 M.N.). 

El periodo de aplicación de dichos recursos será el comprendido entre el 1 de enero y el 31 de 
diciembre de 2023. 
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2. Monto de los recursos presupuestarios federales que el “INSABI” ejercerá para la prestación 
de “LOS SERVICIOS TRANSFERIDOS”. 

Este monto, en el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, será determinado en la Adenda correspondiente al presente Anexo, en los 
términos estipulados en el numeral ii del literal a del apartado D de la Cláusula Segunda de  “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN. 

Dichos recursos se ejercerán, atendiendo a la distribución y conceptos de gasto previstos en los 
numerales 5 y 6 del presente Anexo. 

3. Monto de los recursos presupuestarios federales a transferir a “LA ENTIDAD” para la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

Este monto, en el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN” será determinado en la Adenda correspondiente al presente Anexo, en los 
términos estipulados en el numeral iii del literal a del apartado D de la Cláusula Segunda de  “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN” 

En el caso de que los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN” no se celebren 
durante el ejercicio fiscal 2023, “LA ENTIDAD” será responsable del ejercicio del monto total de 
recursos presupuestarios federales que se le transfieran por el “INSABI” para la prestación  gratuita 
de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad 
social en su circunscripción territorial, en los términos previstos en los numerales 5 y 6 del presente 
Anexo. 

4. Calendario de ministración de los recursos presupuestarios federales a transferir para la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

Las mencionadas transferencias estarán sujetas a lo señalado en los artículos 77 bis 12, párrafo 
segundo y 77 bis 13 de la LGS, así como a lo estipulado en el apartado B de la Cláusula Tercera de 
“EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

Los recursos a que se refiere el numeral anterior serán transferidos por el “INSABI” a “LA ENTIDAD” 
en cuatro ministraciones, conforme a lo siguiente: 

a. La primera ministración se realizará dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha de 
firma del presente Anexo, siempre que “LA ENTIDAD”, cumpla con lo siguiente: 

i. Haber enviado a la Coordinación de Financiamiento del “INSABI” la documentación que 
sustente que ya fue efectuada la aportación solidaria estatal a que se refieren los 
artículos 77 bis 11 y 77 bis 13 de la LGS, correspondiente al ejercicio fiscal 2022. 

ii. Apertura de la cuenta bancaria productiva y específica a que se refiere el  párrafo 
segundo del apartado B de la cláusula Tercera de “EL ACUERDO  DE 
COORDINACIÓN”. 

b. Las tres restantes ministraciones se realizarán durante los meses de junio, agosto y noviembre 
de 2023, respectivamente, siempre que “LA ENTIDAD” compruebe ante la Coordinación de 
Financiamiento del “INSABI”, haber efectuado en tiempo la primera, segunda o tercera 
aportación parcial, correspondientes a la aportación solidaria estatal a que se refieren los 
artículos 77 bis 11 y 77 bis 13 de la LGS, conforme a lo siguiente: 

Número de ministración de recursos 

presupuestarios federales 

Parcialidades de la aportación solidaria estatal 

que debe tenerse por comprobada 

Segunda Mayo de 2023 

Tercera Julio de 2023 

Cuarta Octubre de 2023 

 

En el caso de que “LA ENTIDAD”, cubra con posterioridad al plazo pactado, alguno de los 
montos parciales correspondientes a su aportación solidaria estatal, el “INSABI”, a través de la 
Coordinación de Financiamiento efectuará la ministración de recursos presupuestarios federales 
correspondiente, durante los treinta días hábiles siguientes a la fecha en la que “LA ENTIDAD”, 
compruebe haber efectuado la misma. 
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5. Distribución de los recursos presupuestarios federales transferidos para la prestación de 
“LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

El ejercicio de los recursos presupuestarios federales que el “INSABI” transfiera a “LA ENTIDAD”, 
para la prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS” se sujetará a las bases siguientes: 

a. Hasta el 50 por ciento de los referidos recursos podrán destinarse exclusivamente al pago de las 
plantillas de personal que hasta el 31 de diciembre de 2022 estuviesen autorizadas a financiarse 
con cargo a los recursos transferidos por el “INSABI” para el mismo fin, cuyas funciones se 
encuentren directamente relacionadas con la prestación de servicios de salud a las personas sin 
seguridad social o, en su caso, nuevas contrataciones, en los términos previstos en el literal a 
del numeral 6 del presente Anexo. 

b. Al menos el 32 por ciento a la adquisición, distribución y demás costos asociados, respecto  de 
medicamentos, material de curación y otros insumos relacionados con la prestación de  “LOS 
SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

c. El remanente de los recursos para gasto de operación de las unidades médicas del primer, 
segundo y tercer niveles de atención de “LA ENTIDAD” que realicen la prestación de  “LOS 
SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

Asimismo, “LAS PARTES” están conformes en que, de manera transversal, cuando menos el 20 por 
ciento total de los recursos transferidos deberán destinarse a acciones relacionadas con la 
prevención de enfermedades y la promoción de la salud. 

Sólo en casos plenamente justificados o excepcionales, la composición de dichos porcentajes se 
podrá modificar, siempre que las características financieras y de servicios de salud de “LA ENTIDAD” 
lo ameriten, en el entendido de que dichas modificaciones deberán acreditarse y ser aprobadas 
previamente por la Coordinación de Financiamiento del “INSABI”. 

“LAS PARTES” están conformes en que será responsabilidad de “LA ENTIDAD”, por conducto de la 
Unidad Ejecutora, el envío de la información y el cumplimiento de los requisitos necesarios en los 
términos señalados en el presente Anexo y demás normativa aplicable, para estar en condiciones de 
recibir las transferencias federales de manera regular, conforme a lo establecido en los artículos 77 
bis 12, párrafo segundo y 77 bis 15 de la LGS. 

6. Conceptos de gasto de los recursos presupuestarios federales transferidos para la prestación 
de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

a. Remuneraciones al personal médico, paramédico y afín. 

“LAS PARTES” convienen en que todo el personal médico, paramédico y afín que sea 
contratado con cargo a los recursos presupuestarios federales que el “INSABI” transfiera a  “LA 
ENTIDAD” para la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y  demás insumos 
asociados, deberá contar con seguridad social y las prestaciones establecidas en la normativa 
aplicable, aun en el caso de tratarse de personal eventual, a efecto de  cumplir cabalmente con 
la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

Para el ejercicio de estos recursos, “LAS PARTES” están conformes en que los mismos  serán 
transferidos de manera líquida a “LA ENTIDAD”, en los términos previstos en el artículo  77 bis 
15, fracción I de la LGS y en el apartado B de la Cláusula Tercera de “EL ACUERDO  DE 
COORDINACIÓN”. 

Durante el primer trimestre del año “LA ENTIDAD” deberá enviar al “INSABI”, en los términos 
que este último lo requiera, la información que permita identificar al personal contratado de 
manera previa al 31 de diciembre de 2022, su lugar de adscripción, las funciones que realiza y la 
remuneración que percibe. 

“LAS PARTES” están conformes en que, en el caso de generarse vacancias en las plantillas de 
personal, las contrataciones que “LA ENTIDAD” efectúe, deberán realizarse respecto de las 
plazas que hayan quedado vacantes, solo en el caso de que éstas formen parte de la rama 
médica, paramédica o afín. 

Adicionalmente, “LA ENTIDAD”, sujeto a la disponibilidad de los recursos para este concepto de 
gasto, podrá realizar la contratación de médicos, enfermeras, gestores comunitarios de atención 
primaria de salud, coordinadores de gestores comunitarios de atención primaria de salud y 
demás personal necesario para el fortalecimiento de la prestación gratuita de servicios de salud, 
medicamentos y demás insumos asociados a las personas sin seguridad social, preferentemente 
en el primer nivel de atención. Para tal fin, las contrataciones que se efectúen deberán asignarse 
a las unidades médicas que requieran el apoyo respectivo. 
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Las contrataciones que “LA ENTIDAD” realice para fortalecer el segundo y, en su caso, el tercer 
nivel de atención deberá focalizarse en personal médico especialista y de enfermería con 
capacitación especializada. 

Conforme a lo anterior, queda expresamente estipulado que “LA ENTIDAD” no podrá realizar 
contrataciones para llevar a cabo funciones de carácter administrativo con cargo a los recursos 
que se le transfieran para la prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. En 
consecuencia, “LA ENTIDAD” se obliga a cubrir con sus recursos propios, las contrataciones que 
efectúe en contravención a lo estipulado en el presente Anexo. 

De igual modo, “LA ENTIDAD”, por conducto de la Unidad Ejecutora, deberá enviar de manera 
mensual al “INSABI”, a través del mecanismo que éste implemente, el listado nominal de las 
plazas pagadas con estos recursos. La información de los listados deberá contener al menos: 

 Nombre del empleado. 

 Cédula profesional. 

 Unidad Médica de Adscripción. 

 Tipo de Unidad y Clave Única de Establecimientos de Salud (CLUES). 

 Número de empleado. 

 Año, mes y quincena. 

 Entidad federativa. 

 R.F.C. 

 C.U.R.P. 

 Fecha de inicio de la relación laboral. 

 Tipo de contratación (federalizado, homologado, regularizado, formalizado o contrato). 

 Nivel y puesto o plaza. 

 Clave del puesto o plaza. 

 Turno. 

 Rama. 

 Percepción bruta total. 

 Total de deducciones. 

 Percepciones netas. 

 Fecha del timbrado. 

 ID factura. 

 Concepto de pago. 

 Estatus de incidencia. 

 Descripción de la incidencia. 

 En su caso, fecha de baja de la relación laboral. 

 Cualquier otro dato que el “INSABI” solicite para efectos de comprobación. 

La información antes señalada deberá ser presentada por “LA ENTIDAD”, por conducto de la 
Unidad Ejecutora, en los formatos y conforme a los procedimientos que mediante oficio le 
comunique el “INSABI”, a través de la Coordinación de Financiamiento. 

Asimismo, queda expresamente estipulado que, bajo ningún concepto, con cargo a estos 
recursos, podrá realizarse: 

i. El pago de finiquitos, indemnizaciones o cualquier otro concepto similar. 

ii. Pagos relativos a las partidas 12101 “Honorarios. 

iii.  15401 “Prestaciones Establecidas por Condiciones Generales de Trabajo o Contratos 
Colectivos de Trabajo”. 

iv. El pago de impuestos estatales sobre nómina. 
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b. Adquisición, distribución y demás costos asociados, respecto de medicamentos, material  de 
curación y otros insumos relacionados con la prestación de “LOS SERVICIOS  NO 
TRANSFERIDOS”. 

Para efectos del ejercicio de los recursos que se destinan a este concepto de gasto,  “LAS 
PARTES” manifiestan su conformidad para que el “INSABI” retenga los recursos presupuestarios 
federales correspondientes y los entregue en especie a “LA ENTIDAD”. El detalle de 
medicamentos, material de curación y otros insumos asociados a la prestación de “LOS 
SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”, se incluirán en los Apéndices del presente Anexo, del que 
formarán parte integrante, una vez que los mismos sean formalizados por “LAS PARTES”. 

Para llevar a cabo la formalización de los Apéndices a que se refiere este literal, “LAS PARTES” 
reconocen que éstos se integrarán con los requerimientos que “LA ENTIDAD” cargue en el 
Sistema implementado para tal fin por el “INSABI”, denominado Ambiente de Administración de 
Atenciones en Salud (AAMATES). En el caso de los requerimientos relativos a los programas de 
salud pública a cargo de la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud, éstos se 
cargarán en el referido Sistema, por las personas servidoras públicas que al efecto designen por 
escrito el Centro Nacional para la Salud de la Infancia y la Adolescencia, el Centro Nacional de 
Programas Preventivos y Control de Enfermedades y el Centro Nacional de Equidad de Género 
y Salud Reproductiva, respectivamente. 

Para tal fin, la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de Medicamentos y 
Equipamiento Médico, a través de la Coordinación de Abasto, la Coordinación de Optimización  
y Procesos del Abasto y la Coordinación de Distribución y Operación, en sus respectivos 
ámbitos de competencia, serán responsables de (i) integrar los requerimientos de “LA ENTIDAD” 
en la demanda agregada de medicamentos, material de curación y demás insumos para la salud 
a adquirirse en el ejercicio fiscal; (ii) instrumentar los correspondientes procedimientos de 
contratación y formalizar los contratos respectivos, así como (iii) administrar la ejecución  de 
estos últimos y realizar la distribución de los bienes a “LA ENTIDAD”. 

De acuerdo a lo anterior, “LAS PARTES” están conformes en que será responsabilidad  de “LA 
ENTIDAD” la correcta planeación y programación de los recursos asociados a  “LOS 
SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

Para efecto de acreditar las entregas en especie que se prevén en el presente literal,  “LA 
ENTIDAD” manifiesta su conformidad en que contará con un plazo de hasta treinta días 
naturales, contado a partir del día natural siguiente a la fecha de recepción de las mismas en sus 
almacenes, para manifestar su entera conformidad, en el entendido de que todo rechazo deberá 
estar plenamente justificado. En el caso de que transcurra el plazo anterior, sin que “LA 
ENTIDAD” haga pronunciamiento expreso al respecto, se entenderá que ha operado la tácita 
aceptación de los bienes con todas las implicaciones legales y administrativas que 
corresponderían a su aceptación expresa. 

“LAS PARTES” acuerdan que el “INSABI”, por conducto de la Coordinación de Financiamiento, 
previa autorización expresa de la Coordinación de Abasto, podrá liberar a “LA ENTIDAD”, 
recursos líquidos correspondientes a los medicamentos, material de curación y demás insumos 
asociados que se incluyan en los Apéndices de este Anexo, para que esta última los adquiera, 
sujetándose para ello a las disposiciones del Título Tercero Bis de la Ley General de Salud y 
demás disposiciones jurídicas que resulten aplicables. 

En congruencia con lo anterior, queda bajo la absoluta responsabilidad de “LA ENTIDAD”, sin 
que requiera para ello, autorización por parte del “INSABI”, adquirir con cargo a los recursos 
líquidos que reciba en términos de la fracción I del artículo 77 bis 15 de la LGS, lo siguiente: 

 Claves no acordadas para ser entregadas en especie por el “INSABI”. 

 Volúmenes adicionales a los requerimientos pactados con el “INSABI” para su entrega 
en especie. 

c. Acciones de promoción, prevención y detección oportuna de enfermedades. 

Considerando el carácter transversal de estas acciones, los recursos destinados a este concepto 
de gasto no son adicionales, por lo que la integración de este monto incluye acciones 
transversales que inciden en la promoción de la salud, y la prevención y detección oportuna de 
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enfermedades, las cuales se contabilizan en otros conceptos de gasto, tales como 
remuneraciones al personal de la rama médica, paramédica y afín, medicamentos, material  de 
curación y otros insumos; siempre y cuando se ajusten individualmente a los límites y  montos 
establecidos. 

La pertinencia de los conceptos considerados para estas acciones deberá ser validada por el 
“INSABI”, a través de la Unidad de Coordinación Nacional Médica. Para apoyar lo anterior,  el 
“INSABI” podrá solicitar, a través de su Unidad de Coordinación Nacional Médica, la opinión 
técnica de la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud de la Secretaría de Salud. 

d. Gasto de operación. 

El remanente de los recursos presupuestarios federales que se transfieran a “LA ENTIDAD” para 
la prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS” que se destinen a gasto de operación 
de las unidades médicas de primer, segundo y tercer niveles de “LA ENTIDAD” que realicen la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS” incluye lo siguiente: 

i. Contribuir al gasto de operación de los Servicios de Salud de Durango, relacionado 
exclusivamente con la prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. Para este 
fin, “LA ENTIDAD” podrá destinar recursos presupuestarios federales que el “INSABI” le 
transfiera en términos de lo establecido en el artículo 77 bis 15, fracción I de la LGS y el 
apartado B de la Cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

ii. Adquisición de bienes de inversión, como equipo médico, computadoras, impresoras, entre 
otros. Para este fin, “LA ENTIDAD” podrá destinar recursos presupuestarios federales que el 
“INSABI” le transfiera en términos de lo establecido en el artículo 77 bis 15, fracción I de la 
LGS y el apartado B de la Cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 
Dichas adquisiciones deberán cumplir con las disposiciones aplicables a gasto de inversión 
establecidas en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su 
Reglamento, la LGS y demás disposiciones en la materia. 

Tratándose de adquisición de equipo médico se requerirá la autorización expresa del 
“INSABI”, por conducto de la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de 
Medicamentos y Equipamiento Médico. 

Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo que antecede, “LAS PARTES” podrán convenir, 
cuando se trate de la adquisición de equipo médico, que las acciones relativas a este 
concepto de gasto, sean realizadas por el “INSABI”, a través de la Unidad de Coordinación 
Nacional de Abastecimiento de Medicamentos y Equipamiento Médico. En este supuesto, el 
importe de recursos correspondientes será ejercido directamente por el “INSABI”, a través 
de la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de Medicamentos y 
Equipamiento Médico, y los bienes adquiridos serán considerados como transferencia de 
recursos en especie, en los términos establecidos en la fracción III del artículo 77 bis 15  de 
la LGS. 

iii. Conservación y Mantenimiento de las Unidades Médicas. “LA ENTIDAD” podrá asignar 
recursos para la conservación y mantenimiento de las unidades médicas, con el objeto  de 
que éstas obtengan o mantengan la acreditación de la calidad a que se refiere el  artículo 77 
bis 9 de la LGS. Para este fin, “LA ENTIDAD” podrá destinar recursos presupuestarios 
federales que el “INSABI” le transfiera en términos de lo establecido  en el artículo 77 bis 15 
fracción I de la LGS y el apartado B de la Cláusula Segunda de  “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”. 

Para determinar las acciones de conservación y mantenimiento a desarrollarse en el 
ejercicio fiscal, “LA ENTIDAD” deberá presentar para validación de la Unidad de 
Coordinación Nacional de Infraestructura y Rehabilitación de Establecimientos de Salud del 
“INSABI”, un “Proyecto de Programa de Conservación y Mantenimiento de las Unidades 
Médicas”, que deberá incluir lo siguiente: 

 Declaratoria signada por el Titular de los Servicios de Salud de Durango, dirigida al 
Titular de la Unidad de Coordinación Nacional de Infraestructura y Rehabilitación de 
Establecimientos de Salud del “INSABI”, en la cual manifieste que se efectuó una 
adecuada planeación de los recursos para garantizar que los destinados a acciones de 
conservación y mantenimiento de las unidades médicas, vinculadas a la prestación de 
“LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”, no presentan un impacto adverso en el 
financiamiento del resto de los conceptos de gasto previstos en el presente Anexo. 
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 Determinación de las fuentes de financiamiento, considerando que los recursos 
destinados a este rubro podrán converger de distintas fuentes, supuesto en el que  “LA 
ENTIDAD” deberá presentar el detalle de recursos convergentes, asegurando el uso 
distinto de cada uno de ellos, con propósito de evitar duplicidades en las autorizaciones 
de gasto. 

 Cada proyecto que forme parte del Programa, deberá señalar el municipio y localidad 
en la que se encuentra la unidad médica, el tipo de unidad, la clave CLUES asignada, 
la población potencial beneficiaria, el número de beneficiarios y los montos 
programados a invertir, así como si la unidad médica se encuentra: (i) acreditada, (ii) en 
proceso de acreditación o reacreditación, o (iii) si iniciará su proceso de acreditación en 
el año 2023. 

 Los recursos que se destinen a este rubro deberán estar dirigidos a áreas médicas. 

Sin perjuicio de lo antes señalado, “LAS PARTES” podrán convenir que las acciones 
relativas a este concepto de gasto, sean realizadas por el “INSABI”, a través de la Unidad 
de Coordinación Nacional de Infraestructura y Rehabilitación de Establecimientos de Salud. 
En este supuesto, el importe de recursos correspondientes será ejercido directamente por el 
“INSABI”, a través de la referida Unidad de Coordinación Nacional de Infraestructura y 
Rehabilitación de Establecimientos de Salud, y los avances y la entrega de los trabajos 
correspondientes serán considerados como transferencia de recursos en especie, en los 
términos establecidos en la fracción III del artículo 77 bis 15 de la LGS. 

e. Pago por servicios de salud a instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud y por 
compensación económica entre entidades federativas. 

“LA ENTIDAD” podrá destinar recursos presupuestarios federales que el “INSABI” le transfiera 
en términos de lo establecido en el artículo 77 bis 15, fracción I de la LGS y el apartado B de la 
Cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, para la compensación económica 
entre entidades federativas, así como para el pago de servicios de salud a instituciones  públicas 
del Sistema Nacional de Salud, por concepto de la prestación de “LOS SERVICIOS  NO 
TRANSFERIDOS”. 

Para efectos de lo anterior, “LA ENTIDAD” deberá, además de apegarse a la normativa 
aplicable, suscribir los convenios de colaboración que correspondan con otras entidades 
federativas, así como con las referidas instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud para 
definir las condiciones y esquemas de pago. 

En todos los casos, para estar en condiciones de realizar pagos por la prestación de servicios de 
salud a instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud, éstas no deberán recibir recursos 
presupuestarios federales asignados a la prestación gratuita de servicios de salud, 
medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad social en los 
términos previstos en el Título Tercero Bis de la LGS, para su operación. 

“LA ENTIDAD”, por conducto del Titular de los Servicios de Salud de Durango, enviará al 
“INSABI” durante el ejercicio, la relación de unidades mencionadas en el párrafo anterior, así 
como los convenios celebrados. No podrán realizarse pagos sin los acuerdos contractuales que 
manifiesten el detalle de la atención médica y los conceptos del pago. 

7. Partidas de gasto. 

“LAS PARTES” están conformes en que las partidas específicas para el ejercicio de los recursos que 
se destinen a los conceptos de gasto que se contemplan en el presente Anexo, serán determinadas 
por el “INSABI”, a través de la Coordinación de Financiamiento, mismas que deberán ser notificadas 
por escrito a “LA ENTIDAD” a través de los Servicios de Salud de Durango. 

8. Programación de los recursos. 

“LA ENTIDAD” se obliga, por conducto del Titular de los Servicios de Salud de Durango y del Director 
Administrativo de dicho organismo local, a enviar al “INSABI”, a través de la Coordinación de 
Financiamiento, la programación del gasto dentro del primer trimestre del año, para vigilar el apego a 
los porcentajes máximos establecidos en el presente documento. El Programa de Gasto deberá 
incluir la leyenda siguiente: “El presente Programa de Gasto incluye el monto de recursos 
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presupuestados a destinarse, a través del Instituto de Salud para el Bienestar, a la compra y 
distribución de medicamentos, material de curación y otros insumos asociados y su entrega en 
especie, de acuerdo a los apéndices del Anexo 4 del Acuerdo de Coordinación para garantizar la 
prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las 
personas sin seguridad social”, y deberán tomarse en cuenta dentro del cómputo correspondiente a 
los recursos presupuestarios transferidos a “LA ENTIDAD”. 

La programación de gasto a que se refiere este numeral, podrá ser actualizada, a solicitud de  “LA 
ENTIDAD”, previa validación del “INSABI”, a través de la Coordinación de Financiamiento. En el caso 
de que las actualizaciones a la Programación de Gasto se realicen respecto del concepto de gasto 
denominado Adquisición, distribución y demás costos asociados, respecto de medicamentos, 
material de curación y otros insumos relacionados con la prestación de “LOS SERVICIOS NO 
TRANSFERIDOS”, se requerirá la validación expresa de la Coordinación de Abasto y, ésta a su vez, 
deberá notificar a la Coordinación de Financiamiento dicha validación. Dichas actualizaciones podrán 
ser realizadas hasta dos veces durante el año fiscal (a más tardar el 31 de mayo y el 31 de octubre 
de 2023, respectivamente). 

9. Información del ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos para la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

De conformidad con la fracción VIII, del apartado B del artículo 77 bis 5 de la LGS, “LA ENTIDAD”, 
por conducto de la Unidad Ejecutora, deberá recabar, custodiar y conservar, la documentación 
justificante y comprobatoria original de las erogaciones de los recursos en numerario que le sean 
transferidos, en términos de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables, y proporcionar al “INSABI” y a los órganos de fiscalización competentes, la información 
que les sea solicitada, incluyendo los montos y conceptos de gasto. 

“LA ENTIDAD”, por conducto de la Unidad Ejecutora, se obliga a reportar al “INSABI”, en un plazo de 
30 días naturales, posteriores al día último de cada mes, el avance del ejercicio de los recursos 
presupuestarios transferidos. El resumen de los reportes generados deberá remitirse al “INSABI”, por 
los Servicios de Salud de Durango y el Director Administrativo de dicho organismo local. 

La fecha límite para efectuar la comprobación de los recursos se sujetará a lo previsto en el artículo 
17 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios y demás 
disposiciones jurídicas aplicables. 

10. Otros informes. 

“LA ENTIDAD” se obliga, por conducto de la Unidad Ejecutora, a rendir los demás informes que 
determine el “INSABI”, por conducto de la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de 
Medicamentos y Equipamiento Médico, la Unidad de Coordinación Nacional Médica, la Unidad  de 
Coordinación Nacional de Infraestructura y Restablecimiento de Establecimientos de Salud y la 
Coordinación de Financiamiento, que permitan observar y evaluar los resultados obtenidos con los 
recursos transferidos. 

11. Monto de los recursos del Ramo 33. Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud que 
se destinarán al “INSABI” para la prestación de “LOS SERVICIOS TRANSFERIDOS”. 

Este monto, en el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, será determinado en la Adenda correspondiente al presente Anexo, en los 
términos estipulados en el numeral i del literal b del apartado D de la Cláusula Segunda de  “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

12. Monto de la aportación solidaria a efectuarse por “LA ENTIDAD” y modalidades de entrega. 

Conforme a lo pactado en el apartado E de la Cláusula Segunda de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, el monto total de la aportación solidaria a realizarse por “LA ENTIDAD” durante el 
ejercicio fiscal 2023, para la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás 
insumos asociados para las personas sin seguridad social en su circunscripción territorial, conforme 
a lo dispuesto en los artículos 77 bis 11 y 77 bis 13 de la LGS, será la cantidad de $465,725,176.62 
(cuatrocientos sesenta y cinco millones setecientos veinticinco mil ciento setenta y seis pesos  
62/100 M.N.), en virtud de lo cual el importe anual líquido, que por este concepto deberá aportar  “LA 
ENTIDAD” será la cantidad de $326,007,623.63 (trescientos veintiséis millones siete mil seiscientos 
veintitrés pesos 63/100 M.N.). 
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En el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, el 

monto de la aportación solidaria que corresponde realizar a “LA ENTIDAD” que deberá ser entregada 

al “INSABI” para la prestación de “LOS SERVICIOS TRANSFERIDOS”, será determinado en la 

Adenda correspondiente, en los términos estipulados en el apartado E de la Cláusula Segunda de 

“EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

“LA ENTIDAD” deberá aportar y comprobar, en cuatro exhibiciones, el monto total antes referido en 

los términos estipulados en “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, sujetándose para ello a las fechas 

máximas que se presentan en la tabla siguiente: 

 
Aportación Estatal 

Total Anual 

1ra. Aportación y 

Comprobación 

2da. Aportación y 

comprobación 

3ra. Aportación y 

comprobación 

4ta. Aportación y 

comprobación 

 $465,725,176.62 $116,431,294.16 $116,431,294.16 $116,431,294.16 $116,431,294.14 

30% $139,717,552.99 $34,929,388.25 $34,929,388.25 $34,929,388.25 $34,929,388.24 

70% $326,007,623.63 $81,501,905.91 $81,501,905.91 $81,501,905.91 $81,501,905.90 

 
Fecha límite de 

acreditación 
30 de abril de 2023 31 de mayo de 2023 31 de julio de 2023 

31 de octubre de 

2023 

 

Con la finalidad de dar debido cumplimiento a las obligaciones señaladas en “EL ACUERDO DE 

COORDINACIÓN”, respecto al cuarto trimestre, “LA ENTIDAD” tendrá como fecha límite para la 

entrega de la comprobación del recurso, tanto líquido como en especie, el día 15 de enero de 2024. 

El “INSABI” podrá suspender la ministración subsecuente de recursos presupuestarios federales a 

“LA ENTIDAD”, hasta en tanto no se realicen las aportaciones correspondientes. 

A efecto de dar seguimiento a los recursos que por concepto de aportación solidaria aporte y ejerza 

la “LA ENTIDAD”, por conducto de la Unidad Ejecutora, se obliga a notificar al “INSABI”, a través  de 

la Coordinación de Financiamiento, lo siguiente: 

a. La cuenta bancaria productiva específica que destine para el uso y manejo exclusivo de los 

recursos de las aportaciones en numerario, en el ejercicio fiscal vigente, la cual deberá ser 

aperturada a nombre de los Servicios de Salud de Durango, bajo la denominación “Aportación 

Líquida Estatal INSABI 2023”. 

b. El soporte documental de los depósitos o transferencias realizadas a dichas cuentas mediante el 

Sistema de Pagos Electrónicos Interbancarios. 

“LAS PARTES” están conformes en que el 30 % de la mencionada aportación solidaria que  “LA 

ENTIDAD” podrá aportar en especie, se referirá al gasto efectuado para fortalecer la prestación de 

los servicios de salud a la persona, en el ejercicio fiscal vigente, que de manera exclusiva se haya 

destinado a (i) obra pública en curso o concluida, incluyendo acciones de mantenimiento y 

conservación, dirigida a la prestación de servicios de salud, siempre que la misma esté contemplada 

en el Plan Maestro Nacional de Infraestructura a que se refiere la LGS, o conforme al Plan Maestro 

de Infraestructura, según corresponda conforme a la fecha de inicio de las acciones 

correspondientes, que contribuyan a que dichas unidades obtengan o mantengan la acreditación de 

la calidad a que se refiere el artículo 77 bis 9 de la LGS, y (ii) a la adquisición del equipamiento 

relacionado con la salud que fortalezca la prestación de servicios de salud a la persona, incluyendo 

unidades médicas móviles en cualquiera de sus modalidades. Dichos conceptos deberán 

corresponder a las partidas correspondientes de los capítulos 5000 y 6000 del Clasificador por 

Objeto del Gasto. Asimismo, “LAS PARTES” están conformes en que podrá considerarse como 

entrega en especie de la referida aportación solidaria de “LA ENTIDAD”, la nómina del personal 

médico, paramédico y afín, así como el gasto en medicamentos, material de curación, equipamiento 

médico y demás insumos para la salud de hospitales públicos que tengan la naturaleza jurídica de 

organismos públicos descentralizados de “LA ENTIDAD”, que se cubran con ingresos propios que no 
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tengan el carácter de trasferencias federales etiquetadas en términos de la fracción XL del artículo 2 

de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios. 

Para acreditar dicha aportación en especie, “LA ENTIDAD” deberá proporcionar al “INSABI”, por 
unidad médica, la información que acredite el referido gasto. 

13. Las circunstancias no previstas en el presente Anexo, serán resueltas por el “INSABI”. 

El presente Anexo se firma en cuatro tantos originales a los ocho días del mes de marzo de dos mil 
veintitrés.- Por el INSABI: Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.- Coordinadora de 
Financiamiento, C.P. Hilda Marina Concha Viloria.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretaria de Finanzas y de 
Administración, Lic. Bertha Cristina Orrante Rojas.- Rúbrica.- Secretaria de Salud y Directora General de los 
Servicios de Salud de Durango, Dra. Irasema Kondo Padilla.- Rúbrica. 

 
 

AVISO por el que se dan a conocer los datos de identificación del Manual de Organización General del Instituto de 
Salud para el Bienestar, así como las páginas electrónicas en las que pueden ser consultados. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Instituto de Salud para el Bienestar. 

CANDELARIO PÉREZ ALVARADO, Coordinador de Recursos Humanos y Regularización de Personal del 

Instituto de Salud para el Bienestar, con fundamento en lo dispuesto en el artículo Cuadragésimo noveno, 

fracción X del Estatuto Orgánico del Instituto de Salud para el Bienestar y en cumplimiento al último párrafo 

del artículo segundo del “Acuerdo por el que se instruye a las dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal, así como la Procuraduría General de la República a abstenerse de emitir regulación en las 

materias que se indican”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de agosto de 2010 y reformado 

el 21 de agosto de 2012, he tenido a bien emitir el siguiente: 

AVISO POR EL QUE SE DAN A CONOCER LOS DATOS DE IDENTIFICACIÓN DEL MANUAL DE 

ORGANIZACIÓN GENERAL DEL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR, ASÍ COMO LAS 

PÁGINAS ELECTRÓNICAS EN LAS QUE PUEDEN SER CONSULTADOS 

ÚNICO.- Para efectos de lo dispuesto en el último párrafo del artículo Segundo del Acuerdo por el que se 

instruye a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como a la Procuraduría 

General de la República a abstenerse de emitir regulación en las materias que se indican y su diverso 

modificatorio, publicados el 10 de agosto de 2010 y 21 de agosto de 2012, respectivamente, se dan a conocer 

los datos de identificación del Manual de Organización General del Instituto de Salud para el Bienestar, así 

como las páginas electrónicas en las que pueden ser consultadas: 

Denominación: Manual de Organización General del Instituto de Salud para el Bienestar. 

Emisor: Junta de Gobierno del Instituto de Salud para el Bienestar. 

Materia: Recursos Humanos y Servicio Profesional de Carrera. 

Fecha de aprobación: 09 de diciembre del 2022. 

Fecha de entrada en vigor: 12 de diciembre de 2022. 

Páginas electrónicas para su consulta: 

www.dof.gob.mx/2023/INSABI/MOG_09122022.pdf 

https://www.gob.mx/insabi/documentos/manual-de-organizacion-general-del-instituto-de-salud-para-el-

bienestar?state=published 

Dado en la Ciudad de México, a los 20 días del mes de abril de 2023.- El Coordinador de Recursos 

Humanos y Regularización de Personal del Instituto de Salud para el Bienestar, Mtro. Candelario Pérez 

Alvarado.- Rúbrica. 

(R.- 536462) 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 125/2022 y sus acumuladas 127/2022 y 128/2022, así como los Votos Particular del señor 
Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá y Aclaratorio del señor Ministro Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 125/2022 Y SUS 
ACUMULADAS 127/2022 Y 128/2022. 

PROMOVENTES: PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, PARTIDO 
DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA Y COMITÉ 
EJECUTIVO ESTATAL DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 
DEMOCRÁTICA EN EL ESTADO DE VERACRUZ DE 
IGNACIO DE LA LLAVE. 

PONENTE: MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA 

SECRETARIO MIGUEL ANTONIO NÚÑEZ VALADEZ 

COLABORÓ: LUIS DIAZ ESPINOSA 

ÍNDICE TEMÁTICO 

 APARTADO CRITERIO Y DECISIÓN PÁGS. 

 ANTECEDENTES. 

Se resalta que la demanda registrada como 
128/2022, presentada por el Comité Ejecutivo 
Estatal del PRD en el Estado de Veracruz, fue 
desechada por notoriamente improcedente 
mediante el primer acuerdo del Ministro 
Instructor. 

Por su parte, se admitieron a trámite las 
acciones 125/2022 y 127/2022, interpuestas 
por las dirigencias del PAN y el PRD. 

1-18 

I. COMPETENCIA. 
El Tribunal Pleno es competente para conocer 
de la acción de inconstitucionalidad. 18 

II. 
PRECISIÓN DE LAS NORMAS 
RECLAMADAS. 

Se impugna el Decreto 240, publicado en la 
Gaceta Oficial del Estado de Veracruz el once 
de agosto de dos mil veintidós, mediante el 
cual se adicionó la fracción III del artículo 11 de 
la Constitución Política del Estado de Veracruz 
de Ignacio de la Llave. 

Asimismo, se cuestiona el procedimiento 
legislativo que dio origen a dicho Decreto.  

18-19 

III. OPORTUNIDAD. 
Las demandas fueron presentadas de forma 
oportuna. 

19-20

IV. LEGITIMACIÓN. 

Las demandas fueron planteadas por los 
respectivos representantes de los partidos 
políticos accionantes (PAN y PRD) y, a su vez, 
se considera que la norma reclamada se 
vincula con la materia electoral. 

20-23 

V. 
CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y 
SOBRESEIMIENTO. 

El Poder Legislativo argumenta que la reforma 
impugnada no trata de cuestiones de carácter 
electoral y que los partidos políticos no 
demuestran la forma en la que les afecta la 
adición normativa cuestionada. 

Dichos argumentos de improcedencia se 
desestiman, toda vez que sí existe relación con 
la materia electoral y en las acciones no se 
requiere afectación y, a su vez, el examen del 
alcance de la norma involucra aspectos de 
fondo.  

23-27 
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VI. ESTUDIO DE FONDO. 

El estudio de fondo se divide en dos apartados: 

En el primero se analiza el procedimiento 
legislativo del Decreto impugnado. (VI.1.) 

En el segundo se analiza la regularidad de la 
fracción III del artículo 11 impugnada (VI.2.) 

 

27-77 

 

VI.1. ANÁLISIS DEL 
PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. 

 

Para efectos de dar respuesta a esta 
problemática, en primer lugar, se explica la 
doctrina para evaluar la regularidad de los 
procedimientos legislativos (A). 
Posteriormente, se detallan las reglas y 
principios que rigen en el procedimiento 
legislativo en el Estado de Veracruz (B). 

Con base en lo anterior, se exponen las 
razones específicas por las cuales se 
considera que no se actualizan violaciones al 
procedimiento legislativo con potencial 
invalidante (C). 

 

28-54 

 

VI.2. ANÁLISIS DE LA FRACCIÓN III 
DEL ARTÍCULO 11 DE LA 
CONSTITUCIÓN LOCAL. 

 

Tras detallar el parámetro de regularidad 
aplicable, se llega a la conclusión que resulta 
inconstitucional la porción normativa que dice 
“con hijos veracruzanos o” de la fracción III del 
artículo 11 de la Constitución del Estado de 
Veracruz. 

En suma, se argumenta que mediante la 
fracción cuestionada se adicionó por el Poder 
Reformador veracruzano dos nuevos 
supuestos para ser considerado como 
veracruzano: contar con hijos veracruzanos o 
con una residencia efectiva de cinco años en 
territorio veracruzano. 

Valorando este contenido, en primer lugar, se 
estima que la fracción cuestionada sí es una 
norma general, cuyo contenido y alcances son 
claros; por lo que no existe una violación a los 
principios de legalidad o seguridad jurídica. 

En segundo lugar, se alude que el legislador 
veracruzano tiene facultades para definir quién 
se considera o no como veracruzano. 

No obstante lo anterior, en tercer lugar, se 
llega a la convicción que la adición sí irrumpe 
en uno de los requisitos tasados 
constitucionalmente para la Gubernatura de un 
Estado previstos en el último párrafo de la 
fracción I del artículo 116 de la Constitución 
General. 

A saber, el citado 116 marca que solo podrán 
ser Gobernadores o Gobernadoras las 
personas mexicanas por nacimiento y nativas 
del Estado, o con residencia efectiva no menor 
de cinco años inmediatamente anteriores al día 
de los comicios. Atendiendo a una 
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interpretación gramatical, teleológica e 
histórica de este contenido, se estima que 
cuando el Poder Constituyente utilizó el 
concepto de “nativo”, se refirió a “nacido” en el 
territorio estatal. 

En ese sentido, al definir la norma reclamada 
que serán veracruzanas las personas con hijos 
o hijas veracruzanas, de manera indirecta se 
irrumpe con este requisito constitucional de ser 
nativo; ello, ya que lo amplía a personas que 
no nacieron en dicha entidad federativa y que, 
por ese solo hecho, según la propia 
Constitución Local (artículo 43), podrán aspirar 
a ocupar la Gubernatura del Estado. 

Consiguientemente, para solventar esta 
deficiencia constitucional, cabe declarar 
inconstitucional únicamente la porción 
normativa que dice “con hijos veracruzanos 
o” de la fracción III del artículo 11 de la 
Constitución del Estado de Veracruz. El 
resto del texto supera un examen de 
constitucionalidad al ser coincidente con lo que 
prevé el aludido numeral 116 constitucional: o 
se es nativo del Estado o se cuenta con 
residencia efectiva no menor de cinco años 
previos al día de los comicios. 

VII. EFECTOS. 

La declaratoria de invalidez surtirá sus efectos 

a partir de la notificación de los puntos 

resolutivos de la sentencia al Congreso del 

Estado de Veracruz. 

 

77-78 

 PUNTOS RESOLUTIVOS: 

PRIMERO. Es procedente y fundada la 

presente acción de inconstitucionalidad y sus 

acumuladas. 

SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 

11, fracción III, en su porción normativa “con 

hijos veracruzanos o”, de la Constitución 

Política del Estado de Veracruz de Ignacio de 

la Llave, adicionado mediante el Decreto 

número 240, publicado en la Gaceta Oficial de 

dicha entidad federativa el once de agosto de 

dos mil veintidós, la cual surtirá sus efectos a 

partir de la notificación de estos puntos 

resolutivos al Congreso del Estado de 

Veracruz de Ignacio de la Llave, de 

conformidad con lo establecido en los 

apartados VI y VII de esta decisión. 

TERCERO. Publíquese esta resolución en el 

Diario Oficial de la Federación, en la Gaceta 

Oficial del Estado de Veracruz, así como en el 

Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta. 

 

78 



  DIARIO OFICIAL Martes 23 de mayo de 2023 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 125/2022 Y SUS 
ACUMULADAS 127/2022 Y 128/2022. 

PROMOVENTES: PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, PARTIDO 
DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA Y COMITÉ 
EJECUTIVO ESTATAL DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 
DEMOCRÁTICA EN EL ESTADO DE VERACRUZ DE 
IGNACIO DE LA LLAVE. 

VISTO BUENO 

SR/A. MINISTRA/O 

PONENTE: MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA 

COTEJÓ 

SECRETARIO MIGUEL ANTONIO NÚÑEZ VALADEZ 

COLABORÓ: LUIS DIAZ ESPINOSA 

Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión 
correspondiente al treinta y uno de enero de dos mil veintitrés, emite la siguiente: 

SENTENCIA 

Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 125/2022 y sus acumuladas 127/2022 y 
128/2022, promovidas por las dirigencias nacionales del Partido Acción Nacional y del Partido de la 
Revolución Democrática, así como por el Comité Ejecutivo Estatal del Partido de la Revolución 
Democrática en el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, en contra de la adición normativa reflejada 
en la fracción III del artículo 11 de la Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 

ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA. 

1. Presentación del escrito inicial. El nueve y diez de septiembre de dos mil veintidós, respectivamente, 
los partidos políticos Acción Nacional (PAN) y de la Revolución Democrática (PRD) promovieron 
acciones de inconstitucionalidad. En sus respectivas demandas, señalaron como autoridades 
demandadas a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave y 
solicitaron la declaratoria de invalidez de la fracción III del artículo 11 de la Constitución Local, 
adicionada mediante Decreto 240, publicado el once de agosto de dos mil veintidós en la Gaceta Oficial 
de dicha entidad federativa. Asimismo, el propio diez de septiembre de dos mil veintidós, el Presidente 
del Comité Ejecutivo Estatal del Partido de la Revolución Democrática en el Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave presentó un diverso escrito en el que señaló su intención de promover una acción de 
inconstitucionalidad en contra de la adición referida. 

2. Conceptos de invalidez. En dichos escritos, los actores expusieron diferentes puntos de vista en torno 
a la inconstitucionalidad de la norma cuestionada. 

3. Por un lado, el PAN expresó lo siguiente a través de un único concepto de invalidez1: 

a) ÚNICO. El Decreto número 240 viola el principio de legalidad y seguridad jurídica, 
contenidos en los artículos 14 y 16, en relación con los diversos 116, fracción I, 124 y 133, 
todos de la Constitución Federal. El Decreto reclamado resulta violatorio de los principios de 
legalidad y seguridad jurídica previstos en los artículos 14 y 16, en relación con el diverso 116, 
fracción I, último párrafo, que establece como requisito tasado para ser electo al cargo de 
Gobernador el de haber nacido en la entidad federativa correspondiente o, alternativamente, el 
requisito de residencia efectiva de cuando menos cinco años. 

b) Bajo pretexto de otorgar una protección garantista, el Congreso local amplía los criterios para 
considerar a una persona veracruzana (nativa) por el solo hecho de que sus hijos hayan nacido 
en esa entidad federativa y tengan residencia efectiva de cinco años; situación que no se 
encuentra contemplada en la Constitución General ni en ni ninguna Constitución local. 

c) El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha identificado en el último párrafo 
de la fracción I del artículo 116 constitucional algunos requisitos para acceder al cargo de 
Gobernador que resultan indisponibles para el legislador local; es decir, que son 
constitucionalmente tasados. Específicamente, en la acción de inconstitucionalidad 74/2008, el 
Tribunal Pleno analizó esos requisitos de manera exhaustiva y señaló que sólo pueden ser 
gobernadores de un Estado: 1) todos los ciudadanos mexicanos y nativos de la entidad de que se 
trate, sin restricción de residencia alguna; y, 2) todos los ciudadanos mexicanos no nativos del 
Estado, con una residencia efectiva no menor de cinco años inmediatamente anteriores al día de 
los comicios. 

                                                 
1 El PAN sostuvo que las normas transgredidas fueron los artículos 1, 14, 16, 41, 116, fracción I, 124 y 133 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.  
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d) Ahora bien, una interpretación posible de la norma que se analiza es que ésta solamente resulta 
aplicable a los no nativos de la entidad federativa cuando tengan residencia efectiva de 5 años; 
de esa manera, se agrega un supuesto más para considerar que serán nativos de la entidad 
federativa y, por ende, elegibles siempre que tengan hijos nacidos en su territorio. De ahí, que se 
advierta una deficiente y dolosa regulación. 

e) Más bien, al establecer los requisitos para ocupar el cargo de Gobernador, el legislador local 
decidió desarticular uno de los requisitos establecidos en el precepto constitucional referido y 
omitir de manera absoluta el requisito de ser nativo de la entidad federativa para poder ocupar 
dicho cargo, puesto que ese carácter solo se adquiere por haber nacido en el territorio y ser 
descendiente de veracruzanos, más no ascendientes de los mismos. Por tanto, esa deficiencia 
debe considerarse como una modulación de un requisito constitucionalmente tasado que 
restringe el derecho al voto pasivo en el artículo 35, fracción II, constitucional, contrario al 
parámetro constitucional. 

f) Adicionalmente, es evidente que la medida legislativa impugnada brinda un trato desigual 
injustificado a quienes son nativos de la entidad, en contravención al principio de igualdad, 
careciendo de razonabilidad legislativa y de una debida motivación que la justifique. 

4. Por su parte, el PRD expuso cuatro conceptos de invalidez2, alegando diversos motivos de 
inconstitucionalidad: 

a) PRIMERO. Violaciones al principio de seguridad jurídica porque la norma no cumple los 
principios de impersonalidad, abstracción y generalidad. El Decreto reclamado no cubre la 
impersonalidad, abstracción y generalidad que toda Ley debe de cumplir, violentando así el 
artículo 13 de la Constitución Federal, que desde una interpretación conforme, prohíbe que una 
ley pueda ser en beneficio o perjuicio de una persona o grupo de personas en particular. Es por 
ello, que bajo el pretexto de que dicho Decreto tendrá como objetivo dar a las personas que 
llegan al Estado de Veracruz -sin ser originario ni vecino, pero con un hijo nacido en Veracruz- la 
calidad de ciudadano de ese Estado; para así violar su espíritu y realizar un fraude a la ley. 

b) SEGUNDO. Violaciones al principio de seguridad jurídica por no seguirse las formalidades 
esenciales del procedimiento legislativo. El artículo 84 de la Constitución Política del Estado 
de Veracruz establece la facultad del Congreso del Estado para realizar reformas a la misma, las 
cuales deben ser aprobadas por las dos terceras partes de los miembros del Congreso y de la 
mayoría de los Ayuntamientos. Asimismo, la “Ley Reglamentaria del artículo 84 de la Constitución 
Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, en Materia de Reformas Constitucionales 
Parciales”, establece el apego al procedimiento legislativo como requisito de una procedencia en 
una reforma constitucional, tal y como se señala en sus numerales 3 y 6. 

c) Si dichos preceptos no son cumplidos, existe un vicio de origen en la norma, toda vez que el acto 
legislativo es una unidad indisoluble y al existir una falla en una de las partes que lo constituyen, 
se contamina la totalidad del acto. Cita en apoyo la jurisprudencia de rubro: “ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. LOS ACTOS QUE INTEGRAN EL PROCEDIMIENTO 
LEGISLATIVO SÓLO PUEDEN IMPUGNARSE A PARTIR DE QUE ES PUBLICADA LA 
NORMA GENERAL”. 

d) En ese sentido, se estima que en el caso existe un vicio en el proceso legislativo, debido a que la 
Comisión Permanente de Justicia y Puntos Constitucionales no convocó a reunión para recibir la 
iniciativa y darle lectura y, por consiguiente, no se difundió en medios electrónicos, aun cuando 
los artículos 45, párrafos primero y tercero y 106, párrafo primero, del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Poder Legislativo del Estado de Veracruz así lo requiere. 

e) Por el contrario, la iniciativa fue turnada a dicha Comisión, la cual se encuentra conformada por 
tres diputados, y únicamente fue dictaminada por dos, quienes son integrantes del partido 
Morena; lo que a su parecer representa un conflicto de interés. Además, la Presidencia de la 
Comisión Permanente de Justicia no hizo pública la convocatoria, orden del día, ni documentos 
que sirvieran para analizar de mejor manera la “iniciativa con proyecto de Decreto por el que se 
adiciona la fracción III al artículo 11, de la Constitución Política del Estado”, con por lo menos 48 
horas de anticipación, tal y como lo señalan los párrafos cuarto y sexto del artículo 38 de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Veracruz. 

                                                 
2 El PRD señaló como preceptos violados los artículos 1º, 13, 16, párrafo primero, 30, inciso A), 35, fracción II, 36, fracción IV, 39, 40, 41, 
párrafo tercero, fracción I, 82, fracciones I y III, 116, fracción I párrafo quinto y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como los diversos 1, 2, 4, párrafos décimo y décimo primero, 6, párrafo primero, 11, 14, párrafo primero, 15, fracción I, 16, 
fracción III, 43, fracciones I y II, 80 y 84 de la Constitución Política del Estado de Veracruz.  
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f) TERCERO. Violaciones al principio de seguridad jurídica por no seguirse las formalidades 
esenciales del procedimiento legislativo. Se violenta el procedimiento ordinario establecido en 
la referida Ley Reglamentaria. Tanto ese ordenamiento, como el propio numeral 84 de la 
Constitución local, establecen dos procedimientos para aprobar las reformas parciales de carácter 
constitucional en la entidad. El primero de ellos, es el “procedimiento ordinario", el cual se aplica 
para toda reforma constitucional emanada de cualquier persona que el artículo 34 de la 
Constitución local le da el derecho de presentar una iniciativa y que, solo tiene que ser aprobado 
en un solo periodo ordinario de sesiones por las dos terceras partes de los diputados que integran 
el Pleno del Congreso y con la aprobación de la mayoría de los Ayuntamientos. 

g) El segundo, es el “procedimiento especial”, el cual se instituyó para aquellas reformas a la 
Constitución local cuando existe un Decreto de reforma a la Constitución Federal, en el que se 
ordene a las legislaturas locales adecuar sus textos constitucionales al sentido de aquél, o 
cuando se hiciere necesario adecuar la Constitución local a disposiciones emanadas de las leyes 
nacionales, únicas o generales expedidas por el Congreso de la Unión, o como consecuencia de 
declaratorias de invalidez emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Procedimiento 
que basta con que la Comisión Permanente de Justicia y Puntos Constitucionales y la Junta de 
Coordinación Política propongan al pleno que declaran iniciar ese procedimiento, para que el 
Decreto de reforma pueda ser aprobado en un solo periodo ordinario o extraordinario de sesiones 
y sin la necesidad de la aprobación de la mayoría de los Ayuntamientos. 

h) Bajo ese tenor, se considera que el Congreso local violenta lo establecido dentro del 
procedimiento ordinario de la Ley Reglamentaria en cita, al darle una interpretación a modo; ello, 
toda vez que del  Decreto 3 que reforma y deroga diversas disposiciones de la Ley Reglamentaria 
en comento, publicado en la Gaceta Oficial el 4 de diciembre de 2018, se perseguía la eliminación 
de la segunda aprobación por parte del Congreso del Estado de los proyectos de reformas 
constitucionales en procedimientos ordinarios, conculcado en el artículo 7 de esa Ley 
Reglamentaria; ya que antes de la reforma, señalaba que las reformas parciales de la 
Constitución veracruzana en procedimientos ordinarios se tenían que aprobar en dos periodos 
ordinarios de sesiones. 

i) De conformidad con la multicitada Ley Reglamentaria del artículo 84, los dictámenes formulados 
por las Comisiones del Congreso, relativos a proyectos de Decreto de reforma constitucional, se 
enlistan para su aprobación en la sesión de Pleno inmediata, pero debe ser sesión ordinaria, toda 
vez que corresponde a un procedimiento ordinario. Entonces, si dicha Ley permitiera que los 
dictámenes de reformas constitucionales en un “procedimiento ordinario” pudieran darse en un 
periodo distinto al ordinario, lo haría distinguir dentro de este procedimiento, tal y como lo hace 
para el “procedimiento especial” de conformidad con los artículos 14 y 16. 

j) Ahora bien, el Decreto reclamado no busca dar cumplimiento a un decreto que emane de la 
Constitución Federal en el que se ordene a la legislatura local adecuar sus textos constitucionales 
al sentido de aquél, o que se haga necesario adecuar la Constitución local a disposiciones 
emanadas de una Ley nacional o general expedidas por el Congreso de la Unión o se esté dando 
cumplimiento a una declaratoria de invalidez emitida por la Suprema Corte; única justificación 
para que se haya realizado en un periodo extraordinario de sesiones. Inclusive, para que una 
reforma parcial a la Constitución local emanada de un procedimiento ordinario pueda ser votada 
en un periodo extraordinario de sesiones, la Ley Reglamentaria lo debiera establecer como tal, 
así como determinar sus consecuencias. 

k) CUARTO. Inconstitucionalidad por violaciones al derecho de votar y ser votado. Al margen 
de las violaciones procesales, se alega que el Decreto reclamado violenta los derechos de los 
ciudadanos veracruzanos de votar y ser votados y, como consecuencia, su derecho de acceso al 
poder público previsto en los artículos 1º; 13; 30, inciso a); 34; 36, fracción IV; 55, fracciones I y 
III; 82, fracciones I y II; 116, fracción I, párrafo quinto, y 133 de la Constitución Federal; así como 
en los diversos 2; 4, párrafos décimo y décimo primero; 11; 43, fracciones I y II; y 80 de la 
Constitución local. 

l) En efecto, el Congreso local transgrede el marco normativo constitucional, al extralimitarse y darle 
la categoría de “veracruzanos” a todas las personas nacidas fuera del territorio del Estado, 
siempre y cuando tenga “hijos veracruzanos” -aunque ellos no tengan residencia en Veracruz-, o 
con una residencia efectiva de cinco años en el territorio. De tal forma que, cualquier persona 
nacida en cualquier otra entidad del país o del extranjero, y que, por el hecho de haber tenido un 
hijo nacido en Veracruz, se convertirá en veracruzano, aunque no viva o nunca haya vivido en 
dicho Estado. 
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m) El artículo 30 de la Constitución Federal prevé como mexicanos por nacimiento a los que nazcan 
en el territorio o a los hijos de padre, madre o padres mexicanos y del mismo modo, es que las 
treinta y dos constituciones de las entidades federativas en el país prevén ello. Es decir, como 
nativos de sus Estados, a los nativos en su territorio o a los hijos de padre, madre o padres 
originarios de esa entidad, tal y como se establecía en la Constitución de Veracruz. 

n) En esa línea, se introduce un supuesto normativo que contraviene dicho precepto constitucional y, 
con ello, se violenta lo establecido en el artículo 133 de la Constitución Federal; por lo que el 
Congreso del Estado se extralimita en sus atribuciones. 

o) Del mismo modo, el texto constitucional es claro respecto a que el otorgamiento de la 
nacionalidad mexicana por nacimiento no es extensivo a otros supuestos no previstos 
expresamente por el Constituyente; es decir, las hipótesis establecidas en el artículo 30, inciso A), 
de la Constitución Federal deben interpretarse de manera estricta, pues se destinan sólo a los 
sujetos que están explícitamente contemplados en la norma (supuestos que son limitativos y no 
enunciativos); por lo que no puede interpretarse de otra manera. Criterio que se dejó establecido 
en la tesis de jurisprudencia de rubro: “NACIONALIDAD MEXICANA POR NACIMIENTO. EL 
ARTÍCULO 30, INCISO A), FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS NO ES EXTENSIVO A SUPUESTOS NO PREVISTOS 
EXPRESAMENTE”. 

p)  Por otro lado, pide que se realice una interpretación conforme de las normas cuestionadas y, 
finalmente, solicita la suspensión de sus efectos. 

5. De igual manera, en el diverso escrito presentado por el Comité Ejecutivo Estatal del PRD EN EL 
ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE se afirmó que la citada norma reclamada era 
inconstitucional por violaciones en el procedimiento, por vulnerar el principio de supremacía 
constitucional y por detentar inconsistencias en torno a los requisitos de elegibilidad para las y los 
gobernadores, establecidos en el artículo 116, fracción I, último párrafo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

6. Admisión, desechamiento y trámite. El trece y diecinueve de septiembre de dos mil veintidós, el 
Ministro Presidente de esta Suprema Corte registró las acciones de inconstitucionalidad bajo los 
números de expediente 125/2022 (la del PAN), 127/2022 (la del PRD) y 128/2022 (la del CEE del PRD 
en Veracruz), decretando su acumulación y designando como instructor del procedimiento al Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 

7. Bajo ese tenor, el veintiuno de septiembre de dos mil veintidós, el aludido Ministro Instructor recibió el 
expediente y emitió un acuerdo en el que adoptó las siguientes determinaciones: En primer lugar, 
desechó la acción de inconstitucionalidad 128/2022 por encontrarse un motivo manifiesto e 
indudable consistente en la falta de legitimación procesal activa. Esto es así, pues la demanda fue 
promovida por el Comité Ejecutivo Estatal del Partido de la Revolución Democrática en el Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave a través de su Presidente; sin embargo, conforme a la legislación 
aplicable, tal actuación es improcedente, toda vez que el PRD cuenta con registro ante el Instituto 
Nacional Electoral y entonces debe comparecer éste por conducto de su dirigencia nacional. 

8. En segundo lugar, el Ministro Instructor admitió a trámite las acciones de inconstitucionalidad 
125/2022 y su acumulada 127/2022, promovidas por el PAN y el PRD; consecuentemente, ordenó que 
se les diera vista de las mismas a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Veracruz de Ignacio 
de la Llave para que rindieran su informe y enviaran los documentos que integran el proceso legislativo 
del Decreto impugnado, así como un ejemplar del Periódico Oficial de la entidad, respectivamente; 
asimismo, le dio vista del asunto al Fiscal General de la República y a la Consejería Jurídica del 
Gobierno Federal. 

9. Por su parte, le solicitó al Consejero Presidente del Instituto Nacional Electoral que enviara los estatutos 
vigentes del PAN y del PRD, así como la certificación de su registro vigente y quiénes son sus 
representantes. Finalmente, requirió al Presidente de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación la remisión de su opinión, así como a la Consejera Presidenta del Organismo 
Público Local Electoral del Estado de Veracruz el informe sobre la fecha de inicio del próximo  proceso 
electoral. 

10. Comienzo del próximo proceso electoral. Mediante oficio número OPLEV/SE/DEAJ/453/2022, el 
Secretario Ejecutivo del Organismo Público Local Electoral del Estado de Veracruz desahogó el 
requerimiento formulado. En dicho documento informó que el Consejo General del Organismo debe 
aprobar el calendario del proceso electoral local y ahí se determinará su inicio; lo que, en términos del 
artículo 169 del Código Electoral para el Estado de Veracruz, debe ser en los primeros diez días del 
mes de noviembre del año dos mil veintitrés. 
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11. Informe del Poder Legislativo. Por escrito enviado el once de octubre de dos mil veintidós y recibido el 
dieciocho siguiente en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, la Directora de Servicios Jurídicos rindió el informe en representación del 
Congreso del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. En tal escrito se argumentó lo siguiente: 

a) Cuestiones previas. Los partidos promoventes se limitan a decir que la reforma es contraria al 
texto constitucional y pretenden plantear la impugnación de la norma, afirmando su carácter 
electoral, que por cierto no lo es, toda vez que no se trata de una reforma que cambie alguna 
situación jurídica en referencia a la elección de cargos de elección popular o procedimientos de 
cuestiones electorales; por lo que es notoriamente improcedente. 

b) Causas de improcedencia y sobreseimiento. Se actualiza la causa de improcedencia prevista 
en el artículo 19, fracción IX, en relación con el diverso 62, párrafo tercero, de la Ley 
Reglamentaria de la materia, toda vez que los partidos políticos promoventes no demuestran la 
forma en que les afecta la adición de la fracción III al artículo 11 de la Constitución local que 
impugnan. 

c) Asimismo, aduce que los planteamientos hechos valer por los partidos accionantes se apartan de 
los aspectos relacionados con procesos electorales debido a que, el decreto impugnado alude a 
las personas que se consideran veracruzanos, de los vecinos y de los ciudadanos; cuestiones 
que atañen a todos los habitantes que dentro del territorio mexicanos que cumplan con dicha 
calidad y no como lo es planteado por los partidos recurrentes, relacionado con los requisitos para 
ser postulado a la gubernatura estatal. 

d) Razones y fundamentos jurídicos para sostener la validez del acto legislativo. En términos 
generales, el Decreto impugnado se elaboró con base en las facultades otorgadas al Congreso 
del Estado. 

e) Razones y fundamentos jurídicos para sostener la constitucionalidad del “Decreto por el 
que se adiciona la fracción III al artículo 11 de la Constitución Política del Estado de 
Veracruz”. Aduce que los artículos 35, fracción II y 116, fracción I, de la Constitución Federal, 
guardan armonía con el contenido de la fracción III del artículo 11 de la Constitución local, porque 
en él, lo relativo a “ser nativo de la entidad” en la que se trate, constituye un requisito tasado que 
la Constitución Federal define. En ese sentido, se atendió el reconocimiento de la calidad de 
veracruzano a aquellas personas mexicanas nacidas fuera del Estado, con hijos veracruzanos o 
con residencia efectiva de cinco años en el territorio; favoreciendo el acceso y participación más 
amplia de las personas y no siendo excluidas a través de requisitos irrazonables  o 
discriminatorios. 

f) En efecto, el Máximo Tribunal del país ha sostenido que la Constitución Federal y los tratados 
internacionales reconocen en los más amplios términos el derecho a ser votado; sin embargo, 
dado sus características puede ser regulado para efectos de poderlo hacer efectivo en el propio 
ordenamiento constitucional y por ello, las entidades federativas gozan de un amplio margen de 
configuración en su propio orden jurídico; no obstante, se debe realizar atendiendo siempre los 
principios de no discriminación y proporcionalidad, con estricto respeto a los requisitos tasados 
establecidos por  la Constitución. 

g) Dicho lo anterior, se realiza el informe respecto de los conceptos de invalidez. 

h) Primero. Por cuanto hace al concepto de invalidez referido por el PAN en el que esgrime que se 
violan los principios de legalidad y seguridad jurídica contenidos en los artículos 14 y 16, en 
relación con los diversos 116, fracción I, 124 y 133 de la Constitución Federal, es infundado. En 
primer lugar, no se violan dichos principios, ni tampoco se vulneran los preceptos constitucionales 
dado que forma parte de la libertad de configuración legislativa del Congreso del Estado, el 
modular las previsiones dispuestas en el texto constitucional, en el sentido de establecer 
alternativas para acreditar el requisito de ser nativo de la entidad de que se trate, si así se estima 
conveniente siempre que ello lo haga en forma razonada y justificada; tal como se hizo en el 
dictamen que dio origen al Decreto controvertido. 

i) Segundo. En relación con los argumentos del PRD de que la norma no cumple con los principios 
de impersonalidad, abstracción y generalidad; señala que, contrario a ello, la adición de la 
fracción III al artículo 11 de la Constitución local es resultado de un acto jurídico, como fue el 
trabajo legislativo de parte de una autoridad debidamente facultada para ello, no para la 
colocación de persona alguna en particular, sino para el beneficio de las comunidades migratorias 
con raíces asentadas en el territorio de Veracruz, en busca de identidad personal y en apego a la 
legalidad para garantizar los derechos humanos de las personas; siendo un acto legislativo 
fundado y motivado. 
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j) Aunado a que, en armonía con las reformas constitucionales de dos mil once y con la finalidad de 
no privar a las personas que han decidido establecerse en el Estado de acceder y hacer efectivos 
los derechos y obligaciones en el lugar que residen, y dotarles de una identidad efectiva 
atendiendo a la realidad de las circunstancias sin violentar su derecho de libre desarrollo, 
personalidad e identidad y retomando los principios de universalidad y progresividad es que se 
emitió el Decreto impugnado. 

k) Bajo ese tenor, el decreto no fue omiso de practicar la impersonalidad, abstracción y que 
generalidad que toda ley debe cumplir, pues la adición de la fracción III al artículo 11 no fue 
realizada en beneficio o perjuicio de una sola persona, pues con ello se salvaguardan los 
derechos de las personas que establecieron su residencia en el Estado de Veracruz y a su vez, 
otorgándoles derechos y obligaciones. 

l) Por otro lado, señala que si bien es cierto, que el artículo 43 de la Constitución local establece 
como requisito ser veracruzano para ser gobernador, no menos cierto es, que de igual modo los 
diversos 58, 58 bis, 67 y 69 establecen como requisitos, el ser veracruzano, para ocupar diversos 
puestos en el Poder Judicial del Estado, en el Tribunal Electoral y ediles dentro de los municipios, 
por lo que no se encuentra ante un fraude a la ley, toda vez que el decreto reclamado benefició 
no solo a las personas que aspiren a ser gobernador del Estado, sino a otras que aspiren a 
distintos cargos dentro de la administración en el Estado, ya que se otorga la calidad  de 
veracruzano. 

m) Tercero. Sobre los conceptos de invalidez que aducen violaciones al procedimiento legislativo, 
estos son infundados. Sostiene que el Congreso sí cumplió con el procedimiento correspondiente 
y con lo estipulado por el artículo 84 de la Constitución local, así como en su Ley Reglamentaria. 
Para ello, señala los procedimientos establecidos en dicha ley, así como también relata todo el 
trámite legislativo que se llevó a cabo para la emisión del Decreto impugnado y, por tanto, aduce 
que los señalamientos del accionantes son falsos, toda vez que el proceso se cumplió cabalidad. 

n) Finalmente, por cuanto al hecho de que la iniciativa fue dictaminada por dos de los tres diputados 
que integran la Comisión Permanente de Justicia y Puntos Constitucionales y que ambos son del 
Grupo Legislativo de Morena, lo que representa un conflicto de interés en términos del artículo 9, 
párrafo primero, fracción IX, del Reglamento para el Gobierno Interior del Poder Legislativo del 
Estado. Al respecto, manifiesta que de acuerdo con los numerales 44 y 45 del citado Reglamento, 
las comisiones permanentes se integran por tres diputados elegidos por el Pleno y solo habrá 
dictamen cuando lo firmen la mayoría de sus miembros, por tanto, si dos de sus integrantes lo 
firman, significa que es válido y procedente; y, respecto al supuesto conflicto de intereses, no se 
explica cómo los diputados integrantes de la comisión que emitieron el dictamen pudieran tener 
interés personal o profesional en dicho asunto. Por ende, el Decreto reclamado no violan los 
artículos 14 y 16 constitucionales. 

o) Cuarto. Sobre el argumento referente a supuestas violaciones al derecho de votar y ser votado, 
señalando que se violentan los derechos fundamentales de los veracruzanos, es infundado.  La 
adición reclamada no violenta sus derechos fundamentales, toda vez que es compatible con la 
Constitución Federal y que forma parte de la libertad de configuración legislativa de los Estados. 
En ese sentido no resulta inconstitucional que le Congreso local en ese uso de libertad 
configurativa pueda establecer distintas alternativas para acreditar el requisito de ser considerado 
veracruzano y que se realizó con el objeto de preservar los derechos de las personas, 
completando diversas vertientes como la identidad, el libre desarrollo y el reconocimiento de la 
pluralidad y diversidad de los grupos que conforman la sociedad. 

p) Además, lo anterior se armoniza con los artículos 23 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos que indican que 
las restricciones a los derechos fundamentales -entre ellos los derechos políticos- no deben ser 
discriminatorios y deben atender a cuestiones de necesidad y proporcionalidad en una sociedad 
democrática, con la que se otorgue la protección más amplia a la ciudadanía. 

q) Refiere que, con los antecedentes legislativos del Decreto impugnado, se acredita de manera 
fundada y razonada la adición de la fracción III al artículo 11 de la Constitución local, y que menos 
aún se contraviene lo dispuesto en el artículo 30, inciso a), de la Constitución Federal, en el 
sentido de que no se contrapone la forma de adquirir la nacionalidad mexicana. 
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r) Aduce que el Congreso del Estado no realiza leyes a modo para persona o grupo en particular, 
pues el ámbito de aplicación del Decreto reclamado es para todos en general; pues no es 
necesario que con ese Decreto se cubra el requisito señalado en el artículo 116 Constitución, ni 
tampoco el requisito de elegibilidad establecido en el diverso 43 de la Constitución local. En ese 
sentido, señala que la norma impugnada no establece requisitos para la elegibilidad de cargos 
públicos, sino que establece la calidad de ciudadano veracruzano. 

s) De igual forma, la supremacía constitucional prevista en el artículo 133 de la Constitución Federal, 
está por encima de cualquier norma de carácter local, por lo que cualquier persona mexicana por 
nacimiento puede ser gobernador o gobernadora de un Estado, al ser nativo de éste o con 
residencia efectiva no menor de cinco años. Cita en apoyo la jurisprudencia de rubro: 
“GOBERNADOR DE UN ESTADO. EL ARTÍCULO 116 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, QUE FIJA LA CONDICIONES PARA QUE UNA 
PERSONA PUEDA POSTULARSE PARA ESE CARGO, DEBE ANALIZARSE 
SISTEMÁTICAMENTE CON EL DIVERSO 35, FRACCIÓN II, DEL MISMO ORDENAMIENTO 
FUNDAMENTAL, EN TANTO ESTE ÚLTIMO ESTABLECE EL DERECHO DE LOS 
CIUDADANOS A SER VOTADOS PARA TODOS LOS CARGOS DE ELECCIÓN POPULAR”. 

t) Por último, sobre el argumento que se viola lo dispuesto en el artículo 13 Constitucional, 
manifiesta que no encuentra relación alguna con el decreto combatido en virtud de que no se 
legisló respecto de leyes privativas, fuero o emolumentos como compensación de servicios 
públicos; respecto al artículo 36, fracción IV, Constitucional, tampoco se encuentra relación, pues 
dicho numeral establece las obligaciones de los ciudadanos de la República y en esa fracción se 
hace referencia a desempeñar los cargos de elección popular de la federación o de las entidades 
federativas, que en ningún caso serán gratuitos. 

u) Además, por cuanto hace al artículo 55, fracciones I y II de la Constitución Federal, no se 
relaciona con el Decreto impugnado, ya que dicho numeral hace referencia a los requisitos para 
ser diputado; así como no se advierten violaciones a los diversos 2 y 4, párrafos décimo y décimo 
primero, de la Constitución local, pues en modo alguno se trastoca la soberanía del Estado, ni se 
abordan temas de justicia laboral o de solución de conflictos sobre formalismos, ni sobre la 
igualdad de las partes o el debido proceso. 

12. Informe del Poder Ejecutivo. Mediante escrito enviado el once de octubre de dos mil veintidós y 
recibido el diecinueve siguiente en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta 
Suprema Corte, el Secretario de Gobierno rindió el informe de ley en representación del Poder Ejecutivo 
del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, manifestando en síntesis lo siguiente: 

a) Se reconoce como existente el precepto normativo del que se demanda su invalidez y se 
reconoce que, en ejercicio de las atribuciones conferidas por la Constitución local al Poder 
Ejecutivo, es que se promulgó y publicó el Decreto combatido. 

b) Señala que son inoperantes los conceptos de invalidez formulados por los partidos políticos 
accionantes. En efecto, se advierte la ausencia de argumentos reales, veraces y concretos 
respecto de la disposición normativa que se tilda de inconstitucional. 

c) Son ineficaces los argumentos vertidos por los partidos políticos al pretender impugnar el 
supuesto en el que la Constitución de Veracruz reconoce la calidad de veracruzano siendo estos 
mexicanos nacidos fuera del Estado, cuando se tengan hijos veracruzanos o con una residencia 
efectiva de 5 años en territorio estatal. Esto implica que el espectro de derechos humanos 
abarque un reconocimiento desde la perspectiva de que se tiene realizado un proyecto de vida en 
el que se ha procreado a hijos mexicanos nacidos en el territorio del Estado, a fin de no dejar a un 
lado el derecho a la identidad como veracruzano. 

d) Así bien, la calidad de veracruzano la adquieres por así haber generado un precedente 
consanguíneo, con el que como ciudadano recibes una identidad, la de veracruzano y de esa 
forma ejercer tus derechos como ciudadano del Estado, así como las obligaciones que con tal 
carácter adquieres, la de contribuir o pagar impuestos. 

e) En ese sentido, la calidad de veracruzano de ninguna manera infiere a los supuestos contenidos 
en la Norma Fundamental ni tampoco vulnera derechos humanos, al contrario, la norma 
reclamada incorpora a la Constitución de Veracruz un espectro de reconocimiento hacia los 
ciudadanos mexicanos que tengan una residencia efectiva de 5 años y el supuesto en el que por 
el hecho de haber procreado a un hijo nacido en territorio veracruzano adquiera tal derecho a la 
identidad veracruzana. 
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13. Opinión de la Sala Superior del Tribunal Electoral de Poder Judicial de la Federación. En su escrito 
de opinión, la Sala Superior expuso los siguientes argumentos: 

a) No son materia de opinión los motivos de invalidez relacionados con las violaciones al 
procedimiento legislativo, ni tampoco los planteamientos de que el decreto impugnado vulnera el 
artículo 13 constitucional -en el que se aduce que no cumple con los atributos de impersonalidad, 
abstracción y generalidad- por no ser de naturaleza electoral. 

b) En cambio, para el tema de la vulneración a los principios de certeza, legalidad y seguridad 
jurídica, así como el derecho al sufragio activo y pasivo, al adicionar un requisito para ser 
veracruzano a los no nativos sí es procedente emitir una opinión al relacionarse directamente con 
los requisitos de elegibilidad para el cargo de gobernador a que se refiere el artículo 116 
constitucional. 

c) En su opinión, el Decreto impugnado es compatible con la Constitución Federal, toda vez que 
forma parte de la libertad de configuración legislativa y se pueden establecer alternativas que 
vayan en dirección con el mismo objetivo y fin de ser nativo, previsto por el órgano reformador en 
el artículo 116, fracción I, último párrafo Constitucional, siempre que ello se haga de forma 
razonable y justificada. 

14. Pedimento. El Fiscal General de la República y la Consejería Jurídica del Gobierno Federal no 
formularon pedimento en el presente asunto. 

15. Alegatos y cierre de la instrucción. Tras el trámite legal correspondiente y la presentación de 
alegatos, se declaró cerrada la instrucción del asunto y se envió el expediente al Ministro instructor para 
la elaboración del proyecto de resolución. 

I. COMPETENCIA. 

16. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente 
acción de inconstitucionalidad, en términos de lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso f), de 
la Constitución General y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, toda vez 
que los partidos políticos accionantes plantean la posible contradicción entre la Constitución Federal y el 
Decreto 240, por el que se adicionó la fracción III al artículo 11 de la Constitución Política del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave. 

II. PRECISIÓN DE LAS NORMAS RECLAMADAS. 

17. La presente sentencia debe contener la fijación breve y precisa de las normas generales que son 
materia de la presente acción de inconstitucionalidad; ello, conforme al artículo 41, fracción I, de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

18. Así, del análisis de los escritos de demanda de las acciones de inconstitucionalidad se estima que 
ambos partidos políticos impugnaron la fracción III del artículo 11 de la Constitución Política del 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, reformada mediante el Decreto 240, publicado el once de 
agosto de dos mil veintidós en el núm. ext. 318, tomo CCV, de la Gaceta Oficial del Estado; con la 
particularidad de que el PRD cuestionó explícitamente el procedimiento legislativo que dio origen  a 
dicho Decreto. 

III. OPORTUNIDAD. 

19. Conforme al artículo 60, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 
105 de la Constitución General3, el plazo para promover acción de inconstitucionalidad es de treinta días 
naturales, computados a partir del día siguiente a la fecha en que la norma general sea publicada en el 
medio oficial correspondiente, precisando que en materia electoral todos los días y horas son hábiles. 

20. En este caso las acciones de inconstitucionalidad son oportunas, pues el Decreto por el que se adicionó 
una fracción III al artículo 11 de la Constitución Política del Estado de Veracruz fue publicado en la 
Gaceta Oficial de dicha entidad el once de agosto de dos mil veintidós; de modo que el plazo para 
promover transcurrió del doce de agosto al diez de septiembre siguiente. 

21. Luego, si la demanda del Partido Acción Nacional fue presentada el nueve de septiembre de dos mil 
veintidós, mientras que la del Partido de la Revolución Democrática el diez del mismo mes y año, ambas 
en el buzón judicial automatizado del edificio sede de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
entonces, es evidente que su presentación fue oportuna. 

                                                 
3 “Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la 
fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 
inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son 
hábiles”.  
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IV. LEGITIMACIÓN. 

22. El artículo 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Federal4 dispone, en lo que interesa, que los 
partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral o registro ante la autoridad estatal, por 
conducto de sus dirigencias nacionales o estatales, podrán promover acciones de inconstitucionalidad 
en contra de leyes electorales federales y locales o sólo locales, según corresponda. Por su parte, el 
diverso 62 de la Ley Reglamentaria de la materia5 establece que se considerarán parte demandante en 
las acciones promovidas contra leyes electorales, a los partidos políticos con registro, por conducto de 
sus dirigencias nacionales o estatales, cuando así corresponda. 

23. Así, se tiene que una acción de inconstitucionalidad puede ser presentada por los partidos políticos, 
según sea el caso, en contra de leyes electorales federales o locales, por conducto de sus dirigencias y 
para lo cual debe observarse que: 

a) El partido político cuente con registro ante la autoridad electoral correspondiente; 

b) El instituto accionante promueva por conducto de su dirigencia (nacional o estatal, según sea  el 
caso); 

c) Quien suscriba a su nombre y representación cuente con facultades para ello; y, 

d) Las normas impugnadas sean de naturaleza electoral. 

24. Tomando en cuenta estos requisitos, este Tribunal Pleno considera que se acredita este supuesto 
procesal en las dos demandas de acción de inconstitucionalidad. 

Legitimación del Partido Acción Nacional. 

25. En primer lugar, por lo que hace a la acción de inconstitucionalidad 125/2022, se advierte que el PAN 
cuenta con registro como partido político nacional ante el Instituto Nacional Electoral, cuyo Presidente 
del Comité Ejecutivo Nacional es Marko Antonio Cortés Mendoza, según consta en las certificaciones 
expedidas por la Directora del Secretario del INE, quien fue el signante de la demanda. 

26. Por su parte, de conformidad con los artículos 19, 24, 57, inciso a) y 53, inciso a), de sus Estatutos6, se 
desprende que este representante cuenta con facultades para interponer las acciones de 
inconstitucionalidad en materia electoral que estime pertinentes en términos de la fracción II del artículo 
105 constitucional. 

27. En consecuencia, en términos de lo dispuesto en el artículo 11, primer párrafo, de la Ley Reglamentaria 
de la materia, se tiene por satisfecha la legitimación y representación del instituto político; teniéndose 
como acreditado, a su vez, el requisito material de impugnación, dado que las normas que se cuestionan 
tienen una relación con la materia electoral. 

                                                 
4 “Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: 
[…] 
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, 
por: 
[…] 
f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes 
electorales federales o locales; y los partidos políticos con registro en una entidad federativa, a través de sus dirigencias, exclusivamente en 
contra de leyes electorales expedidas por la Legislatura de la entidad federativa que les otorgó el registro; […]”. 
5 “Artículo 62. En los casos previstos en los incisos a), b), d) y e) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la demanda en que se ejercite la acción deberá estar firmada por cuando menos el treinta y tres por ciento de los 
integrantes de los correspondientes órganos legislativos. 
[…] 
En los términos previstos por el inciso f), de la fracción II, del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se 
considerarán parte demandante en los procedimientos por acciones en contra de leyes electorales, además de las señaladas en la fracción I 
del artículo 10 de esta ley, a los partidos políticos con registro por conducto de sus dirigencias nacionales o estatales, según corresponda, a 
quienes les será aplicable, en lo conducente, lo dispuesto en los dos primeros párrafos del artículo 11 de este mismo ordenamiento”. 
6 “Artículo 19. La máxima autoridad de Acción Nacional reside en la Asamblea Nacional.  
Artículo 24.  
1. El Presidente del Comité Ejecutivo Nacional lo será también de la Asamblea Nacional Ordinaria y Extraordinaria. En su ausencia, fungirá 
como Presidente el Secretario General del Comité Ejecutivo Nacional y, a falta de éste, la persona que designe la propia Asamblea. 
Artículo 53. Son facultades y deberes del Comité Ejecutivo Nacional: 
a) Ejercer por medio de su Presidente o de la persona o personas que estime conveniente designar al efecto, la representación legal de 
Acción Nacional, en los términos de las disposiciones que regulan el mandato tanto en el Código Civil para el Distrito Federal en materia 
común y para toda la República en materia Federal, en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y Ley Federal del Trabajo. En 
consecuencia, el Presidente gozará de todas las facultades generales y aun las que requieran cláusula especial conforme a la Ley, para 
pleitos y cobranzas, actos de administración, actos de dominio y para suscribir títulos de crédito. Las disposiciones de tales ordenamientos 
legales se tienen aquí por reproducidas como si se insertaran a la letra, así como los relativos de la legislación electoral vigente; (…) 
Artículo 57. La o el Presidente del Comité Ejecutivo Nacional, lo será también de la Asamblea Nacional, del Consejo Nacional y la Comisión 
Permanente Nacional, con las siguientes atribuciones y deberes: 
a) Representar a Acción Nacional en los términos y con las facultades a que se refiere el inciso a) del artículo 53 de estos Estatutos. Cuando 
el Presidente Nacional no se encuentre en territorio nacional, ejercerá la representación del partido el Secretario General; (…)” 



Martes 23 de mayo de 2023 DIARIO OFICIAL  

Legitimación del Partido de la Revolución Democrática. 

28. Asimismo, respecto a la acción de inconstitucionalidad 127/2022, consta que el escrito de demanda 
fue presentado por José de Jesús Zambrano Grijalva, quien se ostentó como Presidente de la Dirección 
Nacional Ejecutiva del PRD, asociación política que cuenta con registro como partido político nacional 
ante el Instituto Nacional Electoral, según certificación expedida por la Directora del Secretariado de 
dicho Instituto. 

29. Bajo esa tónica, como se adelantó, el PRD es un órgano legitimado para interponer una acción de 
inconstitucionalidad y la referida persona que suscribió la demanda es reconocida por el propio 
organismo electoral como el Presidente de la Dirección Nacional Ejecutiva, y es él quien cuenta con su 
representación legal en términos de los artículos 38 y 39 de los Estatutos Internos7. Siendo que, a su 
vez, el contenido de la norma reclamada se vincula con la materia electoral. 

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO. 

30. En virtud de que las cuestiones relativas a la procedencia de la acción de inconstitucionalidad son de 
estudio preferente, al ser de orden público, es necesario examinar las causas de improcedencia y 
sobreseimiento planteadas por las autoridades demandadas. 

31. Al respecto, en el informe rendido por el Congreso del Estado de Veracruz, específicamente en el 
apartado de cuestiones previas, se aduce que la reforma impugnada no trata de cuestiones de carácter 
electoral pues no se cambia la situación jurídica en referencia a la elección de cargos de elección 
popular o procedimientos electorales; lo que lleva a que la acción de inconstitucionalidad sea 
improcedente. 

32. Asimismo, en el apartado de improcedencia y sobreseimiento de ese mismo escrito, se señala que se 
actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 19, fracción IX, en relación con el diverso 62, 
párrafo tercero, de la Ley Reglamentaria de la materia, toda vez que los partidos políticos promoventes 
deben demostrar de qué manera la reforma impugnada les será aplicada o perjudicial y, en el caso, no 
demuestran la forma en que les afecta la adición de la fracción III al artículo 11 de la Constitución local 
que impugna, que -en su caso- es lo que les otorgaría la calidad jurídica para ser reconocidos como 
parte demandante. Para ello, insisten en que: 

● El Decreto impugnado no es inconstitucional, dado que resulta compatible con la Constitución 
General, debido a que forma parte de la libertad de configuración legislativa del Órgano 
Reformador local y que, además, no es contrario al texto constitucional, establecer alternativas 
para acreditar los requisitos de ser nativo del Estado de Veracruz. 

● Los planteamientos hechos valer por los partidos accionantes se apartan de los aspectos 
relacionados con procesos electorales, debido a que el decreto impugnado alude a las personas 
que se consideran veracruzanos, de los vecinos y de los ciudadanos; cuestiones que atañen a 
todos los habitantes que dentro del territorio mexicano que cumplan con dicha calidad y no como 
lo es planteado por los partidos recurrentes, relacionado con los requisitos para ser postulado a la 
gubernatura estatal. 

33. Este Tribunal Pleno no comparte estas peticiones de improcedencia. Por un lado, el Congreso Local 
hace valer razones que involucran un examen vinculado con el fondo del asunto. Es criterio reiterado 
que todo lo relativo a si son acertados los argumentos de los accionantes o cuál es el alcance que 
puedan tener o no las respectivas normas impugnadas y su afectación en el ordenamiento jurídico, son 
aspectos que deben reservarse al estudio de fondo. Además, la acción de inconstitucionalidad es un 
examen abstracto de regularidad constitucional, por lo que no se requiere acreditar una afectación 

                                                 
7 “Artículo 38. La Dirección Nacional Ejecutiva se integrará por las personas que ocupen los siguientes cargos: 
a) La Presidencia Nacional, con voz y voto; 
b) La Secretaría General Nacional, con voz y voto; 
c) Los siete integrantes que ocuparán las Secretarías Nacionales, con derecho a voz y voto; 
d) La Presidencia de la Mesa Directiva del Consejo Nacional con derecho a voz; 
e) Las Coordinaciones de los Grupos Parlamentarios del Partido en el Congreso de la Unión con derecho a voz; y  
f) La representación del Partido ante el Instituto Nacional Electoral, con derecho a voz. 
Artículo 39. Son funciones de la Dirección Nacional Ejecutiva las siguientes: 
(…) 
Apartado B 
De la Presidencia Nacional 
IV. Representar legalmente al Partido y designar apoderados, teniendo la obligación de presentar al pleno un informe trimestral de las 
actividades al respecto.  
(…)” 
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particularizada. Por lo anterior, guarda aplicación el criterio que se refleja en la tesis de rubro: “ACCIÓN 
DE INCONSTITUCIONALIDAD. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE 
INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO, DEBERÁ DESESTIMARSE”8. 

34. Por otro lado, también es infundada la petición de improcedencia relacionada con la materia de las 
normas reclamadas. Como se adelantó en el apartado de legitimación, la adición normativa cuestionada 
se relaciona con la materia electoral, pues al final de cuentas los requisitos para ser Gobernador o 
Gobernadora de una entidad federativa presuponen qué personas son considerados o no como 
nativos de la entidad, que es lo que se alega y se prevé precisamente en la fracción cuestionada. Así, 
aunque la vinculación con requisitos de elegibilidad no es el único efecto de la norma reclamada, eso no 
evita su relación con la materia electoral entendida en sentido amplio. 

35. Al respecto, en las acciones de inconstitucionalidad rige una definición amplia sobre lo que debe 
entenderse por una norma general de naturaleza electoral. Esto, pues de conformidad con el artículo 
105, fracción II, de la Constitución Federal, la única vía para plantear la no conformidad de las leyes 
electorales a la Constitución es la acción de inconstitucionalidad; de manera que debe favorecerse la 
procedencia de este mecanismo de control constitucional, dado que ningún otro órgano jurisdiccional 
tiene competencia para ejercer control abstracto de normas generales que en la materia ejerce esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

36. En ese sentido, se reitera, es cierto que el contenido de la fracción III impugnada del artículo 11 de 
la Constitución Política del Estado de Veracruz no está enfocada a regir únicamente a la materia 
electoral. Definir las condiciones para considerar a una persona como veracruzana claramente tiene 
efectos de muchos tipos; incluyendo, el reconocimiento de una multiplicidad de derechos que, por 
soberanía propia y más allá de lo que reconoce la Constitución General, el Estado de Veracruz puede 
reconocer a las personas que considera como veracruzanos. 

37. No obstante, el que la norma tenga una incidencia normativa amplia no implica, por sí, una 
irrelevancia para la materia electoral. Por el contrario, la determinación de las condiciones de 
aplicación de quién es veracruzano modula necesariamente aspectos electorales para esta entidad 
federativa. Esto, pues el artículo 43 de la Constitución Local, que establece los requisitos para ser 
Gobernador o Gobernadora, enuncia que uno de ellos es ser veracruzano9; por lo que es evidente su 
relación con el contenido adicionado a la fracción cuestionada, al ser ésta la que prevé las condiciones 
materiales de dicha calidad. 

38. Insistimos, nuestros precedentes no han condicionado que el texto de las normas impugnadas aduzcan 
expresamente una referencia a lo electoral. Al contrario, nuestra interpretación ha sido amplia 
precisamente para abarcar cualquier incidencia normativa en esta materia, a fin de poder cumplir con el 
mandato implementado por el Poder Reformador en el referido artículo 105 de la Constitución General. 

39. Finalmente, no pasa desapercibido que el Poder Ejecutivo Estatal al rendir su informe, de manera 
imprecisa, afirmó lo siguiente: “dispone el artículo 65 de la Ley Reglamentaria de la materia, que en las 
acciones de inconstitucionalidad se podrán aplicar las causales de improcedencia y de sobreseimiento a 
que se refieren los artículos 19 y 20, fracciones II y III de dicha norma, lo cual se hace de manera 
general atendiendo en su caso a lo expuesto en cada uno de los conceptos de invalidez formulados por 
los partidos políticos promoventes”, para posteriormente exponer las razones y fundamentos tendientes 
a sostener la validez de la norma. En ese sentido, se entiende que mediante tal afirmación no se planteó 
ninguna razón de improcedencia, que amerite una respuesta por parte de esta Suprema Corte enfocada 
a alguna causal. 

                                                 
8 Tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIX, Junio de 2004, página 865, de texto: “La Suprema Corte 
de Justicia de la Nación ha sostenido que las causales de improcedencia propuestas en los juicio de amparo deben ser claras e inobjetables, 
de lo que se desprende que si en una acción de inconstitucionalidad se hace valer una causal que involucra una argumentación íntimamente 
relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse y, de no operar otro motivo de improcedencia estudiar los conceptos de invalidez”. 
9 Artículo 43. Para ser Gobernador del Estado se requiere: 
I. Ser veracruzano en pleno ejercicio de sus derechos; 
II. Contar con residencia efectiva en la Entidad de cinco años inmediatos anteriores al día de la elección; 
III. Tener por lo menos treinta años cumplidos al día de la elección; 
IV. No ser servidor público del Estado o de la Federación en ejercicio de autoridad. Este requisito no se exigirá al Gobernador interino ni al 
sustituto; 
V. No ser militar en servicio activo o con mando de fuerzas; 
VI. No pertenecer al estado eclesiástico, ni ser ministro de algún culto religioso, a menos que se separe de su ministerio conforme a lo 
establecido por la Constitución Federal y la ley de la materia; y 
VII. Saber leer y escribir y no tener antecedentes penales por la comisión de delitos realizados con dolo, exceptuando aquellos en los que se 
hayan concedido los beneficios de conmutación o suspensión condicional de la sanción. 
La prohibición para los servidores públicos mencionados en las fracciones IV y V, no surtirá efectos si se separan de sus cargos noventa días 
naturales anteriores al día de la elección, o a partir del quinto día posterior a la publicación de la convocatoria para la elección extraordinaria. 
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40. En consecuencia, al no existir otra causa de improcedencia o motivo de sobreseimiento aducido por las 
partes o que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación advierta oficiosamente, se procede al estudio 
del fondo del asunto. 

VI. ESTUDIO DE FONDO. 

41. En las demandas de acción de inconstitucionalidad, los partidos políticos manifestaron distintos 
conceptos de invalidez para impugnar, por una parte, el procedimiento legislativo del Decreto 240 y, por 
otra, el contenido normativo que se refleja en la adición a la fracción III del artículo 11 de la Constitución 
Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave reformado mediante dicho Decreto, en tanto que 
se considera que dicha adición establece un nuevo requisito para ser veracruzano a los no nativos del 
Estado que es contrario a lo previsto en la Constitución General. 

42. Bajo esa tónica, siguiendo la lógica que hemos utilizado en otros precedentes10, llevaremos a cabo 
primero el examen del procedimiento legislativo, para después realizar el estudio de los distintos 
argumentos de invalidez de fondo planteados por los partidos accionantes. La estructura será la 
siguiente: 

APART. TEMA ASPECTO A REVISIÓN 

VI.1. Análisis del procedimiento legislativo. Regularidad constitucional del Decreto 240 
que dio lugar a la norma cuestionada, en 
torno a su procedimiento legislativo. 

VI.2. Nuevo requisito para adquirir la calidad 
de veracruzano. 

Artículo 11, fracción III, de la Constitución 
Política del Estado de Veracruz. 

 

VI.1. ANÁLISIS DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. 

43. Este Tribunal Pleno llega a la convicción de que no existieron vicios en el procedimiento con 
potencial invalidante. Por ende, cabe reconocer la regularidad constitucional del procedimiento 
legislativo. 

44. Para explicar lo anterior, en los párrafos que siguen haremos una exposición exhaustiva de varios 
puntos. Primero, detallaremos nuestra doctrina para evaluar la regularidad de los procedimientos 
legislativos (A). Segundo, explicaremos las reglas y principios que rigen el procedimiento legislativo en el 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, así como la forma que se llevó a cabo en torno al Decreto 
que hoy se cuestiona (B). Y tercero, evidenciaremos las razones para concluir porqué en el caso no se 
actualizan violaciones legislativas que tengan la potencialidad para declarar la inconstitucionalidad del 
Decreto reclamado (C). 

A 

Doctrina jurisprudencial de esta Suprema Corte. 

45. Este Tribunal Constitucional cuenta con una doctrina jurisprudencial consolidada respecto a qué 
requisitos debe cumplir un procedimiento legislativo en un régimen democrático y representativo como el 
mexicano, así como cuándo se puede actualizar una violación al procedimiento legislativo que conlleve 
efectos invalidantes por violación a los principios que sustentan dicho régimen deliberativo. 

46. En suma, se ha entendido que el régimen democrático imperante en nuestro texto constitucional exige 
que, en el propio seno del órgano legislativo que discute y aprueba las normas, se verifiquen ciertos 
presupuestos formales y materiales que satisfagan los principios de legalidad, seguridad y democracia 
deliberativa. Esto, pues se busca que las normas provenientes del Poder Legislativo cuenten con una 
dignidad democrática que deriva de sus procesos de creación y de la idea de representación popular 
que detentan los diversos integrantes de una legislatura; lo cual se obtiene, al menos, con el respeto de 
las reglas de votación, la publicidad de las mismas y la participación de todas las fuerzas políticas al 
interior del órgano. 

                                                 
10 En los que hemos seguido, por regla general, el criterio que se refleja en la tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo XXVI, Diciembre de 2007, página 776, de rubro y texto: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA 
ELECTORAL. LAS VIOLACIONES PROCESALES DEBEN EXAMINARSE PREVIAMENTE A LA VIOLACIONES DE FONDO, PORQUE 
PUEDEN TENER UN EFECTO DE INVALIDACIÓN TOTAL SOBRE LA NORMA IMPUGNADA, QUE HAGA INNECESARIO EL ESTUDIO 
DE ÉSTAS. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia P./J. 6/2003, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, marzo de 2003, página 915, sostuvo que en acción de inconstitucionalidad 
en materia electoral debe privilegiarse el análisis de los conceptos de invalidez referidos al fondo de las normas generales impugnadas, y sólo 
en caso de que resulten infundados deben analizarse aquellos en los que se aduzcan violaciones en el desarrollo del procedimiento 
legislativo originó a la norma general impugnada. Sin embargo, una nueva reflexión sobre el tema conduce a apartarse de la jurisprudencia 
citada para establecer que la acción de inconstitucionalidad es un medio de control abstracto, cuando se hagan valer violaciones al 
procedimiento legislativo que dio origen a la norma general impugnada, éstas deberán analizarse en primer término, ya que, de resultar 
fundadas, por ejemplo, al trastocar valores democráticos que deben privilegiarse en nuestro sistema constitucional, su efecto de invalidación 
será total, siendo, por tanto, innecesario ocuparse de los vicios de fondo de la ley impugnada que, a su vez, hagan valer los promoventes”. 
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47. Bajo esa lógica, se ha sostenido que las violaciones a las formalidades del procedimiento legislativo que 
pueden o no presentarse deben abordarse en esta sede constitucional desde la consideración de las 
premisas básicas en las que se asienta la democracia liberal representativa, elegida como modelo 
de Estado de acuerdo con los artículos 39, 40 y 41 de la Constitución Federal; por lo que la evaluación 
del potencial invalidatorio de dichas irregularidades procedimentales debe intentar equilibrar dos 
principios distintos:11 por un lado, un principio que se podría llamar de economía procesal, que apunta a 
la necesidad de no reponer innecesariamente etapas procedimentales cuando ello no redundaría en un 
cambio sustancial de la voluntad parlamentaria expresada (y, por tanto, a la necesidad de no otorgar 
efecto invalidatorio a todas y cada una de las irregularidades procedimentales identificables en un caso 
concreto) y, por otro lado, un principio de equidad en la deliberación parlamentaria que apunta, en 
cambio, a la necesidad de no considerar automáticamente irrelevantes todas las infracciones 
procedimentales que se produzcan en una tramitación parlamentaria que culmina con la aprobación de 
una norma mediante una votación que respeta las previsiones legales al respecto.12 

48. Así, en cada caso debe determinarse si existen o no violaciones al procedimiento legislativo y si éstas 
redundan en una transgresión a las garantías de debido proceso, legalidad y democracia deliberativa o 
si, por el contrario, tales violaciones no tienen relevancia invalidatoria por no llegar a trastocar los 
atributos democráticos finales de la decisión. Análisis en el que, como elementos de partida, es 
necesario evaluar el cumplimiento al menos de los siguientes estándares: 

a) El procedimiento legislativo debe respetar el derecho a la participación de todas las fuerzas 
políticas con representación parlamentaria en condiciones de libertad e igualdad. En otras 
palabras, es necesario que se respeten los cauces que permitan tanto a las mayorías como a las 
minorías parlamentarias expresar y defender su opinión en un contexto de deliberación pública, lo 
cual otorga relevancia a las reglas de integración y quórum en el seno de las Cámaras, así como 
a las que regulan el objeto y desarrollo de los debates. 

b) El procedimiento deliberativo debe culminar con la correcta aplicación de las reglas de votación 
establecidas. 

c) Tanto la deliberación parlamentaria como las votaciones deben ser públicas. 

49. Estándares en donde han cobrado una importancia mayúscula que los integrantes de las legislaturas (en 
especial las minorías legislativas) hayan podido formar parte del procedimiento legislativo; lo cual se 
asegura, entre otros muchos escenarios, con el cumplimiento de diversos aspectos como haberse 
entregado los documentos legislativos con la anticipación detallada en la normatividad aplicable para 
efectos de que los legisladores puedan emitir su voto libremente y en condiciones de igualdad, y/o que 
se haya dado la correcta dispensa en razón de urgencia (con la adecuada motivación) de ciertos 
trámites legislativos, tales como la entrega misma de los documentos que van a ser discutidos por la 
asamblea13: ya que de no hacerse puede llegarse al escenario de evitar a los integrantes de la 
legislatura participar precisamente en condiciones de igualdad. 

                                                 
11 Sobre el particular resulta aplicable la tesis plenaria P. XLIX/2008, emitida por el Tribunal Pleno, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, junio de 2008, tomo 27, página 709, de rubro y texto siguientes: “FORMALIDADES DEL 
PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. PRINCIPIOS QUE RIGEN EL EJERCICIO DE LA EVALUACIÓN DE SU POTENCIAL INVALIDATORIO. 
Cuando en una acción de inconstitucionalidad se analicen los conceptos de invalidez relativos a violaciones a las formalidades del 
procedimiento legislativo, dicho estudio debe partir de la consideración de las premisas básicas en las que se asienta la democracia liberal 
representativa como modelo de Estado, que es precisamente el acogido por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en sus 
artículos 39, 40 y 41. A partir de ahí, debe vigilarse el cumplimiento de dos principios en el ejercicio de la evaluación del potencial invalidatorio 
de dichas irregularidades procedimentales: el de economía procesal, que apunta a la necesidad de no reponer innecesariamente etapas 
procedimentales cuando ello no redundaría en un cambio sustancial de la voluntad parlamentaria expresada y, por tanto, a no otorgar efecto 
invalidatorio a todas y cada una de las irregularidades procedimentales identificables en un caso concreto, y el de equidad en la deliberación 
parlamentaria, que apunta, por el contrario, a la necesidad de no considerar automáticamente irrelevantes todas las infracciones 
procedimentales producidas en una tramitación parlamentaria que culmina con la aprobación de una norma mediante una votación que 
respeta las previsiones legales al respecto”. 
12 La adopción de decisiones por mayoría, regla básica que permite resolver en última instancia las diferencias de opinión, es una condición 
necesaria de la democracia más no suficiente. No todo sistema que adopta la regla de la mayoría es necesariamente democrático. Junto a la 
regla de la mayoría, hay que tomar en consideración el valor de representación política material y efectiva de los ciudadanos que tienen todos 
y cada uno de los grupos políticos con representación parlamentaria, así sean los más minoritarios, como viene a subrayar el artículo 41 
constitucional, y el modo en que la aportación de información y puntos de vista por parte de todas los grupos parlamentarios contribuye a la 
calidad de aquello que finalmente se somete a votación.   
Por ende, el órgano legislativo, antes de ser un órgano decisorio, tiene que ser un órgano deliberante donde encuentren cauce de expresión 
las opiniones de todos los grupos, tanto los mayoritarios como los minoritarios. Lo anterior es así porque las reglas que disciplinan el 
procedimiento legislativo protegen el derecho de las minorías a influir y moldear en el transcurso de la deliberación pública aquello que va a 
ser objeto de la votación final, y por tanto otorga pleno sentido a su condición de representantes de los ciudadanos. 
El cumplimiento de los principios deliberativos asegura que todos los representantes populares tengan una participación activa y eficaz en el 
procedimiento legislativo con el fin de respetar los principios de igual consideración y respeto a todas las opiniones, corrientes e ideas, cuya 
manifestación culmina en el acatamiento de la decisión de la mayoría. De igual forma, garantizan que la decisión final sea conforme a la 
deliberación plural e incluyente. 
13 Postura que se refleja en las tesis P./J. 36/2009 y 37/2009, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXIX, Abril de 2009, página 1109, de rubros: “DISPENSA DE TRÁMITES LEGISLATIVOS EN EL ESTADO DE COLIMA. 
PARA SU PROCEDENCIA DEBEN MOTIVARSE LAS RAZONES QUE LLEVAN A CALIFICAR UN ASUNTO COMO URGENTE” y 
“DISPENSA DE TRÁMITES LEGISLATIVOS EN EL ESTADO DE COLIMA. SU FALTA DE MOTIVACIÓN NO SE CONVALIDA POR LA 
VOTACIÓN DE LA MAYORÍA O UNANIMIDAD DE LOS INTEGRANTES DE LA LEGISLATURA”. 
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50. Lo anterior es así, a juicio de este Pleno, debido a que la democracia no sólo tiene un valor instrumental 
al promover otros valores que se expresan en el contenido material de las leyes, sino que adquiere un 
valor en sí mismo al exigir que aquello que se somete a votación en el seno de los órganos legislativos 
haya sido objeto de una deliberación robusta en la que participan tanto las fuerzas políticas mayoritarias 
como las minoritarias. Precisamente este carácter deliberativo es lo que garantiza la representatividad 
popular en la creación de las leyes y, por ende, que éstas cuenten con una dignidad democrática.  En 
definitiva, el órgano legislativo tiene que ser un órgano deliberante antes (lógica y temporalmente) que 
uno decisorio, en donde sean expresadas las opiniones de todos los grupos, tanto mayoritarios como 
minoritarios. 

51. Toda esta esta doctrina constitucional fue ideada desde hace más de una década, entre otros asuntos, 
en las acciones de inconstitucionalidad 9/2005 y 52/2006 y sus acumuladas 53/2006 y 54/2006 y ha sido 
consolidada y particularizada en una gran diversidad de precedentes, siendo los más relevantes: las 
acciones de inconstitucionalidad 36/2013 y su acumulada 37/201314 y 121/2017 y sus acumuladas 
122/2017, 123/2017 y 135/201715 y 43/201816 y las controversias constitucionales 34/201417, 41/201418 y 
63/201619. 

52. Debiéndose destacar que en precedentes recientes, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
insistido en que cada caso es distinto, por lo que no es viable extender de manera genérica una 
conclusión de validez o invalidez cuando se presente una determinada circunstancia; más bien, cada 
asunto responde a sus propias particularidades; por ejemplo, respecto al efecto que pueda tener el 
cumplimiento o no de ciertos requisitos reglamentarios como la emisión oportuna de convocatorias, 
publicación y entrega de dictámenes, trabajo al interior de las comisiones, etcétera. Siendo los 
precedentes más recientes en el ámbito federal las acciones de inconstitucionalidad 95/2021 y su 
acumulada 105/2021 y la 150/2017 y su acumulada 153/2017. 

B 

Procedimiento legislativo y el Decreto reclamado. 

53. En los párrafos que siguen describiremos el marco normativo que rige el procedimiento legislativo para 
realizar una reforma constitucional en el Estado de Veracruz, así como la forma que se llevó a cabo el 
procedimiento del Decreto impugnado. 

Marco normativo estatal. 

54. Los aspectos más relevantes del procedimiento legislativo de acuerdo con las disposiciones de la 
Constitución Política20, la Ley Reglamentaria del artículo 84 de la Constitución Política del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave, en materia de reformas constitucionales parciales, la Ley Orgánica del 

                                                 
14 Bajo la Ponencia de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, fallada el trece de septiembre de dos mil dieciocho.  
15 Bajo la Ponencia del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, fallada el dieciséis de enero de dos mil veinte por unanimidad de once votos de 
las Ministras y los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, 
Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 
16 Bajo la Ponencia del Ministro Alberto Pérez Dayán, fallada el veintisiete de julio de dos mil veinte, bajo la por mayoría de nueve votos de 
las Ministras y los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, con consideraciones adicionales y 
anuncia voto concurrente, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, contra de algunas consideraciones y anuncio de voto 
concurrente, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán. La Ministra Esquivel Mossa y el Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron 
en contra. 
17 Bajo la Ponencia del Ministro José Fernando Franco González Salas (en su ausencia hizo suyo el asunto la señora Ministra Margarita 
Beatriz Luna Ramos), fallada el seis de octubre de dos mil quince.  
18 Bajo la Ponencia del Ministro José Fernando Franco González Salas (en su ausencia hizo suyo el asunto la señora Ministra Margarita 
Beatriz Luna Ramos), fallada el veintinueve de septiembre de dos mil quince.  
19 Bajo la Ponencia de la Ministra Yasmín Esquivel Mossa (encargado del engrose el señor Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena), fallada el 
veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve por mayoría de nueve votos de la Ministra y los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek y Pérez 
Dayán. Votaron en contra la Ministra Esquivel Mossa y el Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 
20 “Artículo 84. Esta Constitución podrá ser reformada en todo o parte por el Congreso del Estado. Las reformas deberán ser aprobadas por 
el voto de las dos terceras partes de los miembros del Congreso. 
Para que las reformas formen parte de esta Constitución será necesaria la aprobación de la mayoría de los ayuntamientos, la que deberá 
darse en sesión extraordinaria de Cabildo y comunicarse al Congreso o a la Diputación Permanente dentro de los treinta días naturales 
siguientes a aquel en que reciban el proyecto. Se tendrán por aprobadas las reformas por parte de los ayuntamientos si, transcurrido el plazo 
referido, no hubieren comunicado su acuerdo. No será necesaria la aprobación de los ayuntamientos, cuando las reformas tengan como 
propósito efectuar adecuaciones derivadas de un mandato de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; de disposiciones 
emanadas de leyes nacionales únicas o generales expedidas por el Congreso de la Unión, o de declaratorias de invalidez emitidas por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación; en estos casos, el Congreso declarará previamente que se trata de un procedimiento especial. 
Para la reforma total o la abrogación de las disposiciones contenidas en esta Constitución, será obligatorio el referendo que señala el artículo 
17 de este ordenamiento.  
El Congreso o la Diputación Permanente hará el cómputo de los votos de los ayuntamientos y, en su caso, la declaratoria de que han sido 
aprobadas las reformas. 
El procedimiento para las reformas constitucionales se reglamentará en la ley”. 
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Poder Legislativo y el Reglamento para el Gobierno Interior del Poder Legislativo, todos del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave, vigentes al momento de la aprobación del Decreto impugnado, son  los 
siguientes: 

a) Iniciativa, admisión y discusión. Para dar pie a una modificación constitucional, se debe 
presentar una iniciativa con proyecto de decreto, en la que se señale la disposición objeto de 
reforma, adición o derogación, sin incluir propuestas para otros ordenamientos21. Hecho lo 
anterior, la iniciativa presentada se turnará a Comisiones22, en donde se emitirá un dictamen, que 
deberá ser listado preferentemente en el orden del día de la sesión del Pleno inmediata a la fecha 
en que se haya depositado en la Junta de Trabajos Legislativos para su discusión y votación23. 

b) Remisión a los ayuntamientos. Si el dictamen es aprobado por las dos terceras partes de los 
miembros del Congreso, el Presidente de la Mesa Directiva ordenará remitir a los Ayuntamientos 
del Estado de Veracruz el proyecto de decreto de reforma constitucional, así como copia 
certificada de la iniciativa y del dictamen, entre otras cosas, a fin de aportarles mayor información 
para la valoración del proyecto24. En ese sentido, una vez que los Ayuntamientos lo reciban, 
tendrán treinta días para aprobarlo o rechazarlo, lo que deberán comunicar a través de un 
acuerdo al Congreso del Estado25. Si ese plazo transcurre sin que se haga la debida 
comunicación se entenderá por aprobado26. 

c) Trámite seguido de la recepción del acuerdo. Una vez recibido el acuerdo por el Congreso, la 
Secretaría General del Congreso le informará a la Junta de Trabajos Legislativos cuando haya 
mayoría en sentido aprobatorio; de forma expresa o por afirmativa ficta27. Acto seguido, la Junta 
enlistará el asunto en la siguiente sesión del Pleno del Congreso o en su caso de la Diputación 
Permanente, para que se realice el cómputo y la declaratoria de aprobación de reforma28. En esa 
misma sesión, se señalarán a los Ayuntamientos que hayan aprobado o rechazado la reforma29 y 

                                                 
21 Ley Reglamentaria del Artículo 84 de la Constitución Política del Estado de Veracruz, en materia de reformas constitucionales 
parciales. 
Artículo 2. Las iniciativas para reformar la Constitución contendrán un proyecto de decreto, en el que se señalarán las disposiciones objeto 
de reformas, adiciones o derogaciones, sin incluir propuestas para otros ordenamientos; en su caso, en los artículos transitorios del proyecto 
se señalarán los plazos para realizar las adecuaciones a la legislación relacionada. 
22 Artículo 3. Las iniciativas con proyecto de decreto de reforma constitucional cumplirán todos los trámites del proceso legislativo señalados 
en la Constitución Política del Estado y la Ley Orgánica del Poder Legislativo. 
Constitución Política del Estado de Veracruz. 
Artículo 35. Las iniciativas de ley o decreto se sujetarán a los trámites siguientes: 
I. Turno a Comisiones; 
II. Dictamen de comisiones; 
III. Discusión del dictamen en el pleno del Congreso, a la cual podrá asistir el Gobernador o quien él designe, para hacer las aclaraciones que 
considere necesarias; 
IV. Votación nominal; y 
V. Aprobación por la mayoría que, según el caso, exija esta Constitución y la ley. 
Aprobada la ley o decreto, se turnará al Titular del Poder Ejecutivo para su promulgación y publicación en la Gaceta Oficial del Estado. 
(…) 
23 Artículo 6. Los dictámenes formulados por las comisiones del Congreso, relativos a proyectos de decreto de reforma constitucional, serán 
enlistados preferentemente en el orden del día de la sesión del pleno inmediata a la fecha en que se hayan depositado en la Junta de 
Trabajos Legislativos, para su discusión y votación. 
24 Artículo 7. Si el dictamen es aprobado por las dos terceras partes de los miembros del Congreso, el Presidente ordenará turnarlo a los 
Ayuntamientos por conducto de la Secretaría General. 
Artículo 19. La Secretaría General del Congreso remitirá a los Ayuntamientos el proyecto de decreto de reforma constitucional, dentro de los 
cinco días hábiles siguientes al de su aprobación.  
Junto con el proyecto, se remitirán copias certificadas por el Secretario General del Congreso de la iniciativa y el dictamen, así como de los 
votos particulares y las propuestas de modificación que, en su caso, se hubiesen presentado, a fin de aportar a los Ayuntamientos la mayor 
información posible para la valoración del proyecto. 
25 Artículo 21. Los Ayuntamientos tendrán treinta días naturales, contados a partir del siguiente al de la recepción del proyecto, para 
comunicar su acuerdo al Congreso del Estado o a la Diputación Permanente, emitido en sesión extraordinaria de Cabildo, en la que se 
discuta y apruebe o rechace la reforma constitucional. 
Artículo 22. Los Ayuntamientos, al discutir un proyecto de reforma constitucional, deberán aprobarlo o rechazarlo en sus términos, mas no 
podrán aprobarlo parcialmente o devolverlo al Congreso con propuestas de modificación; lo anterior, sin menoscabo de que en el acta de la 
sesión del Cabildo se hagan constar las consideraciones que estimen pertinentes. 
26 Artículo 23. De transcurrir el plazo conferido sin que un Ayuntamiento comunique su acuerdo, se entenderá que aprueba la reforma 
constitucional. 
27 Artículo 25. La Secretaría General del Congreso tendrá a su cargo la recepción y custodia de las actas de las sesiones de los Cabildos, en 
las que consten los acuerdos de aprobación o rechazo a las reformas constitucionales, e informará inmediatamente a la Junta de Trabajos 
Legislativos cuando se reúna la mayoría en sentido aprobatorio, ya sea de forma expresa o por haberse actualizado la afirmativa ficta prevista 
en el artículo 23 de esta Ley. 
28 Artículo 26. La Junta de Trabajos Legislativos, al recibir el informe de la Secretaría General, enlistará el asunto en la siguiente sesión del 
Pleno del Congreso o de la Diputación Permanente, para los efectos de que se realice el cómputo respectivo y la declaratoria de que han sido 
aprobadas las reformas. 
29 Artículo 27. En la sesión en la que se haga el cómputo y la declaratoria de aprobación de las reformas, se señalarán los nombres de los 
municipios cuyos Ayuntamientos las hubiesen aprobado, primero de los que lo acordaron expresamente y luego los de aquellos en los que se 
haya configurado la afirmativa ficta; posteriormente, se mencionarán los que manifestaron su rechazo. 
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el Presidente de la Mesa Directiva pronunciará la declaratoria y remitirá el Decreto 
correspondiente al Ejecutivo estatal para que lo promulgue y lo publique en la Gaceta Oficial del 
Estado30. 

d) Negativa de los Ayuntamientos. En caso de que la mayoría de los Ayuntamientos comuniquen 
no aprobar la reforma constitucional, la Secretaría General le avisará a la Junta de Trabajos 
Legislativos, la que hará del conocimiento del Congreso de dicha circunstancia y 
consecuentemente por no haberse aprobado el dictamen, se desechará la reforma31. 

55. Consecuentemente, dado que es un mandato de la propia Ley Reglamentaria del artículo 84 de la 
Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, en materia de reformas 
constitucionales parciales, que las iniciativas con proyecto de decreto de reforma constitucionales 
cumplan todos los trámites del proceso legislativo señalados en la Constitución local y la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo, el procedimiento legislativo que debe seguir el Poder Reformador 
Veracruzano es el que sigue; ello, en términos de la Constitución local, la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo y el Reglamento para el Gobierno Interior del Poder Legislativo del Estado de Veracruz, 
vigentes al momento de la aprobación del Decreto impugnado. 

a) Integración del Congreso. El Congreso del Estado se integra por cincuenta diputados y 
diputadas, de los cuales treinta son elegidos mediante el sistema de mayoría relativa y veinte 
elegidos mediante la vía de representación proporcional32. 

b) Períodos del Congreso. El Congreso se reunirá a partir del cinco de noviembre de cada año 
para celebrar un primer período de sesiones ordinarias, el cual concluirá el día último de mes de 
enero del año siguiente y a partir del dos de mayo de cada año, para celebrar un segundo periodo 
de sesiones ordinarias que terminará el último día del mes de julio. En el primer periodo de 
sesiones, el Congreso se ocupará de asuntos de atención preferente como lo es la examinación, 
discusión y, en su caso, modificación y aprobación del presupuesto que, en relación con los 
ingresos y egresos del año siguiente, les sea presentado entre el seis y diez de noviembre por el 
Gobernador del Estado y cuando sea renovación del Congreso, el Gobernador tendrá los 
primeros quince días hábiles del mes de noviembre para presentar el presupuesto. Asimismo, la 
examinación, discusión y aprobación de las leyes de ingresos de los municipios, así como de 
recibir el informe anual del Gobernador. 

c) Por su parte, el Congreso se reunirá en sesiones extraordinarias previa convocatoria por la 
Diputación Permanente y a petición del Gobernador con acuerdo de la citada Diputación; 
sesiones en el que sólo se ocuparán de los asuntos comprendidos en la convocatoria y 
calificados de urgentes por el voto de las dos terceras partes de los Diputados presentes. Cuando 
se convoque a período de sesiones extraordinarias, éstas serán conducidas por la Directiva. El 
Congreso no puede abrir sus sesiones ni ejercer su función sin la concurrencia de más de la 
mitad del número total de diputados33. 

                                                 
30 Artículo 28. Después de que se dé a conocer que la mayoría de los Ayuntamientos aprobó la reforma constitucional, el Presidente de la 
Mesa Directiva expresará lo siguiente:" La (número ordinal) Legislatura del Congreso del Estado (o, en su caso, la Diputación Permanente) 
declara que ha sido aprobada la reforma constitucional contenida en el Decreto (denominación del mismo)". 
Pronunciada la declaratoria de reforma constitucional, se remitirá el Decreto correspondiente al Ejecutivo del Estado, para su promulgación y 
publicación en la Gaceta Oficial del Estado. 
31 Artículo 29. En caso de que la mayoría de los Ayuntamientos comunique que no aprueba la reforma constitucional, la Secretaría General 
del Congreso dará inmediatamente aviso a la Junta de Trabajos Legislativos, la que hará del conocimiento del Congreso del Estado o de la 
Diputación Permanente dicha circunstancia y se estará a lo dispuesto por el artículo 8 de esta Ley. 
Artículo 8. En caso de que el dictamen no sea aprobado, se desechará la reforma, sin que pueda discutirse ni votarse en el mismo período 
de sesiones y sólo podrá presentarse ante el Pleno una iniciativa en sentido similar en el siguiente período o en su caso, ante la Diputación 
Permanente durante los recesos de aquél.      
32 Constitución Política del Estado de Veracruz. 
Artículo 21. El Congreso del Estado se integrará por cincuenta diputados y diputadas bajo el principio de paridad de los cuales treinta se 
elegirán por el principio de mayoría relativa en los distritos electorales uninominales y veinte por el principio de representación proporcional, 
conforme a las listas que presenten los partidos políticos en la circunscripción plurinominal que se constituya en el territorio del Estado. 
[…] 
33 Constitución Política del Estado de Veracruz. 
Artículo 24. El Congreso no podrá abrir sus sesiones ni ejercer su función sin la concurrencia de más de la mitad del número total de 
diputados (…). 
Artículo 25. El Congreso se reunirá a partir del 5 de noviembre de cada año para celebrar un primer período de sesiones ordinarias, el cual 
concluirá el día último del mes de enero del año siguiente; y a partir del dos de mayo de cada año, para celebrar un segundo período de 
sesiones ordinarias que terminará, el día último del mes de julio. 
[…] 
Artículo 26. El Congreso tendrá como asuntos de atención preferente: 
I. En el primer período de sesiones ordinarias: 
a) Examinar, discutir y, en su caso, modificar y aprobar el presupuesto que, en relación con los ingresos y egresos del año siguiente, le sea 
presentado entre el seis y diez de noviembre por el Gobernador del Estado. Cuando sea año de renovación del Congreso, el Gobernador del 
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d) Regulación interna del Congreso. El propio Congreso expedirá su Ley Orgánica y la demás 
normatividad interior necesaria para su funcionamiento; las que no requerirán de la promulgación 
del Ejecutivo para tener vigencia34. 

e) Resoluciones del Congreso. Las resoluciones del Congreso tendrán el carácter de ley, decreto, 
acuerdo o iniciativa ante el Congreso de la Unión35. 

f) Regulación de la Mesa Directiva. La Mesa Directiva conduce las sesiones y asegura el debido 
desarrollo de los debates, discusiones y votaciones del Pleno; teniendo la obligación de formular y 
cumplir el Orden del Día de la Sesiones, el cual distinguirá los asuntos que requieran debate y 
votación, de aquellos que deliberativos o de trámite, así como cuidar que los dictámenes, entre 
otros, cumplan con las normas que regulan su formulación y presentación. Entre otras muchas 
atribuciones, el Presidente de la Mesa Directiva tiene la facultad de dirigir los debates, votaciones 
y deliberaciones, así como las declaratorias correspondientes; dar curso a los asuntos con que se 
dé cuenta al Pleno, y el secretario tiene la facultad de comprobar el quórum de la sesión, realizar 
el cómputo, registro de las votaciones y sus resultados, así como de dar lectura al orden del día y 
a los documentos listados, al igual que debe desahogar los trámites legislativos en los términos 
que disponga el Presidente; además, supervisar los servicios parlamentarios relacionados con la 
celebración de las sesiones del Pleno, a fin de que se impriman y distribuyan oportunamente 
entre los diputados las iniciativas y dictámenes36, con cuarenta y ocho horas de anticipación37. 

g) Regulación de la Junta de Trabajos Legislativos. Se encuentra integrada por el Presidente de 
la Mesa Directiva -quien también la preside- y los miembros de la Junta de Coordinación Política. 
Deberán reunirse por lo menos cada quince días en períodos de sesiones a convocatoria del 

                                                                                                                                                     
Estado tendrá los primeros quince días hábiles del mes de noviembre para presentar el presupuesto. En caso de que el día diez de 
noviembre sea inhábil, el término se trasladará al día hábil inmediato siguiente. 
b) Examinar, discutir y aprobar las leyes de ingresos de los municipios, que sean presentadas en las fechas que indique la ley respectiva; y 
(…) 
d) Recibir el informe anual del Gobernador sobre el estado general que guarda la administración pública estatal. 
[…] 
Reglamento Interior del Congreso del Estado de Veracruz. 
Artículo 27. Cuando se convocare a período de sesiones extraordinarias, éstas serán conducidas por la Directiva. 
Artículo 29. El Congreso se reunirá en sesiones extraordinarias cada vez que: 
I. Fuera convocado por la Diputación Permanente; y 
II. A petición del Gobernador del Estado, con acuerdo de la Diputación Permanente; 
Durante estas sesiones, se ocupará exclusivamente de los asuntos comprendidos en la convocatoria y en los que se califiquen de urgentes 
por el voto de las dos terceras partes de los Diputados presentes. 
34 Constitución Política del Estado de Veracruz. 
Artículo 33. Son atribuciones del Congreso: 
(…) 
V. Darse su Ley Orgánica, y la demás normatividad interior necesaria para el adecuado desarrollo de sus funciones, las que no requerirán de 
la promulgación del Ejecutivo para tener vigencia; 
[…] 
35 Constitución Política del Estado de Veracruz. 
Artículo 38. Las resoluciones del Congreso tendrán el carácter de ley, decreto, acuerdo o iniciativa ante el Congreso de la Unión. 
36 Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Veracruz. 
Artículo 22. La Mesa Directiva conducirá las Sesiones del Pleno conforme a los principios de libertad, imparcialidad y objetividad, y tendrá las 
atribuciones siguientes: (…) 
II. Garantizar el adecuado desarrollo de los debates, votaciones y deliberaciones del Pleno, de conformidad con lo dispuesto por la 
Constitución del Estado y esta ley; 
III. Formular y cumplir el Orden del Día de las Sesiones, el cual distinguirá los asuntos que requieran debate y votación, de aquello otros 
exclusivamente deliberativos o de trámite, en los términos que acuerde la Junta de Trabajos Legislativos; 
IV. Determinar durante las Sesiones las formas que puedan adoptarse en los debates y deliberaciones, tomando en cuenta las propuestas de 
los Grupos Legislativos; 
V. Cuidar que los dictámenes, propuestas, mociones, comunicados y demás escritos, cumplan con las normas que regulan su formulación y 
presentación; […] 
Artículo 24. El Presidente de la Mesa Directiva, fungirá como Presidente del Congreso del Estado y tendrá las siguientes atribuciones: 
VIII. Dirigir y ordenar los debates, votaciones y deliberaciones; así como las declaratorias correspondientes; ]…] 
XII. Dar curso a los asuntos con que se dé cuenta al Pleno, conforme a lo dispuesto por esta ley, la demás normatividad interior y la 
legislación aplicable, así como determinar los trámites que deban recaer sobre los mismos; […] 
Artículo 26. El Secretario de la Mesa Directiva del Congreso tendrá las atribuciones siguientes: 
(…) 
II. Comprobar el quórum de las sesiones del Pleno, realizar el cómputo y registro de las votaciones y dar a conocer el resultado de éstas; 
III. Dar lectura al orden del día y a los documentos listados en el mismo, así como desahogar los trámites legislativos, en los términos que 
disponga el Presidente de la Mesa Directiva; 
IV. Supervisar los servicios legislativos relacionados con: la celebración de las Sesiones del Pleno; la impresión y distribución oportuna entre 
los diputados de las iniciativas y dictámenes; la elaboración del acta de sesiones, que someterá a la consideración del presidente del 
Congreso, así como a la aprobación de Pleno o de la Diputación Permanente; llevar el registro de las actas en el libro correspondiente y 
verificar su inserción en el Diario de los Debates y en la página en Internet del Congreso; conformar y mantener al día los expedientes de los 
asuntos que deba conocer el Pleno; asentar y firmar los trámites correspondientes en dichos expedientes; integrar los libros de los registros 
cronológico y textual de las leyes y decretos que expida el Congreso; y vigilar la impresión el Diario de los Debates y de la Gaceta Legislativa; 
[…] 
37 Reglamento para el Gobierno Interior del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de Veracruz. 
Artículo 36. Son atribuciones del Secretario, además de las establecidas por el artículo 26 de la Ley, las siguientes: […] 
III. Vigilar que los dictámenes que vayan a ser objeto de debate, se impriman y circulen con cuarenta y ocho horas de anticipación. […] 
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Presidente38. Entre otras atribuciones, se encarga de establecer la agenda legislativa en los 
periodos de sesiones y de acordar el Proyecto del orden del día de cada sesión, así como la 
forma en que seguirán los debates, discusiones y deliberaciones39. 

h) Prerrogativas de iniciativas. El derecho de iniciar leyes y decretos corresponde a diversos 
órdenes del Estado de Veracruz (incluyendo al Gobernador, a los diputados del Congreso del 
Estado, a los diputados y senadores del Congreso de la Unión que se encuentren en funciones y 
hayan sido electos en el Estado) y a un número específico de ciudadanos en términos de la ley 
respectiva40. 

i) Trámite de las iniciativas. La iniciativa de ley o decreto será presentada al Pleno del Congreso 
y, se turnará a comisiones, las cuales tendrán un plazo de cinco días para demandar su 
competencia. En el caso de que alguna Comisión declare su incompetencia, el Pleno resolverá en 
votación económica el nuevo turno41. 

j) Regla sobre análisis en Pleno. Ninguna ley o decreto podrá ser votado sin el dictamen 
correspondiente; salvo los asuntos de urgente u obvia resolución42. 

k) Procedimiento en Comisión y procedimiento de entrega de dictamen. Una vez turnada la 
iniciativa de ley o decreto, el Presidente de la Comisión la distribuirá entre sus miembros y citará a 
una sesión en la que se le dará lectura43; la citada comisión o comisiones correspondientes 
emitirán un dictamen, en el que la Junta de Trabajos Legislativos lo enlistará para su desahogo. 
La versión impresa del dictamen será remitida inmediatamente a la Secretaría General para que 
ésta la distribuya a los coordinadores de los grupos legislativos y a su vez, lo hagan llegar a sus 
miembros; quedando en observación, por lo menos, durante cuarenta y ocho horas previas a la 
sesión en la que se discuta44. La versión electrónica del dictamen que reciba la Presidencia de la 

                                                 
38 Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Veracruz. 
Artículo 36. La Junta de Trabajos Legislativos se integra con el Presidente de la Mesa Directiva y los miembros de la Junta de Coordinación 
Política. A sus reuniones podrán ser convocados los Presidentes de las Comisiones, cuando exista un asunto de su competencia. 
El Presidente de la Mesa Directiva preside al junta de Trabajos Legislativos y supervisa el cumplimiento de sus acuerdos por parte de la 
Secretaría General.  
La Junta de Trabajos Legislativos deberá quedar integrada a más tardar al día siguiente de que se haya constituido la Junta de Coordinación 
Política. Se reunirá por lo menos cada quince días en períodos de Sesiones y cuando así lo determine durante los recesos; en ambos casos, 
a convocatoria de su Presidente o a solicitud de los Coordinadores de al menos dos Grupos Legislativos. […] 
39 Artículo 37. La Junta de Trabajos Legislativos tiene las atribuciones siguientes: 
I Establecer la agenda legislativa en los Períodos de Sesiones y durante los recesos, así como el calendario para su desahogo; 
II Acordar el Proyecto del orden del día de cada sesión, así como la forma que seguirán los debates, discusiones y deliberaciones; […] 
40 Constitución Política del Estado de Veracruz. 
Artículo 34. El derecho de iniciar leyes o decretos compete: 
I. A los diputados del Congreso del Estado; 
II. A los diputados y senadores al Congreso de la Unión que se encuentren en funciones, y hayan sido electos en el Estado; 
III. Al Gobernador del Estado; 
IV. Al Tribunal Superior de Justicia, en todo lo relacionado con la organización y funcionamiento de la impartición y la administración de 
justicia; 
V. A los ayuntamientos o concejos municipales, en lo relativo a sus localidades y sobre los ramos que administren; 
VI. A los organismos autónomos de Estado, en lo relativo a la materia de su competencia; y 
VII. A la Universidad Veracruzana, en todo lo relacionado a su autonomía, organización y funcionamiento; y  
VIII. A los ciudadanos del Estado, en un número equivalente, por lo menos, al cero punto trece por ciento de la lista nominal de electores, 
mediante iniciativa ciudadana, en los términos que señale la ley. 
41 Reglamento para el Gobierno Interior del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de Veracruz de Ignacio de la Llave. 
Artículo 103. Presentada una iniciativa, sin moción o debate alguno, se le dará el trámite que establecen los artículos 35 de la Constitución y 
49 de la Ley. 
[…] 
Artículo 104. Las comisiones contarán con un plazo de cinco días para demandar su competencia y conocer de la iniciativa para declarar, 
fundadamente ante el Pleno, su incompetencia. El Pleno resolverá en votación económica y, de aprobarse, el Presidente determinará el 
nuevo turno. 
42 Reglamento para el Gobierno Interior del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de Veracruz de Ignacio de la Llave. 
Artículo 105. Ningún proyecto de ley o decreto podrá ser votado sin el correspondiente dictamen de comisión, salvo los asuntos de urgen u 
obvia resolución en los términos de los artículos 35 párrafo tercero de la Constitución, 49 párrafo tercero de la Ley, y 133 de este Reglamento 
43 Artículo 106. Recibida por el Presidente de la comisión la iniciativa o solicitud correspondiente será inmediatamente distribuida entre sus 
miembros y se citará a una sesión en la que se le dará lectura, se designarán los apoyos técnicos legislativos y se acordarán las consultas y 
comparecencias de los servidores públicos o de particulares que se considere procedente. 
[…] 
44 Artículo 109. Emitido un dictamen, el presidente de la Comisión lo turnará al Presidente de la Junta de Trabajos Legislativos, junto con el 
archivo electrónico respectivo, para que se enliste en el orden del día de la sesión que corresponda, en los términos de este Reglamento. La 
versión impresa del dictamen será remitida inmediatamente a la Secretaría General, para que ésta proceda a escanearla y distribuirla vía 
electrónica entre los coordinadores de los grupos legislativos, para que éstos, por la misma vía, lo hagan llegar a sus miembros, así como 
entre los diputados que no conformen grupo legislativo, y quedará en observación, por lo menos, durante cuarenta y ocho horas previas a la 
celebración de la sesión dentro de la cual se discuta. 
La versión electrónica del dictamen que reciba la presidencia de la Junta de Trabajos Legislativos se remitirá de inmediato a la Secretaría 
General, para que disponga su publicación en la Gaceta Legislativa. 
El voto particular deberá escanearse y distribuirse entre los diputados coordinadores de Grupos Legislativos y entre quienes no los 
conforman, por lo menos con veinticuatro horas de anticipación a la celebración de la sesión en la que se discuta el dictamen 
correspondiente. La versión electrónica de dicho voto particular servirá para su publicación en la Gaceta Legislativa. 
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Junta se remitirá de inmediato a la Secretaría General, para que disponga su publicación en la 
Gaceta Legislativa. Si algún diputado emitió un voto particular, deberá ser escaneado y distribuido 
entre los coordinadores de los grupos legislativos, por lo menos con veinticuatro horas de 
anticipación a la sesión en la que se discuta el dictamen. 

l) Regla expresa y excepción para el Pleno. El Pleno no considerará ninguna propuesta de 
modificación al dictamen que no haya cumplido con los requisitos previstos en el artículo 110 del 
Reglamento45. 

m) Trámite, discusión y votación en el Pleno. Listado el dictamen en el orden del día, el 
Presidente de la Mesa Directiva solicitará que la asamblea, en votación económica acuerde 
obviar la lectura del mismo en su totalidad o en parte. Concluida la lectura del dictamen o 
dispensada ésta, se procederá a leer, si es que existe algún voto particular, sobre el cual se deba 
hacer un pronunciamiento y una vez leído el voto particular se abrirá el registro de hasta cuatro 
oradores en contra y en pro, quienes harán uso de la palabra. Concluida la discusión del voto, el 
Presidente consultará al Pleno, en votación económica, si se acepta o se rechaza. Si se acepta, 
el dictamen será devuelto a la comisión para que presente uno nuevo. Si no se acepta, el 
Presidente abrirá de inmediato el debate en el orden acordado46. 

n) El dictamen se discutirá en lo general y en lo particular. Si consta de menos de diez artículos será 
discutido en ambas formas al mismo tiempo. La duración de la discusión no será mayor de dos 
horas, pero por decisión del Pleno podrá prorrogarse por el tiempo que se acuerde. En el debate 
hará uso de la palabra cada grupo legislativo o diputados que no formen parte de éstos y los 
oradores, quienes hablarán desde la tribuna conforme al orden establecido. Una vez concluida la 
discusión de un proyecto en lo general y en lo particular, el Presidente instruirá a la Secretaría 
General para que consulte a la asamblea qué diputados tienen interés en reservar algún artículo 
para su discusión en lo particular. En específico, el Presidente consultará al Pleno si se admite 
para su discusión y si no se admite, declarará que queda aprobada junto con los demás artículos 
que no se hubieren reservado. 

o) Finalizada la discusión del dictamen, se procederá a su votación. Si es un dictamen en lo general, 
será nominal, el cual, si no se aprueba, la asamblea decidirá en votación económica si se 
devuelve el proyecto a la comisión que lo dictaminó para que lo modifique o si la iniciativa 
contenida se desecha. Si es un dictamen en lo particular, se dará cuenta de los votos que alcance 
cada propuesta y se informará a la Presidencia del texto que se apruebe, para que ésta realice la 
declaratoria respectiva47. 

p) Reglas de votación en Pleno y Comisión. El Congreso del Estado, así como sus Comisiones y 
la Diputación Permanente, tomarán sus decisiones por el voto aprobatorio de la mayoría de los 
Diputados presentes, salvo en aquellos casos en que la Constitución del Estado y esta ley exijan 
mayoría calificada48. 

                                                 
45 Artículo 110. El Pleno no considerará ninguna propuesta de modificación al dictamen en lo general o en lo particular, que no haya sido 
depositada por el o los diputados autores en la Junta de Trabajos Legislativos dentro del término que regula el artículo anterior en su segundo 
párrafo. Se exceptúa de esta regla la propuesta de modificación presentada por escrito en el momento del debate, respaldada por la firma de, 
por lo menos, otros tres diputados y aprobada por el Pleno. 
46 Artículo 111. Listado el dictamen en el orden del día, el Presidente, si lo considera conveniente o lo pide un miembro del Pleno, solicitará 
que la asamblea, en votación económica, acuerde obviar la lectura del mismo en su totalidad o en parte. En este trámite no se aceptará 
ninguna discusión. 
47 Artículo 120. Todo dictamen se discutirá primero en lo general y después en lo particular. Si consta de menos de diez artículos será 
discutido en ambas formas al mismo tiempo. En este último caso, si no se reserva algún artículo, toda la discusión se referirá a la aceptación 
o rechazo del proyecto en su conjunto sin poder proponer cambio alguno. 
Artículo 121. La duración de la discusión en lo general, no será mayor de dos horas, pero por decisión del Pleno, en votación económica, 
podrá prorrogarse por el tiempo que se acuerde. 
El Presidente declarará abierto el debate en lo general y, en el mismo, se hará uso de la palabra en los términos siguientes. 
I. Cada grupo legislativo o diputados que no formen parte de éstos (…) 
(…) 
III. Los oradores hablarán desde la tribuna conforme al orden que establezca el Presidente (…) 
Artículo 122. Cuando haya concluido la votación de un proyecto en lo general, o cuando se inicie la discusión de un proyecto del que el Pleno 
conozca simultáneamente en lo general y en lo particular, el Presidente instruirá a la Secretaría para que consulte a la asamblea qué 
diputados tienen interés en reservar algún artículo para su discusión en lo particular. 
(…) 
Una vez expuesta la propuesta por su autor, el Presidente consultará al Pleno si se admite para su discusión. Si no se admite ninguna 
propuesta para una determinada parte de un artículo, el Presidente declarará que dicha parte queda aprobada junto con los demás artículos 
que no se hubieren reservado. 
Artículo 127. La votación de los dictámenes en lo general será nominal. Aprobado un dictamen en lo general, los artículos no reservados se 
tendrán por aprobados. 
De no aprobarse un dictamen en lo general, la asamblea decidirá, en votación económica, si se devuelve el proyecto a la comisión 
dictaminadora para que lo modifique o si la iniciativa contenida en el dictamen se tiene por desechada. 
Artículo 128. En la votación en lo particular, la Secretaría dará cuenta de los votos que alcance cada propuesta o contrapropuesta e 
informará a la Presidencia del texto que finalmente se apruebe, para que ésta realice la declaratoria respectiva. 
48 Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Veracruz. 
Artículo 47. El Congreso del Estado, así como sus Comisiones y la Diputación Permanente, tomarán sus decisiones por el voto aprobatorio 
de la mayoría de los Diputados presentes, salvo en aquellos casos en que la Constitución del Estado y esta ley exijan mayoría calificada. 
Las resoluciones del Congreso tendrán el carácter de ley, decreto, acuerdo o iniciativa ante el Congreso de la Unión. 
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q) Asimismo, el Reglamento dispone que los acuerdos del Congreso serán tomados mediante el 
voto de la mayoría de los diputados presentes; teniendo como excepción las mayorías calificadas 
que establezcan la Constitución local y las leyes aplicables. Las votaciones pueden darse de 
manera nominal, económica o por cédula49. 

r) Participación del Ejecutivo. El Poder Ejecutivo puede realizar observaciones a cualquier decreto 
de ley o disposición aprobada por el Congreso50; sin que pueda realizarse a la declaratoria de 
reformas a la Constitución local, ni a acuerdos, entre otras51. 

s) Publicación y vigencia. De aprobarse los proyectos de ley o decreto, se turnarán al titular del 
Poder Ejecutivo para su promulgación y publicación en la Gaceta Oficial del Estado. 

Desarrollo del procedimiento legislativo en el caso concreto. 

56. A partir de las constancias del expediente y de los hechos notorios advertidos por este Tribunal Pleno, 
en síntesis, se tiene que el procedimiento legislativo de la adición normativa cuestionada se desarrolló 
de la siguiente manera: 

a) Presentación de la iniciativa. La reforma constitucional deriva de una iniciativa presentada en la 
decimoprimera sesión ordinaria (que, por cierto, fue la última del segundo periodo de sesiones) 
celebrada el veintiocho de julio de dos mil veintidós por la diputada Magaly Armenta Oliveros, 
integrante del Grupo Parlamentario de Morena. 

● Dicha iniciativa fue turnada por la Presidenta, así como por la Secretaria de la Mesa 
Directiva a través del oficio número SG-SO/2do./1er./229/2022 para efecto de estudio y 
dictamen a la Comisión Permanente de Justicia y Puntos Constitucionales. 

                                                 
49 Reglamento Interior del Congreso del Estado de Veracruz. 
Artículo 93. Los acuerdos del Congreso serán tomados mediante el voto de la mayoría de los diputados presentes, excepto las mayorías 
calificadas que establezcan la Constitución y las leyes aplicables. 
Artículo 95. Las votaciones pueden ser nominales, económicas o por cédula. 
Artículo 96. La votación nominal, en las sesiones del Pleno, se realizará mediante el Sistema Electrónico. En caso de inoperancia general de 
éste, así como en las sesiones de la Permanente y en las que se celebren en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 28 de la 
Constitución, la votación nominal se desarrollará de la manera siguiente: 
I. Cada diputado, comenzando por el lado derecho del Presidente, se pondrá de pie y dirá en voz alta su apellido y su nombre, expresando el 
sentido de su voto, que puede ser a favor, en contra o en abstención, sin ninguna otra expresión o fundamento de su postura. La Directiva 
será la última en votar. 
Cuando un diputado, al emitir su voto, emplee las expresiones "si" o "por la afirmativa", se entiende que vota a favor; cuando emplee las 
expresiones "no" o "por la negativa", se entiende que vota en contra; también, podrá abstenerse de votar; y 
II. Concluido este acto, el Secretario preguntará a la Asamblea por dos veces si falta algún diputado por votar y no faltando ninguno, el 
Presidente declarará cerrada la votación y ordenará al Secretario hacer el cómputo correspondiente, debiendo hacer público el resultado. El 
Presidente declarará válido el resultado de la votación. 
Si hubiere empate en las votaciones que no se refieran a elección de personas, se realizará una segunda votación en la misma sesión, pero 
si resultara un nuevo empate, el asunto se discutirá y se volverá a votar en la siguiente sesión. 
Artículo 97. La votación económica se desarrollará de la manera siguiente: 
I. El Presidente solicitará a los diputados que estén a favor lo manifiesten levantando la mano; 
II. Si el resultado fuere de unanimidad o de mayoría evidente, el Presidente lo dará a conocer inmediatamente al Pleno, declarando la validez 
de la votación; 
III. Si hubiere duda de algún diputado sobre el sentido de la votación, éste solicitará moción al Presidente, quien requerirá a los diputados que 
estén a favor lo manifiesten levantando la mano; de la misma manera lo hará para los que estén en contra; posteriormente preguntará si 
algún diputado se abstiene de votar, debiendo el Secretario computar los votos en cada caso; y 
IV. El Secretario informará al Presidente de los resultados de la votación y éste, a su vez, hará la declaración de validez de la misma. 
50 Constitución Política del Estado de Veracruz. 
Artículo 36. Se considerará aprobado por el Ejecutivo la Ley o Decreto no devuelto con observaciones totales o parciales al Congreso dentro 
de los diez días hábiles siguientes a su recepción. Al término de este plazo, si no hubiere observaciones, el Ejecutivo deberá mandar a 
publicar la ley o decreto dentro de los tres días hábiles siguientes. Transcurrido este segundo plazo, la ley o decreto será considerado 
promulgado y el Presidente del Congreso ordenará inmediatamente su publicación en la Gaceta Oficial, y si ésta no se realizare por 
responsabilidad del servidor público titular de ese órgano de difusión, éste será sancionado conforme al procedimiento establecido en la Ley. 
(…) 
La Ley o Decreto devuelto con observaciones formuladas por el Ejecutivo será discutido nuevamente por el Congreso en un plazo no mayor a 
quince días, contado a partir de su recepción. En este debate podrá intervenir el Gobernador del Estado o quien él designe, para motivar y 
fundar las observaciones y responder a las cuestiones que sobre el particular formulen los diputados. Si la Ley o el Decreto son confirmados 
por el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes, será reenviado al Ejecutivo para su promulgación y publicación. 
Si las observaciones del Ejecutivo contuvieren una propuesta modificatoria a la Ley o Decreto, el Congreso podrá aprobarla con la misma 
votación señalada en el párrafo anterior. 
Artículo 37. Desechada alguna iniciativa de ley o decreto, no podrá ser propuesta de nuevo en el mismo período de sesiones, pero esto no 
impedirá que alguno de sus artículos formen parte de otra. Esta disposición no regirá tratándose de la Ley de Ingresos y del Presupuesto de 
Egresos. 
51 Artículo 39. El Gobernador del Estado no podrá hacer observaciones a las siguientes resoluciones del Congreso: 
I. Las que dicte como integrante del Constituyente Permanente en el orden federal o cuando ejerza funciones de Colegio Electoral; 
II. La declaratoria de reformas a esta Constitución; 
III. Acuerdos; 
IV. Las pronunciadas en un juicio político o en declaración de procedencia para acusar a algún servidor público como presunto responsable 
de la comisión de algún delito; 
V. Al decreto de convocatoria de la Diputación Permanente a período de sesiones extraordinarias; y 
VI. Las relativas a la licencia temporal o renuncia del Gobernador del Estado o de los magistrados del Poder Judicial. 
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● Adicionalmente, es importante destacar que a las 15:53 horas de ese mismo día, se instaló 
la Diputación Permanente que estaría en funciones durante el segundo receso del primer 
año de ejercicio constitucional. 

b) Trabajo en Comisión. Tras convocar a sesión de trabajo, la Comisión dictaminadora llevó a cabo 
su trabajo legislativo y emitió el dictamen correspondiente el treinta y uno de julio de dos mil 
veintidós, siendo signado por dos de sus tres integrantes. El dictamen fue entregado ese día al 
Presidente de la Mesa Directiva. 

c) Convocatoria al periodo extraordinario. En la primera sesión del segundo receso de la 
Diputación Permanente, llevada a cabo el dos de agosto de dos mil veintidós a las 13:17 horas, 
se convocó al Cuarto Periodo de Sesiones Extraordinarias correspondiente al primer año de 
ejercicio constitucional de la Sexagésima Cuarta Legislatura del Congreso; cuya apertura ocurrió 
en esa misma fecha y, que de acuerdo con el Orden del Día, únicamente se ocuparían del 
dictamen con proyecto de Decreto por el que se adiciona la fracción III al artículo 11 de la 
Constitución local. 

d) Desarrollo de la sesión extraordinaria de pleno. En ese sentido, a las 15:11 horas del dos de 
agosto de dos mil veintidós, se declaró abierto el Cuarto Periodo de Sesiones Extraordinarias del 
Congreso del Estado, con un quórum de 49 diputados y diputadas (vía remota). 

● En cumplimiento al Orden del Día, la Presidenta manifestó que era turno de discutir el 
dictamen recién apuntado, mismo que había sido publicado en la Gaceta Parlamentaria. 
Dicho lo anterior, sometió a consideración de la Asamblea la dispensa de su lectura, lo cual 
fue aprobado en votación económica por los diputados presentes. 

● Hecho lo anterior y con base en los artículos 121 y 122 del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Poder Legislativo procedió con el registro de oradores para su discusión en un 
solo acto, es decir, en lo general y en lo particular; por lo que, la Secretaria informó a la 
Presidenta que no existían reservas en lo particular y acto seguido, se les concedió el uso 
de la voz a diputadas y diputados de diversos grupos parlamentarios (PAN, MORENA y 
Movimiento Ciudadano). 

● Habiéndose agotado la lista de oradores, la Presidenta sometió a consideración de la 
Asamblea si se encontraba suficientemente discutido el dictamen, propuesta que fue 
aprobada en votación económica. Posteriormente, se procedió a la votación nominal del 
dictamen en lo general y en lo particular, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 96 del 
Reglamento; resultando con 38 votos a favor, 11 en contra y 0 abstenciones. 

● Con base en el resultado de la votación anterior, y toda vez que ésta arrojó el voto 
aprobatorio de más de las dos terceras partes de los integrantes del Congreso, la 
Presidenta declaró aprobado en lo general y en lo particular el dictamen y, en 
consecuencia, ordenó a la Secretaría General del Congreso remitirlo a los 212 
Ayuntamientos del Estado de Veracruz para los efectos señalados en la Ley Reglamentaria 
correspondiente. 

● Una vez agotados los asuntos listados en el Orden del Día, la Presidenta dio por concluido 
el cuarto periodo de sesiones extraordinarias. 

e) Resultado de los acuerdos de los Ayuntamientos. En la segunda sesión de la Diputación 
Permanente celebrada el once de agosto de dos mil veintidós a las 13:50 horas, se desahogó el 
asunto listado en el Orden del Día relacionado con el informe de resultados por parte de los 
Ayuntamientos. 

● En efecto, la Secretaria por instrucciones de la Presidenta procedió a dar lectura al informe 
de la Secretaría General respecto de la votación emitida por los ayuntamientos sobre el 
Decreto por el que se adiciona la fracción III al artículo 11 de la Constitución Política del 
Estado de Veracruz y, derivado de lo anterior, dio lectura de los 116 Ayuntamientos que 
remitieron sus actas de sesión de cabildo por el que se aprueba el proyecto de Decreto. 

● Acto seguido, la Presidenta manifestó que la Sexagésima Sexta Legislatura del Congreso 
del Estado de Veracruz, en uso de la facultad que le confiere el artículo 84 de la 
Constitución local y, con base en lo dispuesto por el artículo 28 de la Ley Reglamentaria 
del Artículo 84 de la Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, en 
Materia de Reformas Constitucionales Parciales, declaró aprobado el Decreto y ordenó 
remitirlo al titular del Ejecutivo estatal para su promulgación y publicación en la Gaceta 
Oficial del Estado. 

f) Publicación. Finalmente, el Decreto resultante fue publicado en la Gaceta oficial del Estado de 
Veracruz el mismo día de su aprobación; es decir, el once de agosto de dos mil veintidós. 
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Examen de regularidad del Decreto reclamado. 

57. Haciendo un análisis integral del procedimiento legislativo recién detallado y tal como se adelantó al 
inicio de este apartado, este Tribunal Pleno advierte que el Congreso del Estado de Veracruz no 
incurrió en deficiencias en el procedimiento legislativo del Decreto reclamado con potencial 
invalidante. Al respecto, cabe recordar los argumentos de los partidos políticos: 

● El Partido de la Revolución Democrática señala que el vicio en el procedimiento legislativo surge 
con motivo de que la Comisión Permanente de Justicia y Puntos Constitucionales no convocó a 
una reunión para recibir la iniciativa, ni tampoco le dio lectura y, por consiguiente, no fue difundida 
en medios electrónicos; violentando así lo dispuesto en los artículos 45, párrafos primero y tercero 
y 106, párrafo primero, del Reglamento para el Gobierno Interior del Poder Legislativo del Estado 
de Veracruz. 

● En efecto, explica que la iniciativa fue turnada a dicha Comisión, la cual se encuentra conformada 
por tres diputados y únicamente fue dictaminada por dos. Asimismo, que la Presidencia de la 
Comisión no hizo pública la convocatoria, orden del día, ni documentos que sirvieran para 
analizar de mejor manera la adición impugnada, con por lo menos cuarenta y ocho horas de 
anticipación de conformidad con lo establecido en el artículo 38 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de Veracruz. 

● Por otra parte, señala que se viola el procedimiento ordinario establecido  en la Ley 
Reglamentaria del Artículo 84 de la Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave, en materia de reformas constitucionales parciales, al darle una interpretación a modo, toda 
vez que de conformidad con esa ley, los dictámenes formulados por las Comisiones del 
Congreso, relativos a proyectos de Decreto de reforma constitucional, se enlistan para su 
aprobación en la sesión de Pleno inmediata, pero debe ser sesión ordinaria, al corresponder a un 
procedimiento ordinario. 

58. Este Tribunal Pleno no coincide con estos argumentos. Es cierto que existió algún tipo de desazón y 
premura en el procedimiento legislativo; sin embargo, conforme a lo expuesto en párrafos previos, se 
hace evidente que sí se cumplieron la mayoría de las exigencias legales y reglamentarias y, en cuanto a 
las contadas deficiencias, éstas no incidieron en los principios que rigen la democracia deliberativa, que 
es justamente lo que esta Suprema Corte está destinada a proteger en última instancia en el ámbito del 
mero proceso legislativo. 

59. A mayor abundamiento, en principio y por lo que hace al trabajo en la comisión dictaminadora, cabe 
resaltar que ésta acató los plazos previstos legales porque resolvió la iniciativa el treinta y uno de julio de 
dos mil veintidós y, aunque fue un plazo corto, se cumple con lo establecido en el artículo 66 del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Poder Legislativo del Estado de Veracruz. 

60. Si bien es verdad que del expediente no se advierte que el Presidente de la Comisión hubiere hecho 
público sus discusiones o documentos que sirvieran para analizar de mejor manera la iniciativa, ni se 
haya publicado la convocatoria, orden del día con veinticuatro horas de anticipación a la respectiva 
sesión (artículo 38 de la Ley Orgánica); ni tampoco hay una acreditación que el Diputado Marlon 
Eduardo Ramírez Marín (PRI) -que no consta su voto en el dictamen- haya recibido, de alguna manera, 
la convocatoria a la reunión de la comisión donde se aprobó el dictamen celebrada el treinta y uno de 
julio (el documento que se encuentra en el expediente, dirigido a este Diputado, sólo tiene sello de la 
Oficialía de Partes). No obstante, es irrebatible que: i) consta en el expediente el documento del 
Dictamen, el cual cumple los requisitos previstos legalmente; y, ii) éste fue aprobado por dos de los tres 
integrantes de la Comisión (ésta se integra por dos diputados de MORENA y el aludido del PRI), 
respaldo suficiente de conformidad con el artículo 47 de la Ley Orgánica del Congreso Local. 

61. En ese sentido, a pesar de que la participación de todas las fuerzas políticas al interior de las comisiones 
es particularmente relevante para el procedimiento legislativo, uno, no se tiene certeza que el aludido 
Diputado no haya realmente participado en la sesión; y dos, en caso de que no lo hubiere hecho, por 
una alegada omisión de notificación de la sesión, esta deficiencia consideramos que se ve solventada 
por la propia participación que tuvo dicho Diputado en la sesión del Pleno (a la que acudió) y la 
peculiaridad, como se desarrollará más adelante, de que todas las fuerzas políticas (en particular, las 
minorías, incluyendo el grupo parlamentario del PRI) pudieron expresar sus opiniones y ser escuchadas 
con absoluta libertad e igualdad. 

62. Ahora, por lo que hace a lo ocurrido en el Pleno del Congreso, tras la emisión y entrega del dictamen, 
con conocimiento de que la Diputación Permanente decidió listar el dictamen para analizarse en sesión 
extraordinaria del Pleno del Congreso, no se pasa por alto que no existe constancia en el expediente en 
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que se actúa de que se haya dado a conocer a todos los y las integrantes del Congreso la respectiva 
convocatoria al periodo extraordinario de sesiones. Tampoco existe constancia de que se haya 
distribuido el dictamen a los coordinadores de los grupos parlamentarios, a los diputados, ni de que haya 
mediado el plazo de cuarenta y ocho horas de observación del dictamen que dispone el artículo 109 del 
Reglamento Interior del Congreso. 

63. Sin embargo, a diferencia de lo ocurrido en otros precedentes y dada las particularidades de este 
asunto (en torno a cómo participaron las minorías y se tuvo real conocimiento de la propuesta de 
reforma), esta Corte estima que estas dudas en relación a lo ocurrido en el procedimiento legislativo no 
dan pie a un vicio con potencial invalidante. A pesar de no tener certeza de las condiciones de difusión 
de esa convocatoria y de la distribución oportuna del dictamen, es notorio para esta Suprema Corte que 
a la respectiva sesión acudieron 49 de los 50 integrantes del Pleno del Congreso. Esto permite 
apreciar que no existió una real incidencia en los derechos de las minorías parlamentarias, pues a pesar 
de la posible o no deficiencia en esa difusión, todas las fuerzas políticas acudieron y se vieron 
representadas en el referido quórum de 49 personas legisladoras. No hay que olvidar que lo que 
protege sustancialmente la democracia deliberativa es la genuina intervención de todas las fuerzas 
políticas, lo cual ocurrió. 

64. Adicionalmente, del debate que se dio al interior del Pleno del Congreso durante la respectiva sesión 
extraordinaria, se advierte que ninguno de esos 49 asistentes alegó un desconocimiento del contenido 
de la reforma propuesta. Incluso, en la sesión se dijo que el Dictamen había sido publicado previamente 
a dicha sesión en la Gaceta Parlamentaria de ese día (en el expediente se encuentra dicha Gaceta, 
aunque se desconoce la hora de publicación), sin que se cuente con elementos para debatir tal aspecto. 
Por su parte, se advierte que se dio participación durante el debate a todas las fuerzas políticas, a 
favor y en contra, y se permitió la votación sin ningún tipo de incidencia o conflicto. Con la 
característica de gran importancia que las minorías parlamentarias participaron en dichos actos y 
pudieron dar su punto de vista. 

65. De igual manera, se tiene constancia de las diferentes sesiones en que los ayuntamientos aprobaron o 
no la respectiva reforma; siendo que el cómputo de aprobación de Municipios fue realizado 
correctamente por la Diputación Permanente (órgano facultado conforme al artículo 84 de la 
Constitución Local), ante la aprobación por parte de 116 municipios de los 212 que componen la entidad 
federativa. 

66. Por lo demás, no se coincide con la interpretación realizada por uno de los partidos políticos, en cuanto a 
que la reforma tuvo que haberse aprobado en un periodo ordinario de sesiones. Esa exigencia no tiene 
fundamento en la Constitución Local, en la ley o en el Reglamento. 

67. A saber, es necesario precisar que hasta el año dos mil diecisiete, en la legislación veracruzana existía 
un procedimiento ordinario de reformas constitucionales, en el que el Congreso estaba obligado a 
aprobar estas en dos periodos sucesivos de sesiones ordinarias; empero, con la finalidad de agilizar lo 
anterior, se suprimió dicho método de aprobación y actualmente solo se contempla que, una vez 
realizados los dictámenes por las comisiones del Congreso relativos a proyectos de decreto de reforma 
constitucional, serán enlistados preferentemente en el orden del día de la sesión del Pleno inmediata a 
la fecha en que se hayan depositado en la Junta de Trabajos Legislativos, para su discusión y votación. 

68. Esto quiere decir que si el dictamen fue depositado el treinta y uno de julio de dos mil veintidós en la 
Junta de Trabajos Legislativos, es correcto que se haya discutido y votado en la sesión inmediata que 
lógicamente puede ser una de carácter extraordinaria, toda vez que la normatividad aplicable no 
contempla esa prohibición ni de la misma se puede derivar una prohibición de este tipo. La Constitución 
y la ley claramente contemplan la posibilidad de que un procedimiento de reforma a la propia 
Constitución ocurra y se tramite durante los periodos de receso del órgano legislativo. 

69. Por todo lo anterior, se insiste, aun cuando el procedimiento legislativo tuvo ciertas deficiencias, la 
reforma constitucional se aprobó de manera libre y en condiciones de igualdad, porque todos los 
diputados, de mayoría y minoría, tuvieron de manera efectiva la oportunidad de participar en el debate 
parlamentario, con el conocimiento suficiente del contenido de las propuestas normativas. De igual 
manera, consta que el procedimiento deliberativo fue público y culminó con la correcta aplicación de las 
reglas de votación; por lo que se puede apreciar que existió un debate democrático al interior del órgano 
y que al final de cuentas la adición impugnada a la Constitución local obedeció a las propias mayorías 
que lo integran, sin que tal situación hubiere demeritado la calidad democrática o la participación 
especialmente de las minorías. 

70. En consecuencia, al no existir violaciones en el procedimiento con potencial invalidante, se pasa al 
examen de fondo de la norma reclamada. 
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VI.2. ANÁLISIS DE LA FRACCIÓN III DEL 

ARTÍCULO 11 DE LA CONSTITUCIÓN LOCAL. 

71. El texto de la norma reclamada es el siguiente (se resalta en negritas la fracción cuestionada): 

Artículo 11. Son veracruzanos: 

I. Los nacidos en el territorio del Estado; y 

II. Los hijos de padre o madre nativos del Estado, nacidos en el territorio nacional o en el 
extranjero. 

(ADICIONADA, G.O.11 DE AGOSTO DE 2022) 

III. Las o los mexicanos nacidos fuera del territorio del estado, con hijos veracruzanos 
o con una residencia efectiva de cinco años en territorio veracruzano. 

72. Como se puede observar, el objeto de esta norma es definir qué personas pueden o no ser 
consideradas como veracruzanas. Como se adelantó, su incidencia normativa es amplia; abarcando, 
dentro de esa incidencia, la modulación de condiciones que tienen un efecto en el ámbito electoral, al 
delimitar materialmente el carácter de nativo de dicha entidad. 

73. Partiendo de lo anterior, este Tribunal Pleno llega a la convicción de que son parcialmente fundados los 
planteamientos de invalidez de los partidos políticos accionantes. En particular, se estima que la 
norma reclamada transgrede lo previsto artículo 116, fracción I, último párrafo, de la Constitución 
General, al desatender un requisito constitucional tasado consistente en que la persona que 
pretenda ocupar el cargo de Gobernador o Gobernadora debe ser nativo de la respectiva entidad 
federativa o con residencia . 

74. En síntesis, al adicionar la norma reclamada, el Poder Reformador del Estado de Veracruz actuó dentro 
de su margen de libertad configurativa para definir quiénes pueden ser considerados como 
veracruzanos. Sin embargo, tal como lo hacen valer los partidos políticos accionantes, el problema es 
que, al ejercer estas competencias, paso por alto los requisitos que prevé la Constitución para un 
determinado cargo público: el de la Gubernatura de un Estado. 

75. El citado artículo 116 constitucional marca que solo podrán ser Gobernadores o Gobernadoras las 
personas mexicanas por nacimiento y nativas del Estado, o con residencia efectiva no menor de cinco 
años inmediatamente anteriores al día de los comicios. Conforme a una interpretación gramatical, 
teleológica e histórica, el concepto de “nativo” debe valorarse como “nacido” en el territorio estatal. En 
ese sentido, al definir la norma reclamada que serán veracruzanas las personas con hijos o hijas 
veracruzanas, de manera indirecta irrumpe con este requisito constitucional de ser nativo; ello, ya que lo 
amplía a personas que no nacieron en dicha entidad federativa y que, por ese solo hecho, según la 
propia Constitución Local (artículo 43), podrán aspirar a ocupar la Gubernatura del Estado. 

76. Consiguientemente, para solventar esta deficiencia constitucional, cabe declarar inconstitucional 
únicamente la porción normativa que dice “con hijos veracruzanos o” de la fracción III del 
artículo 11 de la Constitución del Estado de Veracruz. El resto del texto supera un examen de 
constitucionalidad al ser coincidente con lo que prevé el aludido artículo 116 constitucional: o se es 
nativo del Estado o se cuenta con residencia efectiva no menor de cinco años previos al día de  los 
comicios. 

77. Para explicar a detalle esta conclusión, el presente apartado se dividirá en dos secciones. En la primera 
se relatará el parámetro de regularidad constitucional y los precedentes más importantes que se 
consideran aplicables y, en la segunda, se contestarán de manera específica los conceptos de invalidez, 
a fin de evidenciar porqué se considera inconstitucional la citada porción normativa. 

Parámetro de regularidad y precedentes aplicables. 

78. La Constitución General, de manera histórica, ha reconocido un contenido amplio del derecho humano a 
ser votado; estableciéndose a lo largo de la historia diversas calidades o requisitos para distintos cargos 
públicos. Asimismo, es un principio subyacente desde la promulgación de la Constitución de mil 
novecientos diecisiete, que los Estados son entidades soberanas, que gozan de competencia para 
regularse internamente, siempre y cuando se cumplan con los límites materiales o competenciales 
previstos en la Constitución o en otras leyes generales o reglamentarias de las mismas. 
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79. Es decir, a juicio de esta Suprema Corte, es notorio que una de las determinaciones básicas de 
cualquier entidad federativa es la definición de quiénes son las personas que pueden 
considerarse como nativos de dicha entidad, así como el establecimiento de condiciones o 
requisitos para que una persona, en particular esos nativos, puedan acceder a un cargo público 
estatal. Esto, se insiste, siempre ligado al cumplimiento irrestricto de las pautas que marca la 
Constitución sobre estos aspectos. 

80. Por ejemplo, existen ciertos lineamientos expresos en la Constitución General que deben acatar los 
Estados para fijar condiciones de elegibilidad de ciertos cargos públicos. Sin embargo, en la parte que 
no hay una delimitación constitucional, reiteradamente se ha sostenido que existe entonces una libertad 
configurativa del legislador estatal; la cual, se subraya, a pesar de ser amplia, no debe valorarse como 
absoluta, pues los propios derechos humanos o demás principios constitucionales requieren el 
cumplimiento de ciertos elementos a fin de justificar o no la incidencia que la medida legislativa pueda 
tener en los mismos. Criterio que se ha replicado en una gran variedad de precedentes. 

81. En ese sentido, en el caso concreto y como lo hemos identificado previamente, aunque la norma 
reclamada es de carácter definitorio, guarda también vinculación con el derecho a ser votado y los 
requisitos de elegibilidad para ser Gobernador o Gobernadora de un Estado. Así, cabe subrayar que el 
derecho humano a ser votado se encuentra reconocido en los artículos 35, fracción II, de la Constitución 
General, 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 23 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, entre otras convenciones. Su contenido es complejo y ha sido ampliamente 
debatido en nuestra jurisprudencia y en la internacional e interamericana. 

82. Sobre esto, este Tribunal Pleno ha sostenido que el derecho a votar, en el ordenamiento constitucional 
mexicano, se encuentra condicionado a las “calidades que establezca la ley”. Sobre este contenido, esta 
Corte se ha pronunciado en una gran variedad de precedentes, de los cuales debe hacerse especial 
mención, por ser los primeros, a la controversia constitucional 38/2003 y a la acción de 
inconstitucionalidad 28/2006 y sus acumuladas 29/2006 y 30/200652. 

83. En tales asuntos se sentó como criterio que corresponde al legislador secundario fijar las “calidades” en 
cuestión como requisitos de elegibilidad de los cargos públicos de cada entidad federativa que se elijan 
mediante elecciones; sin embargo, se argumentó que tal aspecto no le es completamente disponible, 
en tanto que la utilización del concepto “calidades” se refiere a las cualidades o perfil de una persona 
que vaya a ser nombrada en el empleo, cargo o comisión de que se trate, que pueden ser: capacidad, 
aptitudes, preparación profesional, edad y demás circunstancias, que pongan de relieve el perfil idóneo 
para desempeñar con eficiencia y eficacia el cargo popular, o bien, el empleo o comisión que se le 
asigne. 

84. Es decir, es nuestro criterio que la Constitución General reconoce en los más amplios términos el 
derecho a ser votado. No obstante, dada las características del mismo derecho, éste puede ser regulado 
para hacer efectivo en el propio ordenamiento constitucional. En relación con dicha posibilidad de 
regulación, las entidades federativas gozan de un amplio margen de configuración para instaurar 
tanto requisitos de elegibilidad como los procedimientos o trámites que tengan por objeto 
acreditar esos requisitos, con la limitación de hacerlo en atención a los principios de no 
discriminación y proporcionalidad y respetando los derechos humanos; particularmente, acatando 
los requisitos establecidos al respecto en la Constitución General o en los tratados internacionales de 
una manera tasada. 

85. Ante ello, se ha dicho (y tal como se explicará a detalle más adelante), hay requisitos para acceder a 
cargos públicos tasados constitucionalmente, modificables o agregables. Los primeros son 
inmodificables para las entidades federativas. Los otros dos tipos de requisitos se encuentran en la 
esfera de libre configuración del legislador ordinario, pero deben reunir tres condiciones de validez: 
a) ajustarse a la Constitución General tanto en su contenido orgánico como respecto a los derechos 
humanos y los derechos políticos; b) guardar razonabilidad constitucional en cuanto a los fines que 
persiguen; y, c) ser acordes con los tratados internacionales en materia de derechos humanos y de 
derechos civiles y políticos de los que México sea parte. 

                                                 
52 Este criterio se ha reiterado en múltiples precedentes posteriores. Por ser algunos de los más recientes, véase lo fallado en las acciones de 
inconstitucionalidad 29/2017 y sus acumuladas 32/2017, 34/2017 y 35/2017, 111/2019, 108/2020, y 140/2020 y su acumulada 145/2020. 
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86. Sobre esto último, en el Caso Castañeda Gutman vs. México, vinculante para este Tribunal Pleno, la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos abundó sobre el significado y alcance del citado artículo 23 
de la Convención y manifestó que el derecho a ser elegido supone que los ciudadanos puedan 
postularse como candidatos en condiciones de igualdad y que puedan ocupar los cargos públicos 
sujetos a elección si logran obtener la cantidad de votos necesarios para ello53. 

87. Para ello, aceptó que los Estados pueden modular el ejercicio y las oportunidades del derecho a ser 
votado y tener acceso en condiciones de igualdad a las funciones públicas, por lo que las razones 
descritas en el referido artículo 23.2 convencional debían interpretarse armónicamente con el resto de la 
Convención; a saber, se dijo que era inviable aplicar al sistema electoral de los Estados solamente las 
limitaciones enumeradas en ese párrafo 2 del artículo 23, ya que la Convención se limita a establecer 
“determinados estándares dentro de los cuales los Estados legítimamente pueden y deben regular los 
derechos políticos”54. Sin embargo, se destacó reiteradamente que la normatividad que intente 
reglamentar el derecho a ser votado sólo puede ser válida si cumple “con los requisitos de legalidad, 
esté dirigida a cumplir con una finalidad legítima, sea necesaria y proporcional; esto es, sea 
razonable de acuerdo a los principios de la democracia representativa”55. 

88. Ahora, por lo que hace a la teoría que esta Suprema Corte ha construido sobre los requisitos de 
elegibilidad, se cuenta con una vasta serie de precedentes en los que se ha pronunciado sobre los 
requisitos para ocupar cargos públicos en las entidades federativas; en particular, el relativo a 
los de Gobernador o Gobernadora de un Estado. Si bien algunos de estos precedentes fueron 
resueltos previo a la importante reforma constitucional político electoral de diez de febrero de dos mil 
catorce, las consideraciones de los mismos siguen vigentes. Primero, porque no se afectó la distribución 
de competencias general para la incorporación de requisitos de elegibilidad para cargos públicos por 
parte de los Estados y, segundo, debido a que en relación únicamente con los supuestos de elegibilidad 
del titular del Ejecutivo Estatal, no han sufrido modificación alguna las normas que regulan dichas 
previsiones en la Constitución Federal de manera posterior a la resolución de los precedentes  de esta 
Corte. 

89. Así, en dichos precedentes se ha sostenido esencialmente que56: 

a) Cuando el artículo 35, fracción II, de la Constitución Federal, utiliza el término “las calidades que 
establezca la ley”, ello se refiere a cuestiones que son inherentes a la persona; es decir, que 
tratándose del derecho fundamental de ser votado para todos los cargos de elección popular, o 

                                                 
53 Caso Jorge Castañeda Gutman vs Estados Unidos Mexicanos, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 
de agosto de 2008. Serie C No. 184, párrafo 148. 
54 Ibidem, párr. 169. 
55 Ibidem, párr. 149 y 176 a 186. En específico, se delinearon los pasos y requisitos para que este tipo de restricciones al derecho a ser 
votado pueda superar un examen de convencionalidad:  
“176. El primer paso para evaluar si una restricción a un derecho establecido en la Convención Americana es permitida a la luz de dicho 
tratado consiste en examinar si la medida limitativa cumple con el requisito de legalidad. Ello significa que las condiciones y 
circunstancias generales que autorizan una restricción al ejercicio de un derecho humano determinado deben estar claramente establecidas 
por ley. La norma que establece la restricción debe ser una ley en el sentido formal y material. 
[…] 
180. El segundo límite de toda restricción se relaciona con la finalidad de la medida restrictiva; esto es, que la causa que se invoque para 
justificar la restricción sea de aquellas permitidas por la Convención Americana, previstas en disposiciones específicas que se incluyen en 
determinados derechos (por ejemplo las finalidades de protección del orden o salud públicas, de los artículos 12.3, 13.2.b y 15, entre otras), o 
bien, en las normas que establecen finalidades generales legítimas (por ejemplo, “los derechos y libertades de las demás personas”, o “las 
justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática”, ambas en el artículo 32). 
181. A diferencia de otros derechos que establecen específicamente en su articulado las finalidades legítimas que podrían justificar las 
restricciones a un derecho, el artículo 23 de la Convención no establece explícitamente las causas legítimas o las finalidades permitidas por 
las cuales la ley puede regular los derechos políticos. En efecto, dicho artículo se limita a establecer ciertos aspectos o razones (capacidad 
civil o mental, edad, entre otros) con base en los cuales los derechos políticos pueden ser regulados en relación con los titulares de ellos pero 
no determina de manera explicita las finalidades, ni las restricciones específicas que necesariamente habrá que imponer al diseñar un 
sistema electoral, tales como requisitos de residencia, distritos electorales y otros. Sin embargo, las finalidades legítimas que las restricciones 
deben perseguir se derivan de las obligaciones que se desprenden del artículo 23.1 de la Convención, a las que se ha hecho referencia 
anteriormente. 
[…] 
184. No obstante, el hecho de que una medida persiga un fin permitido por la Convención no implica que la misma sea necesaria y 
proporcional, lo que se examinará a continuación. 
185. En el sistema interamericano existe un tercer requisito que debe cumplirse para considerar la restricción de un derecho compatible con 
la Convención Americana. La Corte Interamericana ha sostenido que para que una restricción sea permitida a la luz de la Convención debe 
ser necesaria para una sociedad democrática. Este requisito, que la Convención Americana establece de manera explícita en ciertos 
derechos (de reunión, artículo 15; de asociación, artículo 16; de circulación, artículo 22), ha sido incorporado como pauta de interpretación por 
el Tribunal y como requisito que califica a todas las restricciones a los derechos de la Convención, incluidos los derechos políticos. 
186. Con el fin de evaluar si la medida restrictiva bajo examen cumple con este último requisito la Corte debe valorar si la misma: a) satisface 
una necesidad social imperiosa, esto es, está orientada a satisfacer un interés público imperativo; b) es la que restringe en menor grado el 
derecho protegido; y c) se ajusta estrechamente al logro del objetivo legítimo”. 
56 Este resumen sobre los precedentes y sus consideraciones ya fue expuesto a su vez en otros precedentes; en particular, en la acción de 
inconstitucionalidad 53/2015 y sus acumuladas 57/2015, 59/2015, 61/2015, 62/2015 y 63/2015, y 29/2017 y sus acumuladas 32/2017, 
34/2017 y 35/2017. 
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bien, para ser nombrado para cualquier empleo o comisión públicos distintos de aquellos cargos, 
teniendo las calidades que establezca la ley, la única restricción está condicionada a los aspectos 
intrínsecos del ciudadano y no así a aspectos extrínsecos a éste, pues no debe pasarse por alto 
que es condición básica de la vida democrática que el poder público dimane del pueblo y la única 
forma cierta de asegurar que esa condición se cumpla puntualmente, reside en la participación de 
los ciudadanos, sin más restricciones o calidades que las inherentes a su persona, esto es, sin 
depender de cuestiones ajenas. 

b) Si bien el legislador puede reglamentar dichas calidades para ser votado, existen requisitos 
constitucionales que deben de ser estrictamente acatados por las entidades federativas. Así, en la 
acción de inconstitucionalidad 36/2011, fallada el veinte de febrero de dos mil doce, se sostuvo 
que los requisitos específicos para ser votado a los diversos cargos de elección popular en las 
entidades federativas y en sus municipios, cuentan con un marco general que se encuentra 
fundamentalmente en los artículos 115 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (que se complementan con otros dispositivos constitucionales) y que en conjunto 
establecen un sistema normativo en el que concurren tres tipos diferentes de requisitos para el 
acceso a cargos públicos de elección popular: 

● Requisitos tasados: aquéllos que la Constitución Federal define directamente, sin que se 
puedan alterar por el legislador ordinario ni para flexibilizarse ni para endurecerse. 
Requisitos modificables: aquéllos previstos en la Constitución y en los que 
expresamente se prevé la potestad de las entidades federativas para establecer 
modalidades diferentes, de modo que la Norma Federal adopta una función supletoria o 
referencial. Requisitos agregables: aquéllos no previstos en la Constitución Federal, pero 
que se pueden adicionar por las constituciones en las entidades federativas. 

● Partiendo de ello, se indicó que tanto los requisitos modificables como los agregables, 
están en la esfera de la libre configuración del legislador ordinario, pero deben reunir tres 
condiciones de validez: i) ajustarse a la Constitución Federal, tanto en su contenido 
orgánico, como respecto de los derechos humanos y los derechos políticos; ii) guardar 
razonabilidad constitucionalidad en cuanto a los fines que persiguen; y, iii) deben ser 
acordes con los Tratados Internacionales en materia de derechos humanos y de derechos 
civiles y políticos en los que México sea parte57. 

c) Por su parte, en la acción de inconstitucionalidad 19/2011, resuelta el veinticuatro de octubre 
de dos mil once, cuyas consideraciones se reiteraron en la acción de inconstitucionalidad 
41/2012 y sus acumuladas 42/2012, 43/2012 y 45/2012, falladas el treinta y uno de octubre de 
dos mil doce, este Tribunal Pleno sostuvo que el derecho a ser votado previsto en el artículo 35, 
fracción II, de la Constitución Federal tenía que leerse en conjunto con los demás lineamientos 
constitucionales que establecen requisitos para ocupar cargos públicos; en particular, con el 
diverso 116 constitucional que prevé los supuestos de elegibilidad de las personas que aspiren a 
ser Gobernador o Gobernadora de un Estado de la República. 

d) En relación con este último supuesto, a su vez existen varios precedentes en los que esta 
Suprema Corte ha abordado los diferentes requisitos para ser titular del Ejecutivo de un Estado 
de la República y su conformidad con el régimen convencional. Entre los más significativos se 
encuentra la acción de inconstitucionalidad 74/2008, fallada el doce de enero de dos mil diez, 
en la que este Tribunal Pleno dio una explicación exhaustiva de los requisitos de la 
Constitución Federal para ser Gobernador o Gobernadora, incluyendo la necesaria 
natividad en el Estado o residencia no menor a cinco años, el margen de libertad 
configurativa del legislador local y la compatibilidad de estos requisitos con el derecho humano a 
ser votado reconocido en el propio texto constitucional y en los tratados internacionales. En esta 
sentencia se sostuvo expresamente que: 

                                                 
57 De esta acción de inconstitucionalidad 36/2011 derivó la tesis P./J: 11/2012 (10ª.) de rubro y texto: “DERECHO A SER VOTADO. 
REQUISITOS PARA EL ACCESO A CARGOS PÚBLICOS DE ELECCIÓN POPULAR PREVISTOS POR LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece un sistema normativo para el acceso de los ciudadanos a los cargos 
públicos de elección popular, en el que concurren los siguientes requisitos: 1. Los tasados, que son los definidos directamente por la 
Constitución y que el legislador ordinario no puede alterar para flexibilizarlos o endurecerlos; 2. Los modificables, que son en los que 
expresamente se prevé la potestad de las Legislaturas para establecer modalidades diferentes, de manera que la Norma Suprema adopta 
una función referencial; y 3. Los agregables, que son los no previstos en la Carta Magna pero que pueden adicionarse por las Constituciones 
de las entidades federativas. Ahora bien, tanto los requisitos modificables como los agregables se insertan en la esfera de la libre 
configuración del legislador ordinario y para su validez deben: a) Ajustarse a la Constitución General de la República, tanto en su contenido 
orgánico como respecto de los derechos humanos y políticos; b) Guardar razonabilidad constitucional en cuanto a los fines que persiguen; y 
c) Ser acordes con los tratados internacionales en materia de derechos humanos, civiles y políticos en los que el Estado Mexicano sea Parte.” 
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[…] Al efecto, resulta conveniente aludir al procedimiento que dio origen al texto del 
entonces artículo 115, último párrafo, de la Constitución Federal -que corresponde al 
texto vigente del artículo 116, fracción II, constitucional-, llevado a cabo en mil 
novecientos diecisiete, por el Constituyente, el que, a través de un interesante debate, 
aprobó dicho texto, en los siguientes términos: “Artículo 115. (…) Sólo podrá ser 
Gobernador Constitucional de un Estado, un ciudadano mexicano por nacimiento 
y nativo de él, o con vecindad no menor de cinco años, inmediatamente anteriores 
al día de la elección.” 

De dicho procedimiento, se desprende que la previsión para los no nativos, de tener una 
residencia no menor a cinco años, efectiva e inmediatamente anteriores a la fecha de los 
comicios, fue largamente debatida, pues, inicialmente, la propuesta era establecer 
únicamente que sólo podía ser Gobernador de un Estado, un ciudadano mexicano por 
nacimiento, a fin de que, en las Constituciones Locales, se fijaran las demás reglas para 
ser Gobernador. Al discutirse tal propuesta, varios Constituyentes se pronunciaron a 
favor de que, además de ser mexicano por nacimiento, se exigiera ser oriundo y vecino 
del Estado; otros diputados se opusieron a tal propuesta, apoyándose, primordialmente, 
en que correspondía a la soberanía estatal fijar los requisitos para ser Gobernador. 

Con motivo de dicho debate, la 2a. Comisión presentó, modificado, el último párrafo del 
artículo 115, de la siguiente forma: “Sólo podrá ser Gobernador Constitucional de un 
Estado, un ciudadano mexicano por nacimiento y nativo de él, o con residencia no 
menor de cinco años anteriores al día de la elección”. 

Respecto de tal propuesta, surgieron las siguientes intervenciones: […] 

Como se aprecia, el debate entre establecer únicamente en la Norma Fundamental el 
requisito de ser ciudadano mexicano por nacimiento para ser Gobernador y dejar a la 
configuración legal de las entidades federativas los demás requisitos para ocupar dicho 
cargo, como inicialmente se proponía, o bien, fijar no sólo dicha ciudadanía, sino, 
además, una residencia en la entidad, a fin de que quien se postule la conozca y esté 
identificado con la misma, dio como resultado el texto del entonces artículo 115, última 
parte –ya transcrito-, actualmente, artículo 116, fracción I, constitucional. 

Asimismo, mediante reforma efectuada en mil novecientos treinta y tres, se sustituyó la 
palabra “vecindad” por “residencia efectiva”. 

Finalmente, el último párrafo de la fracción I del artículo 116 de la Constitución Federal 
se reformó, por última vez, el veintinueve de septiembre de dos mil ocho. Dicha reforma 
consistió en establecer una edad mínima para poder ocupar el cargo de Gobernador de 
un Estado y agregar una salvedad: tal edad podría disminuirse, si así lo disponen las 
Constituciones Locales. 

En el dictamen de reforma constitucional de trece de marzo de dos mil ocho, emitido por 
las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Estudios Legislativos de la 
Cámara de Senadores, se señaló lo siguiente: […] 

A la par de estos antecedentes, debe tenerse presente, además, que la posibilidad de 
ser Gobernador de un Estado forma parte del derecho político a ser votado para un 
cargo de elección popular, consagrado en el citado artículo 35, fracción II, de la 
Constitución Federal que, como todo derecho fundamental, no es absoluto, pues, en 
principio, la propia Norma Fundamental fija requisitos esenciales para ocupar 
tales cargos, aunado a que, está sujeto a las calidades que establezca la ley, 
siempre y cuando sean inherentes a la persona y no a aspectos ajenos a ella o externos. 

La propia Constitución Federal, además de lo establecido en la fracción I del artículo 
116, que nos ocupa, en diversos numerales, establece requisitos o condiciones que 
deberán satisfacer quienes se postulen para ocupar diversos cargos de elección 
popular, o bien, para ser nombrados para puestos públicos. […] 

Así pues, si bien es cierto que el derecho político de que se trata -ser votado como 
Gobernador de un Estado- está sujeto a configuración legal estatal, en términos 
del artículo 35, fracción II, constitucional, ello debe armonizarse con lo dispuesto 
en el artículo 116, fracción I, que, de principio, fija tres condiciones para ello: 1) ser 
ciudadano mexicano; 2) ser nativo de la entidad o con residencia efectiva no menor a 
cinco años inmediatamente anteriores al día de la elección; y, 3) tener treinta años 
cumplidos al día de la elección, o menos, si así lo establecen las Constituciones Locales. 
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Dichas condiciones no son totalmente disponibles al legislador local, pues, como 
vemos, ser ciudadano mexicano por nacimiento no admite modalidades, es decir, se 
trata de un imperativo o, como hemos dicho, de una prohibición: quien no sea mexicano 
por nacimiento, no podrá postularse para Gobernador. 

Satisfecha tal condición, se presentan dos supuestos: ser nativo del Estado, o bien, con 
residencia en él, de lo que se advierte, sin duda alguna, que, para el primer supuesto, no 
se exige residencia alguna; y, por último, tener treinta años cumplidos al día de la 
elección, o menos, si así lo establece la Constitución Local, esto es, las Legislaturas, en 
ningún caso, podrán fijar, como edad, una mayor a esos treinta años. Como se aprecia 
de lo anterior, el solo hecho de que se trate del cargo de Gobernador de un Estado, no 
implica que el establecimiento de los requisitos para acceder al mismo, quede 
completamente a configuración de las Legislaturas Locales, pues, se insiste, la 
Constitución Federal ha establecido, en su artículo 116, diversas condiciones o 
requisitos que las entidades federativas deben observar, al tratarse, precisamente, 
de la Norma Fundamental, lo que, además, como hemos referido, no es extraño, pues, 
en diversos preceptos, la propia Constitución fija determinados requisitos que deben 
cumplir o satisfacer quienes se postulen para ocupar un cargo público, sin que las 
Legislaturas Locales estén en posibilidad, en todos los casos, de modalizarlos o 
modificarlos, pero sí de establecer aquellos otros que consideren necesarios para 
acceder al cargo, acorde con su situación particular, en forma razonable. 

 […] 

Al respecto, cabe recordar que este Pleno, al resolver la diversa acción de 
inconstitucionalidad 28/2006 y sus acumuladas, que trató sobre el tema de las 
candidaturas independientes, se apoyó, además de lo dispuesto en la Constitución 
Federal, en diversos tratados internacionales y organismos internacionales, lo que, se 
estima, también debemos tomar en consideración en el presente caso, a fin de 
solucionar la problemática que ahora se nos presenta. 

En este orden de ideas, tenemos que el artículo 23 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (conocida como “Pacto de San José”), adoptada en la Ciudad de 
San José de Costa Rica, el veintidós de noviembre de mil novecientos sesenta y nueve y 
el artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado por la 
Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas, mediante la Resolución 
2200 A (XXI), de dieciséis de diciembre de mil novecientos sesenta y seis, 
respectivamente, señalan: […] 

Destaca de lo anterior, la tendencia a una menor restricción de los derechos 
políticos, permitiendo el acceso y la participación más amplios de las personas 
que pretendan postularse a un cargo de elección popular, es decir, dichas personas 
no deberán ser excluidas a través de la imposición o exigencia de requisitos irrazonables 
o discriminatorios. Además, el citado artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos impone a los Estados la obligación de adoptar todas las medidas 
legislativas o de otro tipo que puedan ser necesarias para garantizar que los ciudadanos 
tengan efectivamente la posibilidad de gozar de los derechos que ampara. 

Igualmente, para la solución de este caso, debemos tener presente que el escrutinio que 
lleva a cabo un Tribunal Constitucional no siempre es de la misma intensidad, pues 
dependerá del tipo de bienes jurídicos que puedan eventualmente verse afectados. Si lo 
que se pone en juego son intereses generales, políticas públicas, planeación, 
contribuciones, etcétera, el escrutinio es poco estricto, a fin de no vulnerar la libertad 
política del legislador, pues se considera que se trata de materias sobre las cuales la 
propia Constitución establece una amplia capacidad de regulación por parte del 
legislador, mientras que si se involucran derechos fundamentales, el control es estricto, 
en tanto que se trata de los máximos bienes contenidos en la Constitución; por ello, el 
control se torna más agudo. 

En efecto, en este último tipo de casos, no debe perderse de vista que el propio texto 
constitucional es el que limita la discrecionalidad del legislador, por lo que la intervención 
y control del Tribunal Constitucional debe ser mayor, a fin de respetar el diseño 
establecido por ella. 

[…] 
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De todo lo relacionado, se tiene que, las condiciones o requisitos para ocupar el cargo 
de Gobernador, establecidas en el artículo 116, fracción I, constitucional, constituyen 
restricciones al mismo; asimismo, conforme al numeral 35, fracción II, las Legislaturas 
Locales pueden establecer las condiciones o requisitos para ocupar cargos de elección 
popular, que sean inherentes a la persona, entre ellos, la residencia, respecto de la cual, 
siguiendo también lo anteriormente expresado, el artículo 116 establece, en principio, 
una residencia efectiva no menor de cinco años inmediatamente anteriores al día de los 
comicios que, armonizado con el artículo 35, fracción II, constitucional, nos lleva a 
concluir que cuando la Legislatura de un Estado fije una residencia mayor a esos cinco 
años, debe hacerlo en forma razonable, permitiendo el ejercicio más efectivo y amplio 
del derecho, y que no genere una discriminación que impida el acceso de las personas 
que cubran los demás requisitos, para postularse al cargo en cuestión. 

[…] 

Luego, cuando el artículo 116, fracción I, dispone que sólo podrá ser Gobernador de 
un Estado, quien sea ciudadano mexicano por nacimiento, con residencia no menor de 
cinco años inmediatamente anteriores al día de la elección, debe interpretarse en 
forma tal que su regulación permita un mayor ejercicio del derecho político a ser 
votado, en el caso, para el cargo de Gobernador de un Estado; por tanto, las 
Legislaturas Estatales, al fijar los requisitos que debe satisfacer quien se postule 
al cargo de Gobernador, de acuerdo a sus particularidades y necesidades, deben 
hacerlo de manera que no se impida en realidad u obstaculice, en gran medida, el 
ejercicio de dicho derecho político, máxime cuando la propia Norma Fundamental 
ha establecido una residencia no menor de cinco años que, al establecer ese 
tiempo se entiende que, de principio, satisface la finalidad que se persigue con la 
exigencia de una residencia a quienes no sean nativos de la entidad, que, como se 
ha referido, fue que quien se postule y no sea nativo de la entidad, tenga un 
conocimiento e identificación o arraigo con el Estado. 

[…]” 

e) Por último, cabe resaltar lo fallado en las acciones de inconstitucionalidad 53/2015 y sus 
acumuladas 57/2015, 59/2015, 61/2015, 62/2015 y 63/2015; 29/2017 y sus acumuladas 
32/2017, 34/2017 y 35/2017; y 132/2020. En el primero se dijo que el requisito de residencia 
efectiva no menor de cinco años para no nativos para ser Gobernador, entendido como criterio de 
residencia base, se debía considerar como un requisito tasado constitucionalmente. En el 
segundo precedente se declaró la invalidez de una reforma que exigía doce años de residencia 
efectiva para no nativos para ser Gobernador, pues aun aceptando que se trataba de un requisito 
modificable por el Estado, dicha delimitación se consideraba excesiva y regresiva. Por último, en 
el tercer precedente, se resolvió que la Constitución es clara al establecer dos requisitos 
diferenciados para ser Gobernador de un Estado: ser nativo de él o residencia efectiva no menor 
de cinco años a los no nativos. 

Análisis de la norma reclamada. 

90. Dicho lo anterior, como se adelantó, se estima que son parcialmente acertados los conceptos de 
invalidez; lo que lleva a la inconstitucionalidad de una porción normativa de la norma reclamada. 

91. En principio, es oportuno clarificar el alcance de la reforma impugnada. Previo a su emisión, el artículo 
11 de la Constitución Local establecía únicamente dos supuestos para que una persona fuere 
considerado como veracruzano: haber nacido en el territorio estatal o ser hijo de padre o madre nativo 
del Estado, con independencia de si se nació en territorio nacional o en el extranjero. Las demás 
personas, conceptualmente, eran considerados como personas que se encontraban en el territorio 
estatal o como vecinos (que son aquéllos domiciliados en el Estado con una residencia mínima  de un 
año). 

92. Partiendo de esa configuración, la reforma impugnada tuvo como objetivo incluir un nuevo 
supuesto de contenido complejo para ser veracruzano. Tal como se advierte de su texto y de su 
sistematicidad con el resto de la Constitución Local, este supuesto consiste en que puede 
considerarse como veracruzano a una persona que nació fuera del territorio estatal, siempre y 
cuando cuente con hijos veracruzanos o con una residencia efectiva de cinco años en territorio 
veracruzano. 



  DIARIO OFICIAL Martes 23 de mayo de 2023 

93. En la iniciativa se observa que la intención del Poder Reformador local fue ampliar los supuestos 
contemplados en el citado artículo 11 a fin de no privar a un conjunto de personas que, teniendo algún 
lazo familiar o vinculación con el Estado, se les sigue considerando como personas ajenas al mismo 
(con todas las implicaciones que ello conlleva). Para el legislador local, no reconocer otros factores 
ajenos al lugar de nacimiento o a la mera ascendencia, “priva a dichas personas de acceder a derechos 
y obligaciones en el lugar que residen, sin que tampoco puedan hacerlas efectivas en el lugar de origen 
al no encontrarse establecidos en ese lugar, negándoles tener una identidad efectiva atendiendo a la 
realidad de las circunstancias y violando con ello su derecho al libre desarrollo, personalidad e 
identidad”. 

94. Para ello, con fundamento en los principios de universalidad y progresividad de los derechos humanos y 
haciendo alusión a que en otras entidades federativas se toman en cuenta para ser nativo criterios 
distintos al mero lugar de nacimiento o a la relación con los padres/madres (ascendientes), como 
pueden ser los criterios de “residencia y vínculo afectivo”, el legislador estatal manifestó que: 

XI. En ese contexto, esta Soberanía tiene presente que aquellas legislaciones que 
reconocen la calidad de ciudadano o ciudadana de alguna entidad federativa, por el vínculo 
entre las personas y la comunidad a la que pertenecen, exclusivamente por el nacimiento de 
las personas, han sido consideradas restrictivas para el ejercicio de los derechos inherentes 
a la ciudadanía. 

XII. De ahí la necesidad de actualizar el precepto previamente referido, ya que en los 
términos que actualmente se encuentra, discrimina injustificadamente a las y los 
mexicanos nacidos fuera del territorio veracruzano pero que son ascendientes de 
hijos veracruzanos, o bien que han demostrado arraigo en territorio veracruzano a 
través de una residencia efectiva en la entidad de cinco años. 

XIII.- Por lo anterior expuesto, resulta conveniente, realizar una reforma que permita un 
marco legal adecuado a las necesidades reales y requerimientos jurídicos actuales en la 
obtención de la ciudadanía veracruzana a las personas que han encontrado y demostrado 
ese sentido de pertenencia en el Estado, tomando como parámetro las Constituciones 
antes mencionadas [Ciudad de México, Puebla, Querétaro, Jalisco, Chiapas, Nuevo León], 
respecto a los puntos que es necesario contemplar en dicho proceso. 

95. Motivaciones que fueron adoptadas, sin ningún tipo de cambio, en el Dictamen emitido por la respectiva 
Comisión; y que se reflejan claramente en el texto resultante de la fracción III del artículo 11 de la 
Constitución Local. 

96. Ahora bien, partiendo de esta delimitación de la fracción impugnada, cabe hacer un breve recordatorio 
de los argumentos de inconstitucionalidad. 

● El PRD aduce que el precepto reclamado no cubre las características que toda norma general 
debe contener; es decir, los criterios de generalidad, abstracción e impersonalidad. 

● De igual forma, de manera conjunta el PAN y el PRD hicieron valer una serie de conceptos de 
invalidez tendentes a atacar la constitucionalidad de la fracción III del artículo 11 de la 
Constitución Veracruzana por considerar que esta norma vulnera los principios de legalidad y 
seguridad jurídica, así como el derecho político-electoral de votar y ser votado y, en 
consecuencia, su derecho de acceso al poder público. Esto, toda vez que con la adición a la 
referida fracción se amplían los supuestos para considerar a una persona nativa del Estado de 
Veracruz por el solo hecho de que sus hijos hayan nacido ahí o cuente con una residencia 
efectiva de cuando menos cinco años. 

● Por último, el PAN adujo que la norma impugnada genera un trato desigual injustificado. 

97. Al respecto, en primer lugar, este Tribunal Pleno considera que no es acertado el argumento consistente 
en que el Decreto reclamado no cubre las características de las normas generales. Lo anterior es así, 
toda vez que lo emanado del Decreto fue producto del trabajo de una autoridad materialmente legislativa 
(Poder Reformador) y no se observa que se haya emitido para regular casos individuales, ni para 
personas o grupos determinados, ya que se encuentra dirigido a todas las personas mexicanas que 
deseen adquirir la calidad de veracruzano. 

98. En segundo lugar, no se advierte una transgresión a la legalidad y seguridad jurídica, toda vez que el 
supuesto implementado en esta fracción es claro en cuanto a su alcance y el legislador veracruzano 
cuenta constitucionalmente con la facultad para definir quiénes pueden ser considerados o no como 
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veracruzanos. Esta facultad forma parte de la propia lógica de su soberanía como entidad que integra la 
República federal. En otras palabras, es connatural a la propia existencia de la entidad federativa como 
parte del pacto Republicano y Federal e, incluso, es una facultad de vital importancia, pues a través de 
esta definición el propio Estado reconoce derechos y/o impone obligaciones en términos de la propia 
dinámica normativa de su régimen interno. 

99. Ahora, al margen de lo anterior y como se adelantó, si bien la fracción reclamada se trata de una norma 
definitoria que establece la calidad de veracruzanos, no se puede pasar por alto que una de sus posibles 
implicaciones es la relativa al acceso a los cargos públicos; en particular, hay una relación indirecta con 
lo dispuesto por el artículo 116, fracción I, último párrafo, de la Constitución General. 

100. Atendiendo a ello, y siguiendo lo alegado por los partidos políticos accionantes, este Tribunal Pleno 
estima que la norma reclamada sí genera una irrupción en los requisitos tasados 
constitucionalmente para ocupar la Gubernatura de una entidad federativa. Esto es así, pues la 
norma reclamada establece que son veracruzanos las personas no nacidas en el territorio del Estado 
con hijos o hijas veracruzanos y, sistemáticamente, en el artículo 43, fracción I, de la propia Constitución 
Local se señala que para poder ser Gobernador o Gobernadora se requiere únicamente ser 
veracruzano. Sin embargo, de acuerdo a nuestra apreciación, la Constitución General sólo permite dos 
hipótesis para poder ocupar una Gubernatura: o se es nativo del Estado, entendido como nacido en él, o 
se tiene residencia efectiva de cinco años anteriores al día de los comicios electorales. Estos requisitos 
constitucionales se verían burlados, de manera indirecta, si se convalidara todo lo previsto en la fracción 
III reclamada del artículo 11 de la Constitución veracruzana. 

101. A mayor abundamiento, el citado último párrafo de la fracción I del artículo 116 constitucional dispone 
que para ser Gobernador o Gobernadora se requiere: ser mexicano por nacimiento y “nativo” del Estado, 
o con residencia efectiva no menor de cinco años inmediatamente anteriores a los comicios electorales, 
así como tener 30 años cumplidos, o menos, sí así lo permite la Constitución Local. 

102. De este contenido, conforme a nuestros precedentes (por ser los más importantes, las citadas acciones 
de inconstitucionalidad 74/2008 y 53/2015 y sus acumuladas 57/2015, 59/2015, 61/2015, 62/2015 y 
63/2015), se ha sostenido expresamente que son requisitos tasados constitucionalmente los 
siguientes: por un lado, ser ciudadano mexicano por nacimiento y, en caso de no ser “nativo” del 
respectivo Estado, la exigencia de residencia efectiva de cinco años antes de los comicios; y por otro 
lado, en torno a la condicionante de ser nativo del Estado, se encuentra tasado constitucionalmente 
que a los “nativos” no se les puede exigir una residencia previa a los comicios electorales para poder 
acceder al cargo de Gobernador o Gobernadora. 

103. Tomando en cuenta lo anterior, y en atención a las características que nos presenta el caso concreto, 
este Tribunal Pleno considera que el propio concepto de “nativo” encuentra una autodefinición 
desde la Constitución que es imperativa para todos los Estados de la República. Se trata a su vez de 
un requisito tasado constitucionalmente, que no puede ser modulado por las entidades federativas, 
cuyo conceptualización se refiere a haber nacido en la entidad federativa correspondiente. 

104. Primero, gramaticalmente, una persona es nativa del lugar donde nació. Según la Real Academia, el 
significado del término “nativo” consiste en “nacido en un lugar determinado” o “perteneciente o relativo 
al país o lugar natal”. Segundo, que “nativo” se deba entender como “nacido” deviene de una 
interpretación teleológica e histórica de la Constitución General. 

105. En la citada sentencia de la acción de inconstitucionalidad 74/2008, se hizo un extenso recuento 
sobre el devenir legislativo de esta aludida fracción I del artículo 116 constitucional. En particular, se 
explicó que los requisitos de elegibilidad para ser Gobernador o Gobernadora de un Estado vienen 
desde la promulgación de la Constitución de mil novecientos diecisiete. 

106. Para ello, se detalló que en el proceso constituyente, al inicio, se pretendía sólo exigir para ser 
Gobernador o Gobernadora ser ciudadano mexicano por nacimiento y que fueren las entidades 
federativas, como parte de su soberanía, las que decidieran el resto de requisitos de elegibilidad. Un 
grupo de constituyentes apoyó esta postura; mientras que otros sostuvieron que era indispensable 
certificar no sólo la ciudadanía mexicana, sino un cierto grado de relación o vinculación de la entidad a 
fin de asegurar ser oriundo o vecino del Estado (a través de años de residencia). 

107. Tras una extensa discusión, se llegó a un común acuerdo y se aprobó el último párrafo del entonces 
artículo 115 constitucional con el siguiente texto: “Sólo podrá ser Gobernador constitucional de un 
Estado, un ciudadano mexicano por nacimiento y nativo de él, o con vecindad no menor de cinco años, 
inmediatamente anteriores al día de la elección”. 
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108. Posteriormente, y años más tarde mediante reforma de mil novecientos treinta y tres, se sustituyó la 
palabra “vecindad” por “residencia efectiva”. Asimismo, una vez que diverso contenido del numeral 115 
constitucional pasó a ser el actual artículo 116 (por modificación de veintinueve de septiembre de dos mil 
ocho), el Poder Reformador de la Constitución incluyó un nuevo requisito de elegibilidad consistente en 
establecer una edad mínima para poder ocupar el cargo de Gobernador de un Estado y agregar una 
salvedad: tal edad podría disminuirse, si así lo disponen las Constituciones Locales. 

109. La peculiaridad de este proceso es que el Poder Reformador fue explícito en aceptar que cualquier 
condición impuesta para ocupar un cargo público tenía que verse a la luz del derecho a ser votado, a fin 
de que más personas pudieran aspirar a los cargos públicos; y que la imposición de requisitos de 
elegibilidad desde la Constitución General para el cargo de Gobernador, de alguna manera, tenía 
que ser respetuoso de la autonomía de los Estados en la parte que lo permitiera la propia 
Constitución. Por ello, si bien se agregaba una limitante de edad, se permitía explícitamente a los 
Estados modular únicamente este aspecto a través de sus constituciones locales. 

110. Así las cosas, de este proceso histórico y teleológico se puede desprender que el Poder Constituyente 
utilizó el concepto nativo para hacer evidente tres aspectos: i) que no bastaba con ser mexicano para 
ocupar una Gubernatura, sino que debía acreditarse un vínculo con la respectiva entidad federativa y 
que ese vínculo se definía en principio a partir del nacimiento en el territorio del Estado; ii) que los 
ciudadanos mexicanos que se consideraran nativos del Estado podían automáticamente aspirar a ser 
Gobernador o Gobernadora de su Estado, sin necesidad de acreditar residencia en la entidad federativa 
previa a los comicios electorales; y, iii) utilizando de manera antagónica este concepto, se concedió a los 
no nativos del Estado la posibilidad de ser Gobernador(a) de un Estado, sólo si se acredita entonces un 
lazo/vínculo con la entidad a través de años de residencia previa a los comicios electorales. 

111. Bajo ese tenor, a nuestro parecer y en atención a la duda interpretativa que se plantea en este caso, el 
hecho de que se utilizara el concepto “nativo” en vez de “nacido”, no era para permitir su modulación por 
parte de las entidades federativas, sino que fue consecuencia de una intención de congruencia 
lingüística. El Poder Constituyente no quiso repetir la palabra nacido en dos ocasiones seguidas, y por 
eso afirmó que la persona que ocupara la titularidad del Ejecutivo de un Estado debía ser “un ciudadano 
mexicano por nacimiento y nativo de él”. Consideró como sinónimos nacido y nativo. 

112. Expuesto lo anterior, este Tribunal Pleno considera que es evidente la inconstitucionalidad de la 
porción normativa que dice “con hijos veracruzanos o”; lo que lleva a que el texto de la norma quede 
como sigue: 

Artículo 11. Son veracruzanos: […] 

III. Las o los mexicanos nacidos fuera del territorio del estado, con hijos veracruzanos 
o con una residencia efectiva de cinco años en territorio veracruzano. 

113. Esta porción normativa es la que, indebidamente, permite que personas no nacidas en el territorio 
puedan aspirar, al ser consideradas como veracruzanas, a ocupar la Gubernatura en términos del 
artículo 43 de la Constitución Local; afectando con ello un requisito tasado constitucionalmente. Es decir, 
permite algo que el Constituyente no ambicionó: que los no nacidos en la entidad puedan ocupar una 
Gubernatura sin haber acreditado un lazo con la misma generado a partir de ciertos años de residencia. 
Consiguientemente, este supuesto relativo a ser veracruzano por contar con hijos veracruzanos puede 
llegar a derivar en un fraude a la Constitución por lo que hace a la materia electoral; consiguientemente 
debe eliminarse del sistema jurídico veracruzano. 

114. Siendo que, declarada la invalidez de esta porción, se estima que el resto del contenido de la 
fracción no contradice ninguno de los requisitos constitucionales de elegibilidad para la 
Gubernatura de un Estado, pues justamente dicho texto subsistente se valora de acuerdo a lo 
previsto en el último párrafo de la fracción I del artículo 116 de la Constitución General. 

115. A saber, una persona que se considera como veracruzana a pesar de no haber nacido en ese territorio, 
como consecuencia de su residencia efectiva de cinco años en el mismo (que no necesariamente es 
antes de comicios electorales), es veracruzano para los diferentes derechos y obligaciones que marque 
el ordenamiento jurídico estatal. No obstante, si su pretensión es aspirar al cargo de la Gubernatura del 
Estado, deberá cumplir con el requisito que marca el artículo 116 de la Constitución General: al no 
haber nacido en Veracruz, debe contar con residencia efectiva no menor de cinco años calculada 
de forma anterior al día de los comicios electorales58. 

                                                 
58 Esta es la forma de generar una sistematicidad a su vez con el artículo 43 de la Constitución Local, que en su fracción I establece que para 
ser Gobernador se requiere “ser veracruzano en pleno ejercicio de sus derechos”, pero en su fracción II dispone también como requisito 
“contar con residencia efectiva en la Entidad de cinco años inmediatos anteriores al día de la elección”. 
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116. Subrayándose que no se pasa por alto, como se expuso, que el Estado de Veracruz cuenta con 
facultades para definir quiénes deben ser considerados como veracruzanos en su ordenamiento jurídico 
bajo un criterio de razonabilidad; con lo cual estaba en aptitud de otorgar esa calidad de veracruzano a 
personas no nacidas en su territorio y plasmarlo así en su Constitución Local. Sin embargo, dada la 
forma en que se redactó la fracción cuestionada del artículo 11 de la Constitución veracruzana y sus 
efectos en la arena electoral, no se estima posible convalidar el contenido de la porción invalidada, por 
ejemplo, a partir de una interpretación conforme que la excluyera de su aplicabilidad electoral. 

117. Dicho de otra manera, ante el texto de la norma reclamada y su mecánica de interrelación con el artículo 
43 de la Constitución Local, este Pleno considera que la mejor manera de solventar la deficiencia 
advertida en párrafos previos es la declaratoria de inconstitucionalidad únicamente de la aludida porción, 
a fin de velar por el principio de certeza en materia electoral. Sin que esta decisión pueda interpretarse 
que exista un veda a que el poder reformador veracruzano amplié en un futuro los supuestos aplicables 
para ser veracruzano a factores ajenos al nacimiento o la residencia. Eso deberá ser analizado en su 
caso. Más bien, se insiste, lo que se estima inconstitucional en el presente asunto es que el legislador no 
tuvo el cuidado (en atención a la sistematicidad de la norma reclamada con otras normas locales) de que 
uno de los supuestos que adicionó en uso de su libertad configurativa (tener hijos veracruzanos) no 
irrumpiera en requisitos tasados constitucionalmente para ocupar la Gubernatura de la entidad. 

118. Finalmente, cabe mencionar que aunado a las consideraciones en torno al artículo 116 constitucional, 
los partidos políticos también argumentaron que la fracción reclamada transgredía los derechos a ser 
votado y el principio de igualdad. Por lo que hace a la porción normativa “con hijos veracruzanos o”, 
claramente no es necesario hacer un pronunciamiento adicional. Por su parte, respecto al resto del texto 
de la fracción cuestionada, este Tribunal Pleno estima que no se actualiza una violación a estos 
derechos humanos. 

119. Para efectos de la materia electoral (que es lo único que puede ser analizado en esta sentencia), se 
respeta la igualdad y el derecho a ser votado, pues el contenido subsistente de la fracción cuestionada 
(cuando se aplique para efectos electorales) no genera necesariamente un conflicto con los supuestos 
que prevé la propia Constitución General: se insiste, un veracruzano no nacido en el territorio estatal 
deberá acreditar residencia efectiva no menor de cinco años previo a los comicios electorales para ser 
Gobernador o Gobernadora. Por ello, no hay ningún tipo de discriminación y se respeta el derecho a ser 
votado de todas las personas que la propia Constitución mandata que pueden aspirar a desempeñar una 
Gubernatura de un Estado. 

VII. EFECTOS. 

120. El artículo 73, en relación con los diversos 41, 43, 44 y 45 de la Ley Reglamentaria de la materia, 
señalan que las sentencias deben contener los alcances y efectos de estas, así como fijar con precisión 
los órganos obligados a cumplirla, las normas generales respecto de las cuales opere y todos aquellos 
elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Además, se debe fijar la 
fecha a partir de la cual la sentencia producirá sus efectos. En consecuencia, se toman las siguientes 
determinaciones a la luz de las conclusiones alcanzadas en los apartados anteriores. 

121. Declaratoria de invalidez: En atención a las consideraciones desarrolladas en el apartado precedente, 
se declara la inconstitucionalidad de la porción normativa que dice “con hijos veracruzanos o” de la 
fracción III del artículo 11 de la Constitución del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 

122. Fecha a partir de la cual surtirá efectos la declaratoria general de invalidez: Conforme a lo 
dispuesto por el artículo 45, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria, esta resolución y la declaratoria 
de invalidez surtirá sus efectos a partir de la notificación de sus puntos resolutivos al Congreso del 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 

Por lo tanto, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve: 

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad y sus acumuladas. 

SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 11, fracción III, en su porción normativa “con hijos 
veracruzanos o”, de la Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, adicionado 
mediante el Decreto número 240, publicado en la Gaceta Oficial de dicha entidad federativa el once de agosto 
de dos mil veintidós, la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al 
Congreso del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, de conformidad con lo establecido en los apartados 
VI y VII de esta decisión. 

                                                                                                                                                     
Sin que esta sentencia pueda considerarse como un pronunciamiento anticipado sobre la constitucionalidad o la forma en que debe ser 
interpretada o aplicada esta fracción II del artículo 43 de la Constitución Local. No hay que olvidar que conforme a nuestros precedentes 
(acción de inconstitucionalidad 74/2008) y al texto del citado numeral 116 de la Constitución, para aspirar a la Gubernatura de su Estado, no 
es posible exigir residencia a las personas nacidas en el Estado (basta con haber nacido en el Estado); la cuestión es que esta fracción II del 
artículo 43, si se valora de manera textual, exige residencia efectiva a cualquier veracruzano, sin hacer distinción sobre si ese veracruzano es 
por nacimiento o por algún otro factor (como la ascendencia). Sin embargo, se insiste, esa problemática no forma parte de nuestra materia.  
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TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en la Gaceta Oficial del 
Estado de Veracruz, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Notifíquese; mediante oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto 
concluido. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó en votación económica por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores 
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, 
Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña 
Hernández, respecto de los apartados I, II, III, IV y V, relativos, respectivamente, a la competencia, a la 
precisión de las normas reclamadas, a la oportunidad, a la legitimación y a las causas de improcedencia y 
sobreseimiento. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Ortiz Ahlf, 
Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidenta Piña Hernández, respecto de declarar la invalidez de la porción normativa “con hijos veracruzanos 
o” de la fracción III del artículo 11, de la Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, 
adicionado mediante el Decreto número 240, publicado en la Gaceta Oficial de dicha entidad federativa el 
once de agosto de dos mil veintidós. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y González Alcántara 
Carrancá, así como la señora Ministra Esquivel Mossa votaron a favor de la validez de la referida porción 
normativa. Los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Zaldívar Lelo de Larrea y Laynez Potisek 
anunciaron sendos votos concurrentes. El señor Ministro Zaldívar Lelo de Larrea y la señora Ministra Ríos 
Farjat anunciaron sendos votos aclaratorios. 

Se aprobó en votación económica por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores 
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carranca, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, 
Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña 
Hernández, respecto del apartado VII, relativo a los efectos, consistente en que la declaratoria de invalidez 
decretada surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos al Congreso del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó en votación económica por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores 
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, 
Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña 
Hernández. 

La señora Ministra Presidenta Piña Hernández declaró que el asunto se resolvió en los términos 
propuestos. 

Firman la señora Ministra Presidenta y el señor Ministro Ponente con el Secretario General de Acuerdos 
quien da fe. 

Presidenta, Ministra Norma Lucía Piña Hernández.- Firmado electrónicamente.- Ponente,  Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos,  Lic. Rafael 
Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de cuarenta y cinco fojas 
útiles, en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado 
electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 125/2022 y sus acumuladas 
127/2022 y 128/2022, promovidas por el Partido Acción Nacional, Partido de la Revolución Democrática y el 
Comité Ejecutivo Estatal del Partido de la Revolución Democrática en el Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del treinta y uno de 
enero de dos mil veintitrés. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la 
Federación.- Ciudad de México, a once de abril de dos mil veintitrés.- Rúbrica. 
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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ EN LA 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 125/2022 Y SUS ACUMULADAS 127/2022 Y 128/2022. 

I. Antecedentes. 

1. En la sesión celebrada el treinta y uno de enero de dos mil veintitrés, el Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 125/2022 y sus acumuladas 

127/2022 y 128/2022, promovidas por el Partido Acción Nacional, el Partido de la Revolución 

Democrática y su Comité Ejecutivo Estatal del Partido de la Revolución Democrática en el Estado de 

Veracruz de Ignacio de la Llave. En la sentencia se estudió y declaró la inconstitucionalidad de la 

porción normativa “con hijos veracruzanos” del artículo 11, fracción III, de la Constitución Política del 

Estado de Veracruz Ignacio de la Llave. La propuesta del proyecto que se discutió proponía 

reconocer la validez de la norma y yo voté en ese sentido por algunas de las razones expresadas en 

dicho proyecto, así como por razones adicionales. Sin embargo, la mayoría del Pleno consideró 

parcialmente fundados los argumentos de los partidos políticos accionantes, motivo por el cuál emito 

este voto particular. 

2. Cabe señalar que, en la primera parte del estudio de fondo (VI.1), también se estudiaron los 

argumentos de los partidos políticos accionantes de que habían existido vicios en el procedimiento 

legislativo con potencial invalidante. Aquí, coincidí con la mayoría, por las razones desarrolladas en 

el engrose, en que, a pesar de que el procedimiento legislativo tuvo ciertas deficiencias, lo adecuado 

es reconocer la regularidad del procedimiento legislativo. Por lo tanto, en este voto no refiero a dicho 

tema, sino que únicamente al apartado “V1.2 Análisis de la fracción III del artículo 11 de la 

Constitución Local.” 

II. Razones de la mayoría. 

3. La fracción III del artículo 11, impugnada en su totalidad por los partidos accionantes, señala uno de 

los supuestos en los que las personas pueden ser consideradas como veracruzanas. En específico: 

“III. Las o los mexicanos nacidos fuera del territorio del estado, con hijos veracruzanos o con una 

residencia efectiva de cinco años en territorio veracruzano.” 

4. La mayoría consideró que la porción normativa “con hijos veracruzanos” transgrede lo previsto en el 

artículo 116, fracción I, último párrafo,1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Dicha disposición permite únicamente dos hipótesis, que son requisitos tasados, para poder ocupar 

una Gubernatura: ser nativo del Estado, entendido como haber nacido en él, o tener residencia 

efectiva de cinco años anteriores al día de los comicios electorales. 

5. La mayoría realizó la lectura sistemática de la norma impugnada, que establece que son 

veracruzanos las personas no nacidas en territorio del Estado con hijos o hijas veracruzanos, junto 

con el artículo 42, fracción I, de la Constitución local, que señala que para poder ser Gobernador o 

Gobernadora se requiere únicamente ser veracruzano. Así pues consideran que al permitir ser 

veracruzanos a los que tengan hijos veracruzanos, los requisitos tasados de la Constitución General 

se ven burlados, de manera indirecta, si se convalida todo lo previsto en la fracción III reclamada del 

artículo 11 de la Constitución veracruzana. 

6. Así, aunque la mayoría reconoce que el Poder Reformador de Veracruz actuó dentro del margen de 

libertad configurativa para definir quiénes pueden ser considerados como veracruzanos, al ejercer 

estas competencias pasó por alto los requisitos constitucionales para el cargo de la Gubernatura de 

los Estados. 

                                                 
1 Artículo 16. […] 
I. […] 
“Sólo podrá ser gobernador constitucional de un Estado un ciudadano mexicano por nacimiento y nativo de él, o con residencia efectiva no 
menor de cinco años inmediatamente anteriores al día de los comicios, y tener 30 años cumplidos el día de la elección, o menos, si así lo 
establece la Constitución Política de la Entidad Federativa.” 
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7. Por lo tanto, consideró que debía invalidarse la porción “con hijos veracruzanos”, pues es la que, 

indebidamente, permite que personas no nacidas en el territorio puedan aspirar, al ser consideradas 

como veracruzanas, a ocupar la Gubernatura en términos del artículo 43 de la Constitución Local, 

afectando con ello un requisito tasado constitucionalmente. 

III. Razones del voto en contra. 

8. En primera instancia, cabe señalar que comparto varias de las consideraciones del proyecto. En 

primer lugar, concuerdo con que el argumento de uno de los partidos accionantes consistente en que 

el Decreto impugnado no cubre con las características de las normas generales es infundado. Esto, 

porque el Decreto de reforma fue producto de trabajo de una autoridad materialmente legislativa y se 

encuentra dirigido a todas las personas mexicanas que deseen adquirir su calidad de veracruzano. 

9. Además, estoy de acuerdo en que no hay una transgresión a la legalidad y seguridad jurídica, toda 

vez que el supuesto implementado en esta fracción es claro en cuanto a su alcance y el legislador 

está facultado constitucionalmente para definir a quienes son veracruzanos. 

10. Asimismo, comparto las conclusiones de que, para ser gobernador de una entidad federativa, la 

Constitución prevé requisitos tasados consistentes en ser ciudadano mexicano por nacimiento y, en 

el caso de no ser nativo, la exigencia de residencia efectiva de cinco años antes de los comicios. Y, 

concuerdo en que el término de nativo claramente es utilizado sinónimo de nacido en el lugar. 

11. Ahora bien, mi disidencia radica en: (i) la interpretación sistemática realizada; y, (ii) en la forma en la 

que se determina que los requisitos tasados para ocupar la Gubernatura pueden impactar la facultad 

del Poder Reformador local para establecer quiénes son oriundos de la entidad. 

12. (i) En cuanto a la interpretación sistemática realizada, es cierto que el artículo 43, fracción I, de la 

Constitución local señala como uno de los requisitos para acceder a la gubernatura ser veracruzano, 

lo que implica una remisión al diverso 11 de la Constitución local, que incluye la fracción impugnada. 

Sin embargo, no puede pasarse por alto que la fracción III del artículo 43, también exige contar con 

una residencia efectiva en la entidad de cinco años inmediatos anteriores al día de la elección. Una 

lectura completa de ambas normas nos llevaría a concluir que cualquier persona que se considerara 

veracruzana por tener hijos veracruzanos, para poder acceder a la gubernatura del Estado, también 

tendría que cumplir con el requisito de residencia efectiva de cinco años. Por lo tanto, no se 

incumplen los requisitos tasados del artículo 116 de la Constitución Federal, puesto que todo 

veracruzano no nacido en la entidad federativa debe contar “con residencia efectiva no menor de 

cinco años inmediatamente anteriores al día de los comicios”. 

13. (ii) Por otra parte, las consideraciones del engrose distinguen adecuadamente, por un lado, la 

facultad del poder reformador local para determinar qué personas son oriundas de la entidad 

federativa, y, por otro lado, la facultad de establecer requisitos para que una persona pueda acceder 

al cargo público estatal. Sin embargo, la decisión de invalidar la porción normativa impugnada implica 

que la restricción que los requisitos tasados constitucionales imponen a la facultad del legislador local 

para establecer las condiciones para acceder al cargo de gobernador, se extienden a su facultad 

para decidir quiénes pueden ser oriundos de la entidad federativa. En otras palabras, los requisitos 

para poder acceder a la gubernatura de una entidad federativa acaban limitando la decisión del 

legislador local para determinar quiénes pueden ser o no veracruzanos. Esto, a mi parecer, no está 

justificado porque las restricciones constitucionales son clara y únicamente para los requisitos para 

acceder al cargo de gobernador, y porque, además, esta decisión trae aparejadas consecuencias 

indeseables importantes, que desarrollo a continuación. 



Martes 23 de mayo de 2023 DIARIO OFICIAL  

14. En primer lugar, ser veracruzano (u oriundo de cualquier entidad federativa) tiene muchas 

consecuencias jurídicas trascendentes para miles de ciudadanos, incluyendo el acceso a diversos 

derechos. Limitar la capacidad del legislador de determinar quiénes acceden a ellos en razón de 

requisitos que fueron concebidos por el constituyente federal para el acceso a un cargo específico  —

el de gobernador— es desproporcionado. Más aún, en este caso específico, es completamente 

innecesario, dado que la interpretación sistemática que desarrollé más arriba demuestra que ni 

siquiera se incumplen los requisitos tasados. 

15. En segundo lugar, la decisión limita de forma injustificada la capacidad creativa del legislador local 

para determinar quiénes pueden ser oriundos de la entidad federativa, por tener diferentes tipos de 

vínculos con la misma. En el caso concreto, el legislador de Veracruz consideró que las personas 

con hijos veracruzanos tenían un vínculo tal con la entidad que justificaba su acceso a los derechos y 

obligaciones que implican ser veracruzano. 

16. Cabe señalar que, aunque la premisa de que tener hijas o hijos oriundos de una entidad federativa 

otorga un vínculo a la misma no se replica en la legislación de otras entidades federativas, se ve 

reflejada en la legislación federal. Por ejemplo, la Ley de Migración, en su artículo 54, fracción IV, 

otorga la condición de residentes permanentes a los extranjeros que tengan hijos de nacionalidad 

mexicana por nacimiento. Y la Ley de Nacionalidad, en su artículo 20, fracción I, inciso b), permite 

que un extranjero con hijos mexicanos por nacimiento pueda naturalizarse mexicano habiendo vivido 

en territorio nacional por únicamente dos años, en lugar de los cinco que establece la regla general. 

Estas disposiciones reconocen que, en efecto, las hijas e hijos otorgan al progenitor un vínculo con el 

lugar en que nacieron, además de que tienen la intención de preservar la unidad familiar. 

17. La reforma del legislador de Veracruz parecía reconocer estas consideraciones, las cuales me 

parecen no fueron adecuadamente estimadas por la mayoría del Pleno al decidir extender las 

restricciones constitucionales para los requisitos de acceso a la gubernatura del Estado a la facultad 

de determinar quién es oriundo de una entidad federativa. 

18. Me parece importante, de acuerdo con el diseño federalista del Estado Mexicano, que se respete la 

esfera de libre configuración de los legisladores locales en la mayor medida posible. Aquí, por las 

razones que ya señalé, fue injustificado e innecesario restringirla. 

19. En todo caso, de incumplirse con los requisitos tasados por el constituyente federal para el acceso al 

cargo de gobernador, habría que atender a la norma en la que estos requisitos se ven reflejados; es 

decir, en este caso, el artículo 43 de la Constitución local, y no al diverso 11, que tiene el objeto de 

definir quiénes son oriundos de la entidad. 

20.  Por estas razones considero que debió haberse reconocido la validez de la totalidad de la  norma 

impugnada. 

Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 

Acuerdos, Licenciado Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de cuatro fojas útiles, 

concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular formulado por el 

señor Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, en relación con la sentencia del treinta y uno de enero 

de dos mil veintitrés, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de 

inconstitucionalidad 125/2022 y sus acumuladas 127/2022 y 128/2022, promovidas por el Partido Acción 

Nacional, Partido de la Revolución Democrática y el Comité Ejecutivo Estatal del Partido de la Revolución 

Democrática en el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. Se certifica con la finalidad de que se publique 

en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a once de abril de dos mil veintitrés.- Rúbrica. 
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VOTO ACLARATORIO QUE FORMULA EL MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA EN LA ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 125/2022 Y SUS ACUMULADAS 127/2022 Y 128/2022, PROMOVIDAS POR EL PARTIDO 
ACCIÓN NACIONAL, PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA Y EL COMITÉ EJECUTIVO ESTATAL DEL 
PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA EN EL ESTADO DE VERACRUZ. 

En sesión de treinta y uno de enero de dos mil veintitrés, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 125/2022 y sus acumuladas 127/2022 y 128/2022, 
promovidas por el Partido Acción Nacional, el Partido de la Revolución Democrática y el Comité Ejecutivo 
Estatal del Partido de la Revolución Democrática en el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, en la que 
se impugnó la fracción III del artículo 11 de la Constitución Política de dicha entidad, mediante la cual se 
adicionó un supuesto para ser considerado como “veracruzano” consistente en ser mexicanos o mexicanas 
nacidos fuera del territorio estatal con hijos o hijas veracruzanas o con una residencia efectiva de cinco años 
en territorio veracruzano. 

Presento este voto aclaratorio pues, como expondré a continuación, en mi opinión era viable realizar una 
interpretación conforme de la porción normativa impugnada; sin embargo, dadas las particularidades del caso, 
opté por sumar mi voto a la postura mayoritaria a fin de alcanzar la mayoría requerida para invalidarla. 

A continuación, haré referencia al criterio mayoritario y, posteriormente, explicaré mi postura y desarrollaré 
las razones por las cuales consideré necesario sumarme al criterio mayoritario. 

I. Criterio del Tribunal Pleno. 
En el segundo apartado del estudio de fondo, el Tribunal Pleno analizó el artículo 11, fracción III, de la 

Constitución Política del Estado de Veracruz,1 concluyendo que la porción normativa que señala “con hijos 
veracruzanos o” es inconstitucional, toda vez que vulnera el artículo 116, fracción I, último párrafo, de la 
Constitución General.2 

El Pleno consideró que dicho precepto constitucional contiene requisitos constitucionales tasados para 
acceder al cargo de Gobernador o Gobernadora, los cuales consisten en que las personas aspirantes deben: 
(i) ser mexicanos o mexicanas por nacimiento; (ii) “nativas” de la respectiva entidad federativa, o bien, tener 
una residencia efectiva de cinco años anteriores al día de los comisiones electorales; y, (iii) tener 30 años 
cumplidos el día de la elección, o menos, si así lo establece la Constitución local respectiva. Asimismo, 
precisó que, de acuerdo con una interpretación gramatical, teleológica e histórica de la Constitución General, 
el concepto de “nativo” debe entenderse como “nacido” en el territorio estatal. 

Tomando en cuenta que el artículo 43, fracción I, de la Constitución local señala que para ser Gobernador 
o Gobernadora se requiere “ser veracruzano”, la norma reclamada genera una irrupción con el artículo 116, 
fracción I, último párrafo, de la Constitución General, ya que al establecer que las personas no nacidas en el 
territorio estatal con hijos o hijas veracruzanas serán consideradas como personas veracruzanas, se 
incumple con los requisitos tasados constitucionalmente, los cuales sólo permiten dos hipótesis para poder 
aspirar a la gubernatura: o se es nativo del Estado –entendido como nacido en el territorio estatal– o se tiene 
una residencia efectiva de cinco años anteriores al día de los comisiones electorales. 

En otras palabras, la porción normativa impugnada permite indebidamente que personas no nacidas en el 
territorio –pero que sean consideradas como veracruzanas por tener hijos o hijas veracruzanas– puedan 
aspirar a ocupar la Gubernatura en términos del artículo 43 de la Constitución local, afectando con ello un 
requisito tasado constitucionalmente y permitiendo algo que el Constituyente no estableció: que los no nacidos 
en la entidad puedan ocupar una Gubernatura sin haber acreditado un lazo a partir de ciertos años  de 
residencia. 

Bajo esas consideraciones, el Pleno declaró la invalidez de la porción normativa “con hijos veracruzanos 
o” contenida en la fracción III del artículo 11 de la Constitución Local, al contravenir el artículo 116, fracción I, 
último párrafo, de la Constitución General. 

II. Razones del voto aclaratorio. 
Como adelanté, a la luz del marco normativo vigente en el Estado de Veracruz y a partir de una 

interpretación conforme, era posible reconocer la validez de la porción normativa impugnada. 
Primeramente, es importante tener presente que el artículo 43 de la Constitución veracruzana –que 

establece los requisitos para la Gubernatura del Estado– exige, además de ser veracruzano, el requisito 
consistente en “contar con una residencia efectiva en la Entidad de cinco años inmediatos anteriores al día de 
la elección”.3 

                                                 
1 Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 
Artículo 11. Son veracruzanos:[…] 
III. Las o los mexicanos nacidos fuera del territorio del estado, con hijos veracruzanos o con una residencia efectiva de cinco años en territorio 
veracruzano. 
2 Constitución General. 
Artículo 116. 
[…] 
I. 
[…] 
Sólo podrá ser gobernador constitucional de un Estado un ciudadano mexicano por nacimiento y nativo de él, o con residencia efectiva no 
menor de cinco años inmediatamente anteriores al día de los comicios, y tener 30 años cumplidos el día de la elección, o menos, si así lo 
establece la Constitución Política de la Entidad Federativa. 
3 Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 
Artículo 43. Para ser Gobernador del Estado se requiere: 
I. Ser veracruzano en pleno ejercicio de sus derechos; 
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De este modo, bajo el contenido actual del artículo 43 de la Constitución local, aun cuando una persona 
no nacida en el territorio estatal –pero considerada veracruzana bajo el criterio contenido en la porción 
normativa impugnada (tener hijos o hijas veracruzano)–pretendiera acceder a la Gubernatura, tendría que 
acreditar, de manera adicional, el requisito de contar con una residencia efectiva en el territorio estatal 
de cinco años anteriores a los comicios electorales. 

Con ello, se logran respetar los requisitos previstos en el artículo 116 constitucional, pues la regulación en 
los términos en que está prevista actualmente salvaguarda la alternativa que la Constitución General 
establece para el supuesto de que la persona aspirante a la Gubernatura no sea una persona nacida en 
territorio estatal, al exigir –en cualquier caso– el requisito de residencia mencionado. 

Ahora bien, aun considerando que bajo la normativa actual el requisito impugnado no contraviene el 
artículo 116 constitucional, subsiste la cuestión relativa a si el concepto de “nativo” puede ser modulado por 
las legislaturas locales. 

En efecto, si se considera que la legislatura local puede modular el concepto de “nativo” a través del 
contenido que otorgue a “ser veracruzano”, podría estimarse que un aspirante que sea considerado como tal 
en virtud de las categorías que determine libremente la legislatura local, cumple con el requisito de ser nativo, 
aun cuando no haya nacido en la entidad y no tenga la residencia que exige la Constitución General. 

En mi opinión, para solventar este problema de constitucionalidad era posible hacer una interpretación 
conforme de la norma impugnada en el sentido de que se entendiera que el concepto de “veracruzano” no 
sustituye en modo alguno al requisito de “ser nativo” previsto en el artículo 116 constitucional. 

Esta interpretación se sustenta en que si bien la legislatura local puede determinar libremente qué 
personas considera como veracruzanas –al tratarse de un aspecto relativo a su régimen interior respecto del 
cual los Estados son soberanos–4 lo cierto es que está vedada para alterar o modificar los requisitos tasados 
constitucionalmente para acceder a la Gubernatura del Estado. Por tanto, bajo una interpretación conforme, el 
concepto de “veracruzano” previsto en la norma impugnada no podría ser considerado para efectos de 
entender de un modo distinto el requisito constitucional consistente ser “nativo” de la entidad federativa a cuya 
Gubernatura se contiende. 

Ahora bien, aun cuando estimo que –bajo el contenido actual de la normativa local y a la luz de una 
interpretación conforme– era posible reconocer la validez de la porción normativa impugnada, tal como lo 
expresé en la discusión del presente asunto, consideré necesario sumar mi voto a la postura mayoritaria con 
el fin de alcanzar la mayoría calificada necesaria para invalidar la norma. 

Lo anterior, porque en virtud de la relación particular que tiene la norma impugnada con el artículo 43 de la 
Constitución local, de no alcanzarse tal mayoría, hubiera prevalecido un escenario de potencial 
inconstitucionalidad en el que bastaría con eliminar el requisito de residencia efectiva previsto en dicho 
ordenamiento para burlar los requisitos tasados constitucionalmente y hacer un fraude a la Constitución. 

*** 

Por estas razones, si bien considero que pudo haberse reconocido la validez de la norma impugnada 
siempre que fuera bajo la interpretación antes referida, a fin de alcanzar una mayoría calificada y por las 
razones antes expuestas, sumo mi voto a la invalidez de la porción normativa que señala “con hijos 
veracruzanos o” prevista en la fracción III del artículo 11 de la Constitución Política del Estado de Veracruz. 

Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, 
Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de cuatro fojas útiles, en 
las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del 
voto aclaratorio formulado por el señor Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, en relación con la sentencia del 
treinta y uno de enero de dos mil veintitrés, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en la acción de inconstitucionalidad 125/2022 y sus acumuladas 127/2022 y 128/2022, promovidas por el 
Partido Acción Nacional, Partido de la Revolución Democrática y el Comité Ejecutivo Estatal del Partido de la 
Revolución Democrática en el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. Se certifica con la finalidad de que 
se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a once de abril de dos mil  veintitrés.- 
Rúbrica. 

                                                                                                                                                     
II. Contar con residencia efectiva en la Entidad de cinco años inmediatos anteriores al día de la elección; 
III. Tener por lo menos treinta años cumplidos al día de la elección; 
IV. No ser servidor público del Estado o de la Federación en ejercicio de autoridad. Este requisito no se exigirá al Gobernador interino ni al 
sustituto; 
V. No ser militar en servicio activo o con mando de fuerzas; 
VI. No pertenecer al estado eclesiástico, ni ser ministro de algún culto religioso, a menos que se separe de su ministerio conforme a lo 
establecido por la Constitución Federal y la ley de la materia; y 
VII. Saber leer y escribir y no tener antecedentes penales por la comisión de delitos realizados con dolo, exceptuando aquellos en los que se 
hayan concedido los beneficios de conmutación o suspensión condicional de la sanción. 
La prohibición para los servidores públicos mencionados en las fracciones IV y V, no surtirá efectos si se separan de sus cargos noventa días 
naturales anteriores al día de la elección, o a partir del quinto día posterior a la publicación de la convocatoria para la elección extraordinaria. 
4 Constitución General. 
“Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, laica y federal, compuesta por 
Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, y por la Ciudad de México, unidos en una federación establecida 
según los principios de esta ley fundamental.” 



 DIARIO OFICIAL Martes 23 de mayo de 2023 

BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la República 
Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA  EXTRANJERA PAGADERAS EN 

LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 
cambio obtenido el día de hoy fue de $17.8680 M.N. (diecisiete pesos con ocho mil seiscientos ochenta 
diezmilésimos moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 22 de mayo de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Disposiciones de Banca 
Central, Lic. Fabiola Andrea Tinoco Hernández.- Rúbrica.- Director de Operaciones Nacionales, Lic. Juan 
Rafael García Padilla.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos de 
28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 11.5150 y 11.5625 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: BBVA México, S.A., Banca Mifel, S.A., Banco Invex, S.A., Banco J.P. Morgan, 
S.A., Banco Azteca, S.A., ScotiaBank Inverlat, S.A. y Banco Mercantil del Norte, S.A. 

Ciudad de México, a 22 de mayo de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Disposiciones de Banca 
Central, Lic. Fabiola Andrea Tinoco Hernández.- Rúbrica.- Director de Operaciones Nacionales, Lic. Juan 
Rafael García Padilla.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de a un día hábil bancario en moneda 
nacional determinada el día de hoy, fue de 11.29 por ciento. 

Ciudad de México, a 19 de mayo de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Disposiciones de Banca 
Central, Lic. Fabiola Andrea Tinoco Hernández.- Rúbrica.- Director de Operaciones Nacionales, Lic. Juan 
Rafael García Padilla.- Rúbrica. 
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